
PROPOSICIONES CON PUNTO DE ACUERDO

INVESTIGAR EL PROCESO DE COMPRA-VENTA DE
TERRENOS EN APASEO EL GRANDE, GUANAJUA-
TO, QUE FUERON DONADOS A LA EMPRESA TO-
YOTA

«Proposición con punto de acuerdo, por el cual se solicita
crear la comisión especial que investigue el proceso de
compraventa de terrenos en Apaseo el Grande, Guanajua-
to, donados a la empresa Toyota, suscrita por los diputados
María Bárbara Botello Santibáñez y Jorge Carlos Ramírez
Marín, del Grupo Parlamentario del PRI

Los suscritos, diputados María Bárbara Botello Santibáñez
y Jorge Carlos Ramírez Marín, integrantes del Grupo Par-
lamentario del PRI a la LXIII Legislatura, con fundamento
en lo dispuesto en los artículos 78, fracción III, de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 58 del
Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso Gene-
ral de los Estados Unidos Mexicanos, someten a conside-
ración de esta asamblea proposición con punto de acuerdo
al tenor de las siguiente:

Exposición de Motivos

La posición geográfica que tiene el estado de Guanajuato
en el territorio nacional ha permitido que el desarrollo de la
industria automotriz sea un fuerte motor de crecimiento en
la economía del país.

Guanajuato es la única entidad que cuenta con cinco arma-
doras automotrices, las cuales en los últimos diez años, han
generado 204 proyectos de inversión con empresas com-
plementarias, un monto de inversión estimada de 11 mil
409 millones dólares y la generación de 73 mil 263 emple-
os aproximadamente.

En este sentido se hizo del conocimiento público los pro-
bables vicios en la adquisición y posterior enajenación de
600 hectáreas en el municipio de Apaseo el Grande, Gua-
najuato, en los cuales, desde el mes de noviembre de 2016,
han comenzado los trabajos de instalación de la empresa
Toyota.

Ejidatarios de la comunidad de Caleras de Ameche han de-
nunciado que el gobierno estatal compró a sobreprecio te-
rrenos adquiridos previamente por la empresa JAOS &
SGB de Grupo Gurza de Monterrey. Dicha empresa es pro-
piedad José Antonio Ortega Serrano y Santiago Germán
Bordes, ambos ex servidores públicos de la que fue la Se-
cretaría de la Reforma Agraria.

En 2014 JAOS & SGB compró 260 hectáreas a los ejidata-
rios, pagando 300 mil pesos por cada hectárea, pero luego
ésta misma las revendió a la administración estatal en 2015
arriba de un millón 700 mil pesos por hectárea.

De las 600 hectáreas en las que se está instalando la em-
presa Toyota, éstas fueron donadas por la administración
estatal, que fueron compradas a ejidatarios por debajo de
su precio, a través de presiones.

El problema de fondo es que desde el Congreso del Estado
de Guanajuato se ha denunciado opacidad, tráfico de in-
fluencias y manejo de información confidencial para que la
empresa JAOS & SGB comprara en 2014 los terrenos a los
ejidatarios, la cual fue constituida el 13 de junio de 2014 y
en octubre de 2015 ya estaba vendiendo 260 hectáreas al
gobierno estatal.

Uno de los problemas que enfrenta el estado de Guanajua-
to es la falta de regulación que inhiba la especulación de
los precios de predios, terrenos, suelo y construcciones, y
en general en los inmuebles que son susceptibles de contri-
bución del impuesto predial.

Sin duda, generar las mejores condiciones de inversión im-
plica ofrecer entornos óptimos de negocio para las inver-
siones nacionales y extranjeras, pues de ello depende se-
guir impulsando mayores oportunidades de empleo.

Sin embargo, las condiciones de inversión que ofrecen los
tres niveles de gobierno desde sus respectivos ámbitos de
competencia, requieren estar apegadas estrictamente a la
legislación aplicable en aras de ofrecer certidumbre jurídi-
ca a las inversiones.
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Durante la Comisión Permanente del segundo receso del
primer año de la LXIII Legislatura, se solicitó al gobierno
del estado de Guanajuato entregara un informe para deslin-
dar las irregularidades en la adquisición y enajenación de
dichos predios de propiedad privada y propiedad ejidal, a
fin de esclarecer las especulaciones y cuestionamientos a
los procedimientos, sin embargo, hasta el momento no se
ha recibido ninguna información.

Por ello, al no existir claridad e información pública y
transparente al respecto por parte del gobierno estatal, es
necesario crear una comisión especial para que indague y
aclare las supuestas irregularidades en este proceso de
compra-venta, que ha culminado en una donación de 600
hectáreas.

Por lo anteriormente expuesto, sometemos a consideración
de esta asamblea, la siguiente proposición con

Punto de Acuerdo

Único. Se solicita respetuosamente la creación de la Comi-
sión Especial que investigue el proceso de compra-venta de
terrenos en Apaseo el Grande, Guanajuato, que fueron do-
nados a la empresa Toyota.

Palacio Legislativo de San Lázaro, sede de la Comisión Permanente, a
25 de enero de 2017.— Diputados: María Bárbara Botello Santibáñez,
Jorge Carlos Ramírez Marín (rúbricas).»

Se turna a la Junta de Coordinación Política, de la Cá-
mara de Diputados.

ASESINATO DEL LÍDER AMBIENTALISTA, ISIDRO
BALDENEGRO LÓPEZ SUCEDIDO EN EL ESTADO
DE CHIHUAHUA

«Proposición con punto de acuerdo, relativo al asesinato
del líder ambientalista Isidro Baldenegro López, sucedido
en Chihuahua el pasado 15 de enero, a cargo de la diputada
Cristina Ismene Gaytán Hernández, del Grupo Parlamenta-
rio del PRD

La suscrita, diputada Cristina Ismene Gaytán Hernández,
integrante del Grupo Parlamentario del Partido de la Revo-
lución Democrática en la LXIII Legislatura del Honorable

Congreso de la Unión, con fundamento en lo dispuesto en
el artículo 78 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, y en los artículos 58, 59 y demás apli-
cables del Reglamento para el Gobierno Interior del Con-
greso General de los Estados Unidos Mexicanos, somete a
consideración de esta honorable asamblea la presente pro-
posición con punto de acuerdo de urgente resolución, al te-
nor de las siguientes

Consideraciones

A Isidro Baldenegro lo mataron igual que a su padre: a ba-
lazos, inicia una nota de la redacción de BBC Mundo.1 La
mala noticia recorrió el planeta.

Isidro Baldenegro López, indígena rarámuri (tarahumara)
fue un reconocido defensor de los bosques y de los dere-
chos de los pueblos originarios.

La muerte del activista ambiental, ganador del prestigioso
premio ambiental Goldman 2005, sucedió el domingo 15
de enero de este año en la comunidad de Coloradas de la
Virgen, municipio de Guadalupe y Calvo Chihuahua. 

Los detalles que rodean su muerte todavía no están claros,
y aún no sabemos los motivos detrás del ataque. Durante su
larga lucha, Isidro Baldenegro fue encarcelado injustamen-
te y posteriormente amenazado de muerte en diversas oca-
siones. Las amenazas lo llevaron a abandonar varias veces
su comunidad. Las versiones periodísticas señalan que su
asesinato ocurrió en la casa de un tío suyo. Su cuerpo fue
encontrado con heridas de bala en el tórax y en una pierna.
Esta última vez, que regreso fue balaceado en su domicilio
y por la ausencia de servicios médicos en el área, falleció. 

Pero hay causas posibles. Él siguió el ejemplo de su padre,
Julio Baldenegro, quien fuera asesinado en 1986 por de-
fender el bosque. Isidro lideraba acciones que buscaban de-
tener la tala ilegal del bosque y recuperar los derechos
agrarios usurpados a la población indígena.

Isidro Baldenegro denunció los cacicazgos y las implica-
ciones del narcotráfico en la zona, por ello, seguramente se
había convertido en un hombre incomodo a quienes lo ase-
sinaron. Isidro creía profundamente en la resistencia pací-
fica y no violenta. Su trabajo férreo de organizar protestas
pacíficas contra la tala ilegal en las montañas de Sierra Ma-
dre ayudó a proteger esos bosques, y los derechos de su
pueblo.



En 1993, Baldenegro desarrolló un movimiento no violen-
to de resistencia de base para luchar contra la tala, obte-
niendo el apoyo de ONG locales e internacionales. En
2002, organizó sentadas y marchas no violentas, lo que lle-
vó al gobierno a suspender temporalmente la tala en la zo-
na. Al año siguiente, movilizó un bloqueo humano masivo
de la mayoría de las mujeres cuyos maridos habían sido
asesinados, lo que resultó en una orden especial del tribu-
nal prohibiendo la tala en la zona.

Después del bloqueo de 2003, Baldenegro fue encarcelado
por lo que luego resultaría ser falsas acusaciones de pose-
sión de armas y drogas. Su detención generó solidaridad
internacional de importantes ONG ambientales y de dere-
chos humanos, y Amnistía Internacional declaró a Balde-
negro preso de conciencia. Liberado en junio de 2004 des-
pués de 15 meses de prisión, salió aún más decidido,
alentado por el inmenso apoyo internacional. Poco des-
pués, él y sus partidarios ganaron otras dos suspensiones de
tala del gobierno. Motivado por su éxito, estableció una or-
ganización de justicia ambiental.

Isidro Baldenegro fue un líder sin miedo y una fuente de
inspiración para tantas personas que luchan por proteger
nuestro medio ambiente y los derechos de los pueblos in-
dígenas. Por ello, se debe exigir que pare esa violencia. De-
fender desde este Congreso a las ciudadanas y los ciudada-
nos comprometidos con la defensa de sus comunidades y el
medio ambiente. Contribuyendo con ello, a que algún día,
México sea un sitio seguro para las personas que disientan
y organicen movilizaciones por sus derechos, y no como
ahora sean asesinadas o perseguidas.

Damos nuestras condolencias más sentidas a la familia,
amigos y colegas de Isidro Baldenegro en México y el res-
to del planeta por estos momentos difíciles.

Por lo anteriormente expuesto se somete a la consideración
de esta honorable Comisión Permanente, la siguiente pro-
posición con

Puntos de Acuerdo

Primero. La Comisión Permanente del Congreso de la
Unión condena y manifiesta su indignación por el asesina-
to del líder ambientalista, Isidro Baldenegro López.

Segundo. La Comisión Permanente exhorta respetuosa-
mente al gobernador constitucional del estado de Chihua-
hua, Javier Corral Jurado, a que instruya al Procurador de

Justicia en el estado, para que de manera independiente,
pronta y expedita lleve a cabo las investigaciones pertinen-
tes para procesar a los autores materiales e intelectuales del
homicidio del líder ambientalista, Isidro Baldenegro Ló-
pez, y así garantizar el derecho de acceso a la justicia de las
víctimas directas e indirectas.

Nota

Matan en México a Isidro Baldenegro, el conocido activista ambiental
ganador del prestigioso premio Goldman. <Disponible en:
http://www.bbc.com/mundo/noticias-america-latina-38672959 > [Fe-
cha de consulta: 23 de enero de 2017.]

Dado en la sede de la Comisión Permanente del Congreso de la Unión,
a 25 de enero de 2017.— Diputada Cristina Ismene Gaytán Hernández
(rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Justicia, de la Cámara de
Diputados.

SUPUESTO SUMINISTRO DE MEDICAMENTOS 
FALSOS A NIÑOS ENFERMOS DE CÁNCER EN EL
ESTADO DE VERACRUZ

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta
al titular de la PGR a conocer e investigar lo manifestado
por el ciudadano Miguel Ángel Yunes Linares respecto al
supuesto suministro de medicamentos falsos a niños con
cáncer en Veracruz, suscrita por diputados del Grupo Par-
lamentario del PVEM

Quienes suscriben, diputados federales del Grupo Parla-
mentario del Partido Verde Ecologista de México, de la
LXIII Legislatura del Honorable Congreso de la Unión,
con fundamento en lo dispuesto en el artículo 78 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 58
y 60 del Reglamento para el Gobierno Interior del Congre-
so General de los Estados Unidos Mexicanos, sometemos
a la consideración de esta asamblea la siguiente proposi-
ción con punto de acuerdo, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

En conferencia de prensa, el pasado 17 de enero, el gober-
nador del estado de Veracruz, Miguel Ángel Yunes Linares,
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afirmó que durante el gobierno de sus homólogos antece-
sores, la Secretaría de Salud aplicaba “quimioterapias fal-
sas” a niños enfermos de cáncer, manifestando:

“Tenemos ya resultados de un laboratorio que señaló
que una quimioterapia que se administraba a niños, no
era realmente un medicamento, sino que era un com-
puesto inerte, era agua prácticamente destilada”.

Asimismo, refirió que a pacientes con cáncer, incluyendo
niños, se les aplicó un medicamento denominado Bevaci-
zumab, asegurando que el mismo era falso y que por esa
razón al menos 8 niños perdieron la vida, sin señalar los
nombres de los afectados por la supuesta aplicación de sus-
tancias falsas.

Ante dichas manifestaciones, el 18 de enero del presente
año, ROCHE, empresa internacional dedicada a la investi-
gación y el desarrollo de medicamentos y productos para
diagnóstico, externó su postura al respecto, resaltando lo
siguiente:

Con motivo de las notas periodísticas publicadas el 17 de
enero de 2016 sobre la supuesta aplicación de quimiotera-
pias falsas a niños con cáncer en el estado de Veracruz, en
las que se menciona a nuestro medicamento Bevacizumab
(Avastin), informamos que:

De acuerdo a una investigación realizada en mayo de 2011,
la muestra recibida no correspondió a un producto original
Roche. La muestra no contenía el principio activo y no
cumplía con los estándares de calidad de los productos ela-
borados y comercializados por nuestra compañía.

Bevacizumab no es una quimioterapia sino un producto
biológico conocido como anticuerpo monoclonal. Su uso
no está indicado en pacientes pediátricos.

Es importante aclarar que Bevacizumab es un medicamen-
to que está indicado en pacientes adultos mayores de 18
años para el tratamiento de cáncer colorrectal metastásico,
cáncer cervicouterino, cáncer epitelial de ovario, cáncer de
mama triple negativo, cáncer renal avanzado, glioblastoma
multiforme y cáncer de pulmón de células no pequeñas, co-
mo parte de un régimen de quimioterapia combinada pro-
fesionales de salud, autoridades regulatorias, servicios de
atención al cliente y sus canales de distribución para com-
batir el mercado de medicamentos falsificados.

Lo anterior, dejando claro que las declaraciones del actual
Gobernador son falsas y mal interpretadas, generando un
estado de incertidumbre y psicosis ante la sociedad y prin-
cipalmente, ante los usuarios de los servicios de salud de
dicho Estado.

Si bien, es cierto la existencia de un reporte emitido por la
referida empresa, lo cierto es que en ninguna de sus mani-
festaciones hace referencia o aceptación alguna sobre la
veracidad de la suministración de la sustancia respecto de
la cual emitió su opinión, reiterando que no le consta que
medicamentos falsos hayan sido suministrados a pacientes
del Centro Estatal de Cancerología (Cecan) en el Estado de
Veracruz.

La gravedad de las acusaciones, que hasta el día de hoy no
tienen sustento alguno, provocaron que el pasado 20 de
enero la Secretaría de Salud Federal interviniera, enviando
una comisión de al menos 10 personas de la Comisión Fe-
deral para la Protección contra Riesgos Sanitarios (Cofe-
pris) al Cecan en Xalapa, para iniciar una investigación
acerca de las supuestas quimioterapias falsas; calificando
de antemano como una irresponsabilidad del actual Gober-
nador, haber hecho declaraciones de las que aún no se ha-
bía llevado una investigación.

Al respecto, resulta indispensable esclarecer la situación
que dio origen a la investigación de una sustancia y cuyo
resultado ha sido sujeto a diversas interpretaciones, gene-
rando temor y descontento entre la población nacional.

Los hechos reales tienen origen en el año 2010, cuando la
Química Fármaco Bióloga, Idalia Dávila González, adscri-
ta en ese entonces al Cecan, encargada de farmacia, repor-
tó un medicamento extraño, dando aviso inmediato al Di-
rector de la Institución, Doctor Enrique Guzmán García,
quien activó el protocolo ordenado por la Secretaría de Sa-
lud del Estado de Veracruz (Sesver).

Dicho medicamento, que se pretendía utilizar para una pa-
ciente adulta femenina, nunca fue aplicado, ni a ella ni a
ningún otro paciente, según las investigaciones que surgie-
ron del protocolo que señala la Sesver y que obra feha-
cientemente en documentos susceptibles de ser verificados.

Siguiendo dicho protocolo, el área jurídica de la Sesver en-
vió a Grupo Roche una muestra del producto sospechoso pa-
ra que fuera analizado por la farmacéutica, emitiendo el re-
porte referido por el actual Gobernador del Estado de



Veracruz, en donde efectivamente se señala que “no con-
tenía el principio activo y no cumplía con los estándares
de calidad de los productos elaborados y comercializados
por Roche”.

No obstante, de dicho reporte no se desprende alguna afir-
mación respecto de que el referido medicamento haya sido
suministrado a ningún paciente, menos aún a niños como
lo ha venido asegurando el Gobernador Yunes Linares.

Como legisladores coincidimos en la gravedad que impli-
ca la situación, pues dentro de la cadena de mando en la
atención de un paciente en el sistema hospitalario de la Se-
cretaría de Salud en el Estado de Veracruz se cuenta con:
enfermeras registradas de turno, médico de tratamiento, je-
fe de farmacia, directora de oncopediatría, Director del Ce-
can, Director de Hospitales, Subsecretario de Salud, Secre-
tario de Salud y una Comisión de Calidad de
Medicamentos, sin omitir a la Comisión Federal para la
Protección contra Riesgos Sanitarios (Cofepris); autorida-
des que deberán abonar y participar en la investigación y
deslinde de responsabilidades. 

Hoy más que nunca es de suma importancia obtener resul-
tados de una investigación seria e imparcial que lleve a es-
clarecer la situación y sobre todo que otorgue certeza y
tranquilidad a los pacientes de dicha institución de salud,
sobre la calidad de los medicamentos, procedimientos y
personal que han venido trabajando en favor de un sector
tan sensible como lo son los niños enfermos de cáncer.

Cifras oficiales demuestran que entre 2005 y 2015, se lo-
graron 200 casos exitosos de sobrevivencia de pacientes
pediátricos de cáncer, hechos que son demostrados a través
de los expedientes clínicos de dichos pacientes.

Como legisladores y representantes de la sociedad, no po-
demos hacer eco de notas y manifestaciones sin que exista
de por medio una investigación oficial que nos permita
emitir una opinión objetiva, misma que al día de hoy no
existe y que no podemos permitir se siga dispersando, pues
no sólo se ataca a un ex Gobernador o ex Gobernadores, se
ataca directamente al profesionalismo de enfermeras, mé-
dicos, y en general a quienes laboran en Secretaría de Sa-
lud del Estado de Veracruz, generando reclamos, insultos y
reacciones furiosas en general por parte de pacientes y fa-
miliares hacia ellos. 

Ante las manifestaciones del actuar Gobernador de Vera-
cruz, se ha generado un estado de crisis y psicosis entre la

sociedad y pacientes, provocando el primer caso de aban-
dono de tratamiento el día 19 de enero, por parte de una fa-
milia que decidió que su hijo (Gael de Jesús Blasquez Pe-
draza) abandonara el tratamiento oncológico, solicitando el
alta voluntaria, argumentando desconfianza hacia el perso-
nal médico. 

Al percatarse de ésta crisis de credibilidad de la sociedad,
el 18 de enero el Gobernador Yunes Linares nuevamente en
conferencia de prensa expresó que “médicos y enfermeras
no tenían nada que ver”; manifestación que lejos de brin-
dar seguridad y tranquilidad a los pacientes, viene a gene-
rar mayor duda sobre si sus declaraciones son ciertas o una
estrategia política como lo han referido diversos medios.

Por todo ello, y ante la evidente inexistencia de claridad y
sobre todo, ante la notoriedad del caso, los integrantes de
la Junta de Coordinación Política consideramos necesario
y urgente solicitar a la Procuraduría General de la Repúbli-
ca, conozca e investigue los hechos referidos en el presen-
te punto de acuerdo.

Lo anterior, con fundamento en el artículo 50 de la Ley Or-
gánica del Poder Judicial de la Federación, que establece
que los jueces federales penales conocerán de los delitos
del orden federal, entendiendo por ellos, aquellos que se
encuentren previstos en las leyes federales; consecuente-
mente los delitos tipificados en el Título Décimo Octavo,
Capítulo VI de la Ley General de Salud, son competencia
de la federación en términos del precepto jurídico antes ci-
tado y cuya investigación corresponde al Misterio Público
de la Federación, el cual en términos de la Ley Orgánica de
la Procuraduría General de la República se encuentra den-
tro de la estructura de dicha Procuraduría.

Lo anterior, además porque se trata de medicamentos que
fueron adquiridos  y definidos por el Consejo de Salubri-
dad General, en el marco del Fondo de Protección contra
Gatos Catastróficos del Seguro Popular, en términos de los
artículos 29 y 77 Bis de la Ley General de Salud y su su-
pervisión y regulación en toda la cadena se encuentra a car-
go de la Comisión Federal para la Protección contra Ries-
gos Sanitarios (Cofepris), en términos del artículo 3
fracción I, inciso b del Reglamento de la Cofepris.

Por todo lo manifestado, ponemos a consideración de esta
Honorable Asamblea la siguiente proposición con
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Punto de Acuerdo

Único. La Cámara de Diputados exhorta respetuosamente
al titular de la Procuraduría General de la República, a
efecto de que conozca e investigue los hechos manifesta-
dos por el ciudadano Miguel Ángel Yunes Linares, respec-
to el supuesto suministro de medicamentos falsos a niños
enfermos de cáncer en el estado de Veracruz.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, sede de la Comisión
Permanente del Honorable Congreso de la Unión, a los 25 días del mes
de enero de 2017.— Diputado Jesús Sesma Suárez (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Justicia, de la Cámara de
Diputados.

INHUMACIONES CLANDESTINAS REALIZADAS
POR LA FISCALÍA GENERAL DEL ESTADO DE
MORELOS

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a
la PGR a atraer el caso de las inhumaciones clandestinas
realizadas por la Fiscalía General de Morelos en Tetelcin-
go, Cuautla, suscrita por los diputados Blanca Margarita
Cuata Domínguez y Mario Ariel Juárez Rodríguez, del
Grupo Parlamentario de Morena

Mario Ariel Juárez Rodríguez, en nombre de Blanca Mar-
garita Cuata Domínguez, en nuestra calidad de integrantes
del Grupo Parlamentario de Movimiento Regeneración
Nacional en la LXIII Legislatura, con fundamento en lo
dispuesto en los artículos 42 de la Ley Orgánica del Con-
greso, y 58 y 59 del Reglamento para el Gobierno Interior
del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos,
somete a consideración del pleno de la Comisión Perma-
nente del Congreso de la Unión la presente proposición con
punto de acuerdo, al tenor de las siguientes

Consideraciones

Primera. El 9 de diciembre de 2014, trabajadores de la
Fiscalía General del Estado de Morelos abrieron dos fosas
comunes, de donde se encontraron 119 cadáveres, y se ex-
humaron sólo 2 que habían sido previamente reclamados,
en un predio utilizado como cementerio clandestino en el
poblado de Tetelcingo, de Cuautla, Morelos.

En el predio, el 28 de marzo de 2014, la Fiscalía General
del Estado de Morelos había inhumado de manera clandes-
tina 119 cadáveres en Tetelcingo, Morelos.

Los otros 117 cuerpos fueron exhumados por la Fiscalía
General del Estado de Morelos, en diligencias que se lle-
varon a cabo entre el 23 de mayo y el 3 de junio de 2016 e
inhumados en gavetas individuales en el panteón Jardines
del Recuerdo en Cuautla, Morelos.1

Desde entonces, familiares de víctimas de desaparecidos
han luchado para que la Fiscalía General del Estado de Mo-
relos informe del ¿por qué se enterraron cuerpos que ya ha-
bían sido reclamados?, y ¿por qué se utilizan dos fosas
clandestinas para deshacerse de restos cuando existen mi-
les de familias buscando parientes desaparecidos en el pa-
ís?

La exhumación de los 2 primeros cadáveres de estas fosas
clandestinas, se realizó por el reclamo realizado por la fa-
milia de una víctima para la entrega de su familiar quien
había sido plenamente identificado mediante exámenes pe-
riciales 9 meses y 4 días antes de que se le informará que
había sido inhumando junto con otros cadáveres aparente-
mente en calidad de desconocidos.

Ante estos hechos, los familiares de personas exhumadas
solicitaron la intervención de la Comisión Estatal de Dere-
chos Humanos de Morelos mediante la interposición de
una queja en contra de la Fiscalía General del Estado de
Morelos y el gobierno del estado, en la que se demanda se
castigue a las autoridades y trabajadores implicados en la
inhumación clandestina, se investigue la responsabilidad
de la Fiscalía General del Estado y del propio gobernador.

Segunda. El 30 de diciembre de 2015 se publicó en el pe-
riódico Tierra y Libertad el acuerdo número 15/2015 del
fiscal general del Estado de Morelos, por el que se crea la
Unidad de Investigación del Ministerio Público Encargada
de Conocer el Caso Tetelcingo,2 donde el 28 de marzo de
2014 fueron inhumados presuntamente de manera irregu-
lar más de una centena de cuerpos de personas no identi-
ficadas.

En esta averiguación ha quedado establecido que para in-
humar en estas condiciones el cadáver de 118, hubo falsi-
ficación de firmas y otros delitos, además de que no se con-
tó nunca con la anuencia de los afectados.



Todo esto fue realizado en un predio que no cuenta con
permiso sanitario correspondiente para la inhumación de
cadáveres y sin enviar oficios de aviso o solicitud de esos
permisos. De hecho, el ayuntamiento de Cuautla ha expre-
sado que no existe ni aviso ni solicitud de algún tipo para
este tipo de inhumaciones. El ayuntamiento de Cuautla;
Morelos sostiene que no tenía conocimiento ni oficial ni
extraoficial de que se hubieran inhumado 119 cuerpos en
ese predio de Tetelcingo.

El 27 de enero de 2015, el director de Salud de Cuautla,
Gonzalo Sánchez Hernández, informó al edil, mediante el
oficio número DSM/013/15: “En mi archivo no se cuenta
con el documento” en el que la Fiscalía o alguna otra auto-
ridad le pondría “en conocimiento en relación con la inhu-
mación realizada el día 28 de marzo de 2014 de 150 cuer-
pos en el panteón de Tetelcingo”. Pero además, “no hay
acuerdo de inhumación ni oficio que lo ordene, no existe
autorización del oficial del Registro Civil para la inhuma-
ción y tampoco la expedición del certificado de defunción,
permitiendo asegurar que la inhumación resulta ilegal” se-
gún lo señalado en el escrito de queja ante el ombudsman
estatal por familiares de la víctima.

Por ello, la familia se quejó ante un tribunal por dilación de
la justicia. Luego de ello, la juez de control, juicio oral y
ejecución Gabriela Acosta Ortega, determinó que existía
“omisión dolosa” de las autoridades, así que ordenó al
agente del MP que procediera a la investigación de los he-
chos relacionados con la inhumación ilegal del cadáver.

Con base en esta investigación se puede suponer que los
119 cadáveres fueron inhumados de manera clandestina e
ilegal por la ahora fiscalía, pues nunca se notificó al oficial
del Registro Civil de Cuautla, y es más, éste nunca dio su
autorización ni expidió los certificados de defunción de los
cuerpos.

Ahora se conoce de la falsificación de la firma del Minis-
terio Público a cargo de la carpeta de investigación, Carlos
Alberto Flores García. En otras palabras, alguna otra auto-
ridad o personal de la propia fiscalía habría falsificado la
firma de Flores García en un oficio que supuestamente au-
toriza la inhumación del cadáver, pues se afirma en el do-
cumento del 28 de marzo de 2014 que la víctima “se en-
contraba en calidad de desconocido”.

El vocero de la Comisión Independiente de Derechos Hu-
manos de Morelos, José Martínez Cruz, demandó investi-
gar a fondo estos hechos y castigar a los responsables, por-

que es evidente que el caso representa una violación a la
dignidad humana y una revictimización.3 Pero, además,
Martínez Cruz señala que se han documentado 83 casos de
desaparición de personas, sólo en lo que va del sexenio de
Graco Ramírez, y hasta el momento la Fiscalía carece de
protocolos y bases de datos que permitan a las familias de
estos desaparecidos averiguar o comprobar que sus ausen-
tes se encuentran en los anfiteatros, o en este caso, en las
fosas clandestinas de la fiscalía.

Tercera. El 25 de noviembre de 2015 la Comisión Nacio-
nal de los Derechos Humanos atrajo la investigación, y al
solicitar información a la Fiscalía General del Estado de
Morelos sobre los 119 cuerpos inhumados en 2014, la de-
pendencia le entregó 99 carpetas de investigación.

Casi un año después de haber atraído esta indagatoria, el 30
de septiembre de 2016 la Comisión Nacional de los Dere-
chos Humanos emitió la recomendación 144/148 sobre el
caso de la violación al derecho de acceso a la justicia en la
modalidad de inadecuada procuración de justicia y la vio-
lación al derecho a la verdad, relacionado con la irregular
inhumación de 119 cadáveres en la comunidad de Tetelcin-
go, de Cuautla, Morelos, en las que las cuales dos están di-
rigidas al gobernador, seis al fiscal general del Estado de
Morelos y tres al ayuntamiento de Cuautla.

En estas recomendaciones, al gobernador Graco Ramírez
indicó: 

Primera. Girar instrucciones a quien corresponda, en con-
cordancia a la Recomendación emitida por la Comisión de
Derechos Humanos del Estado de Morelos a efecto de que
de manera coordinada con la Fiscalía General del Estado se
brinde una reparación integral del daño que contemple
atención médica y psicológica a los familiares de VI1,
VI2, V9 y V58, en calidad de víctimas indirectas, afec-
tados por la inadecuada procuración de justicia e irre-
gular inhumación, así como una compensación o indem-
nización justa tomando en cuenta la gravedad de los hechos
conforme a los lineamientos de la Ley de Atención y Re-
paración a Víctimas del Delito y de Violaciones a los De-
rechos Humanos para el Estado de Morelos y se remitan a
la comisión nacional las constancias con que se acredite su
cumplimiento.

Segunda. Girar instrucciones a quien corresponda para que
en coordinación con los municipios correspondientes, en
un plazo de seis meses contado a partir de la aceptación de
la presente Recomendación, se recabe la información res-
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pecto de los terrenos en donde se advierta o presuma
que están siendo utilizados como panteones de manera
irregular y, en caso de existir, resguardar el lugar para su
preservación y elaborar un calendario en coordinación con
la FGE en el que se apeguen al Protocolo para el Trata-
miento e Identificación Forense que se homologó median-
te acuerdos 02/2016, 03/2016 y 04/2016 de la FGE, para
que se realicen las acciones para la exhumación y recolec-
ción de datos que hagan posible la identificación de cadá-
veres hallados en fosas comunes que tengan la calidad de
no identificados y remitir las pruebas de su cumplimiento
a esta comisión nacional.

Por su parte, a la Fiscalía General del Estado indicó:

Primera. Girar instrucciones a quien corresponda para que
en concordancia a la recomendación emitida por la comi-
sión estatal, solicite a la Comisión Ejecutiva de Atención
a Víctimas en el Estado de Morelos la inscripción de los
familiares directos de los cadáveres identificados, VI1,
VI2, V9 y V58, que fueron inhumados en las fosas comu-
nes del poblado de Tetelcingo, en el Registro Único de Víc-
timas del Estado de Morelos, para que tengan acceso al
fondo destinado a la reparación del daño y remita a la co-
misión nacional las pruebas de su cumplimiento.

Segunda. En concordancia con la recomendación emitida
por la comisión estatal, ofrecer una disculpa pública ins-
titucional a las víctimas y sus familiares por las viola-
ciones a derechos humanos cometidas en su agravio y
en el de la sociedad siguiendo los estándares internaciona-
les y se remitan a la comisión nacional las pruebas de su
cumplimiento.

Tercera. Colaborar ampliamente con este organismo na-
cional con la queja que se presente ante la instancia com-
petente, así como con la denuncia que formule por las
responsabilidades administrativas o los delitos en que
pudiese haber incurrido el personal que ordenó, y par-
ticipó en la inhumación irregular de los cadáveres del
28 de marzo de 2014, del personal ministerial que actuó
de forma irregular en las carpetas de investigación de
las 119 víctimas inhumadas, así como de los superiores
que hayan ordenado y autorizado o tolerado las accio-
nes descritas en la presente; de igual manera se investi-
gue la procedencia de los oficios firmados por los agen-
tes del Ministerio Público en los que se ordenó la
inhumación y se remitan a esta comisión nacional las
constancias de su cumplimiento. 146/148.

Cuarta. Determinar conforme a derecho y a la brevedad,
las carpetas de investigación que se encuentran abiertas y
en integración por los hechos que motivaron la presente re-
comendación y se remitan a esta comisión nacional las
pruebas de su cumplimiento.

Quinta. Diseñar e impartir cursos de capacitación dirigido
a los agentes del Ministerio Púbico y peritos de la FGE de
Morelos sobre identificación, manejo y conservación de
cadáveres, así como sobre procesamiento de indicios, ca-
dena de custodia, preservación y conservación del lugar de
los hechos, apegados al Protocolo para el Tratamiento e
Identificación Forense, a efecto de que esos servidores pú-
blicos reciban la capacitación necesaria para que en la in-
tegración de carpetas de investigación en las que participen
se actúe con apego a la legalidad y respeto a los derechos
humanos y se garanticen los derechos de las víctimas del
delito, según los estándares internacionales de protección
de derechos humanos, hecho lo cual se remitan a este or-
ganismo nacional las constancias con que se acredite su
cumplimiento.

Sexta. Girar instrucciones a quien corresponda para que se
realicen todas las diligencias necesarias para lograr la acu-
mulación de las nuevas carpetas de investigación que se
iniciaron por lo ilegible de los números adheridos a las bol-
sas de los cadáveres durante la exhumación de 23 de mayo
a 3 de junio de 2016, a las carpetas de investigación ante-
riores que ya contenían diligencias respecto de cada uno de
los cadáveres, con la finalidad de que no se pierdan datos
que hagan posible dar con los probables responsables de la
comisión de los homicidios y en lo sucesivo se le agreguen
chapas (metálicas) de identificación a los cadáveres que se
inhumen en calidad de desconocidos y se remita a esta co-
misión nacional las pruebas de su cumplimiento.

Cuarta. La Asociación de Abogados Penalistas de More-
los ha solicitado que “para garantizar la autonomía de los
investigadores, es necesaria la creación de una fiscalía es-
pecializada e independiente de la propia Fiscalía General,
en la que debieran participar abogados penalistas y en la
que participara el propio Congreso local”,4 advirtiendo que
de las pruebas existentes se pueden desprender delitos co-
mo obstrucción de la justicia y violación a la Ley de Res-
ponsabilidades de los Servidores Públicos, más los que se
acumulen, es claro que hasta el momento ha existido pro-
tección a las autoridades de la Fiscalía General de Mo-
relos, particularmente hacia el hoy ex fiscal general Rodri-
go Dorantes Salgado, actual delegado de la Procuraduría
General de la República en Durango, además de la coordi-



nadora general de Servicios Periciales, Ana Lilia Guerrero
Moreira, y del fiscal regional oriente José Manuel Serrano
Salmerón, a través de prácticas dilatorias que entorpecen,
obstruyen y ocultan información en relación con los he-
chos, resulta imposible que la misma Fiscalía General del
Estado de Morelos realice una indagatoria imparcial y ex-
pedita en contra de su propios funcionarios.

Resulta imprescindible que se realice una investigación de
manera inmediata, eficiente, exhaustiva, profesional e im-
parcial, libre de estereotipos y discriminación política o
ideológica, orientada a explorar todas las líneas de investi-
gación posibles que permitan allegarse de datos para el es-
clarecimiento del hecho que la ley señala como delito, así
como la identificación de quien lo cometió o participó en
su comisión. Una investigación de estas características no
puede ser realizada por una autoridad que es señalada co-
mo responsable de cometer los ilícitos, que para el caso
concreto es la propia Fiscalía General del estado de More-
los, por el evidente conflicto de interés existente por la fle-
xibilización en que puede incurrir en la investigación y per-
secución de autoridades que integran o integraron esta
institución.

Por ello, la Procuraduría General de la República debe ha-
cerse cargo de las indagatorias, para recobrar la confianza
pública, garantizar el conocimiento pleno de la Verdad y
que se haga Justicia, y por ser la única instancia adecuada
para garantizar que la investigación se realice de manera
inmediata, eficiente, exhaustiva, profesional e imparcial,
libre de estereotipos y discriminación política o ideológica,
orientada a explorar todas las líneas de investigación posi-
bles que permitan allegarse de datos para el esclarecimien-
to del hecho que la ley señala como delito, así como la
identificación de quien lo cometió o participó en su comi-
sión.

La Ley Orgánica de la Procuraduría General de la Repú-
blica señala la facultad de atracción que puede ejercer el
órgano ministerial federal.

Artículo 14. El reglamento de esta ley establecerá las
unidades y órganos técnicos y administrativos, centrales
y desconcentrados, de la Procuraduría General de la Re-
pública, así como sus atribuciones.

El procurador general de la República, de conformidad con
las disposiciones presupuestales, podrá crear unidades ad-
ministrativas especializadas distintas a las previstas en el

reglamento de esta ley, para la investigación y persecución
de géneros de delitos y para el ejercicio de la función mi-
nisterial, policial y pericial, atendiendo a las necesidades
del servicio, así como fiscalías especiales para el conoci-
miento, atención y persecución de delitos específicos que
por su trascendencia, interés y características así lo ameri-
ten.

El Reglamento de la Ley Orgánica de la Procuraduría Ge-
neral de la República establece:

Artículo 13. Son facultades genéricas de los titulares de
las unidades especializadas previstas en el artículo 3 de
este Reglamento y las fiscalías, así como de las creadas
por acuerdo del procurador, en términos de lo dispuesto
en el segundo párrafo del artículo 14 de la Ley Orgáni-
ca, adicionalmente a las contempladas en el artículo an-
terior, las siguientes:

I. a V. …

VI. Ejercer la facultad de atracción para la investigación
y persecución de delitos del fuero común que tengan co-
nexidad con delitos federales materia de su competen-
cia;

…

Por tanto, y con fundamento en lo expresado, así como en
las disposiciones invocadas en el proemio, se propone el
siguiente

Punto de Acuerdo

Único. Se exhorta a la Procuraduría General de la Repú-
blica para que en uso de sus facultades atraiga el caso de
las inhumaciones clandestinas realizadas por la Fiscalía
General del Estado de Morelos, en un predio utilizado co-
mo cementerio clandestino en el poblado de Tetelcingo, de
Cuautla, Morelos, para garantizar que se realice una inves-
tigación eficiente, exhaustiva, profesional e imparcial.

Notas

1 Comisión Nacional de los Derechos Humanos. Recomendación no.
48 /2016 sobre el caso de la violación al derecho de acceso a la justi-
cia en la modalidad de inadecuada procuración de justicia y la viola-
ción al derecho a la verdad, relacionado con la irregular inhumación de
119 cadáveres en la comunidad de Tetelcingo, de Cuautla, Morelos.

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año II, Primer Receso, 25 de enero de 2017  Apéndice II181



Año II, Primer Receso, 25 de enero de 2017  Apéndice II Diario de los Debates de la Cámara de Diputados182

https://www.google.com.mx/url?sa=t&rct=j&q=&esrc=s&sour-
ce=web&cd=2&cad=rja&uact=8&ved=0ahUKEwiD_bGgg9bPAh
WE8YMKHR65B6YQFggmMAE&url=http%3A%2F%2Fwww.c
ndh.org.mx%2Fsites%2Fall%2Fdoc%2FRecomendaciones%2F20
16%2FRec_2016_048.pdf&usg=AFQjCNHjfCBmajZF6-
iWhOLRZFkt_jwM9A

2 Acuerdo 15/2015 del Fiscal General del Estado de Morelos por el que
se crea la Unidad de Investigación del Ministerio Público Encargada de
Conocer el Caso Tetelcingo. 

https://www.google.com.mx/url?sa=t&rct=j&q=&esrc=s&sour-
ce=web&cd=1&cad=rja&uact=8&ved=0ahUKEwiQ5_rsdbPAh-
VLeD4KHXC1DvMQFggbMAA&url=http%3A%2F%2Fmarco-
juridico.morelos.gob.mx%2Farchivos%2Facuerdos_estatales%2F
pdf%2FATETELCINGOFGMO.pdf&usg=AFQjCNGup4Le-
Exph5Z4fbeokZK30P2cHAQ

3 Ídem.

https://www.google.com.mx/url?sa=t&rct=j&q=&esrc=s&sour-
ce=web&cd=1&cad=rja&uact=8&ved=0ahUKEwjU4JbHx9bPAh
XHej4KHSmUBA0QFggdMAA&url=http%3A%2F%2Fwww.pro
ceso.com.mx%2F420052%2Flas-fosas-clandestinas-de-la-fiscalia-
de-morelos&usg=AFQjCNFLzUaKzBvzMrwmGXd8BTzVdGH
wgQ

4 “Las fosas clandestinas de la Fiscalía de Morelos”, en Proceso.

https://www.google.com.mx/url?sa=t&rct=j&q=&esrc=s&sour-
ce=web&cd=1&cad=rja&uact=8&ved=0ahUKEwj05sabxtbPAh-
WIoD4KHV0lBs4QFggbMAA&url=http%3A%2F%2Fwww.pro-
ceso.com.mx%2F420052%2Flas-fosas-clandestinas-de-la-fiscalia-
de-morelos&usg=AFQjCNFLzUaKzBvzMrwmGXd8BTzVdGH
wgQ

Recinto de la Comisión Permanente del Congreso de la Unión, a 25 de
enero de 2017.— Diputada Blanca Margarita Cuata Domínguez (rú-
brica).»

Se turna a la Comisión de Justicia, de la Cámara de
Diputados.

RESCINDIR TODO CONTRATO ACTUAL O PREVISTO
PARA LA ADQUISICIÓN DE PRODUCTOS O SERVI-
CIOS DE LAS EMPRESAS FORD MOTOR COMPANY
Y GENERAL MOTORS COMPANY

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a
las instancias receptoras de recursos públicos a rescindir en
ejercicio de sus facultades todo contrato vigente o previsto
para adquirir productos o servicios de Ford Motor Com-
pany y General Motors Company, suscrita por los dipu-
tados Clemente Castañeda Hoeflich y Jorge Álvarez May-
nez, del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano

Los suscritos, Clemente Castañeda Hoeflich y Jorge Álva-
rez Maynez, diputados del Grupo Parlamentario de Movi-
miento Ciudadano de la LXIII Legislatura de la Cámara de
Diputados, con fundamento en lo señalado en los artículos
6, numeral 1, fracción I, y 79 numeral 1, fracción II, del
Reglamento de la Cámara de Diputados del Honorable
Congreso de la Unión, somete a consideración la siguiente
proposición de con punto de acuerdo mediante el cual se
exhorta a la administración pública federal, al Poder Judi-
cial de la Federación, al Senado de la República, a los go-
biernos de las entidades federativas, a los gobiernos muni-
cipales, a los órganos constitucionales autónomos, a las
universidades públicas y a todas las instancias que reciban
recursos públicos, a que rescindan todo contrato actual o
previsto para la adquisición de productos o servicios de las
empresas Ford Motor Company y General Motors Com-
pany o de cualquier otra que decida retirar sus inversiones
de México debido a las presiones derivadas directa o indi-
rectamente de las actuaciones, amenazas o dichos del pre-
sidente de los Estados Unidos de América, con base en la
siguiente

Exposición de Motivos

“A los tiranos no se les apacigua, se les enfrenta”

Enrique Krauze

I. Desde la entrada en vigor del Tratado de Libre Comercio
de América del Norte (TLCAN), nuestro país se ha con-
vertido en un líder internacional en la fabricación de auto-
móviles, con lo que a los largo de 22 años ha pasado a con-
vertirse en el principal exportador de autos a los Estados
Unidos de América, el mercado más grande del mundo en
la materia. 



Sin embargo, desde el inicio de su campaña presidencial, el
actual presidente de los Estados Unidos de América (EE.
UU), Donald Trump, ha amenazado constantemente no só-
lo el estatus cultural y migratorio de los mexicanos resi-
dentes en aquel país, sino que ha manifestado estar en con-
tra de la relación comercial que actualmente existe entre
los Estados Unidos y México, poniendo especial énfasis en
las plantas automotrices.

Ante el embate trumpista del otro lado de la frontera, que
recién comienza y que amenaza con descarrilar la relación
comercial que desde el TLCAN mantienen armoniosamen-
te los tres países de América del Norte, las más diversas
voces de la intelectualidad mexicana, han urgido porque el
Estado mexicano dé muestras de una clara voluntad para
enfrentar con firmeza los intentos por atentar contra la eco-
nomía de los mexicanos y con desincentivar las inversiones
internacionales en nuestro país. Así, Enrique Krauze ha se-
ñalado que “México necesitó cambiar la fórmula de apaci-
guamiento empleada hasta ahora”1 en su relación con los
EE. UU. 

Cabe señalar en tal sentido, que la relación comercial entre
México y Estado Unidos, particularmente en el área auto-
motriz, implicó para nuestro país triplicar la producción de
automóviles, para llegar a 3.4 millones de unidades en
2015, siendo los EE. UU. y Canadá los destinatarios de 82
por ciento de las exportaciones del país en ese rubro, es de-
cir, 2.7 millones de autos2 Lo anterior ha colocado a nues-
tro país como el séptimo productor automotriz a nivel mun-
dial.

Sin embargo, dicha relación comercial ha resultado tam-
bién en importantísimos ahorros en términos fiscales y de
recursos humanos para las empresas automotrices extran-
jeras asentadas en México, que desean en lo fundamental
exportar al mercado norteamericano, ya que los salarios en
México llegan a ser hasta diez veces menores que los reci-
bidos por un trabajador promedio en los EE. UU.

Uno de los efectos de los últimos embates de Trump a la
economía mexicana fue la reciente cancelación de la plan-
ta automotriz que la empresa Ford Motor Company tenía
planeada en San Luis Potosí con una inversión de hasta mil
600 millones de dólares3.

Asimismo, General Motors Company, indicó en días re-
cientes que trasladaría hasta 550 empleos de sus filiales en
México hacia los EE. UU., y anunció la inversión de hasta

mil millones de dólares en aquel país, todo ellos días des-
pués de que el presidente Donald Trump amenazara al fa-
bricante automotriz con cobrar altísimos aranceles a sus
autos producidos en México4. 

En Movimiento Ciudadano consideramos que el Congreso
de la Unión debe ser un baluarte inquebrantable en la de-
fensa de la dignidad y la economía de los mexicanos, y es
por ello que este 19 de enero presentamos una petición an-
te el Comité de Administración en la Cámara de Diputados
para la adopción de acuerdo formal que vete la adquisición
de vehículos de la marca Ford.

Y es en el mismo sentido que mediante el presente punto
de acuerdo se exhorta a todas las instancias del Estado me-
xicano a adoptar políticas similares en relación con la ad-
quisición de productos o servicios de empresas que hayan
adoptado una actitud hostil hacia México derivada de los
chantajes y amenazas del presidente Trump y su adminis-
tración. 

Frente a un contexto cada vez más adverso hacia nuestro
país, en Movimiento Ciudadano consideramos que todas
las instituciones públicas nacionales tienen la responsabili-
dad de defender los intereses nacionales y de demostrar
que México no tolerará las amenazas como método de ne-
gociación.

Por lo anteriormente expuesto, se somete a consideración
el siguiente

Punto de Acuerdo

Único. Se exhorta a la administración pública federal, al
Poder Judicial de la Federación, al Senado de la República,
a los gobiernos de las entidades federativas, a los gobiernos
municipales, a los órganos constitucionales autónomos, a
las universidades públicas, y a todas las instancias que re-
ciban recursos públicos, a que en el ejercicio de sus facul-
tades rescindan todo contrato actual o previsto para la ad-
quisición de productos o servicios de las empresas Ford
Motor Company y General Motors Company, así como a
que se emprendan similares acciones respecto de toda em-
presa que teniendo filiales o cualquier clase de inversión en
México, decida retirarlas debido a las presiones derivadas
directa o indirectamente de las actuaciones, amenazas o di-
chos del presidente de los Estados Unidos de América, Do-
nald John Trump, o de su administración.
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Notas

1 Krauze, Enrique, “Trump amenaza a un buen vecino”, The New York
Times, 18 de enero de 2017, 

http://www.nytimes.com/es/2017/01/18/como-debe-responder-me-
xico-a-las-amenazas-de-trump/ 

2 “Trump sacude los autos en México”, Milenio, 9 de enero de 2017, 

http://www.milenio.com/financial_times/ford-planta_en_mexico-
donald_trump-ftmercados-negocios_0_880712086.html 

3 “El anuncio de Ford va más allá de una planta automotriz”, El Fi-
nanciero, 4 de enero de 2017,  

http://www.elfinanciero.com.mx/economia/mexico-en-la-mira-de-
la-administracion-de-trump-tras-el-anuncio-de-ford.html 

4 “General Motors le da gusto a Trump: la automotriz saca empleos de
México para llevarlos a EU”, Animal Político, 17 de enero de 2017, 

http://www.animalpolitico.com/2017/01/general-motors-trump-
empleos-mexico/

Palacio Legislativo de San Lázaro, sede de la Comisión Permanente, a
25 de enero de 2017.— Diputado Clemente Castañeda Hoeflich (rú-
brica).»

Se turna a la Comisión de Economía, de la Cámara de
Diputados.

ESTABLECER ACCIONES A FAVOR DE LOS HIJOS
DE AQUELLAS FAMILIAS QUE EVENTUALMENTE
SEAN DEPORTADAS DE LOS ESTADOS UNIDOS DE
AMÉRICA

«Proposición con punto de acuerdo, por el cual se exhorta
a la SEP y sus homólogas locales a establecer acciones en
pro de los hijos de las familias que sean deportadas de Es-
tados Unidos, ante las medidas discriminatorias de su nue-
vo gobierno, suscrita por el diputado Alfredo Valles Men-
doza, del Grupo Parlamentario de Nueva Alianza

Quien suscribe, Luis Alfredo Valles Mendoza, coordinador
del Grupo Parlamentario de Nueva Alianza en la LXIII Le-
gislatura de la Cámara de Diputados del Congreso de la
Unión, con fundamento en establecido en la fracción II del

artículo 71 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos y en el artículo 58 del Reglamento para el
Gobierno Interior del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos y demás aplicables, somete a conside-
ración de esta asamblea la presente proposición con punto
de acuerdo, con base en las siguientes

Consideraciones

La educación es un derecho humano fundamental que po-
sibilita el ejercicio de los demás derechos humanos. En
México se ha asumido el compromiso de brindar educación
obligatoria desde preescolar hasta el nivel medio superior,
lo que significa atender a la población de entre 3 y 17 años
de acuerdo con la normativa de la educación obligatoria.1

Luego de las pasadas elecciones presidenciales en el veci-
no país del Norte, en donde resultó ganador el Candidato
Republicano Donald Trump, surge la necesidad de analizar
el efecto social que tendrá el nuevo gobierno estadouni-
dense en los distintos sectores de nuestra sociedad.

El balance político estadounidense con una inclinación ha-
cia una extrema derecha conservadora sugiere que hay la
posibilidad real de que millones de indocumentados de ori-
gen mexicano sean deportados en los siguientes cuatro
años, estableciéndose de manera interna mecanismos para
dificultar y frenar la migración a Estados Unidos.2

En Nueva Alianza, como partido político comprometido y
preocupado por los temas sociales, manifestamos nuestro
apoyo y total respaldo a las miles de familias mexicanas
que radican en Estados Unidos y que, en este contexto, co-
rren el riesgo de ser deportados ante las medidas discrimi-
natorias que pudieran suscitarse como resultado de esta
nueva visión de la política exterior.

Sabemos que ante la falta de oportunidades, nuestros com-
patriotas de todo el país cruzan por nuestras fronteras en
busca de un mejor futuro que traiga a sus familias bienes-
tar y tranquilidad. La migración, con el paso de los años, ha
ido en aumento y, al día de hoy, ya no son solamente las ca-
bezas de familia quienes emigran, también lo hacen fami-
lias completas como una medida para permanecer unidos.

Mientras que la atención mediática se encuentra enfocada
en la deportación de millones de trabajadores indocumen-
tados, no se ha prestado la debida atención al efecto cola-
teral que sufrirán los hijos de estas familias en el aspecto
educativo.



En Nueva Alianza consideramos que ante este escenario se
deben de analizar los eventuales sucesos y su posterior im-
pacto para nuestro Estado; en el caso particular, el que se
deporten familias mexicanas en los próximos meses.

Siendo éste el caso, nos veríamos ante la necesidad de re-
cibir a cientos de miles de niñas, niños y adolescentes, cu-
yos padres no cuentan con los documentos requeridos que
avalen los estudios que sus hijos han realizado en Estados
Unidos de América.

Nos encontraríamos en una coyuntura de incremento en la
matrícula en los centros escolares de educación básica y
superior, y con grupos con un número excesivo de alum-
nos, donde la intervención pedagógica se dificultaría.

En Nueva Alianza nos preocupa de manera particular los
menores que se encuentran en edad de cursar algún grado
escolar, y su posible pérdida del periodo en el mejor de los
casos, ya que sabemos que existen otros supuestos donde
se podría perder un grado completo o se llegaría a casos ex-
tremos de abandono, de manera definitiva, de los estudios. 

De acuerdo con el artículo 1o. de la Constitución, “en los
Estados Unidos Mexicanos todas las personas gozarán de
los derechos humanos reconocidos en esta Constitución y
en los tratados internacionales de que el Estado mexicano
sea parte, así como de las garantías para su protección, cu-
yo ejercicio no podrá restringirse ni suspenderse, salvo en
los casos y bajo las condiciones que esta Constitución es-
tablece. […] Todas las autoridades, en el ámbito de sus
competencias, tienen la obligación de promover, respetar,
proteger y garantizar los derechos humanos de conformi-
dad con los principios de universalidad, interdependencia,
indivisibilidad y progresividad”.

Ante esa premisa, es nuestro deber, como representantes de
la sociedad, velar porque el derecho humano a la educación
de los hijos de familias mexicanas que sean deportadas no
sea transgredido y que no abandonen o se les niegue, por
ninguna circunstancia, el acceso a la continuidad de sus es-
tudios.

La educación es un proceso permanente que contribuye al
desarrollo integral del individuo, así como a la transforma-
ción de la sociedad. Asimismo, es factor determinante, co-
mo se dijo, para ejercitar todos los demás derechos, ya que
promueve la libertad y la autonomía personal.

En el país, de acuerdo con el artículo 3o. constitucional, la
educación está garantizada a todos los individuos, quienes
deben contar con las mismas oportunidades de acceso al
sistema educativo, sin discriminación ni exclusión.

Todas las autoridades educativas quedan obligadas a privi-
legiar acciones afirmativas con base en la Constitución y
las leyes reglamentarias en la materia, así como en los tra-
tados internacionales de que el Estado mexicano sea parte.

No debemos olvidar que antes de ser migrantes, los niños
y los adolescentes son personas que gozan de los derechos
humanos reconocidos en la Carta Magna, por lo que deben
ser respetados, sin importar su situación migratoria.

Es nuestra obligación proteger y cumplir el principio del
interés superior de la niñez, garantizando de manera plena
sus derechos; en específico, el de la educación.

Estos menores de edad tienen sueños, quieren estudiar y te-
ner una vida plena, y necesitan de todo nuestro apoyo para
lograr vivir la vida a la que tienen derecho, con educación
y oportunidades iguales.

Instamos a las autoridades educativas a establecer acciones
afirmativas en favor de los hijos de aquellas familias que
sean eventualmente deportadas de Estados Unidos de
América ante las medidas discriminatorias que se susciten
por el próximo gobierno de aquel país, a fin de que no se
suspenda bajo ningún motivo el ciclo escolar de las niñas,
niños y adolescentes que cursen algún grado de estudio.

Por último, se sugieren líneas de atención en las que las au-
toridades educativas deberán de centrarse:

• Considerar el incremento de libros de texto gratuitos
de educación básica para la población que ingresa o se
incorpora a los grados por ubicación pedagógica;

• Prever la posible restructuración de turnos vespertinos
para atender la demanda educativa de alumnos prove-
nientes de Estados Unidos de América;

• Analizar la aplicación de la norma educativa para re-
validación de estudios y ubicación del grado correspon-
diente con el apoyo del documento de transferencia del
estudiante migrante binacional México-EUA,3 el cual
se expide en el marco del memorándum de entendi-
miento sobre educación entre los gobiernos mexicano y
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de Estados Unidos de América, y que tiene como obje-
tivo otorgar reconocimiento oficial a los estudios de
educación primaria o secundaria que realiza la pobla-
ción migrante que viaja con frecuencia entre México y
Estados Unidos, y viceversa, facilitando a los menores
su ubicación en la escuela receptora, de acuerdo con el
grado que les corresponda. Igualmente, mediante este
documento se promueve el registro de calificaciones de
los estudiantes, así como la educación continua de esta
población; y

• Considerar el problema del idioma.

Por lo expuesto y fundado, someto respetuosamente a con-
sideración de esta asamblea la siguiente proposición con

Punto de Acuerdo

Único. La Comisión Permanente del Congreso de la Unión
exhorta respetuosamente al secretario de Educación Públi-
ca y a las autoridades educativas de las entidades federati-
vas a establecer las acciones afirmativas necesarias en fa-
vor de los hijos de las familias que sean eventualmente
deportadas de Estados Unidos de América ante las medidas
discriminatorias que se susciten por el próximo gobierno
de aquel país, a fin de que no se suspenda por ningún mo-
tivo el ciclo escolar de las niñas, los niños y los adolescen-
tes que cursen algún grado de estudio.

Notas

1 Skoog, Christian, representante del UNICEF en México. Niñas y ni-
ños fuera de la escuela en México, Fondo de las Naciones Unidas pa-
ra la Infancia, México, 2016.

2 Hirschfield, Julie (2016). “What Donald Trump’s vow to deport up
to 3 million immigrants would mean”, en The New York Times (nyti-
mes.com). Publicado el 14 de noviembre de 2016. Consultado el 25 de
noviembre de 2016.

3 Véase http://www.mexterior.sep.gob.mx/2_dtemb.htm

Sede de la Comisión Permanente del Congreso de la Unión, a 25 de
enero de 2017.— Diputado Luis Alfredo Valles Mendoza (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Educación Pública y Servi-
cios Educativos, de la Cámara de Diputados.

REFORZAR EL APOYO LEGAL QUE EN MATERIA
MIGRATORIA OFRECEN A LOS CONNACIONALES
LOS CONSULADOS MEXICANOS EN LOS ESTADOS
UNIDOS DE AMÉRICA

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a
la SRE a reforzar el apoyo legal en materia migratoria ofre-
cido a los connacionales por los consulados mexicanos en
Estados Unidos, suscrita por el diputado Gonzalo Guízar
Valladares, del Grupo Parlamentario del PES

El suscrito, Gonzalo Guízar Valladares, diputado federal a
la LXIII Legislatura de la Cámara de Diputados del Hono-
rable Congreso de la Unión e integrante del Grupo Parla-
mentario del Partido Encuentro Social, con fundamento en
lo dispuesto en los artículos 78, fracción III, de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y 58 del
Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso Gene-
ral de los Estados Unidos Mexicanos, somete a considera-
ción de esta honorable asamblea, a fin de exhortar respe-
tuosamente al titular de la Secretaría de Relaciones
Exteriores. Lo anterior, al tenor de la siguiente 

Exposición de Motivos 

México es un país con una larga tradición migratoria inter-
nacional, la cual muestra características muy exclusivas, ya
que su vecindad con una de las potencias económicas más
importantes del mundo, Estados Unidos, ha propiciado un
constante flujo de personas hacia ese país en busca de me-
jores oportunidades. 

Cifras de Naciones Unidas muestran que México el segun-
do país con más emigrantes en el mundo con 12.3 millones
de personas. Asimismo, de acuerdo con las estimaciones
del BBVA Research basadas en la Current Population Sur-
vey (CPS) en 2015 había una población de alrededor de
36.9 millones de personas de origen mexicano en Estados
Unidos, de los cuales 12.2 son migrantes, mientras el resto
son de segunda y tercera generación, es decir descendien-
tes de migrantes mexicanos. Lo anterior, significa que al-
rededor de 10 por ciento de la población nacida en México
vive en aquel país.            

A partir del anuncio oficial de la aspiración de Donald
Trump en junio del 2016 el postulante lanzó su campaña
para obtener la candidatura presidencial del Partido Repu-
blicano en Estados Unidos con un mensaje antiinmigrante
centrado en la identificación de la población de origen me-
xicano con el crimen y la violencia.



En un inicio, las primeras declaraciones, del entonces pre
candidato resultaban poco creíbles, sin embargo, el 21 de
julio de 2016, el magnate se convirtió en el candidato ofi-
cial del Partido Republicano, afirmando que de convertirse
en el titular del Ejecutivo estadounidense, pondría en mar-
cha un Plan migratorio que incluiría, además de la cons-
trucción de un muro en la frontera con México y la depor-
tación generalizada, la triplicación de los agentes
fronterizos y el incremento en los costos de visas para me-
xicanos. 

A pesar de todo pronóstico, refutando a la mayoría de las
encuestas electorales, el 18 de noviembre de 2016, el em-
presario Donald Trump se convirtió en el presidente electo
de Estados Unidos de América, reiterando  su propuesta de
campaña en la cual estableció realizar deportaciones masi-
vas de todos los migrantes indocumentados de Estados
Unidos, declarando que entre dos y tres millones de inmi-
grantes indocumentados serán deportados o encarcelados
en los primeros días de su gobierno.

La postura intransigente del candidato republicano en te-
mas migratorios ha atraído el apoyo de grupos “nacionalis-
tas blancos” incluyendo a varios líderes neo-nazis y supre-
macistas quienes expresaron su apoyo a partir de la
candidatura del ahora presidente.

Es preciso recordar el movimiento migratorio ha sido una
constante en las relaciones entre México y Estados Unidos
desde el siglo pasado. En las últimas décadas, dicho fenó-
meno ha prevalecido como uno de los asuntos más difíci-
les, preocupantes y conflictivos dentro de la agenta bilate-
ral. 

A partir del viernes 20 de enero ha tomado posesión de la
Casa Blanca el empresario Donald Trump, por lo que ha
comenzado un periodo tan incierto como peligroso a nivel
internacional, por su rechazo a diversas políticas entre ellas
la migratoria. 

Una de las formas con las que Trump ha generado nervio-
sismo en México es con la amenaza de bloquear el envío
de remesas hasta que el gobierno pague por el muro que el
republicado quiere construir en la frontera.

En este sentido, resulta indispensable destacar que México
recibe anualmente más de 24 mil millones de dólares en re-
mesas enviadas por inmigrantes en Estados Unidos, más
dinero de lo que ingresa por sus exportaciones petroleras.

Tan solo en 2015  nuestro País recibió el cuarto mayor re-
gistro de remesas familiares en su historia con 24 mil 771
millones de dólares, creciendo a una tasa anual de 4.8 por
ciento.

Datos del 2015 del BBVA Research indican que México es
el principal receptor de remesas en América Latina y el Ca-
ribe con un 37.6 por ciento del total. Guatemala (9.4) y Re-
pública Dominicana (7.3) ocupan el segundo y tercer lugar
respectivamente.1 Cabe resaltar que el monto de remesas
recibido por estos dos países (11 mil 394 millones de dóla-
res) es menor que la mitad de lo recibido por el Estado me-
xicano. 

Lo anterior, nos indica que el panorama no es alentador pa-
ra nuestro país, Estados Unidos tiene una nueva visión pa-
ra su política exterior, ante esta realidad México está obli-
gado a tomar acciones para defender sus intereses
nacionales, contemplando seriamente la posibilidad de que
millones de migrantes mexicanos pudieran ser deportados.

En razón de lo anteriormente expuesto, someto a conside-
ración del pleno de la Comisión Permanente el siguiente

Punto de Acuerdo

Único. La Cámara de Diputados del Honorable Congreso
de la Unión exhorta a la Secretaría de Relaciones Exterio-
res a que instruya reforzar a los consulados en Estados Uni-
dos de América el apoyo legal en materia migratoria a
nuestros connacionales que no acepten su salida voluntaria,
dando cumplimiento concreto a las obligaciones legales
que guarde su situación migratoria.

Nota

1 https://www.bbvaresearch.com/wp-content/uploads/2016/06/1606_
Mexico_AnuarioMigra2016_Remesas.pdf

Recinto de la Comisión Permanente, a 25 de enero de 2017.— Dipu-
tado Gonzalo Guízar Valladares (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Relaciones Exteriores, de la
Cámara de Diputados.
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SE RESPETE LA LIBERTAD DE EXPRESIÓN EN
CONTRA DE LOS INCREMENTOS EN LOS PRECIOS
DE LOS COMBUSTIBLES

«Proposición con punto de acuerdo, para que se respeten la
libertad de expresión y el derecho de asociación en el con-
texto de las legítimas muestras de inconformidad ciudada-
na por las alzas de los combustibles, suscrita por el senador
Marco Antonio Blásquez Salinas, del Grupo Parlamentario
del PT

El senador Marco Antonio Blásquez Salinas, integrante del
Grupo Parlamentario del Partido del Trabajo en la LXIII
Legislatura, de conformidad con lo dispuesto en el artículo
179 del Reglamento para el Gobierno Interior de los Esta-
dos Unidos Mexicanos, somete con carácter de urgente re-
solución a consideración de esta asamblea la siguiente pro-
posición con punto de acuerdo por el que se requiere, con
toda atención, a los titulares de diversos Poderes y depen-
dencias que respeten la libertad de expresión así como el
derecho de asociación en el contexto de las legítimas mues-
tras de inconformidad ciudadana en contra de los incre-
mentos en los precios de los combustibles, con base en las
siguientes

Consideraciones

La indignación nacional

En cualquier país del mundo existe una resistencia natural
a los impuestos y sus incrementos. La existencia misma de
las Constituciones Políticas en los Estados Nacionales se
debe a la exigencia de rendición de cuentas de los habitan-
tes frente a los tributos. La Carta Magna surgió precisa-
mente en una airada reacción de los nobles en contra del
rey de Inglaterra que trataba de establecer y cobrar mayo-
res impuestos. En nuestro país, el poder tributario del Esta-
do se encuentra sujeto a reglas claras para evitar abusos en
perjuicio de la población. En la fracción IV del artículo 31
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos se establece que las contribuciones deberán reunir los
requisitos de ser proporcionales, equitativas y contribuir al
gasto nacional. La larga historia de casos de corrupción en
nuestro país ha generado la percepción de que, además de
los elementos anteriores, los impuestos se deben recaudar
y aplicar en un ejercicio permanente de transparencia y
rendición de cuentas.

Por otro lado, grandes sectores de la población esperaban
que con la alternancia política vendrían cambios significa-

tivos en la República, entre los cuales destacaba la con-
ducción y administración honesta de la principal empresa
del país: Petróleos Mexicanos Pemex. Se esperaba que se
erradicara la corrupción en las numerosas contrataciones
que llevaba a cabo la entonces empresa pública, que se
contuviera y ajustara a dimensiones razonables la enorme
deuda contraída por la empresa principalmente por las des-
mesuradas pensiones producto de negociaciones con sesgo
electoral con el sindicato de sus trabajadores y, finalmente,
que se metiera en cintura a la red de distribuidores que ex-
penden cantidades menores de combustibles con la com-
placencia de los organismos encargados de la defensa de
los consumidores. Todo ello en un contexto de precios ba-
jos en un país que se encuentra entre los primeros produc-
tores de hidrocarburos con los yacimientos de más alto vo-
lumen en el planeta.

Sin embargo, contrario a lo esperado, a pesar de haber go-
zado de un largo periodo de casi una década de altos pre-
cios del petróleo, en lugar de consolidar a Pemex y cons-
truir las refinerías que se requieren para asegurar la
satisfacción de la demanda creciente principalmente de ga-
solinas, se optó por distribuir los excedentes petroleros en-
tre los gobiernos de los Estados y el entonces Distrito Fe-
deral, con lo cual se puso en riesgo a la empresa que ahora
finalmente al haberse seguido la misma línea de adminis-
tración, agudizada por la reforma energética, hace crisis y
se muestra incapaz de dotar de combustibles abundantes y
baratos a las y los mexicanos. Al verse obligado a importar
cada vez más gasolina, el gobierno federal aprovechó la
oportunidad e incrementó el impuesto que se aplica a los
combustibles y que ha pasado a ser el principal componen-
te del precio al usuario final. La administración pasada de-
cidió aplicar incrementos mes con mes que los habitantes
del país denominaron “gasolinazo” y la irritación social
creció en la misma medida.

Las libertades civiles

Desde que México emergió en el concierto de las naciones
como un país independiente, nuestras leyes fundamentales
han reconocido las libertades civiles. A partir de la frustra-
da entrada en vigor de la Constitución de 1857 se recono-
ce en toda su intensidad a la libertad de expresión, al dere-
cho a la manifestación de las ideas y al derecho de
asociación. Son consideradas como las principales entre las
libertades y derechos políticos y vistas como el piso míni-
mo para poder calificar a la organización de un Estado co-
mo democrática. La Ley Fundamental de 1917, corolario
de un gran movimiento social que tuvo como saldo un mi-



llón de muertos, tuvo especial cuidado de reconocer y am-
pliar las libertades políticas mencionadas en natural reac-
ción hacia la dictadura que por espacio de más de treinta
años se había padecido.

En la larga lucha por la ampliación de nuestra vida demo-
crática, han sido las y los periodistas así como los medios
de comunicación los protagonistas principales de la liber-
tad de expresión ganando día con día nuevos espacios para
el ejercicio de estos derechos. Con la alternancia política y
la consecuente efervescencia ciudadana, se consolidaron
los avances en el ámbito de la libertad de expresión y des-
de luego de las restantes libertades civiles y políticas que
se han venido mencionando. Es así que a lo largo y ancho
del territorio nacional pero principalmente en la capital de
la República por ser el asiento de los Poderes Federales se
registran a diario docenas de muestras de inconformidad en
contra de los más variados temas. A partir de la masacre del
2 de octubre de 1968, los gobiernos subsecuentes se han
mostrado reticentes al empleo de los cuerpos de policía pa-
ra contener los desórdenes que llegan a registrarse durante
marchas, mítines y concentraciones. Sin embargo, tratán-
dose del impulso a las llamadas reformas estructurales pro-
ducto de la anquilosada visión neoliberal, los gobiernos de
la alternancia no han dudado en lanzar a las instituciones
de seguridad pública en contra de la ciudadanía en lo que
ha sido ampliamente documentado como la criminaliza-
ción de la protesta social.

La natural predisposición contraria al alza de los impuestos
aunada a la irritación social acumulada por efecto de la
aplicación permanente mensual y ahora anual de los incre-
mentos en los precios de los combustibles, pero principal-
mente por los hechos de corrupción extendidos en todos los
niveles de gobierno, ha provocado que se desborde la in-
dignación nacional en ocasión de los últimos gasolinazos.
La mayoría del país ha estado siempre en contra de que la
Nación se desprenda de sus recursos naturales en general y
del petróleo en particular. Las contadas personas que llega-
ron a estar en su momento a favor de la reforma energéti-
ca, tuvieron esa simpatía impulsados por un resorte único:
la baja en los precios de las gasolinas. Numerosos perso-
neros de las fuerzas políticas que desde siempre han im-
pulsado la transferencia a particulares del petróleo de la
Nación adujeron en distintos tonos que la bondad principal
de la reforma energética sería la baja en los precios de los
combustibles. Por eso, a la irritación natural en contra de
los impuestos y de los precios de la gasolina se suma el
desencanto y la frustración de la gran mayoría de la pobla-
ción que se siente engañada y traicionada con motivo de la

discusión, aprobación y entrada en vigor de la reforma
energética.

La criminalización de la inconformidad social

La gente no ha dudado en salir a las calles a protestar. En
toda la geografía nacional se han registrado muestras de in-
conformidad en contra del último y peor gasolinazo. Los
incrementos desmesurados han provocado que la irritación
devenga en la auténtica indignación que se manifiesta en
marchas en las avenidas principales, mítines en las plazas
públicas y bloqueos a las instalaciones y depósitos de com-
bustibles. Desde sus inicios, la espontánea organización
ciudadana ha proclamado y venido reiterando que se trata
de un movimiento pacífico con el único objetivo de que se
dé marcha atrás en la imposición de los altos precios de las
gasolinas que afectan sustancialmente a la economía de las
familias, que se ven forzadas a distraer una parte impor-
tante de sus ingresos para destinarla a la transportación ya
sea a las escuelas y al trabajo en vehículos propios o recu-
rriendo al transporte público que de manera inminente su-
frirá también alzas en las tarifas.

Las manifestaciones en contra de los altos precios de la ga-
solina y consecuentemente de la reforma energética que los
trajo consigo se venían realizando, tal y como lo procla-
maban sus participantes, de manera pacífica. Sin embargo,
súbitamente se comenzaron a registrar incidentes contra el
orden público. Con la pretensión de viciar el origen legíti-
mo y democrático de las protestas, surgieron sujetos des-
conocidos que se dieron a la tarea de llevar a cabo saqueos
principalmente en tiendas de autoservicio y departamenta-
les. A pesar de la infiltración de estos grupos de desestabi-
lización en las movilizaciones ciudadanas, la población no
ha dejado de manifestar su ira en contra de lo que conside-
ra un despojo de sus precarios ingresos a través del nuevo
esquema de precios de los combustibles y en un contexto
de impunidad por hechos de corrupción en el país.

El gobierno federal, cuestionado aún por su propio partido,
no dudó en sacar a la calle a los contingentes de granade-
ros esperando que con el transcurso del tiempo las protes-
tas se diluyeran. No obstante, lejos de disminuir, las mues-
tras de inconformidad en contra de los altos precios de la
gasolina se han intensificado y extendido. En este contex-
to, en el municipio de Playas de Rosarito, Baja California
con fecha 8 de enero del año en curso tuvo lugar un blo-
queo en los almacenes de combustible de Pemex que sur-
ten a dicho municipio y el de Tijuana. Como es natural, los
medios de comunicación locales y los nacionales enviaron
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respectivamente a sus reporteros y corresponsales a cubrir
un hecho que resulta desde luego de interés informativo
pues se refiere a la cadena de eventos que se ha colocado
en primer lugar en el interés de la ciudadanía.

La Policía Federal en lugar de hacer un uso racional de la
fuerza y de observar escrupulosamente el respeto a que es-
tán obligados de las libertades civiles tanto de expresión
como de asociación, optó por la utilización indiscriminada
de la fuerza. En efecto, los agentes federales agredieron a
Laura Sánchez Ley, corresponsal de El Universal, a Luis
Alonso Pérez, colaborador de Animal Político y Univisión
y a Jesús Bustamante, fotógrafo del periódico Frontera. A
los tres comunicadores se les impidió llevar a cabo su labor
informativa y además fueron víctimas de violencia por par-
te de miembros de instituciones de seguridad pública en las
que durante casi quince años se ha hecho una cuantiosa in-
versión de miles de millones de pesos precisamente para
capacitarlos para que lleven a cabo su función dentro de los
cauces del Estado de Derecho.

Este tipo de atropellos en contra de la ciudadanía en su le-
gítima protesta y de las y los periodistas que en ejercicio de
la libertad de expresión cubren estos acontecimientos que
muchos consideran ya de carácter histórico, deben ser pun-
tualmente sancionados aplicando las leyes de orden penal
y de responsabilidad administrativa de los servidores pú-
blicos a quienes resulten responsables producto de una in-
vestigación profunda y exhaustiva de la Fiscalía General de
la República.

Puntos de Acuerdo

Primero. La Cámara de Senadores del Honorable Congre-
so de la Unión requiere con toda atención al titular de la
Fiscalía General de la República para que, de conformidad
con la preceptiva en la materia, asuma, lleve a cabo y ago-
te la investigación de los hechos en que las y los periodis-
tas mencionados en el cuerpo de esta proposición fueron
agredidos para efectos de que se aplique la ley en todas sus
consecuencias a los responsables.

Segundo. Se requiera con respeto al titular de la Secretaría
de Gobernación para que gire instrucciones a los altos
mandos de la Policía Federal a fin de que garanticen que su
intervención en ocasión de las muestras de inconformidad
de la ciudadanía en contra de los incrementos en los pre-
cios de los combustibles se hagan con absoluta observan-
cia y respeto de las libertades civiles de la población.

Tercero. A los titulares de la rama ejecutiva de los tres ór-
denes de gobierno se les requiere, con toda atención, para
que se abstengan de criminalizar la protesta social en oca-
sión del incremento de los precios de los combustibles y
otorguen la garantía de no repetición de agresiones en con-
tra de periodistas que desempeñan su labor informativa en
torno a dichos acontecimientos.

En el recinto del Senado de la República, en la Ciudad de México, a 10
de enero de 2017.— Senador Marco Antonio Blásquez Salinas (rúbri-
ca).»

Se turna a la Comisión de Derechos Humanos, de la Cá-
mara de Senadores.

TRAGEDIA OCURRIDA EL PASADO 18 DE ENERO
EN EL COLEGIO AMERICANO DEL NORESTE, UBI-
CADO EN LA CIUDAD DE MONTERREY

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se lamenta
la tragedia ocurrida el pasado 18 de enero en el Colegio
Americano del Noreste, en Monterrey, donde cuatro perso-
nas resultaron heridas y una perdió la vida; y se exhorta al
gobierno de Nuevo León a informar a esta soberanía sobre
las acciones emprendidas para erradicar la violencia esco-
lar en la entidad, suscrita por senadores del Grupo Parla-
mentario del PRI

Los suscritos, senadores de la República integrantes del
Partido Revolucionario Institucional de la LXIII Legislatu-
ra del Honorable Congreso de la Unión, con fundamento
en lo dispuesto en los artículos 78, fracción III, de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 58 del
Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso Gene-
ral de los Estados Unidos Mexicanos, someten a la consi-
deración de esta honorable Comisión Permanente la pre-
sente proposición con punto de acuerdo, al tenor de las
siguientes

Consideraciones

El pasado 18 de enero, en la ciudad de Monterrey, especí-
ficamente en el Colegio Americano del Noreste, se presen-
tó la mayor tragedia de la que se tenga conocimiento en
una escuela. Por desgracia, un alumno ingreso a las insta-
laciones con un arma de fuego e inmediatamente disparó
en contra de su maestra y tres alumnos más, para poste-



riormente dispararse a sí mismo con el propósito de quitar-
se la vida.

De acuerdo con información difundida por el gobierno de
Nuevo León, tres de las cuatro víctimas resultaron con he-
ridas graves, una se encuentra fuera de peligro y el agresor
murió por las heridas de bala que se auto infringió.

Si bien en las escuelas de educación básica, media superior
y superior se habían presentado casos de violencia, éstos
nunca habían escalado a una situación tan grave como la
presentada en días pasados en Nuevo León. El ingreso de
un arma de fuego a las instalaciones y la intención del
alumno de asesinar a sus compañeros y maestra, marca un
antes y un después de la violencia escolar en nuestro país.

En el Grupo Parlamentario del PRI mostramos nuestra
consternación y preocupación por los sucesos ocurridos en
la escuela de Nuevo León. Expresamos nuestra más pro-
funda solidaridad con los alumnos y la maestra que resul-
taron heridos, así como con toda la comunidad escolar que
se ha visto afectada por esta tragedia. Las senadoras y se-
nadores del PRI hacemos votos por su pronta recuperación
y que sean atendidos de manera integral y profesional por
las instancias correspondientes.

Reiteramos nuestra preocupación por la violencia escolar
que se vive en las escuelas de todo el país. Sin duda, esta
es una fuerte llamada de atención a las autoridades educa-
tivas –sean federales, estatales o municipales– para fortale-
cer las acciones que ayuden a erradicar las conductas vio-
lentas que pongan en peligro la integridad física y emocional
de todos los integrantes de la comunidad escolar.

Una situación que debe preocuparnos es que la propia Or-
ganización para la Cooperación y Desarrollo Económicos,
OCDE, ubica a México como el país con el ambiente es-
colar más violento de las naciones miembro, específica-
mente en el nivel de secundaría. El organismo internacio-
nal destaca que 6 de cada 10 alumnos sufre intimidación,
abusos físicos y agresiones verbales.

Sin embargo, aún estamos a tiempo de poder hacer algo en
contra de la violencia escolar, más aún, si pensamos que de
ninguna manera queremos que en nuestro país se presenten
tragedias mayores como las observadas en las escuelas de
Columbine y Connecticut, Estados Unidos, o en Sau Pao-
lo, Brasil, en donde los actos de violencia y manejo de ar-
mas cobraron la vida de muchos alumnos y profesores.

En México de ninguna manera podemos acostumbrarnos a
ver estos tipos de sucesos. Por ello, es momento de tomar
medidas inmediatas para prevenir que los alumnos tengan
acceso a las armas e ingresen a las escuelas a causar daños
y, sobre todas las cosas, que se permita continúen las agre-
siones entre alumnos, profesores y directivos. 

Sin duda, el gobierno de Nuevo León tendrá la enorme res-
ponsabilidad de investigar, con pleno respeto a los dere-
chos humanos y secrecía de las víctimas, las causas que
obligaron al alumno agresor a tomar esta decisión equivo-
cada. También de informar a toda la sociedad las acciones
se vienen instrumentando para erradicar la violencia en las
escuelas.

Asimismo, la Secretaría de Educación Pública, en coordi-
nación con sus homologas en los estados, deberá asumir el
compromiso de revisar, actualizar y robustecer los proto-
colos para combatir la violencia en las escuelas, tal y como
se establece en el Plan Nacional de Desarrollo 2013-2018
y el Plan Sectorial de Educación vigente, a efecto de evitar
futuras tragedias.

Hacemos un llamado a la sociedad, en especial a los padres
de familia, directivos de las escuelas y maestros, a poner
especial atención en los alumnos que presentan conductas
antisociales o problemas evidentes, a efecto de que puedan
ser canalizados de manera oportuna para ser ayudados pro-
fesionalmente.

Los recientes acontecimientos en el Colegio Americano del
Noreste, de Nuevo León, hacen evidente que las autorida-
des educativas tienen el enorme compromiso de fortalecer
los programas de prevención y atención de la violencia es-
colar con el objetivo de atender de manera integral –con la
participación de los sectores salud, seguridad pública, pre-
vención de adicciones, el magisterio, padres de familia y
organizaciones de la sociedad civil– la violencia escolar.

Reiteramos nuestro profundo sentir por el doloroso suce-
so del Colegio Americano del Noreste. A todas las vícti-
mas, a la comunidad escolar de Nuevo León, expresamos
la solidaridad de esta institución fundamental del Estado
mexicano.

Por lo expuesto, es que acudimos a esta honorable asam-
blea a proponer los siguientes
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Puntos de Acuerdo

Primero. La Comisión Permanente del Congreso de la
Unión lamenta la tragedia ocurrida en el Colegio America-
no del Noreste el pasado 18 de enero y expresa su más pro-
funda solidaridad con las víctimas de la tragedia.

Segundo. La Comisión Permanente del Congreso de la
Unión exhorta respetuosamente al gobierno de Nuevo Le-
ón, a que informe a esta soberanía sobre los avances en la
instrumentación de acciones para prevenir, erradicar y
atender la violencia escolar en la entidad, asimismo, a rea-
lizar una investigación transparente, exhaustiva y expedita
para conocer las causas de la tragedia.

Tercero. La Comisión Permanente del Congreso de la
Unión exhorta respetuosamente a la Secretaría de Educa-
ción Pública, en coordinación con sus homologas en las 32
entidades federativas, a reforzar las acciones encaminadas
para evitar que los alumnos ingresen con armas de fuego o
punzocortantes en las escuelas de todo el país, a fin de evi-
tar futuras agresiones en el interior de las escuelas.

Dado en el salón de sesiones de la Comisión Permanente, a 25 de ene-
ro de 2017.— (Rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Educación, de la Cámara de
Senadores.

REDOBLAR ESFUERZOS DE PROTECCIÓN A NUES-
TROS CONNACIONALES EN ESTADOS UNIDOS 

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a
la SRE a redoblar los esfuerzos de protección de los con-
nacionales en Estados Unidos; y a la SHCP, a garantizar la
disponibilidad de recursos para asistirlos y protegerlos,
suscrita por los senadores Gabriela Cuevas Barrón y Juan
Carlos Romero Hicks, del Grupo Parlamentario del PAN,
así como Armando Ríos Piter, del Grupo Parlamentario del
PRD

Los suscritos, senadores Gabriela Cuevas Barrón y Juan
Carlos Romero Hicks, integrantes del Grupo Parlamentario
del Partido de Acción Nacional, así como el senador Ar-
mando Ríos Piter, integrante del Grupo Parlamentario del
Partido de la Revolución Democrática en la LXIII Legisla-
tura, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 78

de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos; 116, 117, 118, 121, 122, 123 y 127 de la Ley Orgáni-
ca del Congreso General de los Estados Unidos Mexica-
nos; 8, numeral 1, fracción II, y 276, fracción I, del
Reglamento del Senado de la República, sometemos a la
consideración del pleno de la Comisión Permanente pro-
posición con punto de acuerdo, bajo las siguientes

Consideraciones

Primera. La red consular de México en Estados Unidos es
la más grande que tiene un país dentro de otro. México
cuenta con 50 consulados en ese país que ofrecen servicios
a una comunidad de 34 millones personas de origen mexi-
cano. De esos 34 millones, 11 millones son nacidos en Mé-
xico. Pese a que esta comunidad está dispersa a lo largo y
ancho del territorio estadounidense, una gran parte de los
migrantes nacidos en México viven en el sur y suroeste del
país.1 Los estados con mayor número de connacionales de
este grupo son: California (4.3 millones) –en donde vive la
comunidad de mexicanos más grande fuera de México (12
millones de personas de origen mexicano)–, Texas (2.5 mi-
llones), Illinois (696 mil), Arizona (515 mil), Georgia (272
mil).2 Más de un cuarto del total de los migrantes nacidos
en México que vive en Estados Unidos se concentra en tres
ciudades: Los Ángeles (1.7 millones), Chicago (684 mil) y
Dallas (610 mil).3

Estos mexicanos, sin importar su condición migratoria,
contribuyen todos los días al desarrollo social y económi-
co de Estados Unidos a través de su trabajo. El 93% de la
población económicamente activa está empleada. Las per-
sonas de origen mexicano representan cerca del 11% de la
población de Estados Unidos.4 Los mexicanos en Estados
Unidos contribuyen con 8% del PIB de ese país.5 Actual-
mente son el grupo de migrantes que más empresas abren
en Estados Unidos. 1 de cada 25 empresas ahí son propie-
dad de migrantes mexicanos.6

Segunda. Desde inicios de su campaña presidencial, Do-
nald Trump declaró que deportaría hasta tres millones de
migrantes irregulares con antecedentes criminales. El go-
bierno federal mexicano calcula que esta repatriación po-
dría afectar como máximo a un millón de mexicanos indo-
cumentado s con antecedentes penales.7 Reiteradamente,
Trump ha asegurado que eliminará el Programa de Acción
Diferida para los Llegados en la Infancia o DACA con el
que 2.1 millones de jóvenes que ingresaron de manera irre-
gular a Estados Unidos antes de la edad de 16 años queda-
ron protegidos con permisos de trabajo o estudios con la



orden del presidente Obama en 2012.8 La revocación de
este programa dejaría vulnerables a alrededor de 585 mil
jóvenes o dreamers mexicanos a la repatriación.9

Si Trump instrumenta esta política, sería la segunda depor-
tación de esta magnitud en lo que va del siglo. Durante su
administración, el presidente Obama deportó 2.8 millones
de personas entre 2009 y 2016. Los mexicanos encabezan
la lista de nacionalidades de los deportados.10 Aun así, no
estamos preparados para dar la atención y protección que
esta comunidad necesita y merece. Es imperante redoblar
los esfuerzos de la Cancillería, en conjunto con los tres ni-
veles del gobierno, para ampliar el marco institucional y
las líneas de acción existentes para la protección de los me-
xicanos en el exterior. Particularmente en este momento,
México debe promover el empoderamiento de la comuni-
dad migrante que reside en Estados Unidos para proveer
una protección real y efectiva frente a las amenazas de ex-
pulsión.

En los últimos años, el servicio consular se ha profesiona-
lizado, desempeñando una tarea esencial en materia de la
protección de los derechos de nuestros connacionales en el
exterior, principalmente en Estados Unidos, donde se con-
centra la mayor proporción de nuestra diáspora. La Secre-
taria de Relaciones Exteriores, de acuerdo con la Ley Or-
gánica de la Administración Pública Federal en su artículo
28, ejerce facultades de protección consular. La fracción II
del mismo artículo le confiere específicamente a la SRE la
capacidad de dirigir el Servicio Exterior en los ámbitos di-
plomático y consular. Además de su facultad de dirección,
es su labor proporcionar protección a los mexicanos, co-
brar derechos consulares y otros impuestos; ejercer funcio-
nes notariales, de Registro Civil, de auxilio judicial y otras
funciones federales señaladas en las leyes.11

De acuerdo con datos del cuarto informe de labores de la
Secretaria de Relaciones Exteriores,12 entre el l de sep-
tiembre de 2015 y el 31 de agosto de 2016, se atendieron
139,501 casos de protección y asistencia consular en mate-
ria de derechos humanos, penal, migratoria, civil, laboral y
administrativa, mismos que fueron reportados por la Red
Consular de México en Estados Unidos.13 Además, el Cen-
tro de Información y Asistencia a Mexicanos atendió
90,494 llamadas en atención a dudas e inquietudes sobre
las reformas migratorias en ese país.14

En términos generales, esta asistencia podrá mejorar sus-
tantivamente en cuanto se tenga un registro más completo

de los connacionales y de su situación migratoria, econó-
mica, penal, educativa, familiar e incluso de salud. El Es-
tado mexicano debe tener muy claro que la comunidad mi-
grante se compone de grupos con distintas características
que requieren de un seguimiento especializado a sus con-
diciones: indocumentados, menores, dreamers, mexicanos
de segunda y tercera generación, migrantes temporales o
de larga estancia, etcétera. Una base de datos ampliada
permitirá ofrecer una atención consular pertinente y opor-
tuna, con énfasis en las poblaciones más vulnerables.

Ante las declaraciones del presidente electo de Estados
Unidos, el grupo migratorio más expuesto lo componen los
mexicanos con antecedentes penales. De acuerdo con la
Universidad de Syracuse, en noviembre de 2016 había
127,020 casos de pendientes de recibir una sentencia en
Estados Unidos.15 Mediante Asesorías Legales Externas en
los Estados Unidos de América, dentro del Programa de
Asistencia Jurídica a Mexicanos, los Consulados de nues-
tro país suscribieron 349 contratos nuevos con abogados,
firmas legales y Organizaciones No Gubernamentales, lo-
grando atender 3,400 casos entre ello de septiembre de
2015 y el 31 de agosto de 2016.16 De igual forma, a través
del Programa de Asistencia Jurídica a Casos de Pena Capi-
tal en Estados Unidos, se atendieron a 185 casos, de los
cuales se logrando evitar sentencia de pena de muerte a 32
connacionales durante el mismo periodo.17 Aun así, los
consulados deben ofrecer un mayor acompañamiento legal,
con servicios profesionales de abogados y un seguimiento
que garantice el debido proceso y el ejercicio de los dere-
chos de nuestros connacionales.

En el ámbito educativo, en noviembre de 2015 se aporta-
ron 19 millones de pesos a becas para el programa IME-
Becas. Además, se destinaron 40 millones de pesos al pro-
grama de Plazas Comunitarias. Con ello, y con la
colaboración de 200 organizaciones educativas y fundacio-
nes estadounidenses, se otorgaron 12 mil becas. Además, al
31 de agosto de 2016, había 359 plazas’ comunitarias ope-
rando en 40 estados de la Unión Americana.18 El Estado
mexicano debe garantizar que el acceso a la educación de
los mexicanos en Estados Unidos no quede truncado si se
levantan apoyos del gobierno local a los migrantes. Para
ello, los consulados pueden, promover programas de edu-
cación informal, así como la enseñanza del idioma inglés,
que debe ser prioritaria.

Asimismo, debe ampliar los fondos de becas, especialmen-
te en el nivel de educación superior. Esto es particularmen-
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te relevante ante la posible suspensión del Programa de Ac-
ción Diferida para los Llegados en la Infancia (Deferred
Action for Children Arrivals - DACA) con la llegada de
Trump. Cabe destacar que la Cancillería mexicana destinó
$1,133,319.48 dólares para dar apoyo a trámites de DACA
a 24,071 jóvenes, entre junio de 2012 y el 31 de mayo de
2016.19 Aunado a eso está la suspensión de la instrumenta-
ción de la ampliación del Programa DACA20 y del Progra-
ma de Acción Diferida para los Padres de Ciudadanos (De-
ferred Action form Parental Arrivals-DAPA), programas
que buscan evitar la deportación de un segmento de la po-
blación indocumentada en Estados Unidos y les permitan
el acceso a múltiples servicios, como la educación.21

En cuanto a las amenazas de gravación de las remesas de
nuestros connacionales-que en 2015 alcanzaron los 23,683
millones de dólares–,22 el Estado mexicano debe promover
mecanismos para proteger el valor integral de los envíos.
Cabe destacar que la Comisión Nacional del Sistema de
Ahorro para el Retiro recientemente posibilitó la apertura de
cuentas de ahorro vía telefónica, Jo cual podría blindar par-
te del capital de los migrantes. Asimismo, a través del Pro-
grama 3x1 para Migrantes, el gobierno federal, estatal y mu-
nicipal aportan una suma complementaria al dinero que
envían los migrantes a sus familias. Además de esto, pueden
instrumentarse esquemas de microcrédito e inversión, así co-
mo ampliarse los programas de educación financiera en be-
neficio de los connacionales y sus familias en México.

Asimismo, en casos de repatriación, deberá garantizarse el
acompañamiento legal a los migrantes mexicanos que ten-
gan patrimonio en Estados Unidos, para que no lo pierdan
tras su repatriación. Cabe destacar que la Secretaria de Go-
bernación ha hecho difusión sobre las recomendaciones
que los migrantes en peligro de deportación pueden seguir
para proteger sus bienes.

Alrededor de 300 jurisdicciones en Estados Unidos cuen-
tan con políticas de amparo a los inmigrantes irregulares.23

Es decir que, en muchas ciudades “santuario” los conna-
cionales gozan de protección legal especial. Trump ha
amenazado con retirar fondos federales a los estados que
no cooperen con su campaña de deportación, lo que podría
provocar el levantamiento del amparo con el que cuentan
los migrantes. Pese a esta amenaza, ciudades como Nueva
York, Chicago y Los Ángeles han declarado que continua-
rán con sus políticas santuario. Aun así, para prevenir la
criminalización y repatriación de los que podrán verse
afectados, los consulados deberán divulgar no sólo los de-
rechos de los migrantes, sino las leyes y reglamentos loca-

les para que sean debidamente cumplidos y evitar así de-
tenciones.

A nivel general, las políticas de protección consular deben
estar focalizadas a las familias susceptibles de sufrir ruptu-
ras con las repatriaciones. Se debe centrar la atención en
los menores estadounidenses hijos de mexicanos, para evi-
tar la separación de sus padres si éstos son repatriados. Los
consulados, si bien ya desempeñan labores en materia de
reintegración familiar y de apoyo a personas en situación
vulnerable, como en estos casos, es fundamental que se ga-
rantice la existencia de elementos y recursos suficientes pa-
ra que esta labor se mantenga efectiva. Asimismo, cabe
mencionar que se requerirá la conjugación de las acciones
de los tres niveles de gobierno y de otros actores de la so-
ciedad civil, quienes también se desempeñan en el ámbito
de apoyo legal, para atender y dar respuesta a los casos que
requieran la re unificación de las familias.

Aunado a todas estas acciones que la Secretaria de Rela-
ciones Exteriores ha adoptado en los últimos años para au-
mentar la protección de los mexicanos en el exterior, como
respuesta específica a las declaraciones de Trump en con-
tra de nuestros connacionales, esta dependencia difundió el
pasado 16 de noviembre una lista de 11 medidas.24 Los
ejes de las acciones se enfocan principalmente en la rama
consular, propiciando la cercanía de los consulados a la po-
blación. Los puntos son los siguientes:

1. Difundir entre la comunidad mexicana el Centro de
Información de Atención a Mexicanos (CIAM). Este
número telefónico desde EUA sin costo: 185 54 63 63
95 ofrece un primer punto de contacto con el gobierno
de México para quien requiera asistencia, información y
protección consular.

2. Activar una línea directa (1800), disponible 24 horas,
para atender cualquier duda sobre medidas migratorias
o reportar incidentes.

3. Fomentar entre la comunidad mexicana el uso de la
aplicación gratuita para dispositivos móviles MiConsul-
mex, que contiene información relevante sobre actuali-
dad migratoria, así como datos de contacto de los con-
sulados y prestadores de servicios migratorios.

24 SRE (noviembre 2016). Estamos Contigo: Acciones
Inmediatas. Consultado el 12 de enero de 2017. Revisa-
do en hllps:/Iwww.gob.mxlsre/prensa/estamos-contigo-
acciones-inmediatas



4. Aumentar la presencia de consulados móviles y sobre
ruedas, él fin de ofrecer servicios integrales de protec-
ción y documentación a un mayor número de personas
en sus comunidades.

5. Con la intención de promover que todos los mexica-
nos cuenten con documentos de identidad, se aumenta-
rá el número de citas para realizar para realizar trámites
de matrícula consular, pasaportes y actas de nacimiento. 

6. Intensificar la promoción del registro y expedición de
actas de nacimiento, de hijos de nacionales mexicanos
nacidos en Estados Unidos.

7. Extender el horario de los departamentos de protec-
ción de los consulados con el propósito de atender un
mayor número de casos.

8. Acelerar la apertura de Ventanillas de Asesoría Fi-
nanciera y fortalecer la campaña de bancarización en to-
da la red consular.

9. Reforzar el diálogo con autoridades estatales y loca-
les, en el entendido que las políticas locales determinan,
en buena medida, la vida diaria de los mexicanos en
EUA.

10. Estrechar la relación con organizaciones de dere-
chos civiles.

11. Hacer un llamado a las comunidades a evitar toda si-
tuación de conflicto y a no incurrir en acciones que pue-
dan derivar en sanciones administrativas o penales.

A todos los esfuerzos administrativos de los consulados de-
ben sumarse campañas de sensibilización que promuevan
el entendimiento mutuo, el diálogo y el respeto entre dife-
rentes culturas, para combatir la criminalización, la discri-
minación y la exclusión generadas por el desconocimiento
y la desconfianza. En concreto, esto permitirá prevenir crí-
menes de odio, los cuales incrementaron en 14% entre
2014 y 2015 contra hispanos,25 y 35% en California (de 60
en 2014 a 81 en 2015).26 Al mismo tiempo, son fundamen-
tales las acciones de la Cancillería para impulsar la integra-
ción de una comunidad cuya cohesión y organización no es
muy fuerte. Por eso es necesario que se fortalezcan las redes
entre la Embajada y los consulados, y la población.

A efecto de que la protección consular pueda seguir profe-
sionalizándose y mejorando para el beneficio de nuestros

connacionales, particularmente en la incertidumbre que es-
tá generando un discurso xenófobo y agresivo del próximo
Presidente de Estados Unidos, es indispensable aumentar
las capacidades y los recursos de la Cancillería.

Tercera. De acuerdo con el Presupuesto de Egresos de la
Federación, el ejercicio fiscal correspondiente a 2017 con-
templa una reducción del presupuesto para la Secretaría de
Relaciones Exteriores del 0.29%, con relación al año ante-
rior. No obstante, los recursos destinados a atención, pro-
tección, servicios y asistencia consular aumentaron en un
16.5%, lo que significa un incremento de más de 77 mil
millones de pesos.

En ese sentido, es importante destacar que en el presu-
puesto de los últimos dos años destinados a la Cancillería,
los fondos asignados a la protección consular han aumen-
tado en promedio 11.7%, en contraste con una reducción
promedio del 1.7% del presupuesto total de la dependencia,
como se puede ver en la tabla 1.

No obstante, entre enero de 2016 y enero de 2017, el peso
se devaluó frente al dólar en 17.7%, pasando de 18.6 a 21.9
unidades por dólar.27 Así, en términos reales, el presupues-
to de la Cancillería y de los consulados se ha contraído. Por
ello, resulta imperante dotar a los consulados de recursos
suficientes, proporcionales al tamaño de sus servicios y de
la comunidad migrante a la que atienden.

En razón de lo anteriormente expuesto, sometemos a con-
sideración del Pleno de la Comisión Permanente el si-
guiente

Acuerdo

Primero. La Comisión Permanente del Congreso de la
Unión exhorta al Ejecutivo Federal para que fortalezca la
red diplomática y consular en Estados Unidos de América,
con la finalidad de brindar asistencia y protección consular
a los nacionales mexicanos que residen en ese país.
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Fuente: Creación propia con datos del Presupuesto de Egresos de la Federa-

ción, de cada año fiscal, de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público.
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Segundo. La Comisión Permanente del Congreso de la
Unión exhorta al Instituto Nacional del Migrante para que
coordine una estrategia integral de atención a migrantes y
sus familias. Misma que deberá incluir convenios con las
entidades federativas, así como con organismos públicos y
privados para promover acciones que conlleven al mejora-
miento de las condiciones de vida de los migrantes.

Tercero. La Comisión Permanente del Congreso de la
Unión exhorta a la Secretaría de Gobernación para elabo-
rar protocolos de actuación que respondan a la normativa
nacional e internacional, para la atención de a la población
migrante en retorno, tránsito y destino en situación de vul-
nerabilidad.

Cuarto. La Comisión Permanente del Congreso de la
Unión exhorta al Ejecutivo federal para que, a través de la
Secretaría de Hacienda y Crédito Público, garantice la dis-
ponibilidad de los recursos necesarios que permitan asegu-
rar la oportuna asistencia y protección consular a los na-
cionales mexicanos que residen Estados Unidos de
América.
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Ciudad de México, a 25 de enero de 2017.— Senadores: Gabriela Cue-
vas Barrón, Juan Carlos Romero Hicks, Armando Ríos Piter (rúbri-
cas).»

Se turna a la Comisión de Relaciones Exteriores Amé-
rica del Norte, de la Cámara de Senadores.

GARANTIZAR EL ESTADO DE DERECHO Y A ESTA-
BLECER UNA MESA DE DIÁLOGO CON LA FINALI-
DAD DE RESOLVER LA PROBLEMÁTICA QUE PRE-
VALECE EN EL MUNICIPIO DE TEOPISCA, EN EL
ESTADO DE CHIAPAS

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta
al gobierno de Chiapas a garantizar el estado de derecho y
establecer una mesa de diálogo para resolver la problemá-
tica prevaleciente en Teopisca, suscrita por el senador Zoé
Robledo Aburto, del Grupo Parlamentario del PRD
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El suscrito, senador Zoé Robledo Aburto, integrante del
Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución Demo-
crática en la LXIII Legislatura del Congreso de la Unión y
con fundamento en lo dispuesto en los artículos 71, frac-
ción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos y 58 a 60 del Reglamento para el Gobierno In-
terior del Congreso General de los Estados Unidos Mexi-
canos, por lo que se refiere al funcionamiento de la Comi-
sión Permanente, somete a consideración del pleno la
presente proposición con puntos de acuerdo, al tenor de las
siguientes

Consideraciones

Desde principios de año, diversos ejidatarios de Teopisca,
Chiapas, han denunciado que el alcalde, Luis Alberto Val-
dez Díaz, no ha cumplido la construcción de 297 viviendas
que se comprometió a realizar con el carácter de prioritario
en una reunión con los ejidatarios el 12 de enero de 2016.
El 13 de mayo se entregaron 2 millones 430 mil pesos a la
constructora Nucamendi García y Asociados, SA de CV, en
calidad de “anticipo para acciones de vivienda”.

A mediados de 2016, los beneficiarios comenzaron a per-
cibir el retraso de las obras. Por ello, el 2 de agosto se ce-
lebró una reunión de trabajo entre el presidente municipal,
el representante de la empresa constructora y los represen-
tantes de los ejidatarios beneficiarios de la obra, debido a
los atrasos en los trabajos de construcción de las viviendas.
En esta reunión se acordó que la empresa constructora rei-
niciaría el suministro de materiales y tendría mayor comu-
nicación con el Comité de Vivienda, el Comisariado Ejidal
y la Dirección de Obras Públicas.

El 26 de septiembre del mismo año, la empresa en comen-
to se comprometió ante las autoridades municipales y los
representantes del ejido de Teopisca a entregar 99 vivien-
das en condiciones óptimas el 26 de diciembre de dicho
año. Por su parte, el ayuntamiento se comprometió a reali-
zar gestiones ante los gobiernos estatal y municipal para lo-
grar la gestión de 50 viviendas más y completar 149 para
2016, lo que representaba la mitad más uno de las 297 vi-
viendas prometidas. Asimismo, el ayuntamiento de com-
prometió a completar las 148 viviendas restantes en 2017.

No obstante lo anterior, el retraso de las obras fue eviden-
te, y el 7 de noviembre de 2016 se celebró una reunión en
la Subsecretaría de Atención Municipal de la Secretaría de
Gobierno y del estado, entre los representantes de las loca-
lidades, el subsecretario de Atención Municipal, represen-

tantes de la Secretaría de Desarrollo y Empoderamiento pa-
ra las Mujeres, el presidente municipal de Teopisca y el re-
presentante de la empresa constructora Nucamendi García
y Asociados, SA de CV. En dicha reunión se acordó un ca-
lendario, para que la empresa cumpliera en tres meses sus
obligaciones, señalándole que en caso de incumplimiento
sería sancionada administrativa y judicialmente, y sería re-
querida para ejecutar de inmediato los trabajos.

Sin embargo, según reportan los beneficiarios, hasta la fe-
cha únicamente se han construido 7 viviendas. Por ello, el
pasado lunes 16 de enero de 2017, un grupo de ejidatarios
de la cabecera municipal decidieron suspender el servicio
de agua potable y cerraron el edificio de la presidencia mu-
nicipal, colocando candados en la puerta, para presionar y
exigir que el presidente municipal cumpla con sus compro-
misos. Consecuentemente, otros servicios municipales se
han suspendido y las calles lucen llenas de basura provo-
cando un foco de infección para la población.

Desde el pasado viernes 20 de enero, ejidatarios exigen la
renuncia de Valdez Díaz y que el Congreso local instale un
concejo municipal, donde estén representadas todas las
fuerzas del municipio. Ante estos hechos, los agentes rura-
les, jueces y demás representantes de las 48 comunidades
de ese municipio acordaron que el presidente municipal y
los directores de las diversas áreas administrativas, despa-
charán de manera provisional en el ejido Betania.

Acto seguido, se trasladaron los poderes municipales a la co-
munidad de Betania, en los límites con San Cristóbal de las
Casas, donde sesiona el cabildo desde el pasado lunes 23 de
enero. Pero, ese mismo día los ejidatarios instalaron el blo-
queo en el kilómetro 116, en la Vía Panamericana, tramo
San Cristóbal de las Casas-Comitán de Domínguez (en las
cercanías de Betania) en demanda de la renuncia del presi-
dente municipal, porque desde octubre del 2015, no ha rea-
lizado las obras a que se comprometió en su campaña, ni en
la cabecera municipal ni en las comunidades del municipio.

Por lo expuesto propongo los siguientes

Puntos de Acuerdo

Primero. La Comisión Permanente del Congreso de la
Unión exhorta al gobierno de Chiapas, con absoluto respe-
to de su soberanía, para que por conducto de las autorida-
des competentes, en ejercicio de sus respectivas atribucio-
nes legales, se garanticen la seguridad y el estado de
derecho en Teopisca.



Segundo. La Comisión Permanente del Congreso de la
Unión exhorta al gobierno de Chiapas, con absoluto respe-
to de su soberanía, para que por conducto de las autorida-
des competentes, en ejercicio de sus respectivas atribucio-
nes legales, de manera conjunta y coordinada con el
ayuntamiento de Teopisca, se restituyan los servicios pú-
blicos del municipio.

Tercero. La Comisión Permanente del Congreso de la
Unión exhorta al gobierno de Chiapas y al ayuntamiento de
Teopisca, con absoluto respeto de su soberanía y autono-
mía, respectivamente, a establecer una mesa de diálogo en-
tre los ejidatarios afectados, el presidente municipal de Te-
opisca, la Secretaría de Desarrollo y Empoderamiento para
las Mujeres y la Subsecretaría de Atención Municipal de la
Secretaría de Gobierno y del estado, que garantice la eje-
cución de los acuerdos realizados entre estas autoridades y
la empresa constructora Nucamendi García y Asociados,
SA de CV, en favor de los beneficiarios, a fin de resolver la
problemática prevaleciente en el municipio.

Cuarto. Se solicita a la Comisión Permanente del Congre-
so de la Unión que tenga a bien considerar esta proposición
con punto de acuerdo de urgente y obvia resolución.

Dado en la sede de la Comisión Permanente, a 25 de enero de 2017.—
Senador Zoé Robledo Aburto (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Desarrollo Urbano y Orde-
nación Territorial, de la Cámara de Senadores.

PRÁCTICA DE CESÁREAS EN EL PAÍS

«Proposición con punto de acuerdo, relativo a la práctica
de cesáreas en el país, suscrita por el diputado Jesús Sesma
Suárez e integrantes del Grupo Parlamentario del PVEM

Quien suscribe, diputado Jesús Sesma Suárez, en nombre
de los diputados federales del Grupo Parlamentario del
Partido Verde Ecologista de México, de la LXIII Legisla-
tura del Honorable Congreso de la Unión, con fundamento
en lo dispuesto en el artículo 78 de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos; 58 y 60 del Reglamen-
to para el Gobierno Interior del Congreso General de los
Estados Unidos Mexicanos, sometemos a la consideración
de esta soberanía la presente proposición con punto de
acuerdo, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

Los derechos de las mujeres y las niñas son derechos hu-
manos y abarcan todos los aspectos de la vida, como: la sa-
lud, la educación, la participación política, el bienestar eco-
nómico, el no ser objeto de violencia, entre otros.

La Declaración y Plataforma de Acción de Beijing confir-
ma que la protección y promoción de los derechos huma-
nos es la primera responsabilidad de los gobiernos y está en
el centro del trabajo de las Naciones Unidas.

A pesar de lo anterior, siguen existiendo diversas formas de
violencia dirigidas explícitamente hacia las mujeres, por
ejemplo, en algunas regiones sigue habiendo niveles de-
masiados altos de mortalidad materna.

Por lo anterior, la protección de los derechos de las muje-
res y las niñas debe estar consagrada en leyes y políticas
nacionales firmemente enraizadas en las normas interna-
cionales de derechos humanos.

En el ámbito internacional, una serie de conferencias inter-
nacionales realizadas en el marco del alcance de los dere-
chos humanos, como la Convención Sobre la Eliminación
de Todas las Formas de Discriminación Contra la Mujer, la
Declaración de las Naciones Unidas sobre la Eliminación
de la Violencia contra la Mujer y la Convención Interame-
ricana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia
contra las Mujeres, han alertado sobre la importancia del
respeto de los derechos sexuales y reproductivos, definien-
do a la salud sexual y reproductiva como una parte inalie-
nable, integral e indivisible de los derechos humanos uni-
versales.

En nuestro país, el derecho a la protección a la salud se se-
ñala en el párrafo cuarto del artículo 4° de la Constitución
Política que dispone:

“Toda persona tiene derecho a la protección de la salud,
la ley definirá las bases y modalidades para el acceso a
los servicios de salud y establecerá la concurrencia de la
Federación y las entidades Federativas en materia de sa-
lubridad general…”

Habiendo dicho lo anterior, reconocemos que las ciencias
de la salud tienen como principal objetivo el control de los
procesos naturales para mejorar la salud humana y es inne-
gable reconocer los incuantificables beneficios que en este
campo han logrado conquistar, sin embargo, en lo referen-
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te al parto, se han venido utilizando prácticas de forma sis-
temática, mecánica y medicada, las cuales muchas veces de-
rivan en situaciones de riesgo y violencia para las mujeres.

“Entendemos por violencia obstétrica toda conducta, ac-
ción u omisión, realizada por personal de la salud que de
manera directa o indirecta, tanto en el ámbito público co-
mo en el privado, afecte el cuerpo y los procesos repro-
ductivos de las mujeres, expresada en un trato deshumani-
zado, un abuso de medicalización y patologización de los
procesos naturales”, esto según la definición de Graciela
Medina, quien es Abogada y Doctora en Ciencias Jurídicas
y Sociales por la Universidad de Mendoza en Argentina.

Y según el Grupo de Información en Reproducción Elegi-
da (GIRE), la violencia obstétrica es una violación a los de-
rechos humanos y reproductivos de las mujeres, que inclu-
ye los derechos a la igualdad, a la no discriminación, a la
información, a la integridad, a la salud y a la autonomía re-
productiva y la cual se genera en el ámbito de la atención
del embarazo, parto y después del parto en los servicios de
salud.

Asimismo la Doctora Graciela Medina ubica dos modali-
dades de violencia obstétrica:

• Física: Es cuando se realiza en la mujer prácticas in-
vasivas y suministros de medicación que no estén justi-
ficados por el estado de salud de la persona que va a pa-
rir, o cuando no se respeten los tiempos ni las
posibilidades de parto biológico.

• Psicológica: Es el trato deshumanizado, grosero, dis-
criminativo y humillante que recibe la mujer cuando va
a pedir asesoramiento, comprende de igual modo la
omisión de información sobre la evolución de su parto.

Como ya mencionamos anteriormente, prácticas de la cien-
cia de la salud como la cesárea pueden salvar vidas pero
también las arriesga cuando es innecesario. En nuestro pa-
ís, miles de mujeres son sometidas a una cirugía que no ne-
cesitan y compromete su salud y la de sus bebés. Casi la
mitad de los partos en México son realizados por cesárea,
tres veces más del límite recomendado por la Organización
Mundial de la Salud, y los motivos señalados por la Orga-
nizaciones no Gubernamentales son preocupantes: dinero y
comodidad.

De 2010 a 2015, el 45 por ciento de los nacimientos en
nuestro país fueron mediante cesáreas, lo anterior, según

cifras de la Secretaria de Salud, cuando la OMS recomien-
da que la tasa no exceda el 15 por ciento. Este aumento no
ha producido ningún beneficio sustantivo para la madre o
el recién nacido. 

Los médicos que aplican la cesárea explican que esta redu-
ce los riesgos del parto natural, sin embargo, el Grupo de
Información en Reproducción Elegida (GIRE), considera
que en realidad tiene que ver con los beneficios económi-
cos y la facilidad para los médicos.

“En general es un tema de horarios, pues la espera por un
parto natural puede tardarse muchas horas, en ese caso los
médicos prefieren inducirlo con oxitocina o programar una
cesárea”, lo anterior según Regina Tamés, Directora de GI-
RE.

Pero el problema no radica en las cesáreas, sino que se abu-
sa de ellas. “Nueve de cada diez bebes pueden nacer por
ellos mismos, solo entre 13% y el 16%, aproximadamente,
requieren de ayuda directa del ginecobstetra, lo anterior se-
gún Norberto Reyes Paredes, subdirector del servicio de
ginecología del Instituto Nacional de Perinatología.

La falta de información sobre las opciones de partos natu-
rales, el interés económico de hospitales privados y docto-
res por obtener altas ganancias y el poco personal médico
en el sector salud causan que un alto porcentaje de los par-
tos sean por cesárea.

De 2010 a 2015 ocho de cada diez nacimientos en hospita-
les privados (2 millones 51 mil) y cuatro de cada diez en
hospitales públicos (3 millones 504 mil) fueron por cesá-
rea, según datos brindados por la Secretaria de Salud.

En el sector público hay un gran problema entre el número
de médicos y pacientes, por tal motivo muchos médico del
sector público prefieren practicar la cesárea, para reducir el
tiempo de espera y brindar atención rápida, mas no de ca-
lidad, al gran número de pacientes.

En el caso de los hospitales privados, los motivos para
practicar cesáreas son diametralmente distintos y obedecen
a un factor económico.

A pesar de lo anterior, no puede apelarse a estas situaciones
como justificación para violentar los derechos de las muje-
res que hacen uso de los servicios de salud y no puede cons-
tituir un obstáculo para la adecuada provisión de una aten-
ción de calidad, respetuosa y atenta a los derechos humanos.



En cada situación de violencia obstétrica se puede observar
la vulneración de más de un derecho, es por ello que urgi-
mos a promover la reflexión y sensibilización del personal
de salud sobre este tema en particular para lograr cambiar
aquellas prácticas violatorias de los derechos de las muje-
res.

En virtud de lo aquí expuesto pongo a consideración de es-
ta honorable asamblea la siguiente proposición con

Punto de Acuerdo

Único. La Cámara de Diputados exhorta respetuosamente
a las autoridades de Salud de los tres niveles de gobierno
para que, en el ámbito de sus respectivas competencias, vi-
gilen de manera puntual que el procedimiento quirúrgico
conocido como “cesárea” se lleve a cabo de manera res-
ponsable y no sea impuesto por el personal médico de los
hospitales públicos y privados.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a los 25 días del mes de enero de
2017.— Diputado Jesús Sesma Suárez (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Salud, de la Cámara de Dipu-
tados.

INVESTIGAR POR PRESUNTAS VIOLACIONES A LA
LEY GENERAL EN MATERIA DE DELITOS ELECTO-
RALES, COMETIDAS POR LA CIUDADANA AIDA
ARREGUI GUERRERO

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a
la PGR a iniciar una investigación por presuntas violacio-
nes de la Ley General en materia de Delitos Electorales por
la ciudadana Aída Arregui Guerrero cuando se postuló co-
mo candidata a diputada a la Asamblea Constituyente de la
Ciudad de México, suscrita por el diputado Juan Romero
Tenorio, del Grupo Parlamentario de Morena

El suscrito, Juan Romero Tenorio, en mi calidad de dipu-
tado federal de la LXIII Legislatura, integrante del Grupo
Parlamentario Morena, con fundamento en lo dispuesto por
el artículo 42 de la Ley Orgánica del Congreso, en los artí-
culos 58 y 59 del Reglamento para el Gobierno Interior del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, so-
meto a consideración del pleno de la Comisión Permanen-
te del Congreso de la Unión, la presente proposición con
punto de acuerdo, al tenor de las siguientes

Consideraciones

Primera. El 29 de enero de 2016, se publicó en el Diario
Oficial de la Federación decreto por el que se reforman y
derogan diversas disposiciones de los artículos 2o., 3o.,
5o., 6o., 17, 18, 21, 26, 27, 28, 31, 36, 40, 41, 43, 44, 53,
55, 56, 62, 71, 73, 76, 79, 82, 89, 95, 101, 102, 103, 104,
105, 106, 107, 108, 110, 111, 115, 117, 119, 120, 121, 122,
123, 124, 125, 127, 130, 131, 133, 134 y 135 de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en mate-
ria de la reforma política de la Ciudad de México.

Como puntos fundamentales de esta reforma se encuen-
tran:

1) La creación de la Ciudad de México como una entidad
federativa con autonomía en todo lo concerniente a su ré-
gimen interior y a su organización política y administrati-
va, en los términos que establezca la Constitución Política
de la Ciudad de México; 2) Que el ejercicio del Poder Le-
gislativo se deposita en la Legislatura de la Ciudad de Mé-
xico; 3) El titular del Poder Ejecutivo se denominará jefe
de gobierno de la Ciudad de México; 4) El ejercicio del Po-
der Judicial se deposita en el Tribunal Superior de Justicia,
el Consejo de la Judicatura y los juzgados y tribunales que
establezca la Constitución Política de la Ciudad de Méxi-
co; 5) El gobierno de las demarcaciones territoriales de la
Ciudad de México estará a cargo de las alcaldías, que son
órganos político administrativos que se integrarán por un
alcalde y por un concejo electos para un periodo de tres
años; 6) Se establece el régimen transitorio para la com-
posición de la Asamblea Constituyente de la Ciudad de
México, encargada de aprobar y expedir la Constitu-
ción Política de la Ciudad de México.

A fin de conformar la  Asamblea Constituyente de la Ciu-
dad de México, la fracción VI del artículo séptimo tran-
sitorio de esta reforma Constitucional estableció, entre
otras cosas, los requisitos y prohibiciones para ser electo
como diputado a la Asamblea Constituyente de la Ciudad
de México, entre los que se indica, en su inciso n) una pro-
hibición expresa para “No ser ministro de algún culto re-
ligioso”, y a la letra señala: 

“VI. Para ser electo diputado constituyente en los térmi-
nos del presente apartado, se observarán los siguientes
requisitos: 

...
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n) No ser ministro de algún culto religioso; y

...”

Segunda. El Constituyente Permanente determinó el pro-
cedimiento para la elección de las diputaciones que inte-
grarán la Asamblea Constituyente, con el fin de que los po-
deres constituidos puedan llevar a cabo sus atribuciones
con base en un marco constitucional propio de la Ciudad de
México, por lo que el poder revisor de la Constitución otor-
gó al Instituto Nacional Electoral la potestad de llevar a ca-
bo el procedimiento electoral, el cual, por mandato consti-
tucional debió ajustarse a las reglas generales aprobadas
por la autoridad administrativa electoral a través de su
Consejo General.

En este orden de ideas el Instituto Nacional Electoral emi-
tió convocatoria respectiva para que los partidos políticos
nacionales pudieran participar en la elección de sesenta
diputados para integrar la Asamblea Constituyente de la
Ciudad de México, registrando listas con fórmulas integra-
das por propietarios y suplentes, conforme a las reglas es-
tablecidas en el artículo séptimo transitorio, Apartado A,
fracción I, del decreto por el que se reforman y derogan di-
versas disposiciones de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos en materia de reforma política de
la Ciudad de México, así como en las previstas en los Li-
neamientos que para tal efecto emitió el Consejo General
del Instituto, la cual dentro en su Base Segunda señalaba
los requisitos necesarios para aspirar al cargo de diputado
electo a la Asamblea Constituyente de la Ciudad de Méxi-
co y a la letra dicen:

“Bases

Primera. El domingo 5 de junio de 2016, se llevará a
cabo la elección de sesenta diputados y diputadas para
integrar la Asamblea Constituyente de la Ciudad de Mé-
xico.

Segunda. Podrán participar como candidatos para
integrar la Asamblea Constituyente de la Ciudad de
México, las y los ciudadanos que cumplan con los si-
guientes requisitos: 

a) Ser ciudadano mexicano, por nacimiento, en el ejer-
cicio de sus derechos.

b) Tener veintiún años cumplidos el día de la elección;

c) Ser originario de la Ciudad de México o vecino de
ella con residencia efectiva de más de seis meses ante-
riores a la fecha de la elección;

d) Estar inscrito en el Registro Federal de Electores y
contar con credencial para votar vigente;

e) No estar en servicio activo en el Ejército federal ni te-
ner mando de policía en el Distrito Federal, cuando me-
nos sesenta días antes de la elección;

f) No ser titular de alguno de los organismos a los que
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos otorga autonomía, salvo que se separen de sus car-
gos sesenta días antes del día de la elección;

g) No ser secretario o subsecretario de Estado, ni titular
de alguno de los organismos descentralizados o descon-
centrados de la administración pública federal, salvo
que se separen de sus cargos sesenta días antes del día
de la elección;

h) No ser ministro de la Suprema Corte de Justicia de la
Nación o miembro del Consejo de la Judicatura Federal,
salvo que se separen de sus cargos sesenta días antes del
día de la elección;

i) No ser magistrado, ni secretario del Tribunal Electo-
ral del Poder Judicial de la Federación o del Tribunal
Electoral del Distrito Federal, ni consejero presidente o
consejero electoral de los consejos General, locales, dis-
tritales o de demarcación territorial del Instituto Nacio-
nal Electoral o del Instituto Electoral del Distrito Fede-
ral, ni Secretario Ejecutivo, director ejecutivo o
personal profesional directivo de dichos institutos, ni
pertenecer al servicio profesional electoral nacional,
salvo que se separen definitivamente de sus cargos, tres
años antes del día de la elección;

j) No ser legislador federal, ni diputado a la Asamblea
Legislativa del Distrito Federal, ni Jefe Delegacional,
salvo que se separen de sus cargos sesenta días antes del
día de la elección; resultando aplicable en cualquier ca-
so lo previsto en el artículo 125 de la Constitución;

k) No ser magistrado del Tribunal Superior de Justicia o
del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Dis-
trito Federal, ni miembro del Consejo de la Judicatura
del Distrito Federal, ni magistrado o juez federal en el



Distrito Federal, salvo que se separen de sus cargos se-
senta días antes del día de la elección;

l) No ser titular de alguno de los organismos con auto-
nomía constitucional del Distrito Federal, salvo que se
separen de sus cargos sesenta días antes del día de la
elección;

m) No ser secretario en el gobierno del Distrito Federal,
ni titular de alguno de los organismos descentralizados
o desconcentrados de la administración pública local,
salvo que se separen de sus cargos sesenta días antes del
día de la elección;

n) No ser ministro de algún culto religioso; 

o) En el caso de candidatos independientes, no estar re-
gistrados en los padrones de afiliados de los partidos po-
líticos, con fecha de corte al 1º de marzo de 2016, ni ha-
ber participado como precandidatos o candidatos a
cargos de elección popular postulados por algún partido
político o coalición, en las elecciones federales o loca-
les inmediatas anteriores a la elección de la Asamblea
Constituyente”.1

Sin embargo, a pesar de existir prohibición exprofeso sobre
“No ser ministro de algún culto religioso” para poder as-
pirar al cargo de diputado electo de la Asamblea Constitu-
yente de la Ciudad de México, ha salido a la luz pública in-
formación respecto de que la ciudadana Aída Arregui
Guerrero, postulada por el Partido Encuentro Social, es
ministro de un culto religioso y ocupa el cargo de secre-
taria de la asociación religiosa denominada “Comunidad
Cristina Río Poderoso”, tal y como se desprende de la pu-
blicación del Diario Oficial de la Federación de fecha 12 de
octubre de 2010 en el que se señala:

“Diario Oficial de la Federación: 12 de octubre de
2010.

Extracto de la solicitud de registro de la agrupación
denominada Comunidad Cristiana Río Poderoso,
para constituirse en asociación religiosa.

En cumplimiento a lo dispuesto por el último párrafo del
artículo 7o. de la Ley de Asociaciones Religiosas y Cul-
to Público y 10 de su Reglamento, se publica el corres-
pondiente extracto de la solicitud de registro de la agru-
pación denominada: Comunidad Cristiana Río
Poderoso, para constituirse en asociación religiosa? so-

licitud presentada en la Dirección General de Asocia-
ciones Religiosas, para su trámite respectivo? cuyos da-
tos principales son los que a continuación se señalan:...

III. Estatutos: Presentó estatutos, los que contienen las
bases fundamentales de su doctrina, la determinación de
los asociados, ministros de culto y representantes, mis-
mos que señalan como objeto, el siguiente: Predicar la
palabra de Dios a toda persona y hacer de Jesús el
Mesías un tema ineludible para todo el mundo. Rea-
lizar actos de culto público religioso, así como pro-
pagar nuestra doctrina. Participar por si misma o
asociada con personas físicas o morales en la consti-
tución, administración, sostenimiento y funciona-
miento de instituciones de asistencia privada, plante-
les educativos e instituciones médicas y de salud, sin
fines de lucro. 

...

VIII. Órgano de gobierno: De conformidad con los es-
tatutos exhibidos, se denomina “Comité Ejecutivo Na-
cional”, que se encuentra integrado por las personas y
cargos siguientes: Efrén Ruiz Cabral, Presidente, Aida
Arregui Guerrero, secretaria y Pablo César López Va-
lle, tesorero.

...

Expedido en la Ciudad de México, Distrito Federal, a
los veinte días del mes de septiembre de dos mil diez. El
director general de Asociaciones Religiosas de la Secre-
taría de Gobernación, Paulo Tort Ortega. Rúbrica”.2

La diputada constituyente Aida Arregui fue pastora de una
iglesia cristiana, según el registro que aparece en la página
que habilitó la Comisión del Distrito Federal de la Cámara
de Diputados la cual para el Partido Encuentro Social se-
ñala: 

“Grupo Parlamentario Encuentro Social

Integrante

Aída Arregui Guerrero

Relaciones públicas

Fue pastora de una Iglesia cristiana
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El contenido de esta página es sólo de carácter informa-
tivo

Comisión Distrito Federal / Ciudad de México

Av. Congreso de la Unión, Nº 66 Edificio D 4to. piso
Col. El Parque

Delegación Venustiano Carranza CP15960 Ciudad de
México

Teléfono: 5036-0000 Ext. 57071 y 57075”3

Asimismo la Secretaría de Gobernación mediante oficio
número AR-02-R/13969/2015, relativo al expediente
SGAR/3503/2010, con número de referencia 10889/2015,
de fecha 3 de diciembre de 2015, emitido por la Subse-
cretaría de Población, Migración y Asuntos Religiosos de
la Secretaría de Gobernación, dirigida al C. Efrén Ruíz Ca-
bral, representante legal de la “Comunidad Cristiana Río
Poderoso A.R.”  da cuenta a la baja de Aida Arregui Gue-
rrero como ministro de culto religioso ocurrida en sep-
tiembre de 2015, donde se asienta que se separa del cargo
como ministro de un culto religioso con solo unos meses de
antelación al proceso electoral para la elección de Dipu-
tados a la  Asamblea Constituyente de la Ciudad de Méxi-
co. Es decir que no cumple con el requisito de haberse se-
parado del cargo cinco años antes tal y como marca la ley
para ser electo a un cargo de representación popular.

Por otra parte, se ha presentado una queja electoral ante el
Instituto Nacional Electoral, la que se encuentra radicada
ante la Unidad Técnica de lo Contencioso Electoral de la
Secretaría Ejecutiva del Instituto Nacional Electoral bajo el
número de expediente UT/SCG/Q/JRT/CG/64/2016 por
presuntas las violaciones cometidas por la C. Aida Arregui
Guerrero al postularse y ser electa como Diputada al Cons-
tituyente de la Ciudad de México sin haberse separado de
su cargo como ministro de culto religioso cinco años antes
como mandata la Ley.

Es decir, existe evidencia documental, basta y suficiente,
de carácter oficial, la cual es prueba plena, de que la C. Ai-
da Arregui Guerrero violentó la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, en sus artículos 40 primer
párrafo, 115 primer párrafo, 122 inciso A) fracción I; 130
párrafo primero incisos d) y e); así como la fracción VI del
artículo séptimo transitorio inciso n) de la reforma Consti-
tucional en materia de reforma política de la Ciudad de
México de 2016.  

Igualmente con su postulación y posterior elección la C.
Aida Arregui Guerrero transgredió la Base Segunda inci-
so n) de los Lineamientos que emitió el Consejo General
del Instituto Federal Electoral, que señalaba los requisitos
necesarios para aspirar al cargo de diputado electo a la
Asamblea Constituyente de la Ciudad de México; Los artí-
culos  4 y 16  de la Ley General en Materia de Delitos Elec-
torales; el artículo 25 de la Ley General de Partidos Políti-
cos incisos i) y m); los artículos 380 inciso d) y 442 inciso
l) Ley General de Instituciones y Procedimientos Electora-
les; y el artículo 14 de la Ley de Asociaciones Religiosas y
Culto Público.

Todo en razón de haberse registrado para contender como
candidata a Diputada a la Asamblea Constituyente de la
Ciudad de México, a sabiendas de: 

1) Que no cumplía con los requisitos de elegibilidad en
razón de NO haberse separado de ejercer como ministro
de culto religioso cuando menos cinco años antes de
haberse registrado como candidata a diputada para la
Asamblea Constituyente de la Ciudad de México por el
Partido Encuentro Social; 

2) Por haber declarado bajo protesta de decir verdad an-
te esta autoridad electoral que sí cubría con los requisi-
tos Constitucionales y legales para contender por el
mencionado cargo; 

3) Por  haber realizado campaña al efecto, estando pro-
hibido por ley; 

4) Por haber tomado protesta del cargo una vez electa.    

Tercera. La separación Iglesia-Estado es el concepto legal
y político por el cual las instituciones del Estado y religio-
sas (Iglesia) se mantienen separadas teniendo cada parte
una autonomía para tratar los temas relacionados con sus
esferas de influencia. Es una de las medidas por las cuales
se busca el establecimiento de un Estado Laico. La separa-
ción Iglesia-Estado está íntimamente relacionada con la
extensión de la libertad de culto a todos los ciudadanos; y,
se condiciona a partir de este derecho la relación entre el
Estado y la Iglesia.

El principio de separación Iglesia Estado y el sostén del Es-
tado laico mexicano se encuentra consagrado en los artícu-
los 40, 115 párrafo primero, 122 inciso A fracción I párra-
fo primero y 130 de nuestro Código Político fundamental y
que a la letra señalan:



“Artículo 40. Es voluntad del pueblo mexicano cons-
tituirse en una República representativa, democráti-
ca, laica y federal, compuesta por Estados libres y so-
beranos en todo lo concerniente a su régimen interior, y
por la Ciudad de México, unidos en una federación es-
tablecida según los principios de esta ley fundamental.”

“Artículo 115. Los estados adoptarán, para su régi-
men interior, la forma de gobierno republicano, re-
presentativo, democrático, laico y popular, teniendo
como base de su división territorial y de su organización
política y administrativa, el municipio libre, conforme a
las bases siguientes:

...”

“Artículo 122. La Ciudad de México es una entidad fe-
derativa que goza de autonomía en todo lo concerniente
a su régimen interior y a su organización política y ad-
ministrativa.

A. El gobierno de la Ciudad de México está a cargo de sus
poderes locales, en los términos establecidos en la Consti-
tución Política de la Ciudad de México, la cual se ajustará
a lo dispuesto en la presente Constitución y a las bases si-
guientes:

I. La Ciudad de México adoptará para su régimen
interior la forma de gobierno republicano, represen-
tativo, democrático y laico. El poder público de la Ciu-
dad de México se dividirá para su ejercicio en Legisla-
tivo, Ejecutivo y Judicial. No podrán reunirse dos o más
de estos poderes en una sola persona o corporación ni
depositarse el Legislativo en un solo individuo.

La Constitución Política de la Ciudad de México esta-
blecerá las normas y las garantías para el goce y la pro-
tección de los derechos humanos en los ámbitos de su
competencia, conforme a lo dispuesto por el artículo 1o.
de esta Constitución.

...”

“Artículo 130. El principio histórico de la separación
del Estado y las iglesias orienta las normas conteni-
das en el presente artículo. Las iglesias y demás agru-
paciones religiosas se sujetarán a la ley.

Corresponde exclusivamente al Congreso de la Unión le-
gislar en materia de culto público y de iglesias y agrupa-

ciones religiosas. La ley reglamentaria respectiva, que será
de orden público, desarrollará y concretará las disposicio-
nes siguientes:

a) Las iglesias y las agrupaciones religiosas tendrán per-
sonalidad jurídica como asociaciones religiosas una vez
que obtengan su correspondiente registro. La ley regu-
lará dichas asociaciones y determinará las condiciones y
requisitos para el registro constitutivo de las mismas.

b) Las autoridades no intervendrán en la vida interna de
las asociaciones religiosas;

c) Los mexicanos podrán ejercer el ministerio de cual-
quier culto. Los mexicanos así como los extranjeros de-
berán, para ello, satisfacer los requisitos que señale la ley;

d) En los términos de la ley reglamentaria, los minis-
tros de cultos no podrán desempeñar cargos públi-
cos. Como ciudadanos tendrán derecho a votar, pero
no a ser votados. Quienes hubieren dejado de ser mi-
nistros de cultos con la anticipación y en la forma
que establezca la ley, podrán ser votados. 

e) Los ministros no podrán asociarse con fines políti-
cos ni realizar proselitismo a favor o en contra de
candidato, partido o asociación política alguna. Tam-
poco podrán en reunión pública, en actos del culto o
de propaganda religiosa, ni en publicaciones de ca-
rácter religioso, oponerse a las leyes del país o a sus
instituciones, ni agraviar, de cualquier forma, los
símbolos patrios. 

Queda estrictamente prohibida la formación de toda clase
de agrupaciones políticas cuyo título tenga alguna palabra
o indicación cualquiera que la relacione con alguna confe-
sión religiosa. No podrán celebrarse en los templos reunio-
nes de carácter político.

La simple promesa de decir verdad y de cumplir las obli-
gaciones que se contraen, sujeta al que la hace, en caso de
que faltare a ella, a las penas que con tal motivo establece
la ley.

Los ministros de cultos, sus ascendientes, descendientes,
hermanos y cónyuges, así como las asociaciones religiosas
a que aquellos pertenezcan, serán incapaces para heredar
por testamento, de las personas a quienes los propios mi-
nistros hayan dirigido o auxiliado espiritualmente y no ten-
gan parentesco dentro del cuarto grado.
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Los actos del estado civil de las personas son de la exclu-
siva competencia de las autoridades administrativas en los
términos que establezcan las leyes, y tendrán la fuerza y
validez que las mismas les atribuyan.

Las autoridades federales, de las entidades federativas, de
los Municipios y de las demarcaciones territoriales de la
Ciudad de México, tendrán en esta materia las facultades y
responsabilidades que determine la ley”.

Cuarta. Cabe señalar que la Ley General en Materia de
Delitos Electorales, reglamentaria del artículo 73, fracción
XXI, inciso a) de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, la cual es de orden público y de obser-
vancia general en toda la República y tiene por objeto, en
materia de delitos electorales, establecer los tipos penales,
las sanciones, la distribución de competencias y las formas
de coordinación entre los órdenes de gobierno, y que tiene
como finalidad, proteger el adecuado desarrollo de la fun-
ción pública electoral establece:

“Artículo 4. El Ministerio Público, en todos los casos,
procederá de oficio con el inicio de las investigacio-
nes por los delitos previstos en esta ley.

Artículo 16. Se impondrán de cien hasta quinientos dí-
as multa a los ministros de culto religioso que, en el de-
sarrollo de actos propios de su ministerio, o a quien en
el ejercicio del culto religioso, presionen el sentido del
voto o induzcan expresamente al electorado a votar o
abstenerse de votar por un candidato, partido político o
coalición”.4

Asimismo, la Ley General de Partidos Políticos establece:

“Artículo 25. ...

i) Rechazar toda clase de apoyo económico, político o
propagandístico proveniente de extranjeros o de mi-
nistros de culto de cualquier religión, así como de las
asociaciones y organizaciones religiosas e iglesias y
de cualquiera de las personas a las que las leyes prohí-
ban financiar a los partidos políticos;

...

m) Actuar y conducirse sin ligas de dependencia o sub-
ordinación con partidos políticos, personas físicas o mo-
rales extranjeras, organismos o entidades internaciona-
les y de ministros de culto de cualquier religión;”

Por su parte, la Ley General de Instituciones y Procedi-
mientos Electorales a la letra dice:

“Artículo 380. 

1. Son obligaciones de los aspirantes:

a) Conducirse con respeto irrestricto a lo dispuesto en la
Constitución y en la presente Ley;

...

d) Rechazar toda clase de apoyo económico, político
o propagandístico proveniente de extranjeros o de mi-
nistros de culto de cualquier religión, así como de las
asociaciones y organizaciones religiosas e iglesias.
Tampoco podrán aceptar aportaciones o donativos, en
dinero o en especie, por sí o por interpósita persona y
bajo ninguna circunstancia de:

...”

“Artículo 442. 

1. Son sujetos de responsabilidad por infracciones
cometidas a las disposiciones electorales contenidas
en esta ley:

a) Los partidos políticos;

b) Las agrupaciones políticas;

c) Los aspirantes, precandidatos, candidatos y Candida-
tos Independientes a cargos de elección popular;

d) Los ciudadanos, o cualquier persona física o moral;

...

l) Los ministros de culto, asociaciones, iglesias o
agrupaciones de cualquier religión, y

...”

“Artículo 458. 

...

4. Cuando el instituto o los organismos públicos lo-
cales tengan conocimiento de la comisión de una in-



fracción por parte de los ministros de culto, asocia-
ciones, iglesias o agrupaciones de cualquier religión,
informará a la Secretaría de Gobernación para los
efectos legales conducentes.

...”

Asimismo, la Ley de Asociaciones Religiosas y Culto Pú-
blico indica:

“Artículo 14. 

Los ciudadanos mexicanos que ejerzan el ministerio de
cualquier culto, tienen derecho al voto en los términos
de la legislación electoral aplicable. No podrán ser vo-
tados para puestos de elección popular, ni podrán
desempeñar cargos públicos superiores, a menos que se
separen formal, material y definitivamente de su mi-
nisterio cuando menos cinco años en el primero de los
casos, y tres en el segundo, antes del día de la elección
de que se trate o de la aceptación del cargo respecti-
vo. Por lo que toca a los demás cargos, bastarán seis me-
ses.”

Con base en las disposiciones legales vigentes y a la infor-
mación existente, no se debió haber aceptado el registro de
la Aida Arregui Guerrero para contender al cargo de dipu-
tada a la Asamblea Constituyente por el Partido Encuentro
Social, ni por ningún otro partido, y mucho menos que ocu-
pe una curul como diputada constituyente, toda vez que no
cumple con lo establecido en la Constitución y en las leyes
que de ella emanan.

Por las razones arriba expuestas, ponemos a consideración
de esta Soberanía, como de urgente u obvia resolución, la
siguiente proposición con

Puntos de Acuerdo

Primero. La Comisión Permanente del Congreso de la
Unión de manera respetuosa exhorta a la Procuraduría Ge-
neral de la República para que inicie una investigación de
oficio por las presuntas violaciones a la Ley General en
Materia de Delitos Electorales cometidas por Aida Arregui
Guerrero, al postularse como candidata a diputada a la
Asamblea Constituyente de la Ciudad de México través del
Partido Encuentro Social a sabiendas de que no cumplía
con los requisitos de elegibilidad en razón de no haberse
separado de ejercer como ministro de culto religioso cuan-

do menos cinco años antes, de haberse registrado como
candidata a diputada, haber declarado bajo protesta de de-
cir verdad ante la autoridad electoral que sí cubría con los
requisitos Constitucionales y legales para contender, por
realizar campaña al efecto, estando prohibido por ley y to-
mar el cargo una vez electa. 

Segundo. La Comisión Permanente del Congreso de la
Unión de manera respetuosa exhorta a la Asamblea Cons-
tituyente de la Ciudad de México para que en plena auto-
nomía de su mandato Constitucional haga un llamado a la
C. Aida Arregui Guerrero, a fin de que solicite licencia de-
finitiva a fin de no contaminar y alterar la votación de la
Primera Constitución de la Ciudad de México, por viola-
ciones a la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, en sus artículos 40 primer párrafo, 115 primer
párrafo, 122 inciso  A) fracción I; 130 párrafo primero in-
cisos d) y e); así como la fracción VI del artículo séptimo
transitorio inciso n) de la  reforma Constitucional en mate-
ria de reforma política de la Ciudad de México de 2016 y a
la Base Segunda inciso n) de los Lineamientos que emitió
el Consejo General del Instituto Federal Electoral, que se-
ñalaba los requisitos necesarios para aspirar al cargo de
diputado electo a la Asamblea Constituyente de la Ciudad
de México; y a los artículos  4 y 16  de la Ley General en
Materia de Delitos Electorales; 25 de la Ley General de
Partidos Políticos incisos i) y m);  380 inciso d) y 442 in-
ciso l) de la Ley General de Instituciones y Procedimientos
Electorales; y 14 de la Ley de Asociaciones Religiosas y
Culto Público.

Notas

1 Convocatoria para la elección de sesenta diputadas y diputados para
integrar la Asamblea Constituyente de la Ciudad de México.

http://www.ine.mx/archivos3/portal/historico/contenido/Estados/rs
c/docs/Convocatoria_AC_CDMX_2016.pdf 

2 Diario Oficial de la Federación, 12 de octubre de 2010. Extracto de
la solicitud de registro constitutivo como asociación religiosa de la
agrupación denominada Comunidad Cristiana Río Poderoso

http://r.search.yahoo.com/_ylt=A0LEV2qoy3xYexAAoPrD8Qt.;_
ylu=X3oDMTByOHZyb21tBGNvbG8DYmYxBHBvcwMxBHZ0
aWQDBHNlYwNzcg/RV=2/RE=1484602409/RO=10/RU=http%
3a%2f%2fdof.gob.mx%2fnota_detalle.php%3fcodigo%3d516280
1%26fecha%3d12%2f10%2f2010/RK=0/RS=SU3Jaf0fUXhSlyjyc
2CnG82bgA4- 
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3 Página habilitada por la Comisión de la Ciudad de México en la Cá-
mara de Diputados LXIII Legislatura. 

http://constitucioncdmexico.com/encuentro-social.html 

4 Artículo reformado Diario Oficial de la Federación, 27 de junio de
2014. 

http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/ref/lgmde.htm

Recinto de la Comisión Permanente, Palacio Legislativo, a 25 de ene-
ro de 2017.— Diputado Juan Romero Tenorio (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Gobernación, de la Cámara
de Diputados.

DIFUNDIR MEDIDAS Y ACCIONES DE MEJORA
QUE DEBA ESTABLECER PARA TRANSPARENTAR
EL EJERCICIO DE SU PRESUPUESTO TITULAR DE
LA COMISIÓN NACIONAL DE PUEBLOS INDÍGE-
NAS 

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a
la titular de la Comisión Nacional para el Desarrollo de los
Pueblos Indígenas a difundir medidas y acciones de mejo-
ra por establecer a fin de transparentar el ejercicio de su
presupuesto y cumplir las obligaciones de rendición de
cuentas señaladas en la Ley Federal de Transparencia y Ac-
ceso a la Información Pública, suscrita por el diputado
Gustavo Adolfo Cárdenas Gutiérrez, del Grupo Parlamen-
tario de Movimiento Ciudadano

El que suscribe, Gustavo Adolfo Cárdenas Gutiérrez, dipu-
tado de la LXIII Legislatura de la Cámara de Diputados del
Honorable Congreso de la Unión e integrante del Grupo
Parlamentario de Movimiento Ciudadano, con fundamento
en lo dispuesto en los artículos 78, fracción III, de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 58 del
Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso Gene-
ral de los Estados Unidos Mexicanos, somete a considera-
ción de esta asamblea el siguiente punto de acuerdo al te-
nor de las siguientes

Consideraciones

En México la población indígena conforma el grupo de los
pueblos originarios que dada su cultura, historia y lengua
dan sentido de pertenencia e identidad al país.

Por tal motivo, el gobierno federal estableció en el Plan
Nacional de Desarrollo 2013-20181, la meta nacional Mé-
xico Incluyente con el objetivo de transitar hacia una so-
ciedad equitativa e incluyente.

Para lograrlo se emitió el Programa Especial de los Pueblos
Indígenas 2014-20182, el cual estaría a cargo de la Comi-
sión Nacional de los Pueblos Indígenas.

Dentro de las problemáticas que busca el programa en co-
mento se encuentra el desarrollo social de esta población
reconociendo que la mayor parte de la población indígena
no cuenta con el acceso a la alimentación, la salud, la edu-
cación, la vivienda digna y sus servicios de agua potable,
drenaje y electrificación a los que tiene derecho todo me-
xicano.

Para tal motivo, en dicho programa se estableció, el Obje-
tivo 2. “Incrementar el acceso a la alimentación, la salud y
la educación a los pueblos indígenas” a fin de dar atención
a la Meta Nacional México Incluyente, en lo que respecta
a su objetivo 2.2. “Transitar hacia una sociedad equitativa
e incluyente” y la Estrategia 2.2.3. “Fomentar el bienestar
de los pueblos y comunidades indígenas, fortaleciendo su
proceso de desarrollo social y económico, respetando las
manifestaciones de su cultura y el ejercicio de sus dere-
chos”.

No obstante lo anterior, según los resultados de la Encues-
ta Nacional de Indígenas3, elaborada por la Universidad
Nacional Autónoma de México (UNAM) en 2015, se des-
cribía la situación de la población indígena bajo discrimi-
nación, marginación y pobreza, exclusión y analfabetismo.

Lo anterior, refleja que en México se considera a los indí-
genas como la población más marginada y excluida, la que
no tiene ningún tipo de representación política propia, y
son precisamente los pueblos originarios, donde la pobreza
es cíclica.

A su vez, de acuerdo a la Encuesta Intercensal 20154 del
Instituto Nacional de Estadística y Geografía (Inegi), en
México:

• Había 7 millones 382 mil 785 personas de tres años y
más de edad que hablaban alguna lengua indígena, cifra
que representa 6.5 por ciento del total nacional; de las
cuales 51.3 por ciento son mujeres y 48.7 por ciento
hombres.



• 45.3 por ciento de la población que hablaba lengua in-
dígena tenía menos de 30 años, esto es, el segmento de
la población de 3 a 14 años, representaban 20.4 por
ciento y los jóvenes de 15 a 29 años, 24.9 por ciento.

• 23 por ciento de los hablantes de lengua indígena eran
analfabetas.

• El porcentaje de niños hablantes de lengua indígena
que no asistían a la escuela, en edad preescolar (de 3 a
5 años) era de 64.4 por ciento.

• La escolaridad acumulada de la población mayor de 15
años de edad era de 5.7 años.

Estos resultados confirmaban que aún no se había genera-
do igualdad entre los mexicanos ni mucho menos el impul-
so al desarrollo individual y colectivo de este segmento de
la población.

Para atender esta situación, el gobierno federal dio conti-
nuidad al Programa de Apoyo a la Educación Indígena
(S178)5 a cargo de la Comisión Nacional de Pueblos Indí-
genas mismo que ha tenido por objeto apoyar la perma-
nencia escolar de estudiantes indígenas en todos los nive-
les.

Dicho programa opera en cuatro modelos de atención: 

• Casas del Niño Indígena, en las que se brinda diaria-
mente alimentación, hospedaje y actividades comple-
mentarias a estudiantes indígenas que no cuentan con
servicios educativos. 

• Comedores del Niño Indígena, en los que se otorga
diariamente alimentación y se realizan actividades com-
plementarias.

• Apoyos a Instancias Comunitarias y Organizaciones
de la Sociedad Civil que operan espacios comunitarios
dirigidos a estudiantes indígenas de nivel básico y me-
dio superior; y 

• Becas de Educación Superior que se otorgan mensual-
mente y apoyo a titulación para estudiantes indígenas
que cursan estudios de nivel licenciatura.

En 2016 se identificó la asignación presupuestal de este
programa en mil 233.04 millones de pesos, siendo ajustado
a mil 025.60 millones de pesos (presupuesto modificado).

De la revisión del Informe sobre la Situación Económica,
las Finanzas Públicas y la Deuda Pública al tercer trimes-
tre de 20166, se identificó que sólo se habían erogado
661.21 millones de pesos, lo que igual a 64.5 por ciento del
presupuesto modificado.

Estos resultados no permiten conocer la cantidad de estu-
diantes indígenas en las casas y comedores del niño indí-
gena y en las casas y comedores comunitarios del niño in-
dígena que son atendidos, ni mucho menos la población
estudiante indígena por grado de estudios que es apoyada
con una beca.

En otras palabras, no es posible conocer de manera parti-
cular el impacto del programa en la población objetivo, ni
conocer la oportunidad y la calidad de los bienes y servi-
cios, ni si éstos cumplen con los criterios mínimos de cali-
dad e higiene o, en su caso, si los apoyos económicos que
se otorgan son oportunos; todo lo anterior en gran medida
por un monitoreo insuficiente lo que provoca que no se ge-
neré información que alimente los posibles acciones de
mejora en dicho programa.

Con los datos públicos no es posible conocer el impacto
que tiene sobre la permanencia, deserción y aprendizaje de
la población indígena que se busca apoyar.

Por igual, no es permisible conocer las localidades de los
municipios que da cobertura el programa, ni aquellas en las
que el programa aún no opera, situación que no permite co-
nocer si éste evoluciona al ritmo y crecimiento de la po-
blación indígena en México, y en consecuencia, saber con
precisión si los recursos dispuestos en este programa han
sido suficientes o por el contrario escasos y en su caso, de-
ban ser incrementados.

En ese sentido, el Programa de Apoyo a la Educación Indí-
gena presenta aspectos susceptibles de mejora siendo la
principal la del diseño para mejorar las definiciones y mé-
todos de cálculo de la población potencial, objetivo y aten-
dida, cuyo avance no fue posible consultar ni identificar al-
guna fecha compromiso presumible para su atención.

Por lo anterior y a modo de conclusión, es prioritario ex-
hortar a la directora general de la Comisión Nacional de los
Pueblos Indígenas a que haga públicas las medidas y ac-
ciones de mejora que deba establecer para transparentar el
ejercicio de su presupuesto y cumplir con las obligaciones
de rendición de cuentas que señala la Ley Federal de Trans-
parencia y Acceso a la Información Pública Gubernamen-
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tal a fin de que se permita conocer la efectividad, eficien-
cia y calidad en su utilización y garantice con ello apoyar
la permanencia escolar de estudiantes indígenas de todos
los niveles educativos, el otorgar servicios de alimentación
y hospedaje, así como becas y apoyos económicos para la
titulación de estudiantes indígenas de nivel superior y con-
tribuir así a hacer efectivo el derecho a la educación de las
comunidades indígenas a nivel nacional.

En virtud de lo aquí expuesto, pongo a consideración de la
Comisión Permanente la siguiente proposición con

Punto de Acuerdo

Único. La Comisión Permanente del Honorable Congreso
de la Unión exhorta respetuosamente a la directora general
de la Comisión Nacional de Pueblos Indígenas a que haga
públicas las medidas y acciones de mejora que deba esta-
blecer para transparentar el ejercicio de su presupuesto y
cumplir con las obligaciones de rendición de cuentas que
señala la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la In-
formación Pública Gubernamental a fin de que se permita
conocer la efectividad, eficiencia y calidad en su utiliza-
ción y cumpla con el objetivo de garantizar la permanencia
escolar de estudiantes indígenas de todos los niveles edu-
cativos, el otorgar servicios de alimentación y hospedaje,
así como becas y apoyos económicos para la titulación de
estudiantes indígenas de nivel superior y contribuir así a
hacer efectivo el derecho a la educación de las comunida-
des indígenas a nivel nacional.

Notas

1. Plan Nacional de Desarrollo 2013-2018, disponible en 

http://pnd.gob.mx/, consultado el 16 de enero de 2017.

2. Programa Especial de los Pueblos Indígenas 2014-2018, disponible
en 

http://www.cdi.gob.mx/programas/2014/programa-especial-de-los-
pueblos-indigenas-2014-2018.pdf, consultado el 16 de enero de
2017.

3. Encuesta Nacional de Indígenas - UNAM en 2015, disponible en 

http://www.losmexicanos.unam.mx/indigenas/index.html, consul-
tada el 16 enero de 2017.

4. Encuesta Intercensal 2015 – INEGI, disponible en 

http://www.beta.inegi.org.mx/proyectos/enchogares/especiales/in-
tercensal/, consultada el 16 de enero de 2017.

5. Programa de Apoyo a la Educación Indígena (S178), disponible en 

http://nptp.hacienda.gob.mx/programas/jsp/programas/fichaPro-
grama.jsp?id=47S178, consultado el 16 de enero de 2017.

6. Informe sobre la Situación Económica, las Finanzas Públicas y la
Deuda Pública al tercer trimestre de 2016, disponible en 

http://finanzaspublicas.hacienda.gob.mx/es/Finanzas_Publicas/In-
formes_al_Congreso_de_la_Union, consultado el 16 de enero de
2017.

Palacio Legislativo de San Lázaro, sede de la Comisión Permanente, a
25 de enero de 2017.— Diputado Gustavo Adolfo Cárdenas Gutiérrez
(rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Transparencia y Anticorrup-
ción, de la Cámara de Diputados.

IMPLEMENTAR ESTRATEGIAS QUE PREVENGAN
SITUACIONES DE VIOLENCIA EN LOS PLANTELES
ESCOLARES

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a
la SEP y autoridades de salud y de seguridad pública a im-
plantar con los padres de familia estrategias para prevenir
la violencia en las escuelas, suscrita por la diputada Mirna
Isabel Saldívar Paz, del Grupo Parlamentario de Nueva
Alianza

La que suscribe, diputada Mirna Isabel Saldívar Paz, inte-
grante del Grupo Parlamentario Nueva Alianza de la LXIII
Legislatura, con fundamento en los artículos 78, fracción
III, de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos; 116 de la Ley Orgánica del Congreso General de
los Estados Unidos Mexicanos; y 58 del Reglamento para
el Gobierno Interior del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos, someto a la consideración de esta ho-
norable asamblea la presente proposición con punto de
acuerdo, al tenor de las siguientes

Consideraciones

El pasado 18 de enero un joven de 15 años, alumno del Co-
legio Americano del Noreste, ubicado en Monterrey, ingre-



só al plantel con un arma de fuego, disparó contra varios de
sus compañeros y su maestra, para después amenazar al
resto y, por último intentar suicidarse.

Esta terrible situación tuvo lugar minutos después de las
ocho de la mañana. El agresor, estando dentro del salón de
clases, hizo el primer disparo e hirió en la cabeza a uno de
sus compañeros que se encontraba a poco más de un metro
de distancia. El atacante disparó también en contra de su
maestra, quien se encontraba repartiendo hojas a los demás
estudiantes. Después del segundo disparo, el resto de los
jóvenes intentaron resguardarse bajo sus pupitres. No obs-
tante, el atacante de nueva cuenta utilizó su arma en contra
de un compañero que estaba arrinconado y contra dos es-
tudiantes que estaban recargadas sobre la mesa.

Segundos después de haber empezado el tiroteo, de acuer-
do a un vídeo filtrado por las autoridades encargadas de la
investigación, el joven estudiante hizo una pausa y se llevó
la pistola calibre .22 a la cabeza para quitarse la vida; sin
embargo, el primer intento no fue exitoso por lo que se en-
caminó a recargar   el arma, la apuntó en su boca y la de-
tonó. Éste cayó de inmediato al suelo, en ese momento, sus
compañeros salieron corriendo del aula

El saldo oficial hasta el momento de este lamentable he-
cho, de acuerdo al Secretario de Gobierno del Nuevo  Le-
ón, Manuel González, es el fallecimiento del agresor en las
inmediaciones del hospital donde estaba siendo atendido.
Además, permanecen en estado de gravedad tres menores
de edad que resultaron heridos durante el tiroteo. Entre
ellos se encuentran una alumna de 14 años, un estudiante
de 15 y la maestra, quien presenta lesiones en el cráneo.
Otro estudiante más de 14 años está fuera de peligro por-
que solo tuvo heridas de bala en un brazo.

De acuerdo a las evidencias expuestas hasta el momento
por las autoridades encargadas y medios de comunicación
extraoficiales, los hechos sucedidos en Monterrey tienen
características muy similares a los ocurridos en otras partes
del mundo, en específico en escuelas de Estados Unidos y
Europa.

Se trata siempre de un agresor armado que dispara contra
sus compañeros y maestros; que lo hace con precisión y ca-
si siempre a la cabeza y que finalmente se suicida. Los per-
petradores suelen padecer problemas emocionales como
depresión, que de acuerdo a declaraciones de los padres del
agresor, el joven estudiante sufría, por lo que recibía tera-
pia. 

En la actualidad son muchos los aspectos que pudieron in-
tervenir, no solo podemos señalar lo personal como el de-
tonante principal para que una persona decida llevar a ca-
bo tales actos, nuestra sociedad está familiarizada con la
violencia, la cual en los últimos 20 años se ha recrudecido.

En muchas ocasiones y, sin intención alguna, desde casa se
educa a los menores de edad en un ambiente familiarizado
con la violencia. No basta con vivir en zonas de alto im-
pacto para ser testigos de la violencia que asola a nuestro
país, las tecnologías nos han acercado potencialmente. Re-
sulta sencillo prender la televisión para encontrarnos con la
violencia que se genera en las calles, o bien, podemos
cambiar de canal y ahí descubriremos que nos ofrecen di-
versos productos de entretenimiento con alto contenido ex-
plícito y violento.

La situación no termina ahí, donde quiera que enfoquemos
nuestra atención encontraremos violencia, en la música, en
el cine, en los videojuegos, en las redes sociales, en la ca-
sa, etc. Dichos aspectos intervienen de manera directa en la
formación de personalidad de las niñas, niños y adolescen-
tes.

Es importante que se tomen acciones transversales donde
intervengan los sectores de educación, salud, y de seguri-
dad pública, y los padres de familia, con la intención de
prevenir situaciones como las acontecidas en días pasados. 

No es la primera vez que la violencia alcanza a un plantel
educativo, recordemos que en 2014 un estudiante de se-
cundaria asesinó a balazos a un compañero en una escuela
ubicada en el municipio de Atizapán de Zaragoza, en el Es-
tado de México. 

Si bien en los últimos años se han tomado las precauciones
pertinentes en materia de seguridad, como el programa
mochila segura, hoy más que nunca necesitamos ya no so-
lo de acciones reactivas que intenten subsanar los daños, es
momento de ser proactivos al resolver problemáticas, más
aun cuando se trata de nuestras niñas, niños y jóvenes que,
por su condición, resultan más vulnerables. 

No dejemos que la violencia nos rebase, si bien en mo-
mentos como el que hoy vivimos nos sentimos alcanzados,
estamos a tiempo de poder revertir posibles situaciones en
el futuro.

Nueva Alianza se proclama en contra de la violencia, en es-
ta ocasión en lo que se refiere a los planteles educativos.
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Por ello, instamos a las autoridades en materia educativa,
de salud, seguridad pública y, en especial, a los padres de
familia, a generar los espacios y aspectos propicios que den
paso a una formación socioemocional para una sana convi-
vencia. Pugnamos porque en cada centro educativo del pa-
ís se generen estrategias que involucren a los actores que
intervienen en la educación y formación de nuestros jóve-
nes con la intención de informar, orientar, identificar y pre-
venir situaciones que puedan ser potencialmente causantes
de violencia en los planteles escolares.

Nuestra Constitución Política nos conmina, en su artículo
4°, a garantizar de manera plena sus derechos humanos, 

“[…] En todas las decisiones y actuaciones del Esta-
do se velará y cumplirá con el principio del interés
superior de la niñez, garantizando de manera plena
sus derechos. Los niños y las niñas tienen derecho a
la satisfacción de sus necesidades de alimentación,
salud, educación y sano esparcimiento para su desa-
rrollo integral. Este principio deberá guiar el diseño,
ejecución, seguimiento y evaluación de las políticas
públicas dirigidas a la niñez. […]”

En la actualidad, una de las principales problemáticas con
las que se encuentran los educadores es que los padres han
delegado su responsabilidad de primeros educadores, lo
cual de a poco pero cada vez más frecuente ha tenido altos
costos sociales, morales, afectivos y emocionales. 

Por ello, invitamos a los padres de familia, a través de este
exhorto, toda vez que ellos son los principales responsables
de  trasmitir valores.

Por lo anteriormente expuesto y fundado, someto respetuo-
samente a la consideración de esta honorable Comisión
Permanente la siguiente proposición con

Puntos de Acuerdo

Primero. La Comisión Permanente del Honorable Congre-
so de la Unión exhorta respetuosamente al titular de la Se-
cretaría de Educación Pública para que, en coordinación
con las autoridades de Salud y Seguridad Pública,  lleve a
cabo mesas de diálogo orientadas a identificar y generar es-
trategias para prevenir situaciones que puedan ser poten-
cialmente causantes de violencia en los planteles escolares.

Segundo. La Comisión Permanente del honorable congre-
so de la unión exhorta respetuosamente al titular de la Se-

cretaría de Educación Pública para que, en coordinación
con las autoridades de Salud y Seguridad Pública, imple-
mente las estrategias provenientes de las mesas de diálogo,
con la intención de  involucrar a los padres de familia a fin
de prevenir situaciones que puedan ser potencialmente
causantes de violencia en los planteles escolares.

Cámara de Diputados, Sede de la Comisión Permanente del Honorable
Congreso de la Unión, a los 25 días del mes de enero de 2017.— Dipu-
tada Mirna Isabel Saldívar Paz (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Educación Pública y Servi-
cios Educativos, de la Cámara de Diputados.

INTENSIFICAR LOS PROTOCOLOS PARA PREVENIR,
CONTROLAR Y ERRADICAR LA PLAGA DE MOSCO
EN LA ZONA DE LA PRESA MANUEL ÁVILA CAMA-
CHO, EN EL ESTADO DE PUEBLA

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a
diversas autoridades a intensificar los protocolos para pre-
venir, controlar y erradicar la plaga de mosco en la zona de
la presa Manuel Ávila Camacho, en Puebla, a cargo del
diputado Víctor Manuel Giorgana Jiménez, del Grupo Par-
lamentario del PRI

Quien suscribe, Víctor Manuel Giorgana Jiménez, dipu-
tado por el estado de Puebla, del Grupo Parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional, en la LXIII Legisla-
tura de la Honorable Cámara de Diputados, con fundamen-
to en los artículos 78, fracción III, de la Constitución Polí-
tica de los Estados Unidos Mexicanos, así como 58 y 59
del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso Ge-
neral de los Estados Unidos Mexicanos, somete a conside-
ración de esta soberanía la siguiente proposición con pun-
to de acuerdo, al tenor de las siguientes

Consideraciones

La presa de Valsequillo, formalmente llamada como Presa
Manuel Ávila Camacho, es una presa de México construi-
da en 1946, que ha formado el cuerpo de agua más grande
de Puebla, comprende el área del lago de Valsequillo, en el
que confluyen los ríos Atoyac –el río Balsas en el estado de
Puebla– y Alseseca.

La presa lleva a cabo el servicio ambiental de depuración y
retención de sólidos suspendidos para las cuencas del río



Atoyac y río Alseseca en los estados de Puebla y Tlaxcala.
La contaminación en la presa de Valsequillo es generada
por los desechos acarreados en los cauces de los ríos Za-
huapan, Atoyac y Alseseca, que a lo largo de su recorrido
atraviesan parques industriales y empresas dedicadas prin-
cipalmente a los sectores: textil, químico, construcción,
electromecánica automotriz y petroquímica; de igual forma
recibe colectores industriales y municipales.

A lo largo de los años se han observado altos niveles de
contaminación dentro de la presa, el agua no es potable y
el consumirla presenta altos grados de riesgo para la salud.
En la población conocida como José Tejaluca, contigua a la
presa, se detectan niños que presentan niveles elevados de
concentración de plomo en la sangre, deficiencias congéni-
tas en manos, pies así como labio leporino y paladar hen-
dido, todo esto a consecuencia de la contaminación del
agua dentro de la presa. A pesar de la contaminación del la-
go, las personas que habitan alrededor del mismo, continú-
an utilizando el agua provocando daños irreversibles a su
salud.

La plaga de mosquitos, producto de la contaminación del
agua de Valsequillo, es el problema más urgente que deben
atender las autoridades a nivel federal y estatal, ya que los
habitantes de los pueblos y comunidades que habitan alre-
dedor, están obligados a soportar no sólo el fétido olor, si-
no la plaga que está afectando la vida económica y social
de la población, ya que deben destinar un recurso de sus
ingresos para ahuyentar a los mosquitos, lo que repercute
en su economía y en la calidad de vida. Se presenta tam-
bién dificultad de emprender proyectos turísticos en la zo-
na, sin el previo saneamiento del embalse y la erradicación
de la plaga de mosquitos; se entorpecen actividades como
la navegación y la pesca y como consecuencia, la muerte
de peces (carpas y tilapias) por las condiciones del agua del
embalse, así como de ganado vacuno que se alimentaba de
las malezas acuáticas contaminadas.

Los afectados por la plaga de mosquitos son miles de habi-
tantes, cuyos hogares se encuentran a las orillas de la lagu-
na de Valsequillo en las localidades de San Baltazar Tetela,
los Ángeles Tetela, San Andrés Azumiatla, San Francisco
Totimehuacán, San José del Rincón, San José Tejaluca,
Santa María Guadalupe Tecola y San Pedro Zacachimalpa.

En cuanto a la salud de la población, es notablemente mer-
mada con enfermedades asociadas a la contaminación del
río Atoyac como leucemia, déficit de atención, alta con-
centración de plomo en la sangre en menores de 15 años,

enfermedades bacterianas y renales, deficiencia en el desa-
rrollo del tubo neural y afectación de la médula ósea, con
independencia de aquéllas que propiamente los mosquitos
pueden transmitir.

Es lamentable que las y los poblanos padezcamos perma-
nentemente los embates de la plaga de mosco, ya que des-
de 2006, hay evidencia hemerográfica, primero de la rela-
ción que establecen los pobladores entre la existencia del
lirio, la contaminación de la presa y la plaga de moscos,
segundo, de lo prioritario para la población de éstos como
un problema urgente, así como de la petición por parte de
los pobladores a las autoridades para que se retirara esta
vegetación acuática, desafortunadamente sin éxito.

Para 2007, las quejas de la población continuaban, como al
parecer, la renuencia de la autoridad para retirar el lirio.

Posteriormente, en 2015 nuevamente se presentó la peti-
ción de la intervención de a la autoridad para controlar o
erradicar a los moscos, mediante medios químicos, sin per-
derse de vista la necesidad del saneamiento del embalse.

Es de suma importancia dadas las afectaciones económi-
cas, en la salud de los habitantes, el daño al medio am-
biente, y la alteración en el modus vivendi, que las autori-
dades de los tres niveles de gobierno actúen en
coordinación para dar solución a la problemática de la pre-
sa Manuel Ávila Camacho.

Sobre el relativo, organizaciones civiles y académicos han
realizado un diagnostico poco alentador sin la participa-
ción, coordinación y destino de recursos públicos para
menguar y mejor aún, poner fin a la plaga de mosco. Entre
las posiciones de académicos, destacan los distintos retos a
enfrentar:

1. Habría que controlar a las industrias que descargan
sus desechos en el río Atoyac.

2. El grado de contaminación que presenta.

3. Inaplicación de las leyes ambientales, ya que han de-
mostrado incapacidad para garantizar el mantenimiento
y evitar el daño ecológico, han demostrado ser caducas
e inoperantes para los fines establecidos.

4. Carencia de coordinación entre instancias que atien-
den al sector hídrico/hidráulico y las instituciones res-
ponsables de la salud.
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5. Necesidad de impulsar políticas públicas para la re-
cuperación ambiental de Puebla que incluya el trata-
miento de aguas residuales, restauración ecológica, la
bio remediación y la conservación y aprovechamiento
sustentable de los recursos naturales.

6. Implementación de una solución integral que permita
revertir los graves niveles de contaminación de la presa
que incluya:

a. Reforestación con plantas nativas en la ribera de
la presa.

b. Tratamiento real y eficaz de las aguas que llegan
al embalse. 

c. Implementación de plantas de tratamiento prima-
rio y secundario.

d. Ejecución de medidas de restauración ecológica.

e. Desazolve de la presa, retiro de sedimentos tóxi-
cos.

Es una prioridad del que suscribe atender las múltiples de-
mandas ciudadanas al respecto, quienes de igual forma lo
han hecho ante el gobierno del estado sin obtener la aten-
ción requerida, restando importancia a lo que es evidente-
mente urgente. Es momento de comprometernos con las y
los poblanos en todos los sectores para que, desde nuestra
trinchera, demos solución a tan sensible petición.

Como representantes populares, es nuestra obligación aten-
der las problemáticas que aquejan a los ciudadanos de
nuestros distritos, por lo que, en virtud de lo expuesto, so-
meto a consideración de la asamblea los siguientes

Puntos de Acuerdo

Primero. La Comisión Permanente del Honorable Congre-
so de la Unión exhorta al gobierno del estado de Puebla,
atienda las demandas ciudadanas con relación a la plaga de
mosco en la presa Manuel Ávila Camacho.

Segundo. La Comisión Permanente del Honorable Con-
greso de la Unión exhorta al gobierno del estado de Puebla,
a la Secretaría de Salud, a la Secretaría del Medio Am-
biente y Recursos Naturales y a la Comisión Nacional del
Agua, para que en coordinación con la Comisión Federal
para la Protección contra Riesgos Sanitarios, el Centro Na-

cional de Programas Preventivos y Control de Enfermeda-
des y el gobierno municipal de Puebla, intensifiquen los
protocolos para prevenir, controlar y erradicar la plaga de
mosco en la zona de la presa Manuel Ávila Camacho, en el
estado de Puebla.

Palacio Legislativo de San Lázaro, sede de la Comisión Permanente, a
25 de enero de 2017.— Diputado Víctor Manuel Giorgana Jiménez
(rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Salud, de la Cámara de Dipu-
tados.

INCORPORAR UN ANEXO ESPECÍFICO Y TRANS-
VERSAL PARA LA IGUALDAD ENTRE MUJERES Y
HOMBRES EN EL PRESUPUESTO DE EGRESOS

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a
los gobernadores a incorporar un anexo específico y trans-
versal para la igualdad entre mujeres y hombres en sus
próximos Presupuestos de Egresos, que contengan recursos
a fin de realizar políticas eficientes encaminadas a incor-
porar la igualdad, suscrita por la diputada Guadalupe Gon-
zález Suástegui, del Grupo Parlamentario del PAN

La que suscribe, Guadalupe González Suástegui, diputada
integrante del Grupo Parlamentario del Partido Acción Na-
cional de la LXIII Legislatura del Congreso de la Unión,
con fundamento en lo dispuesto por los artículos 58, 59 y
60 del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso
General de los Estados Unidos Mexicanos, somete a la
consideración de esta honorable asamblea la siguiente pro-
posición con punto de acuerdo de urgente u obvia resolu-
ción por el que se exhorta respetuosamente a las y los titu-
lares de los Ejecutivos de las entidades federativas a
incorporar un anexo específico y transversal para la igual-
dad entre mujeres y hombres en sus Presupuestos de Egre-
sos, bajo las siguientes:

Consideraciones

Recientemente en Naciones Unidas se aprobaron los Obje-
tivos de Desarrollo Sostenible (ODS), 17 objetivos que van
encaminados a la búsqueda de la igualdad entre la mujer y
el hombre, de hecho el objetivo 5 es Lograr la igualdad en-
tre los Géneros y el empoderamiento de todas las mujeres
y las niñas. 



Las metas son altas pero los Estados parte que suscribieron
los ODS tienen que trabajar para poder lograr la agenda
2030. El empoderamiento de la mujer se observa en las si-
guientes metas, todas ellas emanadas del objetivo 5:

• Velar por la participación plena y efectiva de las muje-
res y la igualdad de oportunidades de liderazgo a todos
los niveles de la adopción de decisiones en la vida polí-
tica, económica y pública.

• Mejorar el uso de la tecnología instrumental, en parti-
cular la tecnología de la información y las comunica-
ciones para promover el empoderamiento de la mujer. 

• Aprobar y fortalecer políticas acertadas y leyes aplica-
bles para promover la igualdad entre los géneros y el
empoderamiento de las mujeres y las niñas a todos los
niveles. 

Dentro de nuestro andamiaje legal encontramos la Ley Ge-
neral para la Igualdad entre Mujeres y Hombres, que en el
2012 el Congreso de la Unión realizó una reforma al artí-
culo 15 para que los Gobiernos de los Estados  incorporen
en sus presupuestos de egresos la asignación de recursos
para el cumplimiento de la política local en materia de
igualdad.

No obstante este mandato, algunas Entidades Federativas
no lo han realizado y ello lo observamos con los siguientes
datos obtenidos en el documento de trabajo de Inmujeres y
ONU Mujeres, La Igualdad entre Mujeres y hombres en la
información presupuestaria: Diagnóstico de la información
presupuestaria a nivel estatal:  

• De los decretos de presupuesto de las 32 entidades fe-
derativas solo 16 incluyen algún artículo o capitulo re-
lacionado con la perspectiva de género.

• Sólo 7 de las 32 entidades federativas publican un ane-
xo de género como parte de su decreto de presupuesto.

El presupuesto que se destina para la política de igualdad,
sirve para realizar acciones que promover y fortalecer la in-
corporación de la perspectiva de género en las políticas pú-
blicas. Sin embargo, con estos datos estamos muy lejos de
cumplir las metas comprometidas en la agenda 2030.

A nivel federal, desde el 2008 se realiza en el Presupues-
to de Egresos de la Federación la etiquetación de un ane-

xo de manera transversal para la igualdad entre mujeres
y hombres.

De esta forma es mucho más fácil identificar, reforzar y
evaluar el presupuesto etiquetado para el fortalecimiento
de la igualdad entre mujeres y hombres. 

Tan sólo para este 2017, la Cámara de Diputados aprobó en
el Presupuesto de Egresos en el anexo 13. Erogaciones pa-
ra la Igualdad entre Mujeres y Hombres la cantidad de
$27,424,643,718.00 millones de pesos, pero es necesario
replicar este tipo de acciones a los estados para que sea
contundente y acelerar la igualdad sustantiva.

Por lo que este punto de acuerdo propone exhortar a las y
los titulares de los Ejecutivos de las Entidades Federativas
para que dentro de su próximo presupuesto de egresos
cumplan con lo mandatado en el artículo 15 de la Ley Ge-
neral para la Igualdad entre Mujeres y Hombres, e incluyan
un anexo especifico con recursos para la política de igual-
dad de género.

Por lo anteriormente expuesto, solicito que esta soberanía
apruebe de urgente u obvia resolución el siguiente

Punto de Acuerdo

Único. La Comisión Permanente del Honorable Congreso
de la Unión exhorta respetuosamente a las y los Titulares
de los Ejecutivos de las Entidades Federativas a incorporar
un anexo específico y transversal para la igualdad entre
mujeres y hombres en sus próximos Presupuestos de Egre-
sos, que contengan los recursos suficientes y necesarios pa-
ra realizar políticas eficientes encaminadas a incorporar la
igualdad.

Palacio Legislativo, a 25 de enero de 2017.— Diputada Guadalupe
González Suástegui (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Igualdad de Género, de la
Cámara de Diputados.
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PONER EN MARCHA EL PLAN DE AUSTERIDAD
2017

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a
la Junta de Coordinación Política de la Cámara de Dipu-
tados a poner en marcha el plan de austeridad de 2017, a
cargo de la diputada Cristina Ismene Gaytán Hernández,
del Grupo Parlamentario del PRD

La suscrita, diputada Cristina Gaytán Hernández, integran-
te del grupo parlamentario del Partido de la Revolución
Democrática de la LXIII Legislatura del Honorable Con-
greso de la Unión, con fundamento en lo dispuesto por los
artículos 78, fracción III, de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos y 58 y 59 del Reglamento para
el Gobierno Interior del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos, someto a la consideración de esta ho-
norable Comisión Permanente la presente proposición con
punto de acuerdo, al tenor de los siguientes

Considerandos

Que en términos de lo dispuesto por los artículos 50, 51, 74
y 77, fracción I, de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, la Cámara de Diputados se compone
de representantes de la Nación y tiene facultad, para dictar
resoluciones económicas relativas a su régimen interior.

Que en el decreto de Presupuesto de Egresos de la Federa-
ción para el ejercicio fiscal 2017, se asignó a la Cámara de
Diputados la cantidad de 7 mil 629 millones, 432 mil,185
pesos. Sin embargo, para cumplir con las mismas disposi-
ciones presupuestarias, es necesario definir acciones especí-
ficas de ahorro con la finalidad de mitigar la incertidumbre
económica por la que se encuentra la economía mexicana. 

Que el presupuesto asignado a la Cámara de Diputados pa-
ra el ejercicio fiscal 2017, debe ser ejercido con criterios de
racionalidad, eficacia y eficiencia; los Diputados Federales
en un acto de congruencia y transparencia ante la sociedad
mexicana, mandata al Comité de Administración para que
aplique lo siguiente:

Por lo anteriormente expuesto y fundado, les pongo a con-
sideración la siguiente proposición con:  

Punto de Acuerdo

Único. La Comisión Permanente exhorta a la Junta de Co-
ordinación Política de la Cámara de Diputados a adoptar el

siguiente Plan de Austeridad Presupuestaria para el
Ejercicio Fiscal 2017 de la Cámara de Diputados:

Plan de Austeridad Presupuestaria para el Ejercicio
Fiscal 2017 de la Cámara de Diputados

1. El Plan de austeridad presupuestaria deberá garanti-
zar que los recursos generados por las economías y aho-
rros, se reintegren a la Hacienda Pública Federal.

2. Son sujetos del presente Acuerdo, las áreas parla-
mentarias, administrativas y técnicas de la Cámara, el
Canal del Congreso, la Coordinación de Comunicación
Social y la Contraloría Interna. No deberán afectar las
actividades relativas a la seguridad de los legisladores,
servidores públicos y personas que asistan a las instala-
ciones de la Cámara de Diputados.

3. La Cámara de Diputados deberá atender lo estipulado
en el Presupuesto de Egresos de la Federación 2017, ar-
tículo 16, fracción VIII, párrafo cuarto, en relación a las
disposiciones de austeridad, ajuste del gasto corriente,
mejora y modernización de la gestión pública.

Adicionalmente se deberán tomar las siguientes medi-
das:

4. En materia de Servicios Personales:

• Reducir el monto por contrataciones de prestadores
de servicios, bajo el régimen de honorarios profesio-
nales, hasta alcanzar una reducción presupuestal
por este concepto en un 15%, para el 2017, hasta
llegar al 20% en el ejercicio fiscal 2018.

• Reducir en 10% los salarios de los Diputados y
funcionarios de alto mando.

• Las estructuras orgánicas no deberán reportar creci-
mientos, salvo en los casos de excepción que se justi-
fiquen derivado de la labor legislativa y sean previa-
mente autorizados por los Órganos de Gobierno.

• Realizar un análisis organizacional, con la finali-
dad de generar estructuras eficaces y eficientes,
compactar áreas de trabajo administrativas y legisla-
tivas.

• Con base en el artículo Décimo Tercero Transitorio
de la Ley General de Transparencia y Acceso a la In-



formación Pública, se aplique el correspondiente
Programa de Reorganización Administrativa, con la
finalidad de cumplir con lo estipulado en el referido
precepto.

5. En materia de Recursos Materiales y Servicios Gene-
rales:

• No adquirir durante el ejercicio fiscal 2017 nue-
vo parque vehicular.

• Las erogaciones por concepto de materiales y su-
ministros deberán reducirse al mínimo indispensable
en el caso de papelería, útiles de escritorio, fotoco-
piado, y utensilios en general hasta alcanzar un
30% de reducción sobre el presupuesto asignado
para tal efecto.

• El uso del fotocopiado deberá restringirse exclusi-
vamente a asuntos de carácter oficial, incentivando
el uso de los medios electrónicos para comunica-
ción y conservación de documentos.

• Reducir los servicios de alimentación en las reu-
niones de Comisiones Legislativas, hasta alcanzar
en un 25% del presupuesto asignado en este con-
cepto de gasto.

• Eliminar el concepto de erogaciones por servi-
cios de telefonía celular.

• No podrán efectuarse nuevos arrendamientos de
bienes inmuebles para oficinas.

• Eliminar el concepto de erogaciones por com-
bustibles, lubricantes y aditivos de vehículos.

• Eliminar el concepto de erogaciones por peajes
de carreteras.

• Las adquisiciones de mobiliario y equipo de ofici-
na se ajustarán al mínimo indispensable para el apo-
yo a la tarea legislativa.

6. En materia de viáticos y pasajes a Diputados Federales

• Reducir los gastos destinados a las comisiones, re-
presentaciones, misiones legislativas, reuniones in-
terparlamentarias, mecanismos de cooperación, fo-
ros o viajes de trabajos nacionales e internacionales,

hasta cuando menos en un 30% del presupuesto
asignado para este rubro. Prohibir la compra de
boletos de avión de primera clase. Lo anterior tam-
bién es aplicable en la participación de asesores, se-
cretarios técnicos de comisiones y personal técnico
y administrativo.

7. En materia de servicios oficiales

• Los gastos de ceremonial y de orden social, no se
incrementan y se limitarán a lo estrictamente ne-
cesario para el trabajo legislativo.

• Los congresos, convenciones, foros y seminarios,
se realizarán en instalaciones de la Cámara de Dipu-
tados y con los recursos humanos y materiales dis-
ponibles de las áreas responsables de los mismos.

8. En materia del ejercicio presupuestario:

• El ejercicio del gasto se hará con estricto apego a
la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad
Hacendaria y a la Normatividad Administrativa de la
Cámara de Diputados, así como a los principios de
transparencia, racionalidad y rendición de cuentas.

• Se debe garantizar que las reducciones y elimi-
naciones de conceptos de gastos, tengan el carác-
ter de regularizable para los subsiguientes ejerci-
cios fiscales.

• Los nuevos proyectos legislativos quedarán sujetos
a la disponibilidad presupuestaria, conforme al
Acuerdo correspondiente de los Órganos de Gobier-
no.

9. Reducción de un 15% de las subvenciones parlamen-
tarias:

10. La Contraloría Interna, en el ámbito de su compe-
tencia, verificará el cumplimiento de las medidas y obli-
gaciones del presente Acuerdo e informar a los Órganos
de Gobierno correspondientes, el avance de las medidas
aplicadas al cierre del ejercicio presupuestario 2017.

11. Los titulares de las unidades administrativas serán
responsables de llevar a cabo, dentro de sus respectivas
áreas y atribuciones, las acciones que se requieran para
la debida observancia de las disposiciones de este
Acuerdo.
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Dado en la Comisión Permanente del Honorable Congreso de la
Unión, a 25 de enero de 2017.— Diputada Cristina Gaytán Hernández
(rúbrica).»

Se turna a la Junta de Coordinación Política, de la Cá-
mara de Diputados.

IMPLEMENTAR UN PROGRAMA EMERGENTE PA-
RA EL DESARROLLO ECONÓMICO EN EL ESTADO
DE CHIAPAS

«Proposición con punto de acuerdo, relativo a la implanta-
ción de un programa urgente para el desarrollo económico
de Chiapas, suscrita por el diputado Enrique Zamora Mor-
let e integrantes del Grupo Parlamentario del PVEM

Quien suscribe, diputado Enrique Zamora Morlet, en nom-
bre de los diputados del Grupo Parlamentario del Partido
Verde Ecologista de México de la LXIII Legislatura del
Honorable Congreso de la Unión, con fundamento en lo
dispuesto en el artículo 78 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos; 58 y 60 del Reglamento
para el Gobierno Interior del Congreso General de los Es-
tados Unidos Mexicanos, sometemos a consideración de
esta soberanía la presente proposición con punto de acuer-
do, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

México enfrenta grandes desafíos en el año que comienza,
tanto de orden interno como externo. En lo interno, no obs-
tante el carácter positiva y necesario de la  apertura del
mercado de combustibles en el país, ésta ha ocasionado
molestias e inconformidades entre la población, lo cual es
más que entendible.

Las contingencias, al igual que las provisiones, responden
al tratamiento contable de situaciones de incertidumbre. Se
trata de problemáticas que se tratan al unísono, pues tienen
relación con la ocurrencia o no ocurrencia de ciertos even-
tos inciertos en el futuro, en esta ocasión se acentúan los
eventos nocivos que recién han arremetido contra la tran-
quilidad social en algunas entidades al interior de la Repú-
blica Mexicana. Actualmente, la ciudadanía mexicana ma-
nifiesta su descontento contra el alza en los precios de los
combustibles.

Los inconformes han llevado a cabo numerosas protestas
en diversas partes de México contra el aumento en el pre-
cio de la gasolina que entró en vigor el primer día del año
2017. Lamentablemente, la inconformidad ha devenido en
actos de violencia, como los saqueos registrados en algu-
nos estados, afectando de manera directa a micro, peque-
ñas, medianas y grandes empresas por igual, toda vez que
no sólo se ocasionaron saqueos, sino también daños mate-
riales a los bienes inmuebles de diversos negocios.

No obstante, con concentraciones que varían en el número
de manifestantes, específicamente ciudadanos del estado
de Chiapas, han salido a las calles a protestar y expresar su
descontento, algunos incluso adoptando un carácter agresi-
vo usando como pretexto el aumento al precio de los com-
bustibles.

Varios miles de personas, entre maestros, estudiantes,
transportistas y sociedad en general, marcharon en diversas
ciudades del Estado para protestar en contra del alza a los
combustibles y exigiendo la derogación de las reformas es-
tructurales que lesionan los intereses del pueblo mexicano.

Se han registrado manifestaciones masivas en los munici-
pios de Tuxtla Gutiérrez y Tapachula, donde más de 20 mil
personas marcharon en los puntos centrales de estas ciuda-
des, ocasionando graves disturbios como el saqueo de tien-
das y establecimientos comerciales, generándoles enormes
pérdidas.

En San Cristóbal de las Casas, más de 700 manifestantes
protestaron en contra, no sólo del aumento del precio de la
gasolina sino en contra de otras acciones gubernamentales.
Asimismo, los manifestantes señalan que los aumentos en
los combustibles ya provocaron una cascada de incremen-
tos en otros productos de la canasta básica y del transporte
público en el estado, donde las líneas de transportistas han
subido el precio unilateralmente.

Por lo anterior, se hace necesario la creación de un progra-
ma emergente con la intención de aminorar la contingencia
económica actual en Chiapas, atendiendo a su vez las ne-
cesidades específicas de la sociedad chiapaneca respecto a
las demandas que se han presentado recientemente en la
región.

La estrategia central del programa deberá conciliar la aus-
teridad presupuestal con un plan de acciones para tratar de
salir a flote de la actual crisis que se vive en Chiapas. Es
evidente que cada zona tiene su problemática particular y



cada una requiere de atención inmediata, por ello es nece-
sario que se trabaje en conjunto con los sectores empresa-
riales de la entidad para asegurar la satisfacción de sus de-
mandas y complementar el plan de desarrollo, de esta
forma se fortalecería el mercado interno del estado, reto-
mando la ruta del crecimiento.

Como antecedente a esta propuesta, el año pasado el go-
bierno federal a través de la Secretaría de Hacienda y Cré-
dito Público (SHCP) y la Secretaría de Economía (SE), di-
señaron el Programa de Reactivación Económica y
Desarrollo Productivo para los estados de Campeche y Ta-
basco, pues en ese momento eran las entidades más afecta-
das por la crisis petrolera. 

El plan pretendía reactivar de manera inmediata la activi-
dad económica que impacta sobre poco más de tres millo-
nes de habitantes entre ambas entidades, tanto en la indus-
tria petrolera como en sectores clave: turismo, comercial,
de alimentos, servicios de empleo y de contabilidad. Dicho
programa implicaba la participación también de Nacional
Financiera (Nafinsa), pues sería pieza clave para la reacti-
vación económica de los estados petroleros, dado que se
contemplaba una inversión de hasta 450 millones de pesos
para las Mipyme, agilizando así el pago a proveedores lo-
cales de Pemex.

Asimismo, tenemos el caso que se presentó durante 2012,
en diciembre, cuando se causaron daños al Hemiciclo a
Juárez, dichas anomalías ascendían a mil millones de pesos
en daños por robo y destrucción de locales y mercancía, de
acuerdo con la Confederación de las Cámaras de Comer-
cio, Servicios y Turismo (Concanaco). En consecuencia, el
gobierno del Distrito Federal (GDF) brindó apoyos econó-
micos a los comercios y empresas que se vieron afectados
por el vandalismo, a quienes tenían póliza de seguro, les
brindó apoyo con las gestiones jurídicas para agilizar el co-
bro del mismo y a los que no contaban con él les brindó
apoyo económico para que reanudaran sus actividades co-
merciales.

De igual forma también es necesario poner en marcha el
despliegue de otras acciones favorecedoras para las empre-
sas, así como para la nación, pues con ello se impulsa a su
vez la generación de empleos e inversión pública. Se reite-
ra que la conservación de dichos puestos de trabajo, de-
pende también en gran medida de las autoridades federales
conjuntamente con Chiapas, pues al otorgar estímulos fis-
cales a las empresas afectadas, éstas compensarán por su
parte las mermas, deduciéndolas inmediatamente de los

impuestos generados en el ejercicio fiscal de 2016, con in-
dependencia de que se debe actuar con todo el peso de la
ley en contra los responsables de saqueos y actos vandáli-
cos.

Asimismo, consideramos prudente exhortar a la Comisión
Federal de Electricidad (CFE) a implementar medidas de
solidaridad con las empresas en Chiapas, debido a las afec-
taciones que han tenido por las movilizaciones de los pri-
meros días de enero.

Por lo anterior, se convoca a las autoridades de la CFE a
otorgar descuentos en el cobro de energía eléctrica a em-
presas dañadas por los recientes acontecimientos en el es-
tado en pro de construir conjuntamente una solución, por la
vía de los acuerdos y la conciliación, asumiendo un com-
promiso social, para evitar que esta problemática siga cre-
ciendo y se vuelva más compleja.

De la misma forma se solicita la intervención de Sectur pa-
ra que establezca un programa de difusión de los grandes
atractivos turísticos que tiene el estado como lo son las rui-
nas arqueológicas, los parques eco turísticos, la ruta del ca-
cao, la piedra de Huixtla, por solo mencionar algunas de
sus riquezas naturales, que sin duda alguna impulsará de
manera positiva una derrama económica en toda la región
que tanto lo necesita y lo demanda por ser una de las re-
giones más pobres del país.

En atención a lo aquí expuesto, se somete a consideración
de esta soberanía el siguiente

Punto de Acuerdo

Único. La Comisión Permanente del Honorable Congreso
de la Unión exhorta respetuosamente a la Secretaría de
Economía (SE), a la Secretaría de Turismo (Sectur) y a la
Comisión Federal de Electricidad (CFE) a implementar un
programa emergente para impulsar el desarrollo de la eco-
nomía en el estado de Chiapas que contemple acciones en-
focadas a reactivar las actividades productivas de las em-
presas más afectadas por las manifestaciones y saqueos que
se realizaron durante los primeros días de enero.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 25 de enero de
2017.— Diputado Jesús Sesma Suárez (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Economía, de la Cámara de
Diputados.
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ESTABLECER CON AUTORIDADES FEDERALES Y
LOS TRABAJADORES DEL RAMO SALUD UNA
MESA DE TRABAJO PARA ABORDAR EL TEMA DE
RETENCIONES INJUSTIFICADAS DE SALARIOS Y
MALVERSACIÓN DE FONDOS DE JUBILACIÓN Y
VIVIENDA EN EL ESTADO DE CHIAPAS

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a
la Ssa de Chiapas a establecer con autoridades federales y
los trabajadores del ramo de salud de la entidad una mesa
de trabajo para abordar el tema de retenciones injustifica-
das de salarios y malversación de fondos de jubilación y vi-
vienda, suscrita por el diputado Guillermo Rafael Santiago
Rodríguez, del Grupo Parlamentario de Morena

El que suscribe, Guillermo Rafael Santiago Rodríguez,
diputado ante la LXIII Legislatura de la honorable Cámara
de Diputados, de conformidad con lo establecido en los ar-
tículos 58 y 59 del Reglamento para el Gobierno Interior
del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos,
someto a consideración de esta honorable asamblea la si-
guiente proposición con punto de acuerdo, al tenor de las
siguientes

Consideraciones

La salud es un derecho humano, íntimamente ligado a la
calidad de vida. Su reconocimiento internacional está ex-
preso principalmente en la Declaración Universal de los
Derechos Humanos (DUDH) y del Protocolo Adicional a la
Convención Americana sobre Derechos Humanos. En Mé-
xico, la protección a la salud es considerada un derecho
fundamental, garantizado por el párrafo cuarto del artículo
4o. de la Carta Magna. Se trata de un derecho complejo que
se despliega en una amplia serie de compromisos jurídicos
fundamentales para el Estado y con los particulares. Su in-
cumplimiento, sea por carencia del servicio, omisión o ac-
ción, resulta en una falta grave tanto a la responsabilidad
del propio Estado como de los profesionales de la salud. 

No obstante, para dar cumplimiento efectivo al derecho,
los hospitales y unidades de salud administrados por el Es-
tado deben garantizar el abastecimiento suficiente de mate-
riales y medicamentos, así como la infraestructura y equi-
pamiento médico necesarios para el buen desempeño de los
servicios de atención a la salud. En México, esta responsa-
bilidad recae principalmente en la Secretaría de Salud, en-
tidad del Gobierno Federal encargada de “proporcionar a
los trabajadores los útiles, instrumentos, materiales de bue-
na calidad y en suficiente cantidad, para el desarrollo de las

funciones que tengan asignadas”, tal y como lo señalan la
fracción IV del artículo 130 de las Condiciones Generales
de Trabajo de la misma secretaría.

Sin embargo, a pesar de ser considerada una garantía fun-
damental del dogma constitucional mexicano, en el estado
de Chiapas el derecho a la salud ha sido sistemáticamente
vulnerado, a menudo con el beneplácito, complicidad o in-
dolencia del gobierno en turno. Esta crisis, denunciada en
múltiples ocasiones por trabajadores del sector y ciudada-
nía en general, es producto, entre otras cosas, de: 

– La insuficiencia y desabasto de medicamentos, mate-
riales y reactivos en hospitales, centros de salud, casas
de salud y jurisdicciones, que su vez repercute en el fun-
cionamiento de las unidades y precariza la oferta de ser-
vicios médicos disponibles para la población.

– La asignación de presupuestos raquíticos e insuficien-
tes para cubrir con las necesidades de los hospitales bá-
sicos comunitarios,

– La utilización de equipo de diagnóstico médico obso-
leto o en pésimas condiciones, así como falta de capaci-
tación permanente para sus operarios,

– La excesiva centralización de las partidas presupues-
tales destinadas a la compra de materiales para el man-
tenimiento de las unidades de salud,

– Hospitales y unidades de salud inconclusas, así como
obras que a pesar de haberse concluido siguen carecien-
do del equipamiento y recursos humanos indispensables
para su operación,

– La radicación irregular de los presupuestos de pasivos
correspondientes a jurisdicciones y hospitales, etcétera.

Por otro lado, el derecho al trabajo, igualmente reconocido
en la DUDH y el Protocolo Adicional a la Convención
Americana sobre Derechos Humanos, constituye el dere-
cho fundamental por el cual toda persona tiene derecho al
trabajo, a condiciones laborales equitativas y satisfactorias,
a la protección contra el desempleo, la igualdad salarial, la
remuneración digna, la protección social y el derecho de
sindicación. Entre las situaciones que se encarga de regla-
mentar se encuentran la prestación subordinada de servi-
cios personales, la asociación entre trabajadores y patrones
y la regulación justa del trabajo. En México, el derecho al
trabajo está plasmando en el artículo 123 constitucional, la



Ley Federal del Trabajo y, para el caso de los trabajadores
de la administración pública federal, la Ley Federal de los
Trabajadores al Servicio del Estado, Reglamentaria del
Apartado “B” del Artículo 123 Constitucional, que su artí-
culo 43 establece:

“Serán obligaciones de los titulares a que se refiere el
Artículo 1º de esta Ley: 

…

VI. Cubrir las aportaciones que fijen las leyes especia-
les, para que los trabajadores reciban los beneficios de
la seguridad y servicios sociales comprendidos en los
conceptos siguientes:

…

c) Jubilación y pensión por invalidez, vejez o muerte.

…

h) Constitución de depósitos en favor de los trabajado-
res con aportaciones sobre sus sueldos básicos o sala-
rios, para integrar un fondo de la vivienda a fin de esta-
blecer sistemas de financiamiento que permitan otorgar
a éstos, crédito barato y suficiente para que adquieran en
propiedad o condominio, habitaciones cómodas e higié-
nicas; para construirlas, repararlas o mejorarlas o para el
pago de pasivos adquiridos por dichos conceptos.”

Al igual que el derecho a la salud, en Chiapas el derecho al
trabajo ha sido objeto de serias violaciones perpetradas con
el conocimiento y consentimiento del Gobierno del Estado,
comprometiendo la economía y certeza laboral de miles de
familias que dependen de su ocupación en empleos guber-
namentales para sostenerse. La situación ha sido especial-
mente perniciosa para los trabajadores del sector salud, que
han enfrentado la retención injustificada e incumplimiento
en los pagos de sus prestaciones sociales, el impago de
sueltos por la prestación de servicios de servicios a perso-
nal eventual (una deuda que asciende a 18 millones de pe-
sos), la opacidad en la conducción de los programas de
profesionalización que les corresponden e incluso la repre-
sión contra la organización sindical a través de despidos se-
lectivos y arbitrarios.

Para entender el calado de la problemática del que hoy son
objeto los trabajadores al servicio del Instituto de Salud en

el Estado de Chiapas (ISECH), conviene tener presente que
éstos devengan un salario quincenal que, al igual que con
cualquier otro empleado de gobierno, es objeto de una se-
rie de descuentos destinados a cubrir las prestaciones so-
ciales que corresponden por derecho. Entre los conceptos
descontados a los trabajadores destacan los siguientes:

– Fondo para el retiro de los trabajadores de la salud y/o
jubilación (SAR),

– Fondo para la vivienda del trabajador (Fovissste),

– Seguros de vida (institucionales y privados),

– Préstamos individuales

– Pagos a terceros (descuentos al trabajador por deudas
a empresas privadas).

Por años, estos conceptos, que el ISECH descuenta quin-
cenalmente del salario de su personal, han aparecido en el
talón de pago de los trabajadores como efectivamente des-
contados. Sin embargo, para sorpresa de éstos, se ha des-
cubierto que la dependencia ha incumplido por casi diez
años con el depósito de tales retenciones en las cuentas res-
pectivas. Como consecuencia, todos los trabajadores ads-
critos al ISECH poseen menos fondos de los que resultaría
del cálculo del monto descontando y el periodo de tiempo
transcurrido.

Además han debido enfrentar la pérdida de la vigencia de
sus seguros privados e institucionales, así como la cancela-
ción del pago de dividendos. La situación incluso ha esca-
lado al grado de que algunos trabajadores han sido deman-
dados por casas de  préstamos por el supuesto
incumplimiento de sus pagos, amén del aumento por inte-
reses moratorios, sin que ésta situación haya resultado en
ningún caso de la irresponsabilidad del trabajador.

Más allá del grave agravio contra el salario de los trabaja-
dores de la salud en Chiapas cometido por el ISECH, la
conclusión más preocupante que se desprende de esta si-
tuación es que desde hace 10 años el Gobierno del Estado
ha ejercido recursos procedentes de las prestaciones de sus
trabajadores para fines distintos a los que establece la Ley.
En este sentido, cabe señalar que una de las características
más importantes del sueldo de un trabajador es su carácter
de inviolable, revocable sólo a reserva de la existencia de
una orden del Poder Judicial. Por tanto, la disposición del
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salario de los trabajadores, sea cual sea la institución a la
que pertenezcan, sin consentimiento expreso de ellos u or-
den judicial en forma, constituye un delito, en este caso
perpetrado por el ISECH.

Ante el desconocimiento de sus derechos y la preocupación
por el estado que guardan los servicios de salud en la enti-
dad, trabajadores del sector salud en Chiapas han dirigido
oficios y sostenido reuniones con autoridades estatales a
fin de manifestar su inconformidad con la situación y de-
nunciar las anomalías y atropellos cometidos contra su se-
guridad laboral. Estas acciones han servido también para
informar con detalle a la autoridad competente de las di-
mensiones de la crisis, exhortándola a emprender acciones
urgentes que permitan frenar su recrudecimiento y devol-
ver a la sociedad chiapaneca el acceso a los servicios de sa-
lud que garantiza la ley. Entre estas comunicaciones desta-
can las siguientes:

– 11 de mayo de 2016: se hace entrega del pliego peti-
torio que contiende las principales demandas de los tra-
bajadores del sector al titular de la Secretaría de Salud
del Estado de Chiapas, doctor Francisco Javier Paniagua
Morgan.

– 16 de junio de 2016: es celebrada una reunión de tra-
bajo con la participación del licenciado Salvador Ruiz
García, secretario técnico de la Secretaría de Salud del
Estado de Chiapas junto con autoridades de la Dirección
de Administración y Finanzas, Dirección de Atención
Ciudadana, Dirección de Infraestructura y Subdirección
de Atención Hospitalaria de la misma dependencia. A la
reunión también asiste el secretario de la Subsección 04
del Sindicato de Trabajadores de la Salud (SNTSA), li-
cenciado Gabriel Vázquez Castillo, así como otros re-
presentantes sindicales. De la reunión deriva la suscrip-
ción conjunta de una minuta de acuerdos que
compromete, entre otras cosas: a) la anulación de todo
tipo de recorte de personal; b) un nuevo surtimiento de
medicamentos controlados para las unidades médicas;
c) la entrega de recursos extraordinarios para la radica-
ción de combustible; d) la regularización del pago de los
adeudos de los trabajadores concernientes a sus aporta-
ciones del SAR y Fovissste; e) el pago del adeudo de pa-
sivos o intereses moratorios a cargo del Instituto de Sa-
lud; f) el pago puntual del pasivo de sueldos caídos de
los trabajadores; g) la liquidación de pagos vencidos de
servicios básicos de hospitales y jurisdicciones.

– 19 de julio de 2016: se entrega oficio de deslinde de
responsabilidades al Secretario de Salud y Director Ge-
neral del ISECH, suscrita por la Secretaría General de la
Subsección 04  del SNTSA, a propósito del incumpli-
miento de las minutas firmadas por la Secretaría de Sa-
lud para subsanar las precarias condiciones laborales en
las que se encuentran los trabajadores.

– 20 de septiembre de 2016: luego de desdeñar sus so-
licitudes y negárseles audiencia con el titular de la Se-
cretaría de Salud en Chiapas, miles de trabajadores del
sector, aglutinados en la forma asamblea permanente,
deciden tomar las instalaciones del ISECH en la ciudad
de Tuxtla Gutiérrez, Chiapas, resguardándolas hasta el
28 de octubre del mismo año, fecha en que se firma una
minuta de acuerdos con el Ejecutivo Estatal para la aten-
ción de sus demandas. En la misma fecha se, los traba-
jadores realizan la entrega del edificio administrativo
(por la que consta acta circunstancia de hechos) para así
replegar el movimiento a la ciudad de Comitán de Do-
mínguez, Chiapas.

– 20 de octubre de 2016: se entrega denuncia por vio-
laciones perpetradas en contra de los derechos laborales
de tres mil trabajadores adscritos a la Subsección IV de
la Sección 50 del SNTSA del estado de Chiapas en las
oficinas centrales de la Comisión Nacional de los Dere-
chos Humanos.

– 21 de octubre de 2016: se hace de conocimiento el
entonces Secretario de la Función Pública, licenciado
Javier Vargas Zempoaltécatl, una denuncia por los actos
perpetrados en contra de los derechos laborales de tres
mil trabajadores adscritos a la Subsección IV de la Sec-
ción 50 del SNTSA del estado de Chiapas. 

– 28 de octubre de 2016: es celebrada una reunión de
trabajo entre los representantes de los trabajadores agre-
miados a la Subsección 04 del SNTSA sección 50 y au-
toridades estatales, destacando la presencia del doctor
Francisco Ortega Farrera, secretario de Salud de Chia-
pas; el contador público Humberto Pedrero Moreno, se-
cretario de Hacienda del Estado; el licenciado Jairo Ce-
sar Guillén Ramírez, director de Administración y
Finanzas; y el licenciado José Luis Gómez Domínguez,
subdirector de Asuntos Jurídicos de la Secretaría de Sa-
lud. De la reunión deriva también la suscripción con-
junta de una minuta de acuerdos por la cual el gobierno
del estado se compromete, entre otras cosas, a cubrir
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con el adeudo derivado de las aportaciones pendientes
del SAR y Fovissste, a garantizar el abastecimiento de
medicamentos, insumos y material de curación en todas
las unidades de salud y a realizar todos los depósitos que
correspondan a los conceptos retenidos a cada trabaja-
dor, manteniendo al corriente en el futuro todas las
cuentas del SAR, Fovissste, ISSSTE y empresas credi-
ticias y aseguradoras. Finalmente, el Secretario de Salud
se compromete a garantizar que no habrá sanción algu-
na contra los trabajadores que hayan participado en ma-
nifestaciones o asambleas, salvaguardando sus derechos
laborales.

El descuento vía nómina relativo a los fondos de vivienda,
jubilaciones y seguros institucionales de miles de trabaja-
dores del sector salud en Chiapas y la falta en la entrega de
dichos recursos a las instituciones respectivas revela no só-
lo la existencia serios problemas en la forma en que se re-
alizan cotidianamente las operaciones contables, adminis-
trativas y jurídicas en el ISECH y la Secretaría de Salud en
Chiapas, sino que estas se están llevando a cabo en el mar-
co de la más ignominiosa ilegalidad.

Los hechos que aquí se presentan constituyen evidentes
violaciones a los derechos humanos y laborales de los tra-
bajadores. Su atención requiere del esfuerzo conjunto del
gobierno federal y estatal para que, por un lado, se dé
ofrezcan soluciones viables para salir de la crisis en que ac-
tualmente se encuentra sumergido el sistema de salud pú-
blica en Chiapas y, por otro, se reintegren a las cuentas res-
pectivas los fondos sustraídos al salario de todos los
trabajadores y se imputen responsabilidades jurídicas con-
tra quienes resulten responsables del saqueo. 

Por todo lo expuesto y fundando, someto a la considera-
ción de esta soberanía la siguiente proposición con

Punto de Acuerdo

Único: La Comisión Permanente del Honorable Congreso
de la Unión exhorta al titular de la Secretaría de Salud e
Instituto de Salud en el Estado de Chiapas, doctor Francis-
co Ortega Farrera, para que establezca, en coadyuvancia
con las instituciones del gobierno federal, una mesa de tra-
bajo con los trabajadores de la salud en la entidad afecta-
dos por la retención injustificada de sus salarios y la mal-
versación de los fondos de jubilación, vivienda y demás
prestaciones sociales que por derecho y legítimo esfuerzo
les corresponden.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 25 de enero de
2017.— Diputados: Mario Ariel Juárez Rodríguez, Guillermo Rafael
Santiago Rodríguez (rúbricas).»

Se turna a la Comisión de Salud de la Cámara de Dipu-
tados.

DIFUNDIR MEDIDAS Y ACCIONES DE MEJORA
QUE DEBA ESTABLECER PARA GARANTIZAR Y MI-
NIMIZAR EL RIESGO DE OPERACIÓN, SEGURIDAD,
CONTINUIDAD Y MONITOREO DE LA PLATAFOR-
MA NACIONAL DE TRANSPARENCIA

«Proposición con punto de acuerdo, por el cual se exhorta
al comisionado del Instituto Nacional de Transparencia,
Acceso a la Información y Protección de Datos Personales
a difundir las medidas y acciones de mejora por establecer
para garantizar y minimizar el riesgo de operación, seguri-
dad, continuidad y monitoreo de la Plataforma Nacional de
Transparencia que incluyan la actualización del plan de
continuidad del negocio y de los planes de contingencia,
suscrita por el diputado Gustavo Adolfo Cárdenas Gutié-
rrez, del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano

El que suscribe, Gustavo Adolfo Cárdenas Gutiérrez, inte-
grante del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano
en la LXIII Legislatura de la Cámara de Diputados del
Congreso de la Unión, con fundamento en lo dispuesto en
los artículos 78, fracción III, de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos y 58 del Reglamento para el
Gobierno Interior del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos, somete a consideración de esta asam-
blea proposición con punto de acuerdo, al tenor de las si-
guientes

Consideraciones

El país vive una época en la cual los ciudadanos está com-
prometidos con el conocimiento de lo que se hace y suce-
de en el ámbito gubernamental; es decir, nos importa cada
vez más lo que se realiza o se deja de hacer en la gestión
gubernamental.

Hoy, los ciudadanos mexicanos nos involucramos más en
temas que antes estaban en secreto.

Los mexicanos entendemos que un gobierno abierto debe
ser entendido como un nuevo modelo de gestión en el que
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todos colaboren a fin de producir políticas públicas y ac-
ciones encaminadas a construir soluciones colaborativas a
problemas públicos, donde la participación y la transparen-
cia sean los principales elementos que atiendan cada una de
las demandas sociales, y contribuyan a la rendición de
cuentas e innovación social. En resumen, participando to-
dos, se generará valor en el accionar público.

Una de las herramientas que está al alcance de todos es la
denominada Plataforma Nacional de Transparencia
(PNT),1 que propicia el aprovechamiento de las tecnologí-
as de la información y las comunicaciones a fin de impul-
sar lo que hemos descrito en párrafos anteriores: la trans-
parencia y el ejercicio del derecho de acceso a la
información.

Un segmento de la población todavía no tiene la posibili-
dad de acceder a internet pero esta plataforma ayuda a fa-
cilitar y agilizar las peticiones y conocer información de su
interés, todo en el ámbito gubernamental.

La PNT está normada en el capítulo único, “De la Plata-
forma Nacional de Transparencia”, título tercero, “Plata-
forma Nacional de Transparencia”, de la Ley General de
Transparencia y Acceso a la Información Pública
(LGTAIP).2

En el artículo 50 de la ley en comento se indica que la PNT
incluirá un sistema de gestión de medios de impugnación,
que permitiría a cualquier ciudadano emitir una queja ante
una respuesta no otorgada, una respuesta ofrecida en tér-
minos ajenos a lo solicitado, o simplemente denunciar que
el ente obligado a quien se haya solicitado información no
haya dado respuesta a la petición original.

Este procedimiento de impugnación está regulado por el tí-
tulo octavo, “De los procedimientos de impugnación en
materia de acceso a la información pública”, de la LGTAIP
y permitiría facilitar la impugnación vía electrónica, abo-
nando así al proceso de transparencia gubernamental tan
anhelado en el país.

Desde el 1 de enero de 2017, la PNT no permite registrar
recursos de impugnación impidiendo el uso de esta herra-
mienta tecnología lo cual impide cubrir la expectativa fun-
cional de almacenar datos de forma integral que faciliten su
procesamiento digital, y permitan el acceso sin restricción
de uso por los usuarios.

Lo relevante es que el Instituto Nacional de Transparencia,
Acceso a la Información y Protección de Datos Personales
(INAI)3 no ha emitido a la fecha ningún comunicado a la
población mexicana que explique los motivos funcionales
o técnicos que impiden inscribir una impugnación por la
Plataforma Nacional de Transparencia, ni como medida de
gobierno abierto, ofrecer bajo fundamento legal alternati-
vas para su inscripción hasta la atención de la falla señala-
da.

Lo sucedido no es nuevo, ya que la Auditoría Superior de
la Federación (ASF) emitió el 17 de febrero de 2016 un es-
tudio general sobre las tecnologías de la información y co-
municaciones en la administración pública,4 en cumpli-
miento del mandato constitucional que le obliga entregar a
la Cámara de Diputados el Informe del Resultado de la Fis-
calización Superior de la Cuenta Pública, en este caso de
2014, en el que cita la problemática hoy identificada.

En dicho estudio, la ASF concluyó que todos los procesos
evaluados en el INAI “presentaron bajos niveles de madu-
rez siendo los de mayor riesgo el de operación, seguridad,
continuidad y Monitoreo de Tecnologías de la Información
y Comunicaciones (TIC), lo que en resumen reflejaría difi-
cultades en los procesos que permiten gobernar, adminis-
trar, dar soporte, continuidad de la operación, seguridad en
el manejo de la información de forma efectiva y eficiente a
las TIC, lo que puede propiciar, entre otros, los riesgos si-
guientes:

- Falta de alineación de las TIC con las estrategias de la
entidad.

- Elevados costos en la operación y en el desarrollo de
proyectos.

- Deficiencia en la segregación de funciones y asigna-
ción de los roles y responsabilidades del personal.

- Pérdida de información sensible e indisponibilidad de
servicios críticos.

- Deficiente entrega de servicios e incumplimiento de
programas de trabajo”.

Por lo anterior y a modo de conclusión, el INAI en el uso
y administración de la Plataforma Nacional de Transparen-
cia no refleja haber implementado procesos efectivos lo
que le imposibilita lograr la totalidad de sus objetivos liga-
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dos a la transparencia y rendición de cuentas. Por tal moti-
vo es necesario exhortar al comisionado presidente de este
instituto a hacer públicas las medidas y acciones de mejo-
ra que deba establecer para garantizar y minimizar el ries-
go de operación, seguridad, continuidad y monitoreo de la
Plataforma Nacional de Transparencia que incluyan la ac-
tualización del plan de continuidad del negocio y de los
planes de contingencia, a fin de que los aplicativos sustan-
tivos, en los que se incluya la impugnación, se garanticen
para el uso de todos los usuarios y cumplan con el fin para
el que fueron creados, abonando así a la preservación del
derecho de acceso a la información pública en posesión de
cualquier autoridad, entidad, órgano y organismo de los
Poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial, órganos autóno-
mos, partidos políticos, fideicomisos y fondos públicos, así
como de cualquier persona física, moral o sindicato que re-
ciba y ejerza recursos públicos o realice actos de autoridad
de la federación, las entidades federativas y los municipios.

En virtud de lo aquí expuesto pongo a consideración de la
Comisión Permanente la siguiente proposición con

Punto de Acuerdo

Único. La Comisión Permanente del Congreso de la Unión
exhorta respetuosamente al comisionado presidente del
Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Informa-
ción y Protección de Datos Personales a hacer públicas las
medidas y acciones de mejora que deba establecer para ga-
rantizar y minimizar el riesgo de operación, seguridad,
continuidad y monitoreo de la Plataforma Nacional de
Transparencia que incluyan la actualización del plan de
continuidad del negocio y de los planes de contingencia, a
fin de que los aplicativos sustantivos, como lo es el del pro-
cedimiento de impugnación en materia de acceso a la in-
formación pública, se garanticen para el uso de todos los
usuarios y cumplan el fin para el que fueron creados, abo-
nando así a la preservación del derecho de acceso a la in-
formación pública.

Notas

1 Plataforma Nacional de Transparencia, disponible en 

http://www.plataformadetransparencia.org.mx/ Consultada el 16 de
enero de 2017.

2 Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública,
disponible en 

http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/index.htm Consultada
el 16 de enero de 2017.

3 Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Pro-
tección de Datos Personales, disponible en 

http://inicio.ifai.org.mx/SitePages/ifai.aspx Consultado el 16 de
enero de 2017.

4 Estudio general sobre las tecnologías de la información y comuni-
caciones en la administración pública, disponible 

http://www.asf.gob.mx/uploads/56_Informes_especiales_de_audi-
toria/Estudio_General_de_TIC.pdf consultado el 16 de enero de
2017.

Sede de la Comisión Permanente del Congreso de la Unión.— Ciudad
de México, a 25 de enero de 2017.— Diputado Gustavo Adolfo Cár-
denas Gutiérrez (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Transparencia y Anticorrup-
ción, de la Cámara de Diputados.

HOMICIDIO DE TRES MENORES DE EDAD EN EL
MUNICIPIO DE SAN MIGUEL DE ALLENDE, GUA-
NAJUATO

«Proposición con punto de acuerdo, sobre el homicidio de
tres menores de edad ocurrido el 14 de enero de 2017 en
San Miguel de Allende, Guanajuato, suscrita por el senador
Miguel Ángel Chico Herrera, del Grupo Parlamentario del
PRI

El suscrito, senador Miguel Ángel Chico Herrera, inte-
grante del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional en la LXIII Legislatura, con fundamento en lo
dispuesto en los artículos 8, párrafo 1, fracción II; 95, pá-
rrafo 2; 108, párrafos 1 y 2; 276, párrafos 1, fracción I, y 2;
y demás relativos y aplicables del Reglamento del Senado
de la República, somete a consideración del pleno de la
Comisión Permanente, la presente proposición con punto
de acuerdo, de urgente resolución, en relación con el ho-
micidio de tres menores de edad en el municipio de San
Miguel de Allende, Guanajuato el día 14 de enero de
2017, al tenor de las siguientes
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Consideraciones

A primeras horas del sábado 14 de enero de 2017, aproxi-
madamente a la 1:00 de la madrugada, en el municipio de
San Miguel de Allende, Guanajuato, diversos medios loca-
les informaban que habitantes de sobre un intenso tiroteo
de armas de fuego que duró más de una hora, situación que
provocó el cierre de la carretera Dolores Hidalgo-San Mi-
guel de Allende hasta pasadas las 5 de la mañana. Hasta ese
momento no había algún reporte oficial sobre los hechos.1

No obstante, los medios de comunicación informaron que
fuentes al interior de Procuraduría General de Justicia del
estado manifestaron que sí hubo un enfrentamiento y ha-
brían avisado concentrar a decenas de elementos en la zo-
na alrededor de las tres de la mañana, sin embargo, oficial-
mente ni autoridades municipales ni la Subprocuraduría
habían emitido información alguna.2

Otros medios de comunicación informaron sobre este en-
frentamiento y de la muerte de tres menores durante el mis-
mo en un inmueble ubicado en la carretera San Miguel de
Allende–Dolores Hidalgo, a la altura de la comunidad La
Cieneguita.3

De manera increíble, un día y medio después de ocurridos
los hechos y de que versiones extraoficiales se hicieron pú-
blicas en múltiples medios de comunicación, la Procuradu-
ría General de Justicia del estado de Guanajuato (PGJE) y
la Secretaría de Seguridad Pública del estado de Guanajua-
to (SSPE), con fecha 17 de enero, emitieron un comunica-
do mediante el cual informaron que, como consecuencia de
un enfrentamiento armado en un inmueble ubicado a la en-
trada de la comunidad Ampliación Cieneguita en San Mi-
guel de Allende, Guanajuato, se verificó la muerte de tres
menores de edad de nombres Juan Adrián, Mateo y Gabriel
de 4, 8 y 11 años, siendo la madre de éstos, de nombre Jua-
na Luna, quien informó a las autoridades que su esposo de
nombre Antonio Luna, padre de los menores y velador de
la finca donde ocurrieron los hechos, fue quien les quitó la
vida y que a ella también intentó privarla de la vida.

El Comunicado oficial es el siguiente: 

“La PGJE y la SSPE informan sobre la detención de
multihomicida y el aseguramiento de una casa de segu-
ridad, armas y droga.

La PGJE y la SSPE informan sobre la detención de mul-
tihomicida y el aseguramiento de una casa de seguridad,

armas y droga. San Miguel Allende, Guanajuato. 15 de
enero de 2017. La Procuraduría General de Justicia del
estado y la Secretaría de Seguridad Pública del estado
informan sobre la intervención en un inmueble ubicado
a la entrada de la comunidad Ampliación Cieneguita y
la captura de un multihomicida. El día de ayer alrededor
de las 2:00 de la mañana, mediante un reporte a la Pro-
curaduría General de Justicia del estado se informaba
que en la comunidad Ampliación Cieneguita se encon-
traba un grupo de hombres armados, y el reporte seña-
laba también que había detonaciones de armas de fuego.
Cuando los elementos policiacos arribaron al lugar del re-
porte fueron recibidos con disparos de armas de fuego,
ante ello se solicitó apoyo por parte de los grupos tácti-
cos; ahora se sabe que parte de los que conformaban el
grupo delictivo se dispersó por el patio trasero del in-
mueble; al arribo de los elementos de los grupos tácticos
lograron asegurar primeramente el perímetro del lugar y
a la postre incursionaron en el inmueble toda vez que ha-
bía aún detonaciones del interior de este hacia los ele-
mentos, y ya asegurado el inmueble lograron detener a la
persona que accionaba una de las armas de fuego que fue-
ron aseguradas y junto con él se encontraba una persona
del sexo femenino quien dijo ser su esposa y señalaba a
los elementos que también iba a ser privada de la vida por
parte de quien refirió como su esposo y que era él quien
había privado de la vida a sus tres menores hijos, siendo
tres menores de 11, 8 y 4 años de edad. La carpeta de in-
vestigación se encuentra en su etapa de integración por
diversos delitos entre ellos homicidio en grado de paren-
tesco y posesión de armas de fuego y sustancias prohibi-
das (drogas), y se ha podido establecer que una de las ar-
mas recuperadas, precisamente la que le fue asegurada al
ahora detenido es el arma que dio hoy positivo con los
elementos balísticos que fueron sustraídos de la corporei-
dad de los tres menores al momento de la necropsia. El
ahora detenido será puesto a disposición del juez de con-
trol para la definición de su situación jurídica donde se le
imputarán los lamentables hechos de los tres menores pri-
vados de la vida, entre otros delitos. Se aseguraron armas
largas de grueso calibre, armas cortas y droga. El segui-
miento del caso, se realiza conforme a las reglas del sis-
tema de justicia penal acusatorio, lo que exige ceñimien-
to a las disposiciones sobre publicidad y reserva de datos
de asuntos en trámite contenidas en el Código Nacional
de Procedimientos Penales.”4

Sin embargo, la señora Juana Luna ha desmentido la ver-
sión oficial emitida por la Procuraduría General de Justicia
del estado de Guanajuato y la Secretaría de Seguridad Pú-
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blica estatal. Ante el diario local A.M., Juana Luna mani-
festó que:

“Como cada fin de semana pasarían la noche toda la fami-
lia en la finca donde él trabajaba como velador, cuando
dormían comenzaron a escuchar las detonaciones y mo-
mentos después hombres armados ingresaron al domicilio
sin identificarse como elementos policiacos.

La familia completa se escondió en un baño en la planta al-
ta, al percatarse de que los hombres armados subían por las
escaleras, Antonio Luna que portaba un arma, comenzó a
realizar detonaciones hacia las escaleras, bombas de gas
fueron lanzadas al baño, por lo que se lanzaron al suelo.

Cuando los hombres armados ingresaron al sanitario, colo-
caron a todos boca abajo, de acuerdo con la declaración de
Juana, escuchó cuando los agentes arrebataron el arma a
Antonio Luna para después realizar unas detonaciones,
luego de los disparos pudo escuchar que le regresaron el ar-
ma y lo obligaron a sostenerla.

“Le dijeron “entréganos esa arma”, y entonces a mí me
jalaron y me voltearon, después escuché disparos, pero
yo no sabía de quien y mi esposo estaba volteado con-
migo, en eso le dijeron, “¡Ten cabrón, agárrala!, enton-
ces mi esposo se quedó con ella”, después de esto Jua-
na no volvería a ver a sus hijos pues fue llevada a otra
parte de la finca junto con su esposo.

En el lugar dijo ser interrogada por elementos que le
aseguraban que fue su marido quien había matado a los
niños cuando se encontraban en el baño, que incluso era
grabada con un aparato telefónico.”5

Juana Luna también ha manifestado ante los medios de co-
municación locales que en el Ministerio Público se dieron
muchas irregularidades al momento de recabarle su decla-
ración asegurando que no se asentó lo que ella estaba na-
rrando y que la hicieron firmas hojas en blanco. Esta na-
rración puede encontrarse en el canal oficial de Youtube
del medio de comunicación Zona Franca en el siguiente
vínculo electrónico: https://youtu.be/PIf0uK_XPQg

Estos trágicos hechos dieron origen a la causa penal
1p3417-5 en la que a Antonio Luna, en un primer momen-
to, se le imputaron los delitos de homicidio en grado de pa-
rentesco, posesión de armas de fuego y sustancias prohibi-
das así como el de tentativa de homicidio en contra de
varios agentes ministeriales.

Sin embargo, el viernes 20 de enero, el órgano jurisdiccio-
nal vinculó a proceso, de forma provisional, a Antonio Lu-
na por los delitos de homicidio calificado con agravio de
parentesco contra sus tres hijos, además de la tentativa de
homicidio en contra de su esposa Juana, el cual fue inclui-
do por la fiscalía de último momento.6, 7

Cabe mencionar que en principio el abogado defensor de
Antonio Luna fue un defensor de oficio, sin embargo, lo re-
movió de su cargo por considerar que no estaba realizando
una adecuada defensa tomando el caso un abogado parti-
cular. 

Ante estos hechos, la Procuraduría de los Derechos Huma-
nos del estado de Guanajuato ha intervenido y ha solicita-
do a múltiples instancias y dependencias estatales sus in-
formes oficiales para integrar su investigación marcada
con el número de expediente 04/17-D. Entre sus diligen-
cias se encuentra la citación de los cinco agentes ministe-
riales y los 8 elementos de las fuerzas de seguridad públi-
ca que intervinieron en el operativo del 14 de enero de
2017 en San Miguel de Allende, quienes, al día de hoy, no
han comparecido ante este organismo.8

En un  gesto de solidaridad, familiares, amigos y ciudada-
nos de San  Miguel de Allende, han realizado marchas en
apoyo de Antonio Luna, quienes aseguran que él no pudo
ser culpable del homicidio de sus hijos, hecho que ha pues-
to sensible a la sociedad y cuestionan la credibilidad de las
Procuraduría General de Justicia de Guanajuato y de la Se-
cretaría de Seguridad Pública estatal.9

Es innegable que el estado de Guanajuato se ha convertido
en uno de los más violentos del país, toda vez que diario
observamos que se registran homicidios, robos, entre mu-
chos delitos más, en varios de sus municipios, situación
que desde hace un tiempo mantiene en permanente nervio-
sismo, alerta y con sensación de inseguridad a la población
guanajuatense. 

Esto da pie a hacer un enérgico llamado a nuestras autori-
dades estatales para que asuman, de una vez por todas, con
responsabilidad su obligación de preservar la seguridad e
integridad de todos y cada uno de los guanajuatenses. (Ley
de Guaridas Pública de Guanajuato)

Los indignantes hechos ocurridos en San Miguel de Allen-
de el pasado sábado 14 de enero, deja ver que la labor de la
Procuraduría General de Justicia de Guanajuato, en este
asunto, ha sido deficiente y desaseada, con muchas irregu-
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laridades y ha generado que la opinión pública cuestione y
ponga en entredicho el actuar de esta institución así como
el de la Secretaría de Seguridad Pública estatal.

Resulta imperante que las autoridades de procuración de
justicia y jurisdiccionales en Guanajuato esclarezcan estos
hechos que indignan a la sociedad guanajuatense, se llegue
a la verdad de los mismos, que la investigación verdadera-
mente se apegue a derecho y se garantice el debido proce-
so para determinar la responsabilidad de los ya implicados
y de los que aún no lo están para hacer justicia a los tres
menores fallecidos Juan Adrián, Mateo y Gabriel.

Estamos ciertos de que una exhaustiva y eficaz investiga-
ción sobre lo acontecido en San Miguel de Allende, así co-
mo una debida valoración por parte de la autoridad juris-
diccional, con estricto apego y respeto al debido proceso,
podrá lograr el arribo a la verdad para determinar la res-
ponsabilidad en el lamentable triple homicidio de los me-
nores de edad.

Ante todas las contradicciones que, hasta el día de hoy, se
verifican en la investigación de estos hechos, resulta nece-
sario hacer un llamado a las autoridades guanajuatenses pa-
ra que actúen con estricto apego a derecho y probidad para
determinar la responsabilidad de los implicados y de los
culpables.

Más aún, es menester solicitar a la Procuraduría General de
la República que valore la posibilidad de intervenir y ejer-
citar su facultad de atracción para conocer del asunto debi-
do a la relevancia que el caso amerita, esto ante las noto-
rias deficiencias y cuestionamientos sobre la pulcritud en el
desarrollo de la investigación.

En el mismo sentido, cabe también solicitar a la Comisión
Nacional de Derechos Humanos valorar su intervención en
estos trágicos acontecimientos y determinar la existencia
de violaciones a derechos humanos.

Por lo expuesto, la Comisión Permanente del Honorable
Congreso de la Unión emite la siguiente proposición con

Puntos de Acuerdo

Primero. La Comisión Permanente del Honorable Congre-
so de la Unión expresa su indignación y se solidariza con
los habitantes del estado de Guanajuato por el homicidio de
los tres menores de edad de nombres Juan Adrián, Mateo y
Gabriel Luna, de 4, 8 y 11 años, derivado de un enfrenta-

miento con armas de fuego entre un grupo armado y ele-
mentos de la Secretaría de Seguridad Publica y de la Poli-
cía Ministerial de la Procuraduría General de Justicia de
Guanajuato en el interior de un inmueble de la comunidad
Ampliación Cieneguita en el municipio de San Miguel de
Allende el pasado 14 de enero de 2017.

Segundo. La Comisión Permanente del Honorable Con-
greso de la Unión exhorta respetuosamente al Gobierno del
estado de Guanajuato para que, en coordinación con los
cuarenta y seis municipios de la entidad, realice las accio-
nes necesarias y urgentes tendientes a abatir la inseguridad
que afecta los guanajuatenses.

Tercero. La Comisión Permanente del Honorable Congre-
so de la Unión exhorta respetuosamente al titular de la Pro-
curaduría General de Justicia de Guanajuato así como al
Poder Judicial de la entidad para que, en el ámbito de sus
respectivas atribuciones, la investigación de los hechos y la
valoración de los medios probatorios se realicen con es-
tricto apego a derecho y respeto al debido proceso con la
finalidad de esclarecer el lamentable homicidio de los tres
menores de edad de nombres Juan Adrián, Mateo y Gabriel
Luna, de 4, 8 y 11 años, ocurrido en el municipio de San
Miguel de Allende, Guanajuato el 14 de enero de 2017.

Cuarto. La Comisión Permanente del Honorable Congre-
so de la Unión solicita respetuosamente al titular de la Pro-
curaduría General de la República, de ser viable acorde a
las facultades, atribuciones y ámbito de competencia de esa
institución, ejercite la facultad de atracción para que ésta
continúe la investigación de los hechos relacionados con el
homicidio de los tres menores de edad de nombres Juan
Adrián, Mateo y Gabriel Luna, de 4, 8 y 11 años, ocurrido
en el municipio de San Miguel de Allende, Guanajuato el
14 de enero de 2017, derivado de las aparentes irregulari-
dades y carencia de pulcritud en la investigación por parte
de las autoridades del estado de Guanajuato.

Quinto. La Comisión Permanente del Honorable Congre-
so de la Unión solicita respetuosamente al titular de la Co-
misión Nacional de Derechos Humanos, de ser viable acor-
de a las facultades, atribuciones y ámbito de competencia
de esa institución, intervenga en para determinar la exis-
tencia de violaciones a derechos humanos derivado de la
investigación de los hechos relacionados con el homicidio
de los tres menores de edad de nombres Juan Adrián, Ma-
teo y Gabriel Luna, de 4, 8 y 11 años, ocurrido en el muni-
cipio de San Miguel de Allende, Guanajuato el 14 de ene-
ro de 2017. 
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Notas

1 http://periodicocorreo.com.mx/balacera-sma-provoca-cierre-carrete-
ra/ 

2 http://zonafranca.mx/registran-balacera-en-dolores-hidalgo-cierran-
por-cuatro-horas-carretera-a-san-miguel/ 

3 http://periodicocorreo.com.mx/encuentran-cuerpos-ninos-tras-bala-
cera-ministeriales/ 

4 https://portal.pgjguanajuato.gob.mx/PortalWebEstatal/Comunica-
cion/Formularios/VerNoticia.aspx 

5 https://www.am.com.mx/2017/01/16/sucesos/desmiente-a-pgje-en-
caso-de-3-menores-muertos-en-balacera-339812 

6 http://zonafranca.mx/ahora-la-pgje-acusa-a-antonio-luna-de-inten-
tar-asesinar-a-su-esposa-definen-hoy-mismo-si-se-le-vincula-a-proce-
so/

7 http://www.am.com.mx/2017/01/21/local/vinculan-a-proceso-a-an-
tonio-luna-340932 

8 http://zonafranca.mx/desatienden-pgje-y-ssg-la-peticion-de-pdheg-
para-que-declaren-policias-que-participaron-en-operacion-san-miguel/

9 http://zonafranca.mx/en-san-miguel-de-allende-realizan-manifesta-
cion-de-apoyo-a-la-familia-de-los-ninos-muertos/

Dado en el pleno de la Comisión Permanente del Honorable Congreso
de la Unión, a 25 de enero de 2017.— Senador Miguel Ángel Chico
Herrera (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Justicia, de la Cámara de Se-
nadores.

INTEGRACIÓN DE LA NUEVA MESA DIRECTIVA DE
LA ASAMBLEA NACIONAL DE LA REPÚBLICA BO-
LIVARIANA DE VENEZUELA

«Proposición con punto de acuerdo, por el cual se saluda la
integración de la nueva Mesa Directiva de la Asamblea Na-
cional de la República Bolivariana de Venezuela y se for-
mulan votos para que sus trabajos se traduzcan en acciones
que permitan superar su crisis económica, humanitaria y
social, suscrita por las senadoras Mariana Gómez del

Campo Gurza y Laura Angélica Rojas Hernández, del Gru-
po Parlamentario del PAN

Las suscritas, senadoras Mariana Gómez del Campo Gurza
y Laura Angélica Rojas Hernández, legisladoras integran-
tes del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional,
con fundamento en lo dispuesto en los artículos 58, 59, 171
y 179 del Reglamento para el Gobierno Interior del Con-
greso General de los Estados Unidos Mexicanos, someten
a consideración del pleno de esta Comisión Permanente del
Congreso de la Unión, la siguiente proposición con punto
de acuerdo por el que la Comisión Permanente del Con-
greso de la Unión saluda la integración de la nueva Mesa
Directiva de la Asamblea Nacional de la República Boliva-
riana de Venezuela y hace votos para que sus trabajos se
traduzcan en acciones que permitan que sea superada la
crisis económica, humanitaria y social que atraviesa la her-
mana república sudamericana, al tenor de los siguientes

Antecedentes

I. Las elecciones de diciembre de 2015, que le otorgaron a
la Mesa de la Unidad Democrática (MUD), que agrupa a
diversos partidos políticos de la oposición con 112 escaños
frente a 55 del oficialismo, sin embargo, el Tribunal Su-
premo desincorporó a 3 diputados opositores por una su-
puesta impugnación en sus procesos. La Asamblea Nacio-
nal de la República de Venezuela tomó protesta a dichos
diputados y el Tribunal declaró a la Asamblea en desacato,
por lo que ninguno de sus actos tenía nivel oficial. Final-
mente, la directiva del Parlamento venezolano separó a los
tres diputados de sus cargos para poder desarrollar sus ac-
tividades.

II. El pasado 5 de enero del año en curso, en la apertura de
sesiones de la Asamblea Nacional, fueron electos para la
Junta Directiva como presidente el diputado Julio Borges,
coordinador nacional del Partido Primero Justicia; como
vicepresidentes, los diputados Freddy Guevara Cortez, co-
ordinador nacional encargado del Partido Voluntad Popu-
lar, y Dennis Fernández Solórzano, del Partido Acción De-
mocrática; como secretario, el diputado José Ignacio
Guedez, secretario general del Partido La Causa R, y como
subsecretario, el diputado José Luis Cartaya.

Una de las primeras acciones de la Asamblea Nacional en
el nuevo periodo de sesiones fue declarar el pasado 9 de
enero que Nicolás Maduro abandonó el cargo de presiden-
te de la República; la declaratoria señala que no implica un
abandono físico, sino un incumplimiento de deberes cons-
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titucionales. Inmediatamente, el Tribunal Superior, me-
diante nota de prensa, señaló que el Poder Legislativo no
tiene facultades para destituir al jefe de Estado, lo cual es
muestra del constante conflicto de los Poderes Ejecutivo y
Judicial contra el Poder Legislativo, electo por sufragio di-
recto del pueblo venezolano.

III. El pasado domingo 15 de enero, el presidente Maduro
presentó su informe anual de gestión al Tribunal Supremo
de Justicia en lugar de hacerlo ante la Asamblea Nacional,
en un hecho que atenta contra la Constitución. Maduro se-
ñaló que el país enfrenta una “circunstancia excepcional” y
acusó a la Asamblea Nacional de estar legislando “fuera de
la constitución” y en “desacato” de las sentencias de la
Corte.

Durante su discurso, que fue transmitido en cadena nacio-
nal de radio y televisión, el mandatario acusó a la mayoría
opositora en el Parlamento de promover una acción golpis-
ta por el supuesto incumplimiento de sus funciones consti-
tucionales.

Por otra parte, Maduro dijo que durante el año pasado los
ingresos en divisas del país alcanzaron los 5 mil 291 mi-
llones de dólares, lo que representó una caída de más del
doble en comparación con 2015, cuando se lograron entra-
das por 13 mil millones de dólares, en mayor parte genera-
das por las exportaciones petroleras.

Maduro admitió que la abrupta caída de los ingresos llevó
al país a una situación económica “difícil” y “compleja”
que aún se está superando, y dijo que a pesar de ello se dio
un “milagro de Dios, milagro de la revolución”, porque no
cerraron centros educativos ni se despidieron empleados
públicos.

Maduro aprovechó el momento para anunciar que, para
continuar “cabalgando la crisis”, entrará en vigor el lunes
el primer decreto de emergencia económica de 2017, con el
que gobernó durante todo el 2016. Además, prometió dar
un giro al modelo económico socialista, con la ampliación
del sistema de distribución de bolsas de comida a sectores
populares y aumentando la productividad, por lo que el go-
bierno empezará el 20 de enero una entrega masiva del lla-
mado “carné de la Patria”, necesario para comprar las bol-
sas de alimentos subsidiadas y beneficiarse de misiones
sociales.

Sin embargo, las proyecciones económicas de analistas u
organismos internacionales para Venezuela no son espe-

ranzadores; el Fondo Monetario Internacional proyecta en
mil 660 por ciento la inflación para 2017, pues en este año
habrá continuidad de la política de intervenir en la econo-
mía, más regulaciones, inspecciones a empresas, control de
precios y del tipo de cambio, lo que se traducirá en más in-
flación y contracción económica.

Nicolás Maduro se dijo dispuesto a ir a una “lucha armada
continental” si se intenta un golpe de Estado o se trata de
“quebrar” a Venezuela y afirmó que de suceder, “se acaba-
ría la paz en este continente”.

Además, decidió extender hasta el 20 de febrero la vigen-
cia de los billetes de 100 bolívares, que temporalmente sa-
có de circulación el mes pasado y luego retornó a la eco-
nomía tras protestas callejeras violentas. En su momento,
reiteró que a partir del lunes comenzarán a circular otras
nuevas denominaciones de papel moneda, que incluyen los
billetes de 500, 5 mil y 20 mil bolívares.

Como otra medida económica para proteger a los trabaja-
dores, Maduro anunció que se exonerará del pago del im-
puesto sobre la renta a las personas que reciban ingresos
anuales por debajo de 6 mil unidades tributarias.

Por su parte, el diputado Julio Borges, presidente de la
Asamblea Nacional, reiteró que Maduro está actuando fue-
ra de la Constitución y los magistrados del máximo tribu-
nal, al avalar la anulación de la Carta Magna, podrían ser
juzgados en un futuro en instancias internacionales por
“delitos de lesa humanidad”.

Borges exigió a Maduro rendir cuentas por los asesinatos
de 100 mil venezolanos que han ocurrido durante su ges-
tión y le pidió explicar cómo es posible que la economía
esté “tan destrozada”. Además, opinó que la única solución
a la crisis del país es el voto.

Consideraciones

Que con fundamento en el numeral 1 del artículo 117 de la
Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos
Mexicanos y de conformidad con lo dispuesto en el artícu-
lo 276 del Reglamento del Senado de la República, los se-
nadores y los grupos parlamentarios presentan proposicio-
nes con punto de acuerdo con el objeto de atender asuntos
que no constituyen iniciativas de ley o decreto.

Por lo anteriormente expuesto, sometemos a consideración
de esta soberanía, los presentes
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Puntos de Acuerdo

Primero. La Comisión Permanente del Congreso de la
Unión saluda la integración de la nueva Junta Directiva de
la Asamblea Nacional de la República Bolivariana de Ve-
nezuela deseándole éxito en su trabajo parlamentario, re-
conociendo su importante papel en el equilibrio de poderes
y en la democracia de la hermana república sudamericana.

Segundo. La Comisión Permanente del Congreso de la
Unión hace votos para que las instituciones de la Repúbli-
ca Bolivariana de Venezuela contribuyan a generar solu-
ciones para que sean respetados el orden constitucional, el
estado de derecho y los derechos humanos, mismos que de-
riven en la superación de la crisis política, económica, hu-
manitaria y social por la que atraviesa el pueblo venezola-
no.

Dado en el salón de sesiones de la Comisión Permanente, a 25 de ene-
ro de 2017.— Senadoras: Mariana Gómez del Campo Gurza, Laura
Angélica Rojas Hernández (rúbricas).»

Se turna a la Comisión de Relaciones Exteriores de
América Latina y el Caribe, de la Cámara de Senadores.

CONSIDERAR LA EXPANSIÓN DE LOS PROGRA-
MAS “ABRIGANDO A CHIAPAS” Y “ADIOS AL FRÍO”

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta
al gobierno de Chiapas a considerar la expansión de los
programas Abrigando a Chiapas y Adios al Frío para con-
trarrestar los frentes fríos venideros, suscrita por el senador
Zoé Robledo Aburto, del Grupo Parlamentario del PRD

El suscrito, senador Zoé Robledo Aburto, integrante del
Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución Demo-
crática, en esta LXIII Legislatura del Honorable Congreso
de la Unión y con fundamento en lo dispuesto por los artí-
culos 71, fracción II, de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos, 58, 59 y 60 del Reglamento para
el Gobierno Interior del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos, por lo que se refiere al funcionamiento
de la Comisión Permanente, someto a la consideración del
pleno, la presente proposición con punto de acuerdo, al te-
nor de las siguientes

Consideraciones

En ésta temporada invernal el Gobierno del Estado de
Chiapas ha implementado programas como “Adios al Frío”
y “Abrigando a Chiapas”, para apoyar a las familias de es-
casos recursos económicos y proteger su integridad física
en tiempos de frío, se han dedicado a entregar cobijas a to-
das aquellas familias que más lo ocupan debido a las incle-
mencias del temporal en los municipios de San Cristóbal
de las Casas, San Juan Chamula y Amatenango del Valle,
San Andrés Larráinzar y Zinacantán; Chiapas.

Sin embargo, las familias de escasos recursos no solo se
encuentran en dichos municipios, si bien son los más fríos
de Chiapas, comunidades que habitan en El Porvenir, Co-
mitán de Domínguez, Venustiano Carranza, Huixtán, Coa-
pilla; padecen bajas temperaturas menores a los 10 centí-
grados por las noches y por las mañanas, en algunas
ocasiones se presentan puntos de congelamiento.

Por ende, la importancia de extender el apoyo a otros mu-
nicipios es con el fin de cuidar a los niños, personas de la
tercera edad y evitar enfermedades respiratorias. En este
sentido, es transcendental que la dirección de este apoyo
social, este correctamente especificado.

Ya que cifras reportadas por la prensa y la falta de un re-
porte verídico por parte del Gobierno del Estado, nos con-
lleva a observar divergencias tanto en cuestión de los mu-
nicipios beneficiados, como en la cuantía de cobertores
entregados. De modo tal que es importante generar certeza
en las mismas, para brindar el apoyo a aquellas comunida-
des que padecerán las bajas temperaturas de la temporada.

Aunado a lo anterior, y adentrándonos en las características
necesarias para brindar el apoyo, estudios de la Secretaría
de Protección Civil del Estado, se encargaron de realizar un
estudio coordinado con la Presidenta del DIF Chiapas para
determinar aquellos municipios a los que se les debe brin-
dar el apoyo pertinente para contrarrestar los frentes fríos,
determinando que los municipios de San Cristóbal de las
Casas, San Juan Chamula y Amatenango del Valle, serían
los beneficiados.

Finalmente, y con el objetivo de contextualizar la necesi-
dad de fomentar y expandir tales programas, recientes es-
tudios del Sistema Meteorológico Nacional se registrarán
temperaturas de cero a cinco grados centígrados en regio-
nes serranas dentro de las cuales destaca el estado de Chia-
pas, donde se presentará cielo nublado, probabilidad de llu-
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vias puntuales intensas de 80 por ciento y ambiente frío,
con evento de norte con rachas superiores a 90 kilómetros
por hora, este último fenómeno hace referencia a contar
con temperaturas menores a 5 grados centígrados.

Es por lo anteriormente expuesto que propongo los si-
guientes

Puntos de Acuerdo

Primero. Se exhorta al gobierno de Chiapas a informar a
esta soberanía sobre la cobertura real de los programas
“Abrigando a Chiapas” y “Adios al Frío”, tanto en la can-
tidad de cobertores otorgados, así como en los municipios
beneficiados.

Segundo. Se exhorta al gobierno del estado para que a tra-
vés de sus dependencias, amplié la cobertura de los pro-
gramas sociales “Adios al Frío” y “Abrigando a Chiapas”
a los municipios de El Porvenir, Comitán de Domínguez,
Venustiano Carranza, Huixtán, Coapilla y, difunda entre
los habitantes del estado, las indicaciones para tomar me-
didas de seguridad durante la temporada invernal.

Dado en la sede de la Comisión Permanente, el día 25 de enero de
2017.— Senador Zoé Robledo Aburto (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Protección Civil, de la Cá-
mara de Senadores.

INVESTIGAR SOBRE EL CASO DEL ASESINATO DE
ISIDRO BALDENEGRO LÓPEZ, ACTIVISTA AM-
BIENTAL Y DEFENSOR DE LOS DERECHOS HUMA-
NOS DE LA COMUNIDAD RARÁMURI

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a
la PGR a atraer las investigaciones sobre el asesinato de
Isidro Baldenegro López, activista ambiental y defensor de
los derechos humanos de la comunidad rarámuri, suscrita
por los diputados María Chávez García y Mario Ariel Juá-
rez Rodríguez, del Grupo Parlamentario de Morena

Los que suscriben, Norma Rocío Nahle García, Mario
Ariel Juárez Rodríguez y María Chávez García, Diputados
Federales a la LXIII Legislatura, integrantes del Grupo
Parlamentario de Morena, con fundamento en lo dispuesto
en el artículo 78, fracción III, de la Constitución Política de

los Estados Unidos Mexicanos; 58 del Reglamento para el
Gobierno Interior del Congreso de la Unión, sometemos a
consideración de la Comisión Permanente la siguiente pro-
posición con punto de acuerdo de urgente u obvia resolu-
ción, bajo las siguientes

Consideraciones

El domingo 15 de enero del año en curso, en la comunidad
de Coloradas de la Virgen, municipio de Guadalupe y Cal-
vo, perteneciente al estado de Chihuahua, fue asesinado de
manera artera Isidro Baldenegro López, indígena rarámuri
que se destacó por ser un luchador social y defensor de los
bosques de la Sierra Tarahumara.

Isidro Baldenegro pasó gran parte de sus 51 años su vida
protegiendo el bosque contra los caciques y mafiosos que
de forma ilegal los explotan. Tras la muerte de su padre, Ju-
lio Baldenegro, quien también fuera asesinado en 1986 por
los traficantes de madera, Isidro tomo el liderazgo en el
movimiento por la defensa del territorio que por siglos su
comunidad ha habitado.

En 1993, Baldenegro funda la organización no gubernamen-
tal Fuerza Ambiental, AC (FA), dedicada al combate de la ta-
la ilegal de pinos y robles que se encuentra en territorio de
los rarámuris, dentro de la Sierra Madre Occidental.

En el 2002 FA de forma pacífica, por medio de marchas y
plantones, consiguió la suspensión definitiva de la tala del
bosque de su ejido, Coloradas de la Virgen, lo que dese en-
tonces le ocasionó a Isidro Baldenegro amenazas y ataques.

Pero, la defensa legitima de los bosques en la sierra tarahu-
mara y de los derechos humanos de la comunidad rarámuri
que los habitan no tan solo le ocasionó agresiones por parte
de los talamontes, sino también, por parte del estado corrup-
to que en varias ocasiones utiliza a las instituciones que de-
berían de velar por la justicia como arma contra los lucha-
dores sociales.

En el 2003 Baldenegro fue detenido por la Policía Judicial
de Chihuahua, estando en su propiedad y sin que mediara or-
den de aprensión. Siendo encarcelado injustamente, con
pruebas fabricadas se le acusó por los supuestos ilícitos de
narcotráfico y posesión de armas de uso exclusivo del ejér-
cito.

En su momento la injusta privación de su libertad ocasionó
el repudio internacional y severas crítica contra México por
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su corrupto sistema policiaco, siendo liberado 15 meses
después, cuando un tribunal resolvió que las pruebas apor-
tadas por la policía se contradecían.

En el año 2005, la Fundación Goldman reconoció la lucha
de Isidro Baldenegro en defensa del territorio indígena y el
bosque amenazado por los taladores, otorgándole a Balde-
negro el premio ambiental Goldman, considerado a nivel
internacional como el Nobel en protección ambiental, su-
mándose a un exclusivo grupo de mexicanos que han lo-
grado esa distinción, Edwin Bustillos, Rodolfo Montiel
Flores y Jesús León Santos.

En octubre de 2010, por medio de un punto de acuerdo la
Cámara de Diputados del Congreso de la Unión, extendió
un reconocimiento por su invaluable labor a favor del me-
dio ambiente y del desarrollo comunitario de nuestro país
a los mexicanos galardonados con el premio Goldman, en-
tre los que se encontraba Isidro Baldenegro.

La lucha de Baldenegro continuó, pero, pese a los recono-
cimientos que merecidamente obtuvo y que lo convirtieron
a nivel internacional en una figura respetada, en un héroe
ambiental, las amenazas y persecuciones contra él no cesa-
ron. Obligado por las amenazas de muerte que por parte de
las mafias de taladores clandestinos pesaban en su contra y
de su familia, continuamente fue obligado a desplazarse
hacia otras poblaciones de la sierra Tarahumara, hasta que
el domingo ya señalado, pocos días después de su regresó
a Coloradas de la Virgen, fue asesinado.

La Organización de las Naciones Unidas ya condenó este
artero crimen, en un comunicado expresó la indignación
causada por la trágica muerte de este destacado activista
ambientalista. En palabras de Michel Forst, relator especial
de las Naciones Unidas sobre la situación de los defenso-
res de derechos humanos, “La muerte de Isidro deja un do-
loroso vacío no solo en su comunidad, sino en el movi-
miento global de los derechos humanos.”

El Secretario General de la Organización de Estados Ame-
ricanos (OEA), Luis Almagro, también se ha sumado a la
condena por el asesinato del reconocido luchador social y
pidió castigar a los responsables. Al igual que Amnistía In-
ternacional, organización que ha pedido al gobierno mexi-
cano la investigación inmediata de los hechos, a decir de su
directora para América, Erika Guevara Rosas, el asesinato
de Isidro Baldenegro “es una trágica ilustración de los mu-
chos peligros que enfrentan quienes dedican sus vidas a de-

fender los derechos humanos en América Latina, una de las
regiones más peligrosas para los activistas.”

Si bien la Fiscalía General del estado de Chihuahua ha de-
clarado que ya tiene identificado al autor material del ase-
sinato y que para su cobarde acto utilizó un arma de uso ex-
clusivo del ejército. Pese a lo anterior, este despreciable
individuo hasta el momento se encuentra prófugo, lo que
una vez más a nivel internacional pone en entredicho al sis-
tema de justicia mexicano.

Por otra parte, si recordemos, en el 2003 Baldenegro fue
acusado y encarcelado injustamente, con “pruebas” sem-
bradas por la misma policía que hoy supuestamente busca
a su asesino, bajo este antecedente, se abre la siguiente in-
terrogante, ¿cómo vamos a esperar ahora que la misma ins-
titución que de manera injusta y arbitraria le privó de li-
bertad, realmente ponga interés en resolver el caso hasta
sus últimas consecuencias?

Resulta imprescindible que se realice una investigación de
manera inmediata, eficiente, exhaustiva, profesional e im-
parcial, libre de estereotipos y discriminación política o
ideológica, orientada a explorar todas las líneas de investi-
gación posibles que permitan allegarse de datos para el es-
clarecimiento del hecho que la ley señala como delito, así
como la identificación de quien lo cometió o participó en
su comisión. 

Por ello la Procuraduría General de la República debe ha-
cerse cargo de las indagatorias, para recobrar la confianza
pública, garantizar el conocimiento pleno de la Verdad y que
se haga Justicia, y por ser la única instancia adecuada para
garantizar que la investigación se realice de manera inme-
diata, eficiente, exhaustiva, profesional e imparcial, libre de
estereotipos y discriminación política o ideológica, orienta-
da a explorar todas las líneas de investigación posibles que
permitan allegarse de datos para el esclarecimiento del he-
cho que la ley señala como delito, así como la identificación
de quien lo cometió o participó en su comisión.

La Ley Orgánica de la Procuraduría General de la Repú-
blica señala la facultad de atracción que puede ejercer el
órgano ministerial federal.

“Artículo 14. El reglamento de esta ley establecerá las
unidades y órganos técnicos y administrativos, centra-
les y desconcentrados, de la Procuraduría General de
la República, así como sus atribuciones.
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El procurador general de la República, de conformidad
con las disposiciones presupuestales, podrá crear uni-
dades administrativas especializadas distintas a las pre-
vistas en el reglamento de esta ley, para la investigación
y persecución de géneros de delitos y para el ejercicio
de la función ministerial, policial y pericial, atendiendo
a las necesidades del servicio, así como fiscalías espe-
ciales para el conocimiento, atención y persecución de
delitos específicos que por su trascendencia, interés y
características así lo ameriten.”

Por su parte el reglamento de la Ley Orgánica de la Procu-
raduría General de la República establece que:

“Artículo 13. Son facultades genéricas de los titulares
de las unidades especializadas previstas en el artículo 3
de este Reglamento y las fiscalías, así como de las cre-
adas por acuerdo del procurador, en términos de lo dis-
puesto en el segundo párrafo del artículo 14 de la Ley
Orgánica, adicionalmente a las contempladas en el ar-
tículo anterior, las siguientes:

I. a V....

VI. Ejercer la facultad de atracción para la investiga-
ción y persecución de delitos del fuero común que ten-
gan conexidad con delitos federales materia de su com-
petencia;

...”

En Morena estamos convencidos de que el Congreso de la
Unión debe unirse a estas voces de repudio ante este co-
barde crimen y enviar nuestras condolencias a los deudos
de Isidro Baldenegro, pero también, exigir el esclareci-
miento del caso, el que se castigue al autor material y al o
a los autores intelectuales, y exhortar a la Procuraduría Ge-
neral de la República que atraiga el caso.

Por lo anteriormente expuesto, y con fundamento en las
disposiciones invocadas en el proemio, sometemos a con-
sideración del pleno la siguiente proposición con

Puntos de Acuerdo

Primero. La Comisión Permanente del Honorable Congre-
so de la Unión, condena el asesinato del activista ambien-
tal y defensor de los derechos humanos, Isidro Baldenegro
López. Así mismos, envía sus más sentidas condolencias a

sus familiares, amigos y a la comunidad rarámuri por su
irreparable pérdida.

Segundo. La Comisión Permanente del Honorable Con-
greso de la Unión, exhorta a la Procuraduría General de la
República, a que en el ámbito de sus facultades atraiga las
investigaciones sobre el caso del asesinato del activista por
los derechos humanos Isidro Baldenegro López.

Salón de sesiones de la Comisión Permanente del Honorable Congre-
so de la Unión, a 25 de enero de 2017.— Diputado Mario Ariel Juárez
Rodríguez (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Justicia, de la Cámara de
Diputados

INVESTIGAR LOS SUCESOS POR LOS QUE SE
VIOLENTARON LOS DERECHOS POLÍTICOS DE
GABRIELA MALDONADO, ROSA AGUILAR Y
MARIANA DÍAZ, MUJERES INDÍGENAS DEL MUNI-
CIPIO DE MIGUEL PERAS, OAXACA

«Proposición con punto de acuerdo, por el cual se exhorta
a los fiscales especializados para la Atención de Delitos
Electorales, y en Delitos Electorales de la Fiscalía General
de Oaxaca a investigar con la mayor brevedad los sucesos
por los que se violentaron los derechos políticos de Ga-
briela Maldonado, Rosa Aguilar y Mariana Díaz, indígenas
del municipio de Miguel Peras, suscrita por la diputada
Claudia Sofía Corichi García, del Grupo Parlamentario de
Movimiento Ciudadano

La suscrita Claudia Sofía Corichi García, Diputada Federal
integrante del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciuda-
dano en esta LXIII Legislatura del Honorable Congreso de
la Unión, con fundamento en lo dispuesto en el artículo 6,
numeral 1, fracción I; y 79, numeral 2, fracción III del Re-
glamento de la Cámara de Diputados, someto a considera-
ción de esta soberanía el presente Punto de Acuerdo por el
que la Comisión Permanente del H. Congreso de la Unión,
exhorta a la titular de la Fiscalía Especializada en Delitos
Electorales de la Fiscalía General de Oaxaca, Claudia Ro-
mo Rodríguez, a investigar a la brevedad los sucesos por
los que se violentaron los derechos políticos de Gabriela
Maldonado, Rosa Aguilar, y Mariana Díaz, indígenas del
municipio de Miguel Peras, Oaxaca, al tenor de las si-
guientes:
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Consideraciones

I. A pesar de las múltiples medidas tomadas por el Estado
mexicano, y de los significativos impulsos de la sociedad
civil por hacer visible la violencia política hacia las muje-
res, ésta continúa manifestándose de manera preocupante
en nuestro país, como una más de las violencias sistémicas
que padecen las mujeres en México.

II. Diversos medios hicieron pública la situación de agra-
vio en contra de tres mujeres que fueron agredidas a lati-
gazos en el municipio de San Miguel Peras en Oaxaca el
pasado 21 de enero de 2017: Rosa Aguilar, Mariana Díaz y
Gabriela Maldonado. Ésta última fue golpeada hasta que-
dar inconsciente con su hijo en brazos, agredida por su pro-
pio abuelo, quien fue obligado por el Presidente Municipal
y el síndico de la localidad. 

Todo comenzó cuando Rosa, Mariana y Gabriela externa-
ron en las pasadas elecciones de 2016 su interés en partici-
par en la elección local municipal y recibieron comentarios
como “aquí no se permiten faldas” y “no pueden entrar
porque son mujeres”.

Rosa, Mariana y Gabriela buscaron después de la elección
del 7 y 8 de mayo de 2016, ser integradas en la autoridad y
tener el derecho de participar en la asamblea. Para eso, acu-
dieron al Instituto Estatal Electoral y de Participación Ciu-
dadana de Oaxaca (IEEPO) y a la Defensoría de los Dere-
chos Humanos del Pueblo de Oaxaca y la Fiscalía General
de Justicia de Santiago Juxchitlahuaca, a interponer su que-
ja logrando que el órgano mandatara la reposición de la
elección realizada por Sistemas Normativos Internos. Sin
embargo, subrayan las afectadas que en ningún momento
la autoridad repuso la elección.

Diversos testimonios han dejado evidencia del constante
acoso, amenazas y asedio que vivían estas tres mujeres
producto de la queja que interpusieron ante las autoridades
electorales estales.

III. De acuerdo con la Convención Interamericana para
Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mu-
jer (Convención de Belém Do Pará), la Convención de los
Derechos Políticos de la Mujer y la Convención sobre la
Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra
la Mujer (CEDAW, por sus siglas en inglés); las mujeres
tienen derecho al acceso igualitario a las funciones públi-
cas de su país y a participar en los asuntos públicos, inclu-
yendo la toma de decisiones. 

IV. El Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos,
Y la Convención Americana sobre Derechos Humanos, re-
conoce el principio de igualdad, el derecho de todas las y
los, ciudadanos de participar en la dirección de los asuntos
públicos, directamente o por medio de representantes li-
bremente elegidos; votar y ser electas en elecciones perió-
dicas, auténticas, realizadas por sufragio universal e igual y
por voto secreto que garantice la libre expresión de la vo-
luntad de los y las electoras, así como de tener acceso, en
condiciones de igualdad, a las funciones públicas de su país.

V. La Constitución reconoce el principio de igualdad para
el ejercicio de los derechos político-electorales contenidos
en su artículo 35, mientras que establece como principios
rectores del ejercicio de la función electoral la certeza, le-
galidad, independencia, imparcialidad, máxima publicidad
y objetividad. En su artículo 2, la Constitución “reconoce y
garantiza el derecho de los pueblos y las comunidades in-
dígenas a la libre determinación y, en consecuencia, a la
autonomía para […] decidir sus formas internas de convi-
vencia y organización social, económica, política y cultu-
ral”. En la fracción III, protege su derecho a: “elegir de
acuerdo con sus normas, procedimientos y prácticas
tradicionales, a las autoridades o representantes para el
ejercicio de sus formas propias de gobierno interno, ga-
rantizando que las mujeres y los hombres indígenas dis-
frutarán y ejercerán su derecho de votar y ser votados
en condiciones de igualdad; así como a acceder y des-
empeñar los cargos públicos y de elección popular para
los que hayan sido electos o designados, en un marco
que respete el pacto federal y la soberanía de los esta-
dos.” Además, agrega que “en ningún caso las prácticas
comunitarias podrán limitar los derechos político-elec-
torales de los y las ciudadanas en la elección de sus au-
toridades municipales.”

VI. De acuerdo con la solicitud de acceso a la información
0001700228915, hecha por el Programa de Investigación
del Instituto de Liderazgo Simone de Beauvoir, de las 3 mil
419 denuncias que incluyen a 24 mil 977 personas por pre-
suntos delitos electorales durante el proceso electoral
2015:  70 por ciento de los delitos fueron cometidos por
hombres, mientras que un 30 por ciento por mujeres, des-
taca que de las 70 órdenes de aprehensión por delitos elec-
torales sólo se abrieron 3 averiguaciones previas relaciona-
das con violencia política hacia mujeres candidatas,
situación que pone en evidencia la complejidad para iniciar
un proceso de este tipo aun cuando el año pasado en con-
junto con diversas autoridades se expidió  el Protocolo pa-
ra Atender la Violencia Política Contra las Mujeres.
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Señala dicho Protocolo que, la violencia política impacta
en el derecho humano de las mujeres a ejercer el voto y a
ser electas en los procesos electorales; a su desarrollo en la
escena política o pública, ya sea como militantes en los
partidos políticos, aspirantes a candidatas a un cargo de
elección popular, a puestos de dirigencia al interior de sus
partidos políticos o en el propio ejercicio del cargo público.

VII. La FEPADE, como órgano encargado de la procura-
ción de justicia en materia electoral, tiene la obligación
constitucional de promover, garantizar y proteger, el ejer-
cicio de los derechos humanos de las personas víctimas y
ofendidas en casos de violencia política de género, por lo
que es necesario que en cumplimiento de sus deberes y en
coordinación con las instancias locales busquen la justicia
en los agravios que han padecido estas tres mujeres mixte-
cas. 

La violencia en contra de estas mujeres indígenas se ins-
cribe en ola de violencia política que vive México y que
permanece intacta ante la grave inacción de las autorida-
des. La múltiple discriminación de la que han sido víctimas
estas mujeres, tanto por su condición de género, su identi-
dad cultural y su rol social han generado un escenario que
demanda la urgente atención de las autoridades. Por todo lo
anteriormente expuesto, es que presento a esta soberanía la
siguiente proposición con punto de acuerdo, al tenor de los
siguientes

Resolutivos

Primero. La Comisión Permanente del Honorable Congre-
so de la Unión, condena las agresiones contra las mujeres
indígenas: Gabriela Maldonado, Rosa Aguilar, y Mariana
Díaz.

Segundo. La Comisión Permanente del Honorable Con-
greso de la Unión, exhorta respetuosamente al titular de la
Fiscalía Especializada para la Atención de Delitos Electo-
rales doctor Santiago Nieto Castillo, y a la titular de la Fis-
calía Especializada en Delitos Electorales de la Fiscalía
General de Oaxaca, licenciada Claudia Romo Rodríguez a
investigar a la brevedad los sucesos por los que se violen-
taron los derechos políticos de Gabriela Maldonado, Rosa
Aguilar, y Mariana Díaz, indígenas del municipio de Mi-
guel Peras, Oaxaca.

Tercero. La Comisión Permanente del Honorable Congre-
so de la Unión, exhorta al titular de la Defensoría de los
Derechos Humanos del Pueblo de Oaxaca, Arturo Peimbert

Calvo, a vigilar que las autoridades estatales brinden justi-
cia pronta y expedita a las agraviadas, con respeto y garan-
tía de sus Derechos Humanos.

Cuarto. La Comisión Permanente del Honorable Congre-
so de la Unión, exhorta al Consejero Presidente del Institu-
to Estatal Electoral y de Participación Ciudadana de Oaxa-
ca, a intensificar su labor en la sensibilización y promoción
de los derechos políticos de las mujeres, especialmente en-
tre las comunidades indígenas y en sus diversas lenguas,
mediante programas y materiales específicos.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a los 25 días del mes de
enero de 2016.— Diputada Claudia Sofía Corichi García (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Igualdad de Género, de la
Cámara de Diputados.

ATENDER DE MANERA PRIORITARIA LOS HECHOS
DE VIOLENCIA OCURRIDOS EN EL ESTADO DE
QUINTANA ROO

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a
los tres órdenes de gobierno a atender de manera priorita-
ria los hechos de violencia ocurridos en Quintana Roo, sus-
crita por el diputado José Luis Toledo Medina, del Grupo
Parlamentario del PRI

José Luis Toledo Medina, diputado integrante del Grupo
Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional de
la LXIII Legislatura de la honorable Cámara de Diputados,
con fundamento en lo dispuesto por el artículo 58 del Re-
glamento para el Gobierno Interior del Congreso General
de los Estados Unidos Mexicanos y demás disposiciones
aplicables, somete a consideración de esta honorable asam-
blea la siguiente proposición con punto de acuerdo, con ca-
rácter de urgente y obvia resolución, por el que se ex-
horta a los tres órdenes de gobierno a atender de manera
prioritaria los hechos de violencia ocurridos en el estado de
Quintana Roo.

Consideraciones

A. Exposición de los hechos

1. Durante la madrugada del 16 de enero de 2017, se des-
arrolló la clausura del evento The BPM Festival, en el mu-
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nicipio de Solidaridad, Quintana Roo. Lamentablemente,
en el mismo se desarrollaron eventos de violencia que oca-
sionaron el fallecimiento o lesiones de diversas personas.

2. The BPM Festival comunicó lo siguiente en su cuenta
oficial de facebook:

“Es con mucha tristeza que compartimos los reportes
confirmados de la policía que las acciones de un sujeto
solitario en Blue Parrot hace unas horas, resultaron en
sucesos fatales con cuatro fallecidos y doce heridos. Es-
te acto de violencia inició en Calle 12 frente al club y
tres miembros del equipo de seguridad de BPM están
entre esas vidas que perdimos, mientras trataban de pro-
teger a los asistentes en el interior de la sede.

The BPM Festival ha estado trabajando en estrecha co-
laboración con las autoridades locales (Seguridad Públi-
ca/Policía Turística) durante el festival, para asegurar el
bienestar de todos los asistentes. Estamos conmovidos
con el dolor de este acto de violencia sin sentido, y co-
operando plenamente con la policía local y funcionarios
del gobierno a medida que continúan su investigación.

Nuestros pensamientos y oraciones están con todas las
víctimas y sus familias y todos aquellos afectados por
estos trágicos acontecimientos.

La familia The BPM Festival”1

3. Diversos medios de comunicación han replicado la in-
formación publicada por The BPM Festival sin la aporta-
ción de elementos adicionales sustantivos que comuniquen
a la sociedad sobre las medidas gubernamentales para aten-
der la situación.

4. El pasado 17 de enero de 2017, se registró una balacera
en instalaciones de la Fiscalía General del Estado de Quin-
tana Roo, ubicadas el municipio de Benito Juárez. El re-
sultado fue la pérdida de la vida de cuatro personas2.

5. A través de la cuenta de facebook del gobierno del esta-
do de Quintana Roo, el gobernador ha declarado que los
hechos ocurridos el pasado 16 de enero revelan que grupos
de delincuencia organizada afrontan a un gobierno que no
otorga ningún tipo de concesiones hacia los mismos. En
sus palabras “el ataque a las instituciones de justicia lo úni-
co que revela es que vamos en el camino correcto”3; de
igual forma, declaró que “he hablado con el secretario de

Gobernación con quien he convenido el apoyo del go-
bierno de la República mediante el envío de fuerzas fe-
derales, mismas que ya se encuentran en camino y cuyo
objetivo será reforzar el mantenimiento del orden y la
seguridad de todos los ciudadanos”4, finalmente, afirma
que “el estado está bajo control y en orden”5.

6. El 18 de enero de 2017, el periodista Carlos Loret de
Mola entrevistó al secretario general de Gobierno del Esta-
do de Quintana Roo y le cuestionó si “¿Está fuera de con-
trol el tema de seguridad en Quintana Roo?”6; el secretario
respondió lo siguiente: “De ninguna manera, Carlos. Yo
creo que es muy claro que el ataque armado que grupos cri-
minales hicieron ayer a la fiscalía de nuestro estado pues se
marca en un contexto de combate a la corrupción”7. De
igual forma, se le cuestionaron las causas que originaron el
ataque a la fiscalía, a lo que el secretario respondió “noso-
tros tenemos muy claro que desde luego es un acto del cri-
men organizado, es muy probable que precisamente pues
se dé como una respuesta a todas las acciones que este go-
bierno ha implementado”8.

B. Prevención social del delito

1. A partir de las declaraciones de los servidores públicos
estatales citados, podría concluirse que la problemática
atiende a cuestiones regionales y, en cierta medida, aisladas
de la dinámica nacional.

2. No obstante, el Estado mexicano afronta desde hace diez
años procesos de combate a la delincuencia organizada a
nivel nacional9 que han obligado a coordinar a los tres ór-
denes de gobierno para compartir inteligencia, capacita-
ción, recursos y estrategias. 

3. Más allá del debate sobre la estrategia de seguridad in-
terna y seguridad nacional, existen investigaciones de ins-
tituciones como el Centro de Investigación y Docencia
Económicas, AC, (en adelante CIDE) que alertan sobre fe-
nómenos nacionales visibles alrededor del territorio nacio-
nal. Uno de los más importantes es el de la normalización
de la violencia.

4. A propósito de lo anterior, Andreas Schedler, investiga-
dor del CIDE, argumenta lo siguiente:

“A nivel individual, también hay muchos signos de nor-
malización de la violencia. Con rapidez osmótica y una
ligereza que a veces pareciera festejar la transgresión de
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todos los límites civilizatorios, el lenguaje cotidiano ha
sido un lugar privilegiado de normalización de la vio-
lencia. (…) Absorbiendo este universo de eufemismos y
falsos tecnicismos, hemos creado un mundo donde la
violencia es un fenómeno delimitado, comprensible, es-
perable. La normalización simbólica ha sido reforzada
por múltiples estrategias de adaptación individual. Qui-
zá la más importante ha sido el autoconfinamiento. En
la medida en que el espacio público ha aparecido como
territorio violento, los ciudadanos se han refugiado en
sus espacios privados. (…) A nivel colectivo, hemos
visto un abandono análogo del espacio público. Ha im-
perado la pasividad ciudadana, puntuada por breves olas
de protesta masiva”10

5. A lo largo del trabajo de Schedler, se acompañan cifras a
nivel nacional sobre victimización, violencia y tasa de co-
misión de delitos que hacen evidente la necesidad del dise-
ño de políticas públicas integrales, transversales y focali-
zadas. Sin lugar a dudas, los dos hechos ocurridos en
Quintana Roo no pueden considerarse aislados o resultados
de una estrategia del gobierno local en turno, sino que de-
ben entenderse como parte de un fenómeno dinámico de al-
cances nacionales.

6. Sin embargo, los datos y las investigaciones no pueden
dar como resultado la inmovilización gubernamental o el
reparto plural de responsabilidades. En nuestro régimen
democrático, deben ejecutarse acciones tendientes a forta-
lecer las redes de solidaridad política, entendida como “la
disposición de socorrer a conciudadanos que sufren injus-
ticias graves”11, que resulte en la atención prioritaria de las
necesidades emocionales de la comunidad política: fortale-
cer el tejido social.

7. Por eso, es relevante que el estado de Quintana Roo, en
coordinación con los dos órdenes de gobierno restantes, di-
señe políticas públicas con enfoques democráticos para
prevenir la comisión de nuevos hechos de violencia. Sin lu-
gar a dudas, el modelo garantista de seguridad pública no
puede visualizar como prioritario la ejecución de sancio-
nes, sino esquemas comunitarios de prevención.

8. Así, Carlos Vilalta y Gustavo Fondevila, investigadores
del CIDE, aportan elementos fundamentales en el debate
académico de seguridad pública para el diseño de nuevos
enfoques de prevención social del delito. En sus palabras:

“Las políticas en esta materia son las que se dirigen a in-
fluir en la motivación criminal (…) La bibliografía di-

vide estas políticas en dos tipos generales (…): políticas
de prevención del desarrollo del delito y políticas de
prevención comunitaria del delito. (…) las segundas
buscan cambiar condiciones sociales de las comunida-
des para prevenir la comisión de delitos [por ejemplo,
deporte, cultura, etcétera]. En México, si bien hay un
grave déficit en el desarrollo de ambas, las políticas de
prevención social del primer tipo son mucha más defi-
citarias y esto explica de forma parcial la alta tasa de
reincidencia delictiva. (…) Una política contemporánea
para prevenir el delito debe incorporar no sólo a los
agentes tradicionales del sistema de seguridad y justicia
criminar (policías, jueves y custodios), sino también a
agentes de la sociedad civil (académicos y organizacio-
nes de la sociedad civil –OSC-)”12

9. El diseño y ejecución de políticas públicas de preven-
ción social del delito deben atender a realidades diferen-
cias. Particularmente, lo sucedido el pasado 16 de enero
obliga a adecuar las acciones hacia la protección de la dig-
nidad de las personas jóvenes: las medidas no pueden co-
artar el libre desarrollo de su personalidad, sino promover-
lo. Por eso, este punto de acuerdo exhorta a distintas
instancias ejecutivas a generar nuevos esquemas de protec-
ción a la población y, especialmente, a las juventudes, pa-
ra la realización de eventos de entretenimiento masivo.

10. México cuenta con la ingeniería legislativa suficiente
para el diseño de políticas públicas que puedan entender las
características regionales, inscritas en una dinámica nacio-
nal, para la atención comunitaria de hechos de violencia.
En este sentido, resulta prioritario que la Cámara de Dipu-
tados, órgano de representación popular, supervise que las
acciones ejecutivas para la prevención de la violencia se
ajusten a criterios normativos y democráticos. La violencia
no puede entenderse desde la arena electoral, sino que de-
be estudiarse desde las comunidades: las implicaciones so-
ciales de estos fenómenos provocan la exclusión y la pér-
dida de empatía entre conciudadanos, lo que resulta
profundamente antidemocrático.

C. Esquema normativo

1. La Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos establece que la seguridad pública es una función con-
currente entre los tres órdenes de gobierno en los siguien-
tes términos:
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“Artículo 21. …

…

…

…

…

…

…

…

La seguridad pública es una función a cargo de la fede-
ración, las entidades federativas y los municipios, que
comprende la prevención de los delitos; la investigación
y persecución para hacerla efectiva, así como la sanción
de las infracciones administrativas, en los términos de la
ley, en las respectivas competencias que esta Constitu-
ción señala. La actuación de las instituciones de seguri-
dad pública se regirá por los principios de legalidad, ob-
jetividad, eficiencia, profesionalismo, honradez y
respeto a los derechos humanos reconocidos en esta
Constitución.

Las instituciones de seguridad pública serán de carácter ci-
vil, disciplinado y profesional. El Ministerio Público y las
instituciones policiales de los tres órdenes de gobierno de-
berán coordinarse entre sí para cumplir los objetivos de la
seguridad pública y conformarán el Sistema Nacional de
Seguridad Pública, que estará sujeto a las siguientes bases
mínimas:

a) a b) …

c) La formulación de políticas públicas tendientes a
prevenir la comisión de delitos.

d) Se determinará la participación de la comunidad que
coadyuvará, entre otros, en los procesos de evaluación
de las políticas de prevención del delito así como de las
instituciones de seguridad pública.

e) Los fondos de ayuda federal para la seguridad públi-
ca, a nivel nacional serán aportados a las entidades fe-
derativas y municipios para ser destinados exclusiva-
mente a estos fines”13

2. A partir de la lectura del artículo 21 constitucional, pue-
de resolverse que la seguridad pública en el Estado mexi-
cano cuenta con una base mínima compartida para el dise-
ño y ejecución de políticas públicas en la materia. Resalta
que la Constitución es enfática en la necesidad de contar
con acciones de prevención del delito. 

3. El artículo 73 constitucional faculta al Congreso de la
Unión para “expedir leyes que establezcan las bases de co-
ordinación entre la federación, las entidades federativas y
los municipios”14. De esta forma, el Congreso expidió la
Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública
que instituye la creación y el funcionamiento del Consejo
Nacional de Seguridad Pública: organismo que cuenta con
atribuciones en materia de información, certificación y
acreditación, así como de prevención del delito y partici-
pación ciudadana.

4. Como parte del diseño garantista del modelo penal cons-
titucional mexicano, la Carta Magna reconoce el derecho
de las víctimas u ofendidos a que se les repare el daño15.
En este sentido, el Congreso de la Unión ha expedido la
Ley General de Víctimas, misma que establece el diseño de
instituciones especializadas para la atención inmediata de
víctimas y la reparación integral del daño.

5. Las anteriores normas generan las condiciones de opera-
tividad de los tres órdenes de gobierno para coordinarse y
atender de manera prioritaria los hechos ocurridos durante
los últimos días en Quintana Roo.

Por lo anteriormente expuesto, someto a consideración de
esta honorable asamblea, la siguiente proposición con

Puntos de Acuerdo

Primero. Se exhorta al gobierno del estado de Quintana
Roo y a los gobiernos municipales de Benito Juárez y So-
lidaridad a ejercer, en el ámbito de sus atribuciones, las ac-
ciones necesarias para la investigación de los hechos cri-
minales sucedidos durante el 16 y el 17 de enero de 2017.

Segundo. Se exhorta al Consejo Nacional de Seguridad
Pública y al gobierno del estado de Quintana Roo a esta-
blecer políticas públicas de prevención del delito focaliza-
das a la realización de eventos de entretenimiento masivo
con perspectiva de juventud.

Tercero. Se exhorta al Consejo Nacional de Seguridad Pú-
blica y al gobierno del estado de Quintana Roo a establecer
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políticas públicas de prevención social del delito que
acompañen a las acciones de combate a la delincuencia or-
ganizada.

Cuarto. Se exhorta a la Comisión Ejecutiva de Atención a
Víctimas del gobierno federal, así como a la Comisión Eje-
cutiva de Atención a Víctimas del Estado de Quintana Roo
a coordinarse y ejercer sus atribuciones para garantizar la
reparación integral del daño de las víctimas de los hechos
criminales sucedidos durante el 16 y el 17 de enero del
2017.

Notas

1 Cuenta de Facebook de The BPM Festival, disponible en: 

https://www.facebook.com/thebpmfestival/?fref=ts (Fecha de con-
sulta: 16 de enero de 2017).

2 Animal Político, Atacan a balazos la Fiscalía de Quintana Roo en
Cancún; hay cuatro muertos, dice el gobernador, disponible en 

http://www.animalpolitico.com/2017/01/fiscalia-cancun-ataque/
(Fecha de consulta: 18 de enero de 2017).

3 Cuenta de Facebook del Gobierno del Estado de Quintana Roo, vi-
deo titulado Gobernador Carlos Joaquín informa los pormenores de los
acontecimientos de esta tarde en Cancún;, disponible en: 

https://www.facebook.com/GobQuintanaRoo/?hc_ref=NEWSFE-
ED&fref=nf (Fecha de consulta: 18 de enero de 2017).

4 Op. cit.

5 Op. cit.

6 Cuenta de Noticieros Televisa en Youtube, video titulado Quintana
Roo no es un narcoestado: Secretario de Gobierno - Despierta con Lo-
ret, disponible en 

https://www.youtube.com/watch?v=LvMIj7ymcXY (Fecha de con-
sulta: 18 de enero de 2017).

7 Op. cit.

8 Op. cit.

9 Héctor de Mauleón, La guerra de diez años, disponible en 

http://www.nexos.com.mx/?p=30935 (Fecha de consulta: 16 de
enero de 2017).

10. Andreas Schedler, En la niebla de la guerra. Los ciudadanos ante la
violencia criminal organizada, (México: Centro de Investigación y Do-
cencia Económicas, 2015), pp. 15 – 16.

11 Ibíd., p. 219.

12 Carlos Vilalta y Gustavo Fondevila, Perfiles criminales I: Frecuen-
cias y descriptivos, (México: Centro de Investigación y Docencia Eco-
nómicas, 2013), p. 17

13 Artículo 21 de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos, disponible en 

http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/1_150816.pdf (Fe-
cha de consulta: 16 de enero de 2017).

14 Artículo 73, fracción XXIII, de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos, disponible en Op. Cit.

15 Artículo 20, apartado C, fracción IV, de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, disponible en Op. Cit.

Palacio Legislativo de San Lázaro, sede de la Comisión Permanente, a
25 de enero de 2017.— Diputado José Luis Toledo Medina (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Gobernación, de la Cámara
de Diputados.

REALIZAR ACCIONES NECESARIAS PARA QUE SE
RECONOZCA A LA GALLÍSTICA MEXICANA COMO
ELEMENTO DEL PATRIMONIO CULTURAL INMATE-
RIAL DE MÉXICO Y DE LA HUMANIDAD

«Proposición con punto de acuerdo, por el cual se exhorta
a la Secretaría de Cultura a realizar en el ámbito de sus fa-
cultades y competencias acciones para que se reconozca la
gallística como elemento del patrimonio cultural inmaterial
de México y de la humanidad, suscrita por los diputados
Karla Karina Osuna Carranco y Christian Joaquín Sánchez
Sánchez, de los Grupos Parlamentarios del PAN y del PRI,
respectivamente

Los que suscriben, diputados Karla Karina Osuna Carran-
co, del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional y
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Chistian Joaquín Sánchez Sánchez, del Grupo Parlamenta-
rio del Partido Revolucionario Institucional, integrantes de
la LXIII Legislatura de la Cámara de Diputados, con funda-
mento en lo dispuesto en el artículo 6, numeral 1, fracción I,
79, numeral 1, fracción II, y numeral 2, del Reglamento de
la Cámara de Diputados, someten a consideración de esta
soberanía la siguiente proposición con punto de acuerdo
por el cual se exhorta a la Secretaría de Cultura, a efecto de
que en el ámbito de sus facultades y competencias, realice
las acciones necesarias para que se reconozca a la gallísti-
ca mexicana como elemento del patrimonio cultural inma-
terial de México y de la humanidad, al tenor de las si-
guientes

Consideraciones

La fiesta de gallos es parte inherente de nuestra cultura,
que ha sido transmitida de generación en generación y que
infunde a las comunidades y a los grupos un sentimiento de
identidad y continuidad, contribuyendo así a promover el
respeto a la diversidad cultural y la creatividad humana.

Resulta claro que la gallística cumple con los criterios es-
tablecidos por la Convención para la salvaguardia del pa-
trimonio cultural inmaterial 2003, pues se manifiesta en las
tradiciones y expresiones orales, en las artes del espectácu-
lo, los usos sociales, rituales y actos festivos.

De acuerdo con el artículo 41 Bis de la Ley Orgánica de la
Administración Pública Federal le compete a la Secretaría
de Cultura elaborar y conducir la política nacional en ma-
teria de cultura con la participación que corresponda a otras
dependencias y entidades de la administración pública fe-
deral, así como conservar, proteger y mantener el patrimo-
nio cultural de la nación y es la principal dependencia que
funge como vínculo con la UNESCO para gestionar el re-
conocimiento de los elementos que forman parte del patri-
monio cultural inmaterial de México y de la humanidad.

La imagen del gallo de pelea, se ha relacionado cultural-
mente con valores como la valentía, gallardía, abnegación,
entrega, respeto, honor, responsabilidad, lealtad todos ellos
con la mexicanidad y con la defensa de nuestros ideales.

El gallo de pelea representa un acervo genético importante
para el rescate de otras razas, puesto que su desarrollo se ha
dado mediante una exhaustiva selección basada en los me-
jores atributos fenotípicos y genotípicos.

De acuerdo con la Convención para la Salvaguardia del Pa-
trimonio Cultural Inmaterial, Se entiende por patrimonio
cultural inmaterial:

Los usos, representaciones, expresiones, conocimientos y
técnicas -junto con los instrumentos, objetos, artefactos y
espacios culturales que les son inherentes- que las comuni-
dades, los grupos y en algunos casos los individuos reco-
nozcan como parte integrante de su patrimonio cultural. 

Este patrimonio cultural inmaterial, que se transmite de ge-
neración en generación, es recreado constantemente por las
comunidades y grupos en función de su entorno, su inter-
acción con la naturaleza y su historia, infundiéndoles un
sentimiento de identidad y continuidad y contribuyendo así
a promover el respeto de la diversidad cultural y la creati-
vidad humana. 

A los efectos de la presente Convención, se tendrá en cuen-
ta únicamente el patrimonio cultural inmaterial que sea
compatible con los instrumentos internacionales de dere-
chos humanos existentes y con los imperativos de respeto
mutuo entre comunidades, grupos e individuos y de desa-
rrollo sostenible.

Algunos especialistas afirman que las peleas de gallos sur-
gieron con la domesticación de esa ave hace ocho mil años
en el sureste asiático. Otros afirman que surgieron entre los
años 6000 y 1500 antes de Cristo.

En México las peleas de gallos aparecieron en el siglo
XVI, décadas antes de que nuestro país fuera declarado in-
dependiente. Aunque no hay registros que señalen la fecha
exacta de la introducción del gallo de pelea, se piensa que
puedo haber sido de forma posterior a la llegada de Hernán
Cortés a Cuba, en dónde se importó esta tradición de Es-
paña.

Durante la colonia las peleas de gallos amenizaban cual-
quier acto político o festividad en la que participaban todas
las clases sociales, desde el virrey, hasta las clases sociales
menos privilegiadas.

Las peleas de gallos continuaron antes, durante y después
de la Independencia de nuestro país. Durante todo el siglo
XIX siguieron proliferando en todo el territorio nacional.
En 1828, el ayuntamiento de la Ciudad de México conce-
dió su autorización para que se llevaran a cabo peleas de
gallos en esta entidad.
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En la actualidad, se estima que se efectúan en nuestro país
un promedio de 2 millones de peleas cada año y se calcula
que se crían alrededor de 50 millones de aves de combate,
de acuerdo con los datos de la Comisión Mexicana de Pro-
moción Gallística.

Hoy en día las peleas de gallos se practican en todas las en-
tidades de la República, aunque esta tradición sobresale en
entidades como Aguascalientes, Campeche, Chihuahua,
Estado de México, Hidalgo, Jalisco, Michoacán, Puebla,
San Luis Potosí, Veracruz, Yucatán, Zacatecas. Ninguna
ley estatal de protección animal establece una prohibición
contundente para las peleas de gallos.

Asimismo, es importante citar que en Aguascalientes y Za-
catecas han declarado las peleas de gallos como patrimonio
cultural inmaterial y por lo menos, treinta y cinco munici-
pios en Veracruz, Michoacán, Puebla, Hidalgo y estado de
México están en la misma tesitura.

Con base en lo anterior, se somete a la consideración del
pleno la siguiente proposición con

Punto de Acuerdo

Único. El pleno de la Comisión Permanente exhorta respe-
tuosamente a la Secretaría de Cultura a efecto de que en el
ámbito de sus facultades y competencias realice las accio-
nes necesarias para que se reconozca a la gallística mexi-
cana como elemento del patrimonio cultural inmaterial de
México y de la humanidad.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, sede de la Comisión
Permanente, a los 25 días de enero de 2017.— (Rubrica).»

Se turna a la Comisión de Cultura y Cinematografía, de
la Cámara de Diputados.

CONDENAR TODO ACTO DE VIOLENCIA POLÍTICA
EJERCIDO HACIA LAS MUJERES 

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se condena
todo acto de violencia política ejercido contra las mujeres,
y se exhorta al Inmujeres a conducir un estudio nacional
sobre aquélla, suscrita por el diputado Omar Ortega Álva-
rez, del Grupo Parlamentario del PRD

El suscrito diputado, Omar Ortega Álvarez, integrante del
Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución Demo-
crática, con fundamento en lo dispuesto en el artículo 58
del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso Ge-
neral de los Estados Unidos Mexicanos, somete a conside-
ración de esta soberanía la siguiente proposición con pun-
to de acuerdo con base en las siguientes

Consideraciones

La Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre
de Violencia (LGAMVLV), define a la violencia hacia las
mujeres en su artículo 5º, fracción IV, como: 

Cualquier acción u omisión, basada en su género, que les
cause daño o sufrimiento psicológico, físico, patrimonial,
económico, sexual o la muerte tanto en el ámbito privado
como en el público.

La violencia contra las mujeres, refleja un indicador de la
democracia de toda sociedad ya que determina la capaci-
dad de las autoridades para entender y establecer mecanis-
mos con el fin de dar solución a esta problemática, así co-
mo para castigar a los responsables. Si los mecanismos
fallan o no existen, el tejido social de cualquier comunidad,
país o nación, se encuentra en un evidente deterioro. 

Desgraciadamente en todo el territorio nacional han sido
improductivos e insuficientes estos mecanismos, y peor
aún, en algunas regiones su impacto es prácticamente nulo.
Particularmente en el Estado de México. El acoso, hostiga-
miento, agresión y violencia en contra de las mujeres es ma-
yor en esta entidad, pues los actos que atentan en contra de
su persona, dignidad y seguridad escalan desmedidamente
frente a un nulo e indiferente esfuerzo gubernamental. 

Estudios cuantitativos comprueban lo anterior. Conforme a
lo señalado por el Observatorio Ciudadano Nacional del
Feminicidio (OCNF), entre los años de 2005 a 2013, apro-
ximadamente mil 767 mujeres fueron asesinadas y otras
mil 500 desaparecieron, en su mayoría adolescentes de en-
tre 15 y 17 años. Tan sólo entre 2011 a 2013, se registraron
840 asesinatos de mujeres en el Estado de México. De
ellos, sólo 145 fueron investigados como feminicidios y
aunque en julio de 2015 se emitió la Alerta de Violencia de
Género para 11 municipios mexiquenses, activistas y per-
sonas defensoras de los derechos humanos afirman que los
asesinatos de mujeres contrariamente a disminuir, se han
Incrementado, superado así, más de cien casos durante el
2016.
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Sumado a esto, existe un sesgo de información institucio-
nal que impide conocer de manera precisa el problema de
manera total, clara y precisa. Existen dos rostros ocultos
que no dicen las estadísticas: los datos oficiales y la nula
investigación de los hechos. Por un lado se encuentran las
organizaciones civiles que registran un número diferente
de feminicidios contrario al de las fuentes gubernamenta-
les. Por otro, los escasos y en ocasiones nulos esfuerzos pa-
ra investigar los casos de feminicidios que se presentan. 

Durante el 2011, año en que se renovó la gubernatura en el
Estado de México, los feminicidios alcanzaron su nivel
más alto, 4.5 muertes ocurridas por cada 100 mil muje-
res residentes en la entidad.

En el escenario general, la entidad mexiquense ha mostra-
do su incapacidad como autoridad para enfrentar la violen-
cia que se suscita día a día contra las mujeres. Peor aún, la
violencia ha aumentado y se ha expandido en escenarios
más específicos y particulares, que ni aun las leyes ni los
estudios han considerado: la violencia política hacia las
mujeres.

El Protocolo para Atender la Violencia Política Contra las
Mujeres señala:  

“La violencia política contra las mujeres comprende to-
das aquellas acciones y omisiones —incluida la tole-
rancia— que, basadas en elementos de género y dadas
en el marco del ejercicio de derechos político-electora-
les, tengan por objeto o resultado menoscabar o anular
el reconocimiento, goce y/o ejercicio de los derechos
políticos o de las prerrogativas inherentes a un cargo
público”.

Uno de los grandes problemas de este tipo de violencia es
que aun cuando existen varias iniciativas propuestas en las
Cámaras del Congreso, México no cuenta con un marco
legal específico en materia de violencia política. Sin em-
bargo, la violencia política contra las mujeres se ha hecho
más visible en los últimos años, lo cual se demuestra me-
diante casos documentados o expuestos por los medios de
comunicación y asociaciones civiles, casos que surgen me-
diante candidaturas simuladas hasta agresiones, amenazas
y homicidios por razones de género. 

La violencia política debe entenderse como un tipo de vio-
lencia que puede tener origen en cualquier esfera: política,
económica, social, cultural, civil, dentro del seno familiar
o unidad doméstica, en general en toda relación interperso-

nal, comunidad, partido o institución política. Es decir, in-
cluye el ámbito público y el privado. Puede ser simbólica,
verbal, patrimonial, económica, psicológica, física y sexual
y puede efectuarse mediante cualquier medio de informa-
ción (periódicos, radio y/o televisión), tecnologías de in-
formación y/o en el ciberespacio. Puede ser perpetrada por
el Estado o sus agentes, por superiores jerárquicos, subor-
dinados, colegas de trabajo, partidos políticos o represen-
tantes de los mismos; por medios de comunicación y sus
integrantes.

Entre las expresiones de violencia hacia las mujeres, desta-
can los chismes como dispositivos de control sobre la vida
privada, sexual, afectiva o sentimental  de las mujeres, al
igual que muestras explícitas de discriminación y violen-
cia, que refieren la violación sistemática de sus derechos
políticos en todos los ámbitos de participación política
abarcando espacios comunitarios, municipales, estatales,
regionales, incluso escenarios nacionales. 

Muestra de lo descrito anteriormente, nos refiere a la con-
tienda electoral 2014-2015 cuando la candidata a la alcal-
día de Ecatepec por el Partido del Trabajo (PT), Jessica Sa-
lazar, denunció que haber sido víctima de agresiones y
amenazas, así como de un intento de secuestro el 11 de ma-
yo en la colonia Alboradas de Aragón, donde un comando
armado de 13 sujetos la agredió de manera física y verbal,
resultando heridos dos de sus colaboradores. 

En abril del año 2016, se registraron dos casos de Violen-
cia Política de Género en el municipio de Ixtapaluca, uno
en contra de una funcionaria del Instituto Nacional Electo-
ral (INE) y el otro en contra de una mujer en una casilla.
En el primer caso, la funcionaria del INE fue presionada
por parte de simpatizantes de un partido político, mientras
que en el segundo, la mujer fue golpeada a las afueras de
una casilla, impidiéndole que ejerciera su derecho al su-
fragio.

Estos son sólo algunos ejemplos de la manera sistemática
en que las mujeres se enfrentan a situaciones de violencia
política, como: acoso político y violencia de género que
obstaculizan su designación y participación en puestos de
representación popular y cargos de liderazgo. 

En el 2015, Roselia Bustillo Marín, investigadora del Cen-
tro de Capacitación del Tribunal Judicial Electoral, afirmó
que la Paridad de Género para el año 2015, en el Estado de
México, se hizo visible la violencia política con la imposi-
ción de familiares femeninas en los cargos públicos, quie-
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nes al final no actuaron por voluntad, pues se impuso la vo-
luntad de quien las obligo a asumir un cargo. 

Estas acciones representan una seria amenaza para la de-
mocracia ya que se impide a las mujeres realizar sus cam-
pañas políticas o cumplir con las obligaciones de sus car-
gos. En este sentido, los procesos electorales son anulados
mediante la intimidación y la coerción.

La presencia y participación política de las mujeres en Mé-
xico, es aún limitada. Esta realidad se refleja a través de la
historia y la conformación de las esferas de poder que per-
miten hacer visible la desigual situación de género.

Específicamente, en la entidad del Estado de México, en-
cabezada por Eruviel Ávila Villegas, existe una conforma-
ción desigual del gabinete. De las 18 Secretarías que lo
componen, sólo tres mujeres son titulares: Ana Lilia He-
rrera en la Secretaría de Educación; Carolina Alanís More-
no en el DIF y Rosalinda Elizabeth Benítez González en la
Secretaría de Turismo.  

Actualmente, en la legislatura del Estado de México existe
un amplio margen que se debe superar en materia de igual-
dad. Pues de los 78 escaños legislativos, sólo 28 son ocu-
pados por mujeres. A nivel municipal, la participación de
las mujeres como presidentas es heterogéneo en todo el pa-
ís, es decir, en el entonces Distrito Federal (hoy en día Ciu-
dad de México) se puede ver que 31.3 por ciento de las mu-
jeres participan encabezando las delegaciones políticas;
mientras que en contraste, en estados como Baja California
y Estado de México, es escaso o nulo. Coahuila (12%) y el
Estado de México (17%), son las entidades en las que exis-
te una menor inclusión de mujeres en la toma de decisiones
del gobierno local.

Las múltiples expresiones de violencia estructural contra
las mujeres restringe el ejercicio de su derecho a ocupar
cargos de toma de decisiones y poder político. Este tipo de
violencia lastima a candidatas, dirigentes y militantes de
todos los partidos en distintos estado de la República. No
es justo, ni legal permitirlo más.

Para el anecdotario quedarán los registros mediáticos de las
candidatas y los medios de comunicación. El no dar segui-
miento a las denuncias públicas y sobre todo, el no haber
brindado protección a las personas afectadas, lo que resul-
ta a todas luces en impunidad. La impunidad sólo genera la
repetición sistemática de estos delitos. La tardanza en la

atención de éstos fomenta la inequidad en la participación
electoral y en la vida democrática, y en muchos de los ca-
sos, obliga al abandono de una aspiración legítima a media
contienda.

Se deben de conjuntar esfuerzos a favor de proteger el ejer-
cicio de la participación política de las mujeres y salva-
guardar a las candidatas de todo acto que atente contra su
vida, su persona, su dignidad y su seguridad, con la finali-
dad de preservar su integridad y preservar el ejercicio de-
mocrático en igualdad de condiciones de mujeres y hom-
bres y de los diferentes grupos de población que conforman
su territorio. 

Para contar con candidatas a los distintos puestos de carác-
ter público, el cambio tiene que surgir al interior de los par-
tidos políticos, a partir de las campañas internas y en la
creación de mecanismos, pero sobre todo de una ley que
regule no sólo la prevención y el castigo de dichos actos,
también los sancione. 

Por lo señalado, someto a consideración de esta soberanía
la siguiente proposición con

Puntos de Acuerdo

Primero. La Comisión Permanente del Congreso de la
Unión exhorta al Instituto Nacional de las Mujeres a reali-
zar un estudio a nivel nacional de la violencia política que
enfrentan las mujeres.

Segundo. La Comisión Permanente del Congreso de la
Unión condena todo acto de violencia política ejercido ha-
cia las mujeres.

Tercero. La Comisión Permanente del Congreso de Unión
exhorta a todos los gobiernos estatales y municipales de
México a implementar políticas públicas de igualdad y
equidad para combatir la violencia política hacia las muje-
res.

Fuentes

- Álvarez, Erick. Fepade registra dos casos de violencia política en Ix-
tapaluca [en línea] Dirección de URL: 

http://www.edomexaldia.com.mx/2016/04/fepade-registra-dos-ca-
sos-de-violencia-politica-en-ixtapaluca/. Consultado el 14 de di-
ciembre de 2016.

Año II, Primer Receso, 25 de enero de 2017  Apéndice II Diario de los Debates de la Cámara de Diputados244



- Bajo el microscopio. Basta de Violencia política hacia las mujeres.
Fuente no disponible, Dirección de URL: 

http://www.bajoelmicroscopio.org/basta-de-violencia-politica-ha-
cia-las-mujeres. Consultado el 13 de Diciembre de 2016. 

- Casos de violencia política contra las mujeres. Bajo el microscopio:
Basta de Violencia política hacia las mujeres. Registro de aconteci-
mientos sobre violencia política [en línea], Dirección de URL: 

http://www.piensoluegovoto.mx/wpcontent/uploads/2015/05/Ti-
meline_Colmex_ILSB_140515-1.pdf. Consultado el 14 de diciem-
bre de 2016.  

- Centro de Estudios para el Adelanto de las Mujeres y la Equidad de
Género: Participación política de las mujeres 2014 [en línea], Direc-
ción de URL: 

file:///C:/Users/user/Downloads/PPD_LM14%20(1).pdf. Consulta-
do el 12 de diciembre de 2016. 

- Consulta de la Reforma constitucional en materia política-electoral
2014 [en línea], Dirección de URL: 

http://portales.te.gob.mx/consultareforma2014/node/2898. Consul-
tado el 13 de Diciembre de 2016.

- Cuotas de género en materia electoral [en línea] Dirección de URL: 

h t t p : / / g e n e r o . i f e . o r g . m x / p r i m e r a - r e u n i o n -
consejeras_2011/m1.html. Consultado el 13 de Diciembre de 2016.

- Dalton, Margarita. Democracia e igualdad en conflicto: las presiden-
tas municipales en Oaxaca [en línea], Tribunal Electoral del Poder Ju-
dicial de la Federación: Centro de Investigaciones y Estudios Superio-
res en Antropología Social, 2012, Dirección de URL: 

http://www.trife.gob.mx/sites/default/files/democracia_igualdad.p
df. Consultado el 14 de diciembre de 2016.

- Lamas, Marta; Azuela, Maite. Con la cultura en contra. Algunas con-
sideraciones sobre los obstáculos que las mexicanas enfrentan para
ejercer sus Derechos Político-Electorales, en Ansolabehere K. y Cer-
va D., Género y derechos políticos. La protección jurisdiccional de los
derechos político-electorales de las mujeres en México [en línea], Di-
rección de URL: 

http://portal.te.gob.mx/sites/default/files/publicaciones/file/gene-
ro_y_dp.pdf. Consultado el 14 de diciembre de 2016. 

- Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida libre de Violencia
[en línea], Cámara de Diputados del H. Congreso de la Unión. Última
reforma publicada DOF 17-12-2015 Dirección de URL: 

http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/LGAMVLV_1712
15.pdf. Consultado el 11 de diciembre de 2016.  

- Observatorio Ciudadano Nacional del Feminicidio (en línea), Direc-
ción de URL: 

http://observatoriofeminicidiomexico.org.mx/publicaciones/. Con-
sultado el 12 de diciembre de 2016.

- Procuraduría General de la República. Registra FEPADE 141 casos
de violencia política de género durante el 2015 y 2016. Comunicado
1252/16 [en línea] Dirección de URL: 

https://www.gob.mx/pgr/prensa/registra-fepade-141-casos-de-vio-
lencia-politica-de-genero-durante-el-2015-y-2016-comunicado-
1252-16.  Consultado el 13 de diciembre de 2016.

- S/a. Impera Violencia política en Edomex [en línea], Diario Atizapán,
Dirección de URL: http://www.hola-atizapan.com/impera-violencia-
politica-en-edomex/. Consultado el 13 de Diciembre de 2016. 

- Talamás Salazar, Marcela; Lascurain Sánchez de Tagle, Sofía. Proto-
colo para Atender la Violencia Política Contra las Mujeres [en línea],
Coordinación de Comunicación Social del Tribunal Electoral del Poder
Judicial de la Federación, Dirección de URL: 

http://www.fepade.gob.mx/actividades_ins/2016/marzo/Protocolo-
Violencia_140316.pdf. Consultado el 14 de diciembre de 2016.

Sede de la Comisión Permanente, a 25 de enero de 2017.— Diputado
Omar Ortega Álvarez (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Igualdad de Género, de la
Cámara de Diputados.

REALIZAR UNA REVISIÓN ENTRE LOS MENORES
DE EDAD QUE HABITAN EN LA CASA HOGAR PA-
RA JÓVENES EN EL ESTADO DE ZACATECAS

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a
la Presidenta de la Comisión de Derechos Humanos de Za-
catecas y la directora general del Sistema Estatal de Desa-
rrollo Integral de la Familia a verificar la integridad física
y emocional de los menores de edad de la Casa Hogar pa-
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ra Jóvenes de Zacatecas, y garantizar el goce de sus dere-
chos humanos, suscrita por la diputada Claudia Sofía Cori-
chi García, del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciu-
dadano

La suscrita Claudia Sofía Corichi García, Diputada Federal
integrante del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciuda-
dano en esta LXIII Legislatura del Honorable Congreso de
la Unión, con fundamento en lo dispuesto en el artículo 6,
numeral 1, fracción I; y 79, numeral 2, fracción III del Re-
glamento de la Cámara de Diputados, someto a considera-
ción de esta soberanía el presente punto de acuerdo por el
que la Comisión Permanente del Honorable Congreso de la
Unión, exhorta a la titular de la Comisión de Derechos Hu-
manos del Estado de Zacatecas (CDHEZ), doctora María
de la Luz Domínguez Campos, y a la directora general del
Sistema Estatal de Desarrollo Integral de la Familia, Yadi-
ra Galván Sánchez a realizar una revisión entre los meno-
res de edad que habitan en la “Casa Hogar para Jóvenes de
Zacatecas”, dependiente de la Coordinación de Casas Asis-
tenciales de la Procuraduría de la Defensa del Menor, la
Mujer y la Familia del Sistema Estatal para el Desarrollo
Integral de la Familia, con la finalidad de verificar su inte-
gridad física y emocional, y garantizar el goce de sus dere-
chos humanos, al tenor de las siguientes

Consideraciones

I. Las niñas, niños y adolescentes víctimas de maltrato y
abandono son aquellos que, de acuerdo con el Artículo 19
de la Convención sobre los Derechos del Niño “sufren (...)
toda forma de perjuicio o abuso físico o mental, descuido
o trato negligente, malos tratos o explotación, incluido el
abuso sexual”. En el Informe Mundial sobre Violencia con-
tra los Niños y las Niñas, dice sobre el maltrato infantil que
“las formas de violencia a las que estará expuesto un niño
o una niña variarán según su edad y etapa de desarrollo, es-
pecialmente cuando comienzan a interactuar con el mundo
fuera del hogar. En el entorno del hogar y la familia, los ni-
ños y niñas experimentan agresiones y otros actos de vio-
lencia física, sexual, así como prácticas tradicionales per-
judiciales”. 

II. Según el estudio “Los derechos de la infancia y la ado-
lescencia en Zacatecas” realizado por UNICEF, la invisibi-
lidad de la violencia dirigida hacia niñas, niños y adoles-
centes se refleja en una baja proporción de denuncias y, por
lo mismo, en insuficiencias en la atención en relación con
las dimensiones del problema. En cuanto a la violencia ha-
cia niñas, niños y adolescentes hay que señalar que la po-

breza, el trabajo infantil, uniones tempranas, consumo de
drogas y alcohol, exclusión escolar y un ambiente hostil en
la escuela, así como la violencia en la propia familia, son
factores de riesgo que están impactando negativamente en
la vida de miles de niños y jóvenes zacatecanos. Mientras
que las autoridades no cuentan con sistemas de informa-
ción concreta que permitan un registro sistemático de los
casos y favorezcan la implementación de acciones adecua-
das de prevención y seguimiento.

III. Cabe señalar, en lo que se refiere a quejas, ante la Co-
misión Estatal de Derechos Humanos de un promedio de
82 quejas presentadas en los últimos años generalmente so-
lo 1 deriva en recomendación, sobre todo cuando hay casos
de gravedad, por ejemplo, los relacionados con el maltrato
físico o emocional por parte de maestros, conserjes o pre-
fectos, o de la violencia sexual. Destaca por igual que el
Centro de Prevención y Atención a la Violencia Intrafami-
liar  según los resultados del citado estudio de UNICEF se-
ñalan que se encuentra lejos de cumplir con la adecuada
aplicación de la norma oficial mexicana NOM-046-SSA2-
2005, que detalla la atención integral que debería propor-
cionarse a las víctimas y obliga a dar “vista” al ministerio
público de los casos donde las lesiones u otros signos sean
presumiblemente vinculados a la violencia familiar o se-
xual. 

IV. El pasado 20 de enero se filtró a través de redes socia-
les una grabación dónde se escucha de la directora de la
Casa Hogar, Guadalupe Álvarez, quien solicita que a una
niña la bañen con agua con hielos porque se orinó.

V. Dentro de sus atribuciones la Casa Hogar tiene según el
Estatuto Orgánico del Sistema Estatal para el Desarrollo
Integral de la Familia, publicado en el Periódico Oficial de
Gobierno del Estado el 15 de junio de 2013, en su Fracción
XXI, el: “Supervisar el buen trato y cuidado de los meno-
res por parte del personal asignado en cada área”, situación
que ha sido abiertamente cuestionada por los recientes
acontecimientos.

Por esta razón, y ante la posible grave situación que viven de
los llamados “niños institucionales”, los que viven en casas
de asistencias, es que es urgente que se revise se esté cum-
pliendo con la normatividad vigente, y que los infantes se
encuentren en óptimo estado de salud física y mental.

Por todo lo anteriormente expuesto, es que presento a esta
soberanía la siguiente proposición con punto de acuerdo, al
tenor del siguiente
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Resolutivo

Único. La Comisión Permanente del Honorable Congreso
de la Unión, exhorta a la titular de la Comisión de Dere-
chos Humanos del Estado de Zacatecas (CDHEZ), doctora
María de la Luz Domínguez Campos, y a la Directora Ge-
neral del Sistema Estatal de Desarrollo Integral de la Fa-
milia, Yadira Galván Sánchez a realizar una revisión entre
los menores de edad que habitan en la “Casa Hogar para
Jóvenes de Zacatecas”, dependiente de la Coordinación de
Casas Asistenciales de la Procuraduría de la Defensa del
Menor, la Mujer y la Familia del Sistema Estatal para el
Desarrollo Integral de la Familia, con la finalidad de veri-
ficar su integridad física y emocional, y garantizar el goce
de sus derechos humanos.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a los 25 días del mes de
enero de 2017.— Diputada Claudia Sofía Corichi García (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Derechos de la Niñez de la
Cámara de Diputados.

ESTABLECER LOS 18 AÑOS DE EDAD MÍNIMA PARA
CONTRAER MATRIMONIO

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a
los congresos locales a armonizar su legislación a fin de es-
tablecer la edad mínima de 18 años para contraer matrimo-
nio, suscrita por la senadora Lucero Saldaña Pérez, del
Grupo Parlamentario del PRI

Con fundamento en lo dispuesto por los artículos 78, frac-
ción III, de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos; 58 del Reglamento para el Gobierno Interior
del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos y
Décimo Tercero del acuerdo parlamentario que establece
los criterios generales para el desarrollo de las sesiones, la
conformación del orden del día y los debates que se reali-
cen en la Comisión Permanente del Honorable Congreso
de la Unión, durante el primer receso del segundo año de
ejercicio de la LXIII Legislatura, tengo a bien someter a su
consideración la presente; proposición con punto de acuer-
do que presenta la senadora Lucero Saldaña Pérez, del
Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institu-
cional, por el que la Comisión Permanente del Congreso de
la Unión exhorta respetuosamente a los Congresos de las
diferentes entidades federativas a que armonicen su legis-

lación local con el objeto de establecer los 18 años como
edad mínima para contraer matrimonio, sin excepciones o
dispensas.

Antecedentes

El matrimonio infantil, es decir, aquel en el que se involu-
cra a personas menores de 18 años, de acuerdo con el Co-
mité para la Eliminación de la Discriminación contra la
Mujer y el Comité de los Derechos del Niño, forma parte
del conjunto de prácticas nocivas que tienen su origen en la
discriminación por razón de sexo, género y edad, princi-
palmente.

Al reconocer lo anterior, obedece que de manera conjunta
ambos comités adoptaran la recomendación general núme-
ro 31 del Comité para la Eliminación de la Discriminación
contra la Mujer y observación general número 18 del Co-
mité de los Derechos del Niño sobre las prácticas nocivas,1

en donde se les define como:

…prácticas y formas de conducta persistentes que se
fundamentan en la discriminación por razón de sexo,
género y edad, entre otras cosas, además de formas múl-
tiples o interrelacionadas de discriminación que a me-
nudo conllevan violencia y causan sufrimientos o daños
físicos o psíquicos. El daño que semejantes prácticas
ocasionan a las víctimas sobrepasa las consecuencias fí-
sicas y mentales inmediatas y a menudo tiene el propó-
sito o el efecto de menoscabar el reconocimiento, dis-
frute o ejercicio de los derechos humanos y las
libertades fundamentales de las mujeres y los niños.
Asimismo, tales prácticas repercuten negativamente en
su dignidad, su integridad y desarrollo a nivel físico,
psicosocial y moral, su participación, su salud, su edu-
cación y su situación económica y social (párrafo 15)

Ambos Comités reconocen que las prácticas nocivas de
mayor prevalencia incluyen: la mutilación genital femeni-
na, el matrimonio infantil o forzoso, la poligamia, los deli-
tos cometidos por motivos de “honor” y la violencia por
causa de la dote.

Asimismo, establecen el carácter multidimensional de sus
causas, que incluyen: los papeles estereotipados asignados
por razón de sexo o género, la supuesta superioridad o in-
ferioridad de uno de los sexos, los intentos por ejercer con-
trol sobre los cuerpos y la sexualidad de las mujeres y las
niñas, las desigualdades sociales y la prevalencia de es-
tructuras de poder dominadas por el sexo masculino.
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En esta recomendación/observación conjunta, se establece
que el matrimonio infantil o también denominado matri-
monio a edad temprana, es cualquier matrimonio en el que
al menos uno de los contrayentes sea menor de 18 años2

(párrafo 20). Esta práctica, que afecta principalmente a las
niñas, puede ser considerada una forma de matrimonio for-
zado, dado que una o ambas partes involucradas suelen no
otorgar un consentimiento pleno, libre e informado.

En el marco jurídico nacional destaca, que la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, en el párrafo
noveno del artículo 4o., establece que es deber del Estado
velar y cumplir en todas sus decisiones y actuaciones con
el principio del interés superior de la niñez, mismo que de-
berá guiar el diseño, ejecución, seguimiento y evaluación
de las políticas públicas dirigidas a la niñez.

Por su parte, la Ley General de los Derechos de Niñas, Ni-
ños y Adolescentes (LGDNNA), reconoce a ese grupo de
población como titulares de derechos, de conformidad con
los principios de universalidad, interdependencia, indivisi-
bilidad y progresividad, en los términos que establece el ar-
tículo 1o. constitucional. Esta ley establece los principios
rectores y criterios que deben orientar a la política nacional
en materia de derechos de niñas, niños y adolescentes.

Como parte del Derecho a Vivir en Condiciones de Bien-
estar y a un Sano Desarrollo Integral de niñas, niños y ado-
lescentes, la LGDNNA establece:

Artículo 45. Las leyes federales y de las entidades fe-
derativas, en el ámbito de sus respectivas competencias,
establecerán como edad mínima para contraer matrimo-
nio los 18 años.

Es necesario recordar que como parte de las Observaciones
finales del Comité de los Derechos del Niño, sobre los in-
formes periódicos cuarto y quinto consolidados de México
(2015), se incluye que:

A la luz de la observación general N°18. (2014) adoptada
de manera conjunta con el Comité para la Eliminación de
la Discriminación Contra la Mujer, el Comité recomienda
al estado parte que asegure la efectiva implementación
del artículo 45 de la LGDNNA asegurando que la edad
mínima para contraer matrimonio por parte de niñas y
niños sea establecida en 18 años en las leyes de todos los
estados. El Estado parte debe también implementar pro-
gramas integrales de sensibilización sobre las consecuen-
cias negativas del matrimonio infantil en niñas, teniendo

como población objetivo a los familiares, maestros y líde-
res indígenas.

Lo cierto es que hasta la fecha no se ha logrado esta armo-
nización en la legislación de todas las entidades federativas
del país. En la actualidad:

• En 1 entidad federativa se permite el matrimonio de
menores de 18 años de edad: Aguascalientes.

• En 15 entidades se permite el matrimonio de menores
de 18 año~ con dispensa, consentimiento o excepciones:
Baja California, Campeche, Chihuahua, Ciudad de Mé-
xico, Durango, Guanajuato, Guerrero, Hidalgo, Nuevo
León, Oaxaca, Querétaro, Sonora, Tabasco, Tlaxcala y
Zacatecas.

• En 16 entidades se establece puntualmente que no se
permite el matrimonio de menores de 18 años: Baja Ca-
lifornia’ Sur, Chiapas, Coahuila, Colima, Estado de Mé-
xico, Jalisco, Michoacán, Morelos, Nayarit, Puebla,
Quintana Roo, San Luis Potosí, Sinaloa, Tamaulipas,
Veracruz y Yucatán (ver cuadro 1)
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Por otra parte, en nuestro país la Estrategia Nacional de
Prevención del Embarazo Adolescente (ENAPEA), presen-
tada en 2015 por el gobierno federal, señaló en su diagnós-
tico que el fenómeno de embrazo adolescente está apareja-
do con el de uniones tempranas. Siendo, al mismo tiempo,
consecuencia y causa de las uniones matrimoniales de ni-
ñas y adolescentes. Uniones muchas veces impuestas o no
deseadas. Estadísticamente, 60% de las 486, 000 mujeres

adolescentes madres unidas, vivieron la unión y el primer
parto en el mismo año de su vida.

La ENAPEA dio cuenta de que en nuestro país, casi tres
cuartas partes de las niñas de 10 a 14 años de edad que tie-
nen un hijo o hija, están casadas o vive en parejas, lo cual
entraña riesgos psicológicos y sociales. Asimismo, el por-
centaje de mujeres adolescentes de 15 a 19 años de edad
casadas o unidas (16%) es casi tres veces mayor que la pro-
porción de hombres de esta edad (6.2%) que reportan vivir
en matrimonio o unión.

En otras palabras, las uniones no se dan en la misma medi-
da entre adolescentes mujeres y sus contrapartes hombres.
Por el contrario, la propia ENAPEA mostró que de acuer-
do con el registro de nacimientos de la Secretaría de Salud
en 60% de los registros de madres adolescentes, el padre es
un hombre de 20 o más años, lo cual cuestionaría si las re-
laciones que llevaron al embarazo fueron consentidas o no.
Entre menor es la edad de la adolescente que es madre, ma-
yor es la proporción de hombres (los padres) 10 años o
más, mayores que ellas. Es contundente el dato: mientras
menor edad tiene la madre, mayor probabilidad de que la
pareja sea mayor y que exista una mayor desigualdad de
poder entre ellos.

La ENAPEA afirma que: el matrimonio u otro tipo de
unión, así como el embarazo y el parto a edades muy tem-
pranas, con grandes diferenciales de edades respecto de la
pareja, aumentan la vulnerabilidad de estas adolescentes; al
propiciar el desequilibrio de poder al interior de la pareja y
las pone en un riesgo continuo de abuso y violencia sexual
basado en la construcción social de un enfoque de género
no equitativo ni de igualdad. Al mismo tiempo que hace
evidente que este tipo de uniones suele tener mayor inesta-
bilidad, ya que la literatura muestra que las uniones que se
dan en la adolescencia tienen cuatro veces mayor riesgo de
disolverse en pocos años.

En el análisis del marco jurídico para prevenir el embarazo
adolescente, la ENAPEA, puso en evidencia que existe una
falta de homogeneidad en los Códigos Civiles Federal y lo-
cales respecto de la edad mínima para contraer matrimo-
nio, sugiriendo que: En este contexto se hace necesaria la
revisión del marco jurídico que regula la edad mínima al
matrimonio en cada una de las entidades federativas.

Por lo anterior y tomando en cuenta el marco internacional
en materia de derechos de la niñez, la ENAPEA incluyó en
el objetivo 2. Propiciar un entorno habilitante que favorez-
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ca las decisiones libres, responsables e informadas de las y
los adolescentes sobre el ejercicio de su sexualidad y la
prevención del embarazo, la siguiente línea de acción:

4. Promover acciones legislativas estatales para homologar
los Códigos Penales estatales con la normatividad nacional
e internacional en sus artículos relativos a violencia y abu-
so .sexuales de menores. Por ejemplo, modificar las leyes
de estupro, rapto, violación equiparada, violación a meno-
res y matrimonios forzados.

• Impulsar iniciativas en los congresos estatales que ho-
mologuen los códigos penales para eliminar la violen-
cia, el abuso sexual y los matrimonios forzados en la po-
blación adolescente.

• Promover la búsqueda intencionada, la persecución de
oficio y la sanción de delitos de violencia, abuso sexual
y matrimonio forzado contra niñas, niños y adolescen-
tes.

En el mismo año de 2015, las doce agencias del Sistema de
las Naciones Unidas con representación en México, impul-
saron la campaña “De la A (Aguascalientes) a la Z (Za-
catecas), México sin unión temprana y matrimonio de
niñas en la ley y en la práctica”.

La campaña constituía un llamado a gobiernos y congresos
(a nivel federal y estatal), a la sociedad civil, a los medios
de comunicación y a la ciudadanía para tomar acciones
concretas para eliminar el matrimonio y la unión temprana
de las niñas, tanto en la ley y en la práctica.

Para estas agencias: El matrimonio de niñas y las uniones
tempranas constituyen una violación a los derechos huma-
nos de las niñas y son consideradas por la ONU como prác-
ticas nocivas que afectan gravemente la vida, la salud, la
educación y la integridad de las niñas, impacta su desarro-
llo futuro y el de sus familias, e incrementa la discrimina-
ción y la violencia contra ellas.

Las agencias reconocían que la situación en México resul-
ta preocupante, dado que al menos una de cada cinco me-
xicanas entra en unión conyugal antes de cumplir los 18
años de edad; observando que la tendencia de las uniones
tempranas ha variado poco en las nuevas generaciones y
hoy 6.8 millones de mujeres entre 15 y 54 años se unieron
conyugalmente antes de los 18 años de edad.

La campaña propuso dos objetivos:

1. Generar conversación y acción para prevenir y poner
fin al matrimonio y la unión de las niñas, ubicándolas
como una práctica nociva, acorde a las realidades loca-
les y nacionales.

2. Llamado a la acción: “De la A(guascalientes) a la
Z(acatecas)”, para la armonización legal completa acor-
de a los textos internacionales para establecer la edad
del matrimonio a los 18 años sin excepción.

Por otro lado, el pasado mes de agosto de 2016, el Sistema
Nacional de Protección Integral de Niñas, Niños y Ado-
lescentes aprobó el instrumento de política pública deno-
minado “25 al 25: Objetivos Nacionales de Derechos de
Niñas, Niños y Adolescentes”, que constituye una ruta de
mediano plazo para promover y garantizar los derechos de
la niñez y adolescencia dando cumplimiento a la Ley Ge-
neral de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes
(LGDNNA), mediante la articulación de programas, estra-
tegias y acciones, teniendo como fin que esta población al-
cance su máximo potencial y bienestar.

Los 25 objetivos propuestos responden a los derechos re-
conocidos en la LGDNNA, y están agrupados según 4 di-
mensiones utilizadas a nivel internacional por UNICEF
(supervivencia, desarrollo, protección y participación).
Además tienen una perspectiva de integralidad, es decir,
busca que la acción conjunta del Estado tome en cuenta la
interdependencia de los derechos.3

Cabe reiterar que la LGDNNA, en su artículo 115, señala
que es deber de todos los órdenes de gobierno el coadyu-
var para el cumplimiento de los objetivos de la misma, de
conformidad con las competencias previstas en el texto del
mencionado ordenamiento y demás disposiciones legales
aplicables.

En el dominio denominado “supervivencia”, se establece
que niñas, niños y adolescentes tienen derecho a la vida y
como sujetos de derecho significa que el Estado debe ga-
rantizarle el acceso a los recursos que les permita conser-
varla a lo largo de su ciclo de vida, atendiendo las necesi-
dades bio-psico-sociales de conformidad a las etapas del
desarrollo.

En este dominio, el quinto objetivo es el relativo a Emba-
razo adolescente, incorporando lo relativo a las uniones
tempranas, por lo que se propone:
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Prevenir y reducir el número de embarazos en niñas y
adolescentes, así como las uniones tempranas y asegurar
apoyos para que las madres y los padres menores de 18
años y sus hijas e hijos puedan ejercer plenamente sus de-
rechos.

Es por todo lo anterior y considerando que las condiciones
jurídicas y socioculturales están dadas para asegurar que el
matrimonio de personas menores de 18 años se elimine en
todas las entidades federativas, sin excepciones o dispen-
sas, es que someto a consideración de esta Comisión Per-
manente del Congreso de la Unión, el siguiente punto de
acuerdo:

Punto de Acuerdo

Único. La Comisión Permanente del Congreso de la
Unión, exhorta respetuosamente a los Congresos de las di-
ferentes entidades federativas a que armonicen su legisla-
ción local con el objeto de establecer los 18 años como
edad mínima para contraer matrimonio, sin excepciones o
dispensas.

Notas

1 Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer/Co-
mité de los Derechos del Niño, Recomendación general núm. 31 del
Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer y ob-
servación general núm. 18 del Comité de los Derechos del Niño sobre
las prácticas nocivas, adoptadas de manera conjunta, 14 de noviembre
de 2014 

(CEDAW/C/GC/31/CRC/C/GC/18). En internet: 

http://www.acnur.org/t3/fileadmin/Documentos/BDL/2014/9925.p
df

2 Cabe hacer mención, sin embargo, que este documento conjunto, ad-
mite la posibilidad del matrimonio entre personas menores de 18 años,
al establecer: Como una cuestión de respeto a las capacidades en evo-
lución del niño y a su autonomía a la hora de tomar decisiones que
afectan a su vida, en circunstancias excepcionales se puede permitir el
matrimonio de un niño maduro y capaz menor de 18 años, siempre y
cuando el niño tenga como mínimo 16 años de edad y tales decisiones
las adopte un juez basándose en motivos excepcionales legitimas defi-
nidos por la legislación y en pruebas de madurez, sin dejarse influir por
la cultura ni la tradición.(párrafo 20) Cuestión que, en el marco de los
avances jurídico y culturales de nuestro país, pretendemos sea supera-
da.

3 https://www.gob.mx/segob/articulos/25al25-objetivos-de-mexico-
para-garantizar -el-ejercicio-de-derechos-a-ninas-ninos-y-adolescentes

Ciudad de México, a 25 de enero de 2017.— Senadora: Lucero Salda-
ña Pérez (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Juventud y Deporte, de la
Cámara de Senadores.

FACILITAR LAS INVESTIGACIONES CON RESPEC-
TO A LA APLICACIÓN DE QUIMIOTERAPIAS CON
AGUA DESTILADA A NIÑAS Y NIÑOS ENFERMOS
DE CÁNCER EN EL ESTADO DE VERACRUZ

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a
la Ssa a colaborar –en el ámbito de su competencia– con el
gobierno de Veracruz a fin de facilitar las investigaciones
respecto a la aplicación de quimioterapias con agua desti-
lada a menores con cáncer en el estado; y, en su caso, co-
laborar para dar atención oportuna e inmediata conforme al
derecho de prioridad que tienen los niños y los adolescen-
tes, suscrita por senadores de los Grupos Parlamentarios
del PAN y del PRI

Las y los suscritos senadores, Martha Elena García Gómez,
Diva Hadamira Gastélum Bajo, Juan Carlos Romero
Hicks; Martha Angélica Tagle Martínez, Yolanda de la To-
rre Valdez, Francisco Salvador López Brito, integrantes de
diversos grupos parlamentarios de la LXIII Legislatura,
con fundamento en lo dispuesto en los artículos 8, numeral
1, fracción II, 95 numeral 1, 108 y 276 del Reglamento del
Senado de la República, someten a la consideración de ple-
no de esta soberanía, la siguiente proposición con punto de
acuerdo por el que la Comisión Permanente del Honorable
Congreso de la Unión exhorta a la Secretaría de Salud pa-
ra que en el ámbito de sus competencias colabore con el
gobierno del estado de Veracruz a fin de facilitar las inves-
tigaciones con respecto a la aplicación de quimioterapias
con agua destilada a niñas y niños enfermos de cáncer en
el estado y en su caso, colabore para brindar atención opor-
tuna e inmediata bajo el derecho de prioridad que tienen ni-
ñas, niños y adolescentes al tenor de las siguientes

Consideraciones

El cáncer inicia como una alteración celular que provoca
un aumento descontrolado de células anormales que crecen
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de forma invasiva y se propagan a través de los tejidos, lo
que perturba el funcionamiento normal del organismo.
Cualquier parte del cuerpo es susceptible de ser afectada,
de forma tal que existen más de 100 tipos de esta enferme-
dad. Es un padecimiento de alta incidencia en nuestro país
y se ubica como la tercera causa de muerte. La morbilidad
y mortalidad por cáncer en México son un problema de sa-
lud pública. 

En la población de niñas, niños y adolescentes, se conside-
ra que el cáncer es una enfermedad poco frecuente con res-
pecto a las personas adultas, sin embargo, de acuerdo con
datos del Instituto Nacional de Estadística y Geografía (In-
egi)1 constituye una de las principales causas de morbi-
mortalidad entre la población que aún no cumple los 20
años de edad. El Inegi señala que en 2012, en la región de
América Latina y el Caribe, aproximadamente 29 mil niños
y adolescentes con menos de 15 años fueron diagnostica-
dos con cáncer, siendo leucemia linfoblástica aguda, el ti-
po más común. No obstante, debido a los avances en su
diagnóstico y tratamiento oportunos, la mayoría de los en-
fermos de este tipo de cáncer se curan. 

De acuerdo con el Inegi, en México se estima que anual-
mente surgen entre 5000 y 6000 casos nuevos de cáncer en
niñas, niños y adolescentes menores de 18 años de edad.
Igual que en el contexto regional, destacan principalmente
las leucemias, que representan el 52% de los casos, los lin-
fomas representan el 10% y los tumores del sistema ner-
vioso central el 10%. La sobrevida estimada en México es
del 56% del diagnóstico y la razón de incidencia de casos
de cáncer es de 9 casos por 100 mil menores de 18 años pa-
ra la población no derechohabiente en la República Mexi-
cana. 

México tiene un promedio anual de 2,150 muertes por cán-
cer infantil y representa la primera causa de muerte por en-
fermedad en niñas, niños y adolescentes entre 5 y 14 años
de edad, conforme a la cifras preliminares 2013 reportadas
por el Sistema Estadístico Epidemiológico de las Defun-
ciones (SEED).

El pasado 16 enero del presente, el Gobernador del Estado
de Veracruz Miguel Ángel Yunes Linares, denunció que en
la Administración del ex gobernador Javier Duarte en el es-
tado de Veracruz, niñas y niños enfermos de cáncer reci-
bieron agua destilada en lugar de las medicinas de sus qui-
mioterapias, El Gobernador Yunes Linares señaló en
conferencia de prensa: “Tenemos ya resultado de un labo-
ratorio que señaló que el medicamento que se administra-

ba a niños, una quimioterapia que se administraba a niños,
no era realmente un medicamente, sino que era un com-
puesto inerte, era agua prácticamente destilada”2

Al respecto, es importante destacar que lo anterior, consti-
tuye una flagrante violación de diversos derechos que han
sido contemplados en nuestra Constitución Política, en di-
versos tratados internacionales suscritos por el Estado Me-
xicano así como en el marco jurídico local y nacional en
materia de niñas, niños y adolescentes. Al respecto, la Ley
General de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes
establece en sus artículos 14 y 16 el derecho a la vida, a la
supervivencia y el desarrollo, a fin de que niñas, niños y
adolescentes vean preservado su derecho a la vida y a que
no ser privados de ella bajo ninguna. Asimismo, el derecho
de prioridad establece la protección y socorro de niñas, ni-
ños y adolescentes en cualquier circunstancia y con la
oportunidad necesaria; que se les atienda antes que a las
personas adultas en todos los servicios, en igualdad de con-
diciones, entre otras. Es también una violación al derecho
a vivir en condiciones de bienestar y a un sano desarrollo
integral, y al derecho de discriminación por condición de
edad y porque discrimina a las niñas y niños cuya situación
económica de sus familias les obligaba a solicitar este ser-
vicio público, pero sobre todo es una innegable violación a
su derecho a la protección de la salud y a la seguridad so-
cial, para disfrutar del más alto nivel posible de la salud, así
como a recibir la prestación de servicios de atención médi-
ca gratuita y de calidad de conformidad con la legislación
en materia de salud, con el fin de prevenir, proteger y res-
taurar su salud.

La Ley número 573 de los Derechos de Niñas, Niños y
Adolescentes del Estado de Veracruz de Ignacio de la Lla-
ve establece y salvaguarda también todos los derechos con-
templados en la Ley General de los Derechos de Niñas, Ni-
ños y Adolescentes. Y en específico relativo al derecho a la
salud, el artículo 43 fracción XVI de esta ley establece la
obligación de las autoridades estatales y municipales para
asegurar asistencia médica y sanitaria de enfermedades y
rehabilitación de salud, mediante programas de detección
temprana y atención oportuna de enfermedades tanto cura-
bles como de carácter terminal. 

Además contempla que el Sistema Estatal de Salud deberá
garantizar el pleno cumplimiento del derecho a la salud
atendiendo al derecho de prioridad, al interés superior de la
niñez, la igualdad sustantiva y la no discriminación, así co-
mo establecer Acciones afirmativas a favor de niñas, niños
y adolescentes. La información dada a conocer por el Go-
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bernador Yunes Linares sobre niñas y niños que recibieron
quimioterapia con agua destilada en el Estado de Veracruz
debe investigarse por las autoridades a fin de que se fin-
quen las responsabilidades correspondientes y se sancione
conforme a la legislación aplicable, así como que se les re-
pare el daño y se restituyan sus derechos de manera opor-
tuna. 

Por lo antes expuesto, de conformidad con los artículos 8,
numeral 1, fracción II, 108 y 276 del Reglamento del Se-
nado de la República, sometemos a consideración y apro-
bación de este pleno, los siguientes

Puntos de Acuerdo

Primero. La Comisión Permanente del Honorable Congre-
so de la Unión exhorta a la Secretaría de Salud para que en
el ámbito de sus competencias colabore con el gobierno del
Estado de Veracruz a fin de facilitar las investigaciones con
respecto a la aplicación de quimioterapias con agua desti-
lada a niñas y niños enfermos de cáncer en el Estado y en
su caso, colabore para brindar atención oportuna e inme-
diata bajo el derecho de prioridad que tienen niñas, niños y
adolescentes. 

Segundo. La Comisión Permanente del Honorable Con-
greso de la Unión exhorta al Gobierno del Estado de Vera-
cruz, para que en el ámbito de sus competencias continúe
con las investigaciones y sancione las posibles conductas
por parte de las autoridades de la pasada administración del
Estado y el personal de la Secretaría de Salud por la apli-
cación de quimioterapias con agua destilada a niñas y ni-
ños enfermos de cáncer.

Tercero. La Comisión Permanente del Honorable Congre-
so de la Unión exhorta a la Procuraduría Estatal de Protec-
ción de Niñas, Niños y Adolescentes a que determinen las
medidas de protección integral y de restitución de los dere-
chos de las niñas y los niños afectados por la aplicación de
quimioterapias con agua destilada.

Notas

1 Inegi, 2016. “Estadísticas a propósito del Día Mundial Contra el Cán-
cer (4 de febrero)”, consultado el 17 enero de 2017 y disponible en: 

http://www.inegi.org.mx/saladeprensa/aproposito/2016/can-
cer2016_0.pdf 

2 Nota Periodística del Diario Animal Político, 2017. “Niños enfermos
de cáncer recibieron quimios falsas durante el gobierno de Duarte en
Veracruz”, disponible en: 

http://www.animalpolitico.com/2017/01/yunes-veracruz-falsas-
quimioterapias/

Dado en el salón de sesiones del Senado de la República, a 25 de ene-
ro de 2017.— Senadores: Yolanda de la Torre Valdez, Francisco Sal-
vador López Brito, Martha Elena García Gómez, Juan Carlos Romero
Hicks, Martha Angélica Tagle Martínez (rúbricas).»

Se turna a la Comisión de Justicia, de la Cámara de Se-
nadores.

INVESTIGACIÓN SOBRE LA SUPUESTA COMPRA DE
MEDICAMENTOS APÓCRIFOS SUMINISTRADOS A
NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES ENFERMOS DE
CÁNCER, ASÍ COMO PRUEBAS DE LABORATORIO
FALSOS DE VIH EN LAS ADMINISTRACIONES DEL
GOBIERNO DEL ESTADO DE VERACRUZ

«Proposición con punto de acuerdo, relativo a la realiza-
ción de una pesquisa exhaustiva sobre la supuesta compra
de medicamentos apócrifos suministrados a niños y ado-
lescentes enfermos de cáncer, y pruebas de laboratorio de
VIH falsas en las administraciones encabezadas en Vera-
cruz por Fidel Herrera Beltrán y Javier Duarte de Ochoa,
suscrita por la senadora Angélica de la Peña Gómez, del
Grupo Parlamentario del PRD

La que suscribe Angélica de la Peña Gómez, senadora de la
República a la LXIII Legislatura e integrante del Grupo
Parlamentario del Partido de la Revolución Democrática,
con fundamento en el artículo 58 del Reglamento Interior
del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos vi-
gente por lo que se refiere al funcionamiento de la Comi-
sión Permanente, presenta a la consideración del pleno de
esta soberanía la siguiente proposición con punto de acuer-
do por el que se solicita a la Procuraduría General de la Re-
pública inicie una investigación formal y profunda a fin de
fincar responsabilidades a las diversas autoridades de los
gobiernos de los entonces gobernadores de Veracruz Fidel
Herrera Beltrán y Javier Duarte de Ochoa, involucrados en
la compra de medicamentos apócrifos suministrados a ni-
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ñas, niños y adolescentes enfermos de cáncer, al tenor de
las siguientes

Consideraciones

Los tipos de cáncer más frecuente en los niños son: leuce-
mias, linfomas, y tumores cerebrales.

En el tema del cáncer infantil no hay prevención, la opor-
tunidad de supervivencia depende de un diagnóstico tem-
prano. Se presentan casos de niños que a un día de vida son
diagnosticados con cáncer.

En México:

• Cada 4 horas muere un niño por cáncer.

• 120 mil personas son diagnosticadas con cáncer al año.

• Más de 70 mil mexicanos mueren al año a causa del
cáncer.

• 176 mexicanos mueren diariamente a causa del cáncer

• 7 mexicanos mueren cada hora a causa del cáncer

• Cada 2 horas muere una mujer por cáncer de mama

El cáncer es la segunda causa de muerte infantil en Méxi-
co y también puede generar una discapacidad. Se calcula
que 15 por ciento de los niños con cáncer en México nun-
ca reciben tratamiento especializado, de tal manera que la
mortalidad de este grupo es absoluta. Aproximadamente 5
por ciento de los niños que mueren en México, mueren de
cáncer.

No existe una total homologación de procedimientos por ti-
pos de cáncer. Los protocolos empleados en México han si-
do superados por los estándares internacionales.

El 40 por ciento de los niños que se curan sufrirán secuelas
importantes. Aun las instituciones más reconocidas carecen
del equipo adecuado para brindar un tratamiento de cali-
dad. Aun así, 70 por ciento del cáncer es curable cuando se
detecta a tiempo y se brinda el tratamiento adecuado.1

El pasado 16 enero del presente, el gobernador de Veracruz
Miguel Ángel Yunes Linares, denunció que en la adminis-
tración del ex gobernador Javier Duarte en Veracruz, niñas
y niños enfermos de cáncer recibieron agua destilada en lu-

gar de las medicinas de sus quimioterapias, el gobernador
Yunes Linares señaló en conferencia de prensa: “Tenemos
ya resultado de un laboratorio que señaló que el medica-
mento que se administraba a niños, una quimioterapia que
se administraba a niños, no era realmente un medicamento,
sino que era un compuesto inerte, era agua prácticamente
destilada”2.

Veracruz desvió recursos del Fondo de Aportaciones para
los Servicios de Salud (FASSA) por más de mil millones
de pesos, de la cuenta pública de 2014, y mil 472 millones
de pesos más, de la Cuota Social y Aportación Social Soli-
daria del Seguro Popular.

La Organización para la Cooperación y el Desarrollo Eco-
nómicos (OCDE) aseguró que México no ha generado me-
joras en el sistema de salud a pesar de los recursos destina-
dos en esta administración al sector.

En el reporte sobre los sistemas de Salud: México 2016, la
OCDE dijo que el sistema está en estado crítico a 10
años de implementación del Seguro Popular. “Los cos-
tos administrativos, 8.9 por ciento del gasto total en sa-
lud, son los más altos de la OCDE y no bajaron en la dé-
cada pasada. El gasto de bolsillo se ubica alrededor de 45
por ciento del gasto total en salud, también el más alto2,
arrojó el análisis.3

Asimismo, se determinó que el sistema de salud mexica-
no no trabaja de manera eficiente, que la situación de
crisis ha ocurrido a pesar de que entre 2003 y 2013 el
presupuesto destinado al sector representó un incre-
mento de 2.4 por ciento a 3.2°k del producto interno
bruto (PIB) en México.4

Una solicitud de información (0001200244315)5 obtenida
en la plataforma Infomex arrojó que en el lapso com-
prendido entre 2013 y 2014 y el primer trimestre de
2015, el Centro Estatal de Cancerología Doctor Miguel
Dorantes Mesa, con sede, en esta capital, registró 32 de-
cesos de menores de edad, de acuerdo con los “cubos de
defunciones” del Centro Nacional para la Salud de la In-
fancia y la Adolescencia de la Secretaría de Salud fede-
ral.

En el caso de las mujeres, las cifras son más alarmantes,
pues de cáncer cervicouterino y de mama fallecieron
mil 719 en Veracruz en el periodo señalado, según la de-
pendencia.

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año II, Primer Receso, 25 de enero de 2017  Apéndice II257



Otra solicitud de información (0001200244315) destaca
que en el primer trimestre de 2015, 109 mujeres mayores
de 25 años perdieron la vida por un tumor maligno cervi-
couterino, mientras que 107 fallecieron por cáncer de ma-
ma.

Otro oficio, el SIDSS/DGIS/001602/2015, detalla que en
la numeralia de otros tipos de cáncer (colon y recto, vejiga,
linfomas, leucemia, páncreas y otros), 45 personas (mascu-
linas y femeninas) perdieron la vida en la entidad en los
tres primeros meses de 2015.6

Las escalofriantes cifras que aporta la Secretaría de Sa-
lud federal señalan que en promedio una de cada diez
muertes por cáncer en el país ocurre en Veracruz.

El martes 17 de enero, el ex secretario de Salud de Vera-
cruz, Antonio Nemi Dib, señaló que no fue el único enga-
ño, sino que también se hicieron falsas pruebas de VIH.
“Las que tuvieron que ver con las pruebas falsas de VIH y
lo que he estado venido diciendo, lo de los medicamentos
falsos, yo lo comenté y existen otros casos mucho más gra-
ves que el de los medicamentos de cáncer”, expresó.7

De acuerdo con Nemi Dib, las irregularidades se realiza-
ron antes del 15 de marzo de 2013, cuando el titular de
la dependencia era Ricardo Sandoval Aguilar.

En mérito de lo expuesto se somete la consideración de es-
ta Comisión Permanente la siguiente proposición con

Puntos de Acuerdo

Primero. La Comisión Permanente del Honorable Congre-
so de la Unión solicita a la Procuraduría General de la Re-
pública inicie una investigación exhaustiva a fin de fincar
responsabilidades a las diversas autoridades de los gobier-
nos de los entonces gobernadores del estado de Veracruz
Fidel Herrera Beltrán y Javier Duarte de Ochoa, involucra-
dos en la compra de medicamentos apócrifos suministra-
dos a niñas, niños y adolescentes enfermos de cáncer, así
como la realización de pruebas falsas de VIH.

Segundo. La Comisión Permanente del Honorable Con-
greso de la Unión exhorta a la Procuraduría General de la
República a intensificar las acciones a fin de hacer efecti-
va la orden de aprehensión del ex gobernador del estado de
Veracruz, Javier Duarte de Ochoa.

Tercero. La Comisión Permanente del Honorable Congre-
so de la Unión exhorta a la Secretaría de Relaciones Exte-
riores a fin de que inicie el trámite de destitución del ciu-
dadano Fidel Herrera Beltrán, como cónsul del Consulado
de Carrera de México en Barcelona España de acuerdo a la
fracción IV, artículo 58 de la Ley del Servicio Exterior Me-
xicano.

Notas

1 http://www.canica.org.mx/cancer infantil.php

2 Nota Periodística del Diario Animal Político, 2017. “Niños enfermos
de cáncer recibieron quimios falsas durante el gobierno de Duarte en
Veracruz”, disponible en: 

http://www.animalpolitico.com/2017 /Ol/yunes-veracruz-falsas-
quimioterapias/

3 https://www.oecd.or/health/health-sistems OECD-Revíews-of-He-
alth-Sistems-Mexico-2016-Assessment-and-recommendations-Spa-
nish. pdf

4 Ibídem.

5 https://www.infomex.gor.mx/gobiernofederal/moduloPublico/modu-
loPublico.action

6 https://www.infomex.gor.mx/gobiernofederal/moduloPublico/modu-
loPublico.action

7 https://tiempo.com.mx/noticia/68855-ademas de agua en quimios
tamb/1

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, sede de la Comisión
Permanente, a 25 de enero de 2017.— Senadora Angélica de la Peña
Gómez (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Justicia, de la Cámara de Se-
nadores.
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VERIFICAR LA CALIDAD DE LOS MEDICAMENTOS
QUE FABRICAN LAS DIVERSAS FARMACÉUTICAS
DEL PAÍS, E INVESTIGAR LA POSIBLE COMISIÓN
DEL DELITO DE HOMICIDIO EN EL CASO DE LOS
NIÑOS FALLECIDOS EN EL CENTRO DE CANCERO-
LOGÍA EN EL ESTADO DE VERACRUZ

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a
la Ssa y a la Comisión Federal para la Protección contra
Riesgos Sanitarios a verificar la calidad de los medicamen-
tos fabricados por las farmacéuticas del país; y a la Fisca-
lía General de Veracruz, a investigar la posible comisión de
homicidio en el caso de los niños fallecidos en el centro de
cancerología de la entidad, suscrita por la diputada Rosa
Alba Ramírez Nachis, del Grupo Parlamentario de Movi-
miento Ciudadano

La que suscribe, diputada federal Rosa Alba Ramírez Na-
chis, integrante de la  LXIII Legislatura, del Grupo Parla-
mentario de Movimiento Ciudadano, con fundamento en lo
dispuesto por los artículos 3, numeral 1, fracción XIX; 6, nu-
meral 1, fracción I, y 79, numeral 1, fracción II, y numeral
2, fracciones I y II, del Reglamento de la Cámara de Dipu-
tados, somete a consideración de esta asamblea proposición
con punto de acuerdo, al tenor de las siguientes

Consideraciones

En conferencia de prensa el pasado 16 de enero de este año
el gobernador  de Veracruz  Miguel Ángel Yunes Linares,
hizo del conocimiento público acciones llevadas a cabo du-
rante el gobierno de su antecesor Javier Duarte.

El gobernador en funciones señalo que “Niños enfermos
con cáncer  que eran atendidos  en el Centro  de Cancero-
logía, recibieron agua destilada  en vez de medicamentos
usados en tratamientos de quimioterapias”. 

“Derivado de esa aplicación  indebida, nueve niños  que
padecían leucemia murieron al  inicio de  la administra-
ción de Javier Duarte. Las investigaciones llevadas a ca-
bo en su momento por la Contraloría Interna  condujeron
a las empresas propiedad de empresarios veracruzanos
supuestamente asociados con un diputado federal.”i

Ante estos hechos que pueden constituir la posible comi-
sión de ilícitos es necesario exhortar a la Comisión Federal
para la Protección Contra Riesgos Sanitarios, para que en
ejercicio de las facultades que le otorga  la Ley General de
Salud, en su artículo 17 bis fracción II el cual señala: 

“Proponer al Secretario de Salud la política nacional de
protección contra riesgos sanitarios así como su instru-
mentación en materia de: establecimientos de salud;
medicamentos y otros insumos para la salud; disposi-
ción de órganos, tejidos, células de seres humanos y sus
componentes…”

Y la fracción VI. 

“Ejercer el control y vigilancia sanitarios de los produc-
tos señalados en la fracción II de este artículo, de las ac-
tividades relacionadas con los primeros, de su importa-
ción y exportación, así como de los establecimientos
destinados al proceso de dichos productos y los estable-
cimientos de salud, con independencia de las facultades
que en materia de procesos y prácticas aplicables en los
establecimientos dedicados al sacrificio de animales y
procesamiento primario de bienes de origen animal pa-
ra consumo humano, tenga la Secretaría de Agricultura,
Ganadería, Desarrollo Rural, Pesca y Alimentación en
términos de lo dispuesto por la Ley Federal de Sanidad
Animal;ii

Se realicen la acciones correspondientes para verificar  que
los medicamentos elaborados por las diversas empresas
farmacéuticas del país, entre los que se encuentran los que
se adquieren en el sector público para la atención de los
millones de derechohabientes del IMSS, ISSSTE, así como
hospitales y clínicas del sector salud que dependen de la fe-
deración o de cada una de las entidades federativas, se ape-
guen a las normas oficiales mexicanas  establecidas por la
propia Secretaría de Salud y normados por la Farmacopea
de los Estados Unidos Mexicanos.

Con ello se busca evitar acciones fraudulentas en perjuicio
de la población, que no solo ponen en riesgo su salud, sino
la vida misma de quien acude a las instituciones públicas a
procurar el don más importante que puede tener el ser hu-
mano: su salud. 

De igual manera es necesario dar  certidumbre a la pobla-
ción  en razón de que  los medicamentos empleados  en los
tratamientos sean efectivamente  aquellos  que contienen
las fórmulas adecuadas y verdaderas a fin de que tengan la
confianza  que  al acudir  a las instituciones públicas o pri-
vadas de salud, no se están empleando medicamentos sin
efectividad, de baja calidad o hasta caducos.

Estas acciones de verificación y control que lleve a cabo la
Cofepris deben  conducir a la aplicación de  sanciones co-
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rrespondientes  a  empresas farmacéuticas  y  a quienes ad-
quieran medicamentos que no cubran los estándares de ca-
lidad requeridos por la farmacopea mexicana.

De igual manera se exhorta de manera respetuosa a la Fisca-
lía General de Veracruz, a llevar a cabo las indagatorias co-
rrespondientes para verificar  si en el caso que se refiere al
inicio de esta proposición, se tienen los elementos necesarios
para el fincamiento de responsabilidades por el presumible
delito de homicidio en perjuicio de nueve infantes en el Cen-
tro de Cancerología de Veracruz, durante la administración
del prófugo ex gobernador de Veracruz, acompaña a esta pe-
tición un  esencial sentimiento de impartición  justicia para
quienes han sido víctimas de un presumible delito conse-
cuencia de la corrupción e impunidad que durante tanto
tiempo ha tenido el Estado de Veracruz.

Por lo anteriormente expuesto presento ante esta asamblea,
el siguiente:

Puntos de Acuerdo

Primero. Se exhorta a la Secretaria de Salud y a la Comi-
sión Federal Para la Protección contra Riesgos Sanitarios  a
fin de verificar los estándares de  calidad establecidos en la
Farmacopea Mexicana para  los medicamentos  que  fabri-
can  las diversas farmacéuticas del país,

Segundo. Se exhorta respetuosamente  a la Fiscalía  Gene-
ral del Estado de Veracruz  para investigar la posible comi-
sión del delito de homicidio en el caso de los niños falleci-
dos en el Centro de Cancerología de esa entidad federativa.

Notas

1 Dieron  a niños con cáncer  agua destilada. 

http://www.razon.com.mx/ consultado el 17 de enero de 2017. 

2 Ley General de Salud.  Cámara de Diputados en 

http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/142_161216.pdf
consultado el 18 de enero de 2017.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, el 25 de enero de
2017.— Diputada Rosa Alba Ramírez Nachis (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Justicia, de la Cámara de
Diputados.

RECONSIDERAR LA DECISIÓN DE RETIRARLE AL
ESTADO DE JALISCO LA SEDE DE LA OLIMPIADA
NACIONAL 2017

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta
al Sistema Nacional de Cultura Física y Deporte a reconsi-
derar la decisión de retirar a Jalisco la sede de la Olimpia-
da Nacional de 2017, a cargo de la diputada Laura Nereida
Plascencia Pacheco, del Grupo Parlamentario del PRI

La que suscribe, Laura Nereida Plascencia Pacheco, dipu-
tada federal, integrante del Grupo Parlamentario del Parti-
do Revolucionario Institucional, de la LXIII Legislatura
del Honorable Congreso de la Unión, con fundamento en
lo dispuesto en los artículos 78, fracción III, de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 58 y 59,
del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso Ge-
neral de los Estados Unidos Mexicanos, someto a conside-
ración de esta asamblea, la siguiente proposición con pun-
to de acuerdo, al tenor de las siguientes:

Consideraciones

La actividad física y el deporte, como derecho humano, re-
presentan la forma más acabada de los fines del estado mo-
derno, ya que uno de sus objetivos, conforme lo define el
artículo 2º de la Ley General de Cultura Física y Deporte,
es el de:

II. Elevar, por medio de la activación física, la cultura
física y el deporte, el nivel de vida social y cultural de
los habitantes en los Estados, el Distrito Federal y los
Municipios;1

De la misma forma, la activación física y el deporte tienen
una relación estrecha con la preservación de la salud de las
personas, conforme la misma ley, que señala como otro de
sus objetivos el:

IV. Fomentar el desarrollo de la activación física, la
cultura física y el deporte, como medio importante en la
preservación de la salud y prevención de enfermeda-
des;2

México tiene una amplia tradición deportiva, ya que nues-
tro país ha sido sede de los más importantes eventos de-
portivos del mundo. Derivado de ello, el nivel de competi-
tividad de nuestros deportistas se ha ido consolidando
gracias a una política de estado que ha hecho posible lograr
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que el deporte y la actividad física se incorporen de forma
gradual en el estilo de vida de nuestra sociedad.

A ello ha ayudado la difusión que se da de las competen-
cias deportivas, tanto nacionales como internacionales. Es-
tos eventos sirven, entre otras cosas, para mandar un men-
saje social muy claro, como el de “mente sana en cuerpo
sano”, la cual es una adaptación de la frase: Menss?na in
corpore s?n?, que es una cita latina que proviene de las Sá-
tiras de Juvenal,3 que a su vez sirve para alentar la activi-
dad física y el deporte como una actividad que logran ese
cometido. Calidad de vida al fin. 

La olimpiada nacional, creada en 1996, funciona también
en esa lógica, ya que es la justa deportiva más importante
en nuestro país, donde compiten las y los deportistas más
destacados. 

Según diversas fuentes “…este  certamen involucra cada
año a más de 3.5 millones de niños y jóvenes, de entre 8 y
23 años, en todas sus etapas y se considera la principal
cantera de talento para la conformación de selecciones na-
cionales”.4

Es un evento de gran envergadura que sirve como platafor-
ma de preparación para competencias internacionales co-
mo: los Juegos Centroamericanos,  Juegos Panamericanos,
los Campeonatos Mundiales e incluso, para los Juegos
Olímpicos. 

En diciembre de 2016, el Sistema Nacional de Cultura Fí-
sica y Deporte (Sinade) y la Comisión Nacional del ramo
(Conade), decidieron que Jalisco fuera la Sede la Olimpia-
da Nacional. Sin embargo, mediante reunión extraordinaria
realizada la segunda semana de enero de este año, es decir
hace apenas unos días, el Sinade en conjunto con la Cona-
de, decidieron retirarle la sede de estos juegos a Jalisco, y en-
tregársela a Nuevo León,  toda vez que las autoridades de es-
te estado realizaron una propuesta consistente en la
aportación de 70 millones de pesos para esta justa deportiva,
no importando que hace apenas menos de 2 años la sede de
la  Olimpiada fue precisamente en esta última entidad. 

Tampoco importó, que Jalisco posee una de las infraes-
tructuras deportivas más completas del país, derivado de
que en 2011 se realizaron en nuestro estado los “Juegos
Panamericanos de Guadalajara 2011”.

Consideramos que esta decisión representa una ofensa pa-
ra las y los ciudadanos del estado de Jalisco, y en especial,

para las y los deportistas de esta entidad, no obstante la
competitividad y relevancia que nuestro estado tiene en re-
lación con las competencias como la Olimpiada Nacional. 

Jalisco ha sido 17 veces consecutivas campeón de esta jus-
ta deportiva. El deporte y la actividad física tienen un alto
significado social para nuestra entidad. El trato dado por
las autoridades deportivas de nuestro país nos parece gro-
sero y ofensivo.

Exigimos que se reconsidere esta decisión y se le regrese a
Jalisco la sede de esta Olimpiada Nacional. 

El deporte y la actividad física no pueden estar supeditados
al mejor postor, ni mercantilizada. 

Consideramos que esa acción contraviene el espíritu que
debe primar en las justas deportivas y en sus autoridades.
Es decir el “juego limpio”.

Entendemos que el juego limpio significa “…mucho más
que el simple respeto de las reglas: abarca los conceptos
de amistad, de respeto del adversario y de espíritu depor-
tivo. Es más que un comportamiento, un modo de pensar.
El concepto se extiende a la lucha contra las trampas, con-
tra el arte de engañar sin vulnerar las reglas, contra el do-
paje, la violencia física y verbal, la desigualdad de opor-
tunidades, la excesiva comercialización y la corrupción.”5

Creemos que Jalisco merece un trato digno y que esta de-
cisión es una actitud antideportiva que debe corregirse, por
un sentido de elemental justicia.

El Sinade y la Conade, deben rectificar esta decisión y re-
gresarle a nuestro estado la realización de la Olimpiada
Nacional, conforme el acuerdo realizado en diciembre de
2016.

Por lo anterior, es por lo que elevo a la consideración de es-
ta soberanía, la siguiente proposición con:

Punto de Acuerdo

Único. De urgente y obvia resolución por el que la Comi-
sión Permanente del Honorable Congreso de la Unión ex-
horta, respetuosamente, al Sistema Nacional de Cultura Fí-
sica y Deporte y a la Comisión Nacional de la misma
materia, a efecto de que reconsidere la decisión de retirar-
le a Jalisco la Sede de la Olimpiada Nacional 2017. 
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Notas

1 Versión legal disponible en http://www.diputados.gob.mx/LeyesBi-
blio/index.htm

2 Ibídem. 

3 Décimo Junio Juvenal (en latín, Decimus Iunius Iuvenalis; Aquino,
60-Roma, 128) fue un poeta latino, activo a finales del siglo I y co-
mienzos del siglo II, autor de dieciséis Sátiras. La información puede
consultarse en

http://www.biografiasyvidas.com/biografia/j/juvenal.htm

4 Recuperado de https://es.wikipedia.org/wiki/Olimpiada_Nacional

5 Recuperado de  https://educacionfisicaenpetrol.jimdo.com/publica-
ciones-y-art%C3%ADculos/dec%C3%A1logo-del-deporte/

Referencias:

http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/index.htm

http://www.who.int/mediacentre/factsheets/fs385/es/

http://es.slideshare.net/Saradelgadorb/el-deporte-y-la-actividad-fisica

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 25 de enero de 2017.— Diputada
Laura Nereida Plascencia Pacheco (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Deporte, de la Cámara de
Diputados.

ATENDER Y VIGILAR LA OPERACIÓN Y EL FUN-
CIONAMIENTO DEL PROGRAMA DE APOYO A LA
EDUCACIÓN INDÍGENA EN EL PAÍS, CON ESPE-
CIAL ATENCIÓN A LOS UBICADOS EN EL ESTADO
DE OAXACA

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a
la titular de la Comisión Nacional para el Desarrollo de los
Pueblos Indígenas a atender con oportunidad y vigilar la
operación del Programa de Apoyo a la Educación Indígena
en el País, con especial énfasis en Oaxaca, suscrita por el
diputado Luis de León Martínez Sánchez, del Grupo Parla-
mentario del PAN

El que suscribe, Luis de León Martínez Sánchez, diputado
federal, integrante del Grupo Parlamentario del Partido Ac-
ción Nacional, en la Cámara de Diputados de la LXIII Le-
gislatura del Honorable Congreso de la Unión, con funda-
mento en lo dispuesto en los artículos 78, fracción III, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y
59 del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso
General de los Estados Unidos Mexicanos, somete a consi-
deración de esta asamblea la siguiente proposición con
punto de acuerdo por el que se exhorta a la titular de la
Comisión Nacional para el Desarrollo de los Pueblos Indí-
genas para que con debida oportunidad atienda y vigile la
operación y el funcionamiento del Programa de Apoyo a la
Educación Indígena en el país, con especial atención a los
ubicados en el estado de Oaxaca.

Consideraciones

Las niñas, niños y adolescentes indígenas en México cons-
tituyen la población con mayores carencias y el menor gra-
do de cumplimiento de sus derechos fundamentales. Los
estados con mayor número de indígenas son los del sur y
sureste del país, es decir, Oaxaca, Chiapas, Veracruz, Yu-
catán y Puebla, con un total de 7.3 millones. La mayoría de
las casi 25,000 comunidades indígenas suelen ubicarse en
zonas de difícil acceso, lo cual repercute en la exclusión es-
colar y en el incumplimiento de otros derechos de los niños
indígenas.1

En México aunque existe un marco normativo sólido que
reconoce el derecho a la educación de la población indíge-
na, los indicadores educativos demuestran que gran parte
de ésta no puede ejercer este derecho. De acuerdo con da-
tos del Censo de Población y Vivienda 2010, más de 550
mil niños y niñas que hablan alguna lengua originaria están
excluidos del Sistema Educativo Nacional, lo que repre-
senta el 27.4% del total de esta población.2 Esta proporción
es diez puntos más alta que la registrada a nivel nacional.

La educación dirigida a niños y jóvenes indígenas inscritos
en escuelas públicas está enmarcado en el Plan Nacional de
Desarrollo 2013-2018,3 que cita en su denominada Estrate-
gia 2.2.3:… “Fomentar el bienestar de los pueblos y comu-
nidades indígenas, fortaleciendo su proceso de desarrollo
social y económico, respetando las manifestaciones de su
cultura y el ejercicio de sus derechos”. Teniendo como ejes
de operación el garantizar los derechos de los pueblos y co-
munidades indígenas en términos de alimentación, salud,
educación e infraestructura básica.
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A su vez, la Comisión Nacional para el Desarrollo de los
Pueblos Indígenas (CDI), ha diseñado el Programa Espe-
cial de los Pueblos Indígenas 2014-2018, mismo que esta-
blece los objetivos, estrategias, líneas de acción, indicado-
res y metas para abatir las carencias y rezagos que afectan
a los pueblos y comunidades indígenas, en aras de integrar
una sociedad con equidad, cohesión social e igualdad de
oportunidades.

En ese sentido, el Gobierno Federal, por conducto de la
CDI ha instrumentado el “Programa de Apoyo a la Educa-
ción Indígena”, que tiene como objeto brindar hospedaje y
alimentación a través de las Casas del Niño y comedores
del niño indígena, así como fomentar la permanencia, con-
tinuidad, conclusión y titulación de la formación educativa
profesional de los jóvenes indígenas, inscritos en escuelas
públicas, priorizando aquellos que no tienen opciones edu-
cativas en su comunidad a objeto de superar la pobreza e
inequidad. Para su operación, se coordina con la Secretaría
de Educación Pública mediante Convenio de Colaboración
SEP-CDI desde agosto de 2012. 

El Programa considera, principalmente, las siguientes mo-
dalidades de atención.4

• Casa del Niño Indígena. Brinda alimentación, hospe-
daje y actividades complementarias a la población be-
neficiaria, atendiendo preferentemente aquella que pro-
viene de localidades que no cuentan con servicios de
educación.

• Comedor del Niño Indígena. Brinda alimentación y ac-
tividades complementarias a la población beneficiaria
que vive en la localidad donde se ubica el centro educa-
tivo al que asisten.

• Casa o Comedor Comunitario del Niño indígena. El
programa otorga apoyo a través de instancias estatales,
municipales y Organizaciones de la Sociedad Civil
(OSCs) que operan espacios comunitarios para brindar
servicio de alimentación y material de higiene a estu-
diantes indígenas.

• Becas de Educación Superior y Apoyo a Titulación,
para estudiantes indígenas que cursen sus estudios de
nivel licenciatura.

Ahora bien, el Acuerdo de Modificación de sus Reglas de
Operación del denominado: Programa Albergues Escolares
Indígenas (PAEI), en su Objetivo General estipula:5

…Apoyar la permanencia en la educación de niñas, ni-
ños y jóvenes indígenas inscritos en escuelas públicas, a
través de modelos diferenciados de atención, priorizan-
do aquellos que no tienen opciones educativas en su co-
munidad.

En cuanto a sus objetivos específicos, señala como objeti-
vos

• Brindar servicio de hospedaje a los beneficiarios que
lo requieran, a través de las Casas del Niño Indígena,
verificando que éstos se mantengan en condiciones de
habitabilidad, equipamiento y uso adecuado. 

• Brindar servicios de alimentación a los beneficiarios
de las Casas y Comedores del Niño Indígena para con-
tribuir a su sano crecimiento y desarrollo, procurando
que se tengan las condiciones de equipamiento e in-
fraestructura adecuadas. 

• Apoyar con alimentación y artículos de higiene perso-
nal, a estudiantes indígenas que se encuentren integra-
dos en espacios operados por instancias estatales, muni-
cipales y organizaciones de la sociedad civil, que su
función sea el de promover o facilitar la permanencia en
la escuela, de niños y jóvenes indígenas. 

• Fomentar la permanencia, continuidad, conclusión y
titulación de la formación educativa de nivel superior de
los jóvenes indígenas.

No obstante lo anterior, distintos albergues escolares indí-
genas a lo largo del país están descuidados tanto en su
componente de infraestructura como de asistencia social-
médica especializada para atender debidamente a la pobla-
ción que alberga. 

Tal es el caso de las instalaciones de las Casas del Niño In-
dígena, ubicada en Santo Domingo Tianguistengo, Agencia
Municipal de Chazumba en el estado de Oaxaca, que pre-
senta un déficit de profesionales en nutrición y psicología,
más allá de sus notables carencias de mobiliario e infraes-
tructura.

Virtud de lo antes expuesto, y con el objeto de generar las
condiciones necesarias para el acceso equitativo en térmi-
nos de disponibilidad, accesibilidad y calidad en las accio-
nes que realiza el Programa de Apoyo a la Educación Indí-
gena, me permito someter a consideración de esta
asamblea el siguiente
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Punto de Acuerdo

Único. La Comisión Permanente del Honorable Congreso
de la Unión, exhorta a la Titular de la Comisión Nacional
para el Desarrollo de los Pueblos Indígenas para que con
debida oportunidad atienda y vigile la operación y el fun-
cionamiento del Programa de Apoyo a la Educación Indí-
gena en el país, con especial atención a los ubicados en el
estado de Oaxaca.

Referencias:

1. Unicef México.- https://www.unicef.org/mexico. 

2. Censo de Población y Vivienda 2010.- 

www.inegi.org.mx/est/contenidos/proyectos/ccpv/cpv2010

3. Plan Nacional de Desarrollo 2013-2018.- http://pnd.gob.mx 

4. Programa de Apoyo a la Educación Indígena.- 

http://www.gob.mx/cdi/. 

5. Programa de Albergues Escolares Indígenas.- Reglas de Operación
2017.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 25 de enero de 2017.— Diputado
Luis de León Martínez Sánchez (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Asuntos Indígenas, de la Cá-
mara de Diputados.

REDUCCIÓN DEL GASTO CORRIENTE DE SUEL-
DOS DE ALTOS FUNCIONARIOS Y PREPAREN PRO-
GRAMAS DE AUSTERIDAD, COMO RESPUESTA AL
AUMENTO EN EL PRECIO DE LAS GASOLINAS

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a
las dependencias de la APF a reducir el gasto corriente en
sueldos de altos funcionarios, y preparar programas de aus-
teridad como respuesta al alza de las gasolinas, suscrita por
los diputados María Cristina García Bravo y Omar Ortega
Álvarez, del Grupo Parlamentario del PRD

Los suscritos, diputada federal María Cristina Teresa Gar-
cía Bravo y Omar Ortega Álvarez, integrantes del grupo
parlamentario del Partido de la Revolución Democrática de

la LXIII Legislatura del Honorable Congreso de la Unión,
con fundamento en lo dispuesto por los artículos 78, frac-
ción III de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos y 58 del Reglamento para el Gobierno Interior
del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos,
someto a la consideración de esta honorable Comisión Per-
manente la presente proposición con punto de acuerdo, al
tenor de las siguientes

Consideraciones

El pasado 10 de enero, el jefe de gobierno de la Ciudad de
México, Miguel Ángel Mancera Espinosa, como respuesta
al aumento en el precio de las gasolinas, anunció una serie
de medidas de austeridad para su gobierno las cuales per-
mitirán un ahorro de 80 millones de pesos.

Dichas medidas incluyen reducción de 20 por ciento en el
gasto de gasolina de vehículos oficiales de funcionarios
administrativos, así como de su uso en los celulares y de ra-
dio en 18 por ciento, pero estas medidas no se aplicarán pa-
ra unidades de seguridad, procuración de justicia y emer-
gencias.

Además de que mil 500 vehículos dejarán de circular un
día a la semana, de igual forma se buscará la conversión del
mismo número de unidades de gasolina a gas natural con
un esquema de financiamiento especial, lo que representa
un ahorro de 4 por ciento.

Se buscará instalar 10 estaciones de carga de gas natural
con diferentes modalidades en un periodo de 6 meses para
abastecer a este parque vehicular, estas 3 estarán en los sis-
temas M1, en Venustiano Carranza, Álvaro Obregón y
Central de Abasto, otras 4 con modificación de bombas.

También, el jefe de gobierno instruyó a que se amplíe el
programa de conversión de calderas de gas LP y diésel a
calderas de gas natural. El proyecto autorizado tiene un al-
cance de 25 calderas en el gobierno de las cuales en este
momento, ya se prueban 6 con gas natural en Hospital Ru-
bén Leñero, Hospital Infantil Peralvillo, Infantil de Iztacal-
co, Xoco, Martín Carrera y Xochimilco y se ampliará a
otros lugares, como centros de reclusión preventiva.

Por su parte, el pasado 12 de enero, el gobierno del Estado
de México anunció que para atenuar los efectos por la li-
beración del precio de la gasolina, aplicará una serie de ac-
ciones en los rubros de transporte, gasto social, incentivos
fiscales y contención del gasto.
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Anunció la eliminación del pago de servicios de represen-
tación, como comidas y servicio de telefonía celular y ra-
diocomunicación de funcionarios, que no sean de las áreas
de seguridad y salud, así como el no incremento a las tari-
fas del Mexicable y Mexibús.

Los funcionarios que tengan vehículos de asignación di-
recta pagarán el combustible que utilicen, excepto ambu-
lancias y patrullas; y se reducirán en un 50 por ciento los
costos en trámites de certificación de actas en el Registro
Civil.

Las empresas que generen empleos para adultos mayores o
contraten a egresados de nivel técnico, tecnológico o pro-
fesional, no pagarán el impuesto sobre nómina, así como
aquellas que inicien operaciones. 

El gobierno del Edomex subsidiará la adquisición de 60 au-
tobuses que funcionen con un combustible alternativo a la
gasolina; y se otorgarán descuentos de hasta un 50 por
ciento para la realización de trámites vehiculares a los
transportistas.

Asimismo, se incrementará en 10 por ciento el monto de
las becas que se otorgan en la entidad, y se exentará del pa-
go del título profesional a egresados de las Escuelas Nor-
males; también se brindará un apoyo directo de 12 pesos
por litro de diésel a los productores agropecuarios que uti-
licen tractores o algún equipo motorizado.

Para disminuir costos de producción, incluyó en su plan
destinar más de 180 millones de pesos para la adquisición
de fertilizantes y semilla mejorada, así como 160 millones
de pesos para apoyar la alta productividad de maíz con ad-
quisición de fertilizante, maquinaria, mejoradores de suelo
y semilla mejorada.

A través del programa de “Compras Solidarias” se destina-
rán 600 millones de pesos, para fortalecer a las micro, pe-
queñas y medianas empresas mexiquenses que pueden
convertirse en proveedores del gobierno estatal. 

En tanto que el Instituto Nacional Electoral (INE), declaró
que ante la coyuntura histórica difícil y compleja que vive
México, y que afecta al desempeño de la economía, al
bienestar de la sociedad, a la credibilidad de sus institucio-
nes públicas y que alimenta un extendido malestar social,
por lo que el INE decide suspender la construcción de las
instalaciones proyectadas en sus oficinas centrales en Via-
ducto Tlalpan. 

El INE pone a disposición de las autoridades hacendarias
de la federación ese dinero para que tenga el destino que
sea determinado por las mismas y, en su caso, sea definida
su nueva asignación en áreas prioritarias de gasto del Esta-
do. El monto disponible en el Instituto para este fin ascien-
den a mil 70 millones de pesos.

Del mismo modo, el Senado de la República, emitió un
acuerdo de austeridad y disciplina presupuestaria para el
ejercicio fiscal 2017. Dicho acuerdo contendrá, por lo me-
nos, 30 acciones para reducir el gasto de esta cámara, sin
afectar el cumplimiento de las metas y objetivos de los tra-
bajos legislativos. El acuerdo se sujetará a establecer una
política de “crecimiento cero” respecto de la creación de
plazas de estructura y de honorarios, además de que no se
incrementará el parque vehicular y se congelarán las plazas
que queden vacantes.

Se reducirá, en un 10 por ciento el gasto del Senado de la
República respecto del ejercicio 2016 en viáticos y pasajes,
materiales y suministros de oficina, servicios de alimenta-
ción y de telefonía, el consumo de combustibles, de aseso-
rías, consultorías, estudios e investigaciones. Así como los
gastos de comunicación social, de impresión digital y de
fotocopiado, entre otros rubros.

Por todo lo anteriormente expuesto, sometemos a conside-
ración de esta Honorable Asamblea el presente

Puntos de Acuerdo

Primero. La Comisión Permanente del Honorable Congre-
so de la Unión exhorta a las dependencias de la Adminis-
tración Pública Federal a que hagan reducción del gasto co-
rriente de sueldos de altos funcionarios, y preparen
programas de austeridad, como respuesta al aumento en el
precio de las gasolinas. 

Segundo. La Comisión Permanente del Honorable Con-
greso de la Unión solicita Secretaría de la Función Pública
y de la Auditoría Superior de la Federación, para que en el
ámbito de sus respectivas competencias, verifiquen y den
seguimiento a los programas de austeridad, y hagan públi-
ca la información trimestralmente.

Dado en el salón de sesiones de la Comisión Permanente, a 25 de ene-
ro de 2017.— Diputado Omar Ortega Álvarez (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Hacienda y Crédito Público,
de la Cámara de Diputados.
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HACER PÚBLICAS LAS MEDIDAS Y ACCIONES DE
MEJORA QUE DEBA ESTABLECER PARA TRANSPA-
RENTAR EL EJERCICIO DE SU PRESUPUESTO AL
PRESIDENTE DEL CONSEJO DE LA JUDICATURA
FEDERAL

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta
al presidente del Consejo de la Judicatura Federal a hacer
públicas las acciones de mejora por establecer para trans-
parentar el ejercicio de su presupuesto y cumplir las obli-
gaciones de rendición de cuentas señaladas en la Ley Fe-
deral de Transparencia y Acceso a la Información Pública,
a cargo del diputado Víctor Manuel Sánchez Orozco, del
Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano

El que suscribe, Víctor Manuel Sánchez Orozco, diputado
a la LXIII Legislatura de la Cámara de Diputados del Ho-
norable Congreso de la Unión, integrante del Grupo Parla-
mentario de Movimiento Ciudadano, con fundamento en lo
dispuesto en los artículos 78, fracción III, de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos y 58, del
Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso Gene-
ral de los Estados Unidos Mexicanos, somete a considera-
ción de esta asamblea el siguiente punto de acuerdo al te-
nor de las siguientes

Consideraciones

Hablar de transparencia en México es referirnos a la nece-
sidad de la sociedad por conocer las normas, reglas y pro-
cedimientos que se ocupan y los resultados principalmente
del ejercicio del presupuesto y los logros y beneficios para
la población.

Ser transparente hoy puede considerarse un privilegio, no
todos están de acuerdo con asumir la responsabilidad de in-
corporar en sus funciones o encargos hábitos como lo son
la confianza y la responsabilidad de dar máxima publicidad
a sus actos.

A pesar de ello, la mejor herramienta que tiene el ciudada-
no es hacer valer el derecho al acceso de información, mis-
ma que se esperaría se tradujera en certeza y seguridad de
que las funciones que se desempeñan son las adecuadas y
que su resultado se tradujera en confianza.

No obstante, muchos servidores públicos en México aún
no garantizan el acceso a la información pública, no se
cumplen con las responsabilidades de transparencia que

durante 2016 les obligó la Ley Federal de Transparencia y
Acceso a la Información Pública Gubernamental1.

Es importante destacar que México es miembro fundador de
la Alianza para el Gobierno Abierto (AGA)2 creada en 2011,
y a pesar de comprometerse a promover la transparencia de
su gestión, la realidad que aún existen áreas de opacidad
donde el escrutinio público no más no se puede dar.

Lo anterior sirve de antecedente para exponer la problemá-
tica que se presenta en el cumplimiento de las obligaciones
de transparencia del Poder Judicial de la Federación, don-
de me enfocaré a presentar lo que sucede en el Consejo de
la Judicatura Federal3 (El Consejo).

Deseo expresar que el Consejo de la Judicatura Federal es
un órgano de administración que asegura los medios y ele-
mentos necesarios para la impartición de justicia en nues-
tro país.

En el portal electrónico de El Consejo, se señala que es el
responsable de dar certeza en la atención de los servicios que
brinda tanto a los tribunales y juzgados federales como a la
sociedad, teniendo como premisa la eficiencia y eficacia,
buscando así a contribuir a lograr una justicia que da res-
puesta y garantice la seguridad jurídica de los mexicanos.

Es importante destacar que en el Presupuesto de Egresos de
la Federación para 20164 publicado en el Diario Oficial de
la Federación del 27 de noviembre de 2015, al Consejo de la
Judicatura Federal le fue asignado 55,872,115,835.00 pesos,
agrupado en el Ramo 03 considerado como autónomo.

Es el presidente de El Consejo quien autoriza el presu-
puesto y el responsable de dar transparencia a su ejecución
y de conformidad con lo descrito en la Ley Orgánica del
Poder Judicial de la Federación5.

Bajo ese contexto, se identificó en el portal del Consejo de
la Judicatura Federal, en el apartado de Transparencia6,
que el ejercicio presupuestal del ejercicio 2016 sólo se re-
portó hasta el mes de marzo (primer trimestre) en el que se
habían ejercido 8,479,964,655.24 pesos, lo que representó
15.2 por ciento del total autorizado para ese año.

El resultado de la falta de transparencia en el ejercicio pre-
supuestal deja incertidumbre en el ejercicio del mismo y en
consecuencia, no permite conocer si las metas y objetivos
ligados a las actividades sustantivas de ese Consejos se

Año II, Primer Receso, 25 de enero de 2017  Apéndice II Diario de los Debates de la Cámara de Diputados266



cumplieron y ofrecieron a la sociedad la garantía de recibir
justicia pronta, completa, gratuita e imparcial.

En otras palabras, el desconocimiento de la evolución pre-
supuestal de abril a diciembre 2016, no garantiza el ade-
cuado funcionamiento de la carrera judicial y en conse-
cuencia, el funcionamiento de juzgados de distrito y
tribunales de circuito lo que pudo provocar contratiempos
y de alguna medida afectar la autonomía, y la objetividad,
honestidad, profesionalismo e independencia de sus inte-
grantes.

A su vez, se identificó que en el Informe sobre la Situación
Económica, las Finanzas Públicas y la Deuda Pública al
tercer trimestre de 20167, no fue publicada la información
de la evolución del gasto programable del ramo autónomo
03 Poder Judicial.

Finalmente, la Auditoría Superior de la Federación remar-
có en su Estudio sobre las Estrategias para Enfrentar la Co-
rrupción Establecidas en las Instituciones del Sector Públi-
co Federal8, publicado en febrero de 2016, que en el Poder
Judicial de la Federación se consideraba importante forta-
lecer el proceso de administración de riesgos, a fin de iden-
tificar los de corrupción al interior de cada institución, e
implementar controles internos efectivos para prevenirlos,
disuadirlos y, en su caso, detectarlos.

En conclusión, en el México de hoy, donde se vive una ola
de violencia e inseguridad, misma que ha escalado como
resultado de la lucha contra el crimen organizado, aún se
identifica la falta de acceso a la justicia lo que provoca vio-
laciones graves a los derechos humanos. Es por ello que la
rendición de cuentas es fundamental para reportar a la so-
ciedad que su actuar se realiza sin contratiempos y elimi-
nar la idea que la procuración de justicia es una “simula-
ción”. 

Por ello, considero necesario exhortar al presidente del
Consejo de la Judicatura Federal a fin que haga públicas las
medidas y acciones de mejora que deba establecer para
transparentar el ejercicio de su presupuesto y cumplir con
las obligaciones de rendición de cuentas que señala la Ley
Federal de Transparencia y Acceso a la Información Públi-
ca Gubernamental a fin de que se permita conocer la efec-
tividad, eficiencia y calidad en su utilización y así, garanti-
ce el acceso a la justicia pronta, completa, gratuita e
imparcial que exigen y claman todos los mexicanos, y pri-
vilegie el funcionamiento de juzgados de distrito y tribuna-

les de circuito sin contratiempos, ni afectaciones a su auto-
nomía.

En virtud de lo aquí expuesto, pongo a consideración de la
Comisión Permanente la siguiente proposición con

Punto de Acuerdo

Único. La Comisión Permanente del Honorable Congreso
de la Unión exhorta respetuosamente al presidente del
Consejo de la Judicatura Federal a fin que haga públicas las
medidas y acciones de mejora que deba establecer para
transparentar el ejercicio de su presupuesto y cumplir con
las obligaciones de rendición de cuentas que señala la Ley
Federal de Transparencia y Acceso a la Información Públi-
ca Gubernamental a fin de que se permita conocer la efec-
tividad, eficiencia y calidad en su utilización y garantice
con ello el acceso a la justicia pronta, completa, gratuita e
imparcial que exigen y claman todos los mexicanos, sin
contratiempos, ni afectaciones a su autonomía.

Notas

1 Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gu-
bernamental, disponible en 

http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/index, consultado el 13
de enero de 2017.

2 Alianza para el Gobierno Abierto (AGA), disponible en 

http://www.opengovpartnership.org/es, consultado el 13 de enero
de 2017.

3. Consejo de la Judicatura Federal, disponible en 

http://www.cjf.gob.mx/, consultado el 13 de enero de 2017.

4. Presupuesto de Egresos de la Federación para el 2016, disponible en 

http://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5417699&fe-
cha=27/11/2015, consultado el 13 de enero de 2017.

5 Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, disponible en
http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/index, consultado el 13 de
enero de 2017.

6. Consejo de la Judicatura Federal – Transparencia, disponible en 
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http://www.cjf.gob.mx/transparencia/index.htm, consultado el 13
de enero de 2017.

7 Informe sobre la Situación Económica, las Finanzas Públicas y la
Deuda Pública al tercer trimestre de 2016, disponible en 

http://finanzaspublicas.hacienda.gob.mx/es/Finanzas_Publicas/In-
formes_al_Congreso_de_la_Union, consultado el 13 de enero de
2017.

8 Estudio sobre las Estrategias para Enfrentar la Corrupción Estableci-
das en las Instituciones del Sector Público Federal, disponible en 

http://informe.asf.gob.mx/Documentos/Auditorias/2014_1642_a.p
df, consultado el 13 de enero de 2017.

Palacio Legislativo de San Lázaro, sede de la Comisión Permanente, a
25 de enero de 2017.— Diputado Víctor Manuel Sánchez Orozco (rú-
brica).»

Se turna a la Comisión de Transparencia y Anticorrup-
ción, de la Cámara de Diputados.

PRESENTAR UN INFORME DETALLADO DE LOS
RESULTADOS DE IMPLEMENTACIÓN DE LA NOM-
EM-167

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a
la Semarnat a presentar un informe detallado de los resul-
tados de la implantación de la NOM-EM-167, y los datos
y las consideraciones para haber prorrogado su aplicación,
suscrita por el senador Raúl Aarón Pozos Lanz, del Grupo
Parlamentario del PRI

El suscrito, senador Raúl Aarón Pozos Lanz, integrante del
Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institu-
cional en esta LXIII Legislatura del Honorable Congreso
de la Unión, con fundamento en los artículos 8, numeral 1,
fracciones II, VIII, X, 95, 103, numeral 2, fracción III, 108,
109, 276 y demás relativos y aplicables del Reglamento del
Senado de la República, somete a la consideración de esta
soberanía, la presente proposición con punto de acuerdo
con base en los siguientes

Antecedentes

En la pasada temporada de ozono de este año, la Megaló-
polis registró un aumento preocupante en lo que se refiere

a la contaminación atmosférica, afectando mayormente al
Valle de México. En consecuencia, el 7 de junio, la Semar-
nat publicó en el Diario Oficial de la Federación la Norma
Oficial Mexicana de Emergencia NOM-EM-167, modifi-
cando los programas de contingencias ambientales y el
programa Hoy no Circula.

El titular de la Semarnat, Rafael Pacciano, dio a conocer los
objetivos y estrategias de la norma emergente para la imple-
mentación del nuevo sistema de verificación, implementan-
do estándares más altos para aquellos vehículos que circulen
en la Zona Metropolitana. Anunció también la asignación de
recursos para modernizar el transporte público, la instalación
de equipo y monitoreo de la calidad del aire y la homologa-
ción de verificación para el transporte federal. 

La NOM-EM-167 comprende los estados de Hidalgo, Es-
tado de México, Morelos, Puebla, Tlaxcala y la Ciudad de
México y en la misma se establecieron los lineamientos es-
pecíficos de circulación emergente, para disminuir la con-
centración de las emisiones de contaminantes. 

La NOM, considera los diferentes cambios tecnológicos
que ha tenido la flota vehicular, emitiendo límites máximos
permisibles de emisión de gases contaminantes, así como
los métodos de y los procedimientos de certificación a tra-
vés del nuevo sistema de verificación. Se plantea que la re-
visión se haga por medio del Diagnóstico a Bordo – OBD2
por sus siglas en inglés-, y estipula que sólo aquellos auto-
móviles que sean certificados por este nuevo sistema po-
drán circular todos los días. Además, contempla un listado
de los vehículos obligados para la nueva certificación ve-
hicular, entre ellos el transporte público federal y local.

Otra de las medidas tomadas por la Semarnat fue un meca-
nismo de vigilancia para el cumplimiento de la norma
emergente que implica auditorías a los verificentros de la
Megalópolis, estas se podrían llevar a cabo la Profepa, la
misma Semarnat y/o autoridades locales.1 En este sentido
la Profepa informó sobre su Programa de Inspección2 para
garantizar el cumplimiento de la norma, mismo que esta-
blece los aspectos a inspeccionar en los centros de verifi-
cación siendo algunos, la obligación de que cuenten con el
equipo y especificaciones que estipula la norma para la
aplicación de los métodos de prueba, así como los reportes
de los vehículos verificados y los certificados de calibra-
ción del equipo. 

El programa prevé realizar visitas a cada uno de los verifi-
centros del Valle de México y de los demás Estados inte-
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grantes de la Came entre los meses de julio y diciembre de
2016, estas podrían llevarse a cabo durante toda la semana,
incluyendo sábados y domingos, con la finalidad de garan-
tizar el cumplimiento de la normatividad vigente. 

El pasado 5 de diciembre, en el marco de la COP 13 cele-
brada en Cancún, el Secretario de Medio Ambiente y Re-
cursos Naturales, Rafael Pacciano Alamán, anunció la pró-
rroga de la norma emergente por otros seis meses y la
intención de que la misma se convierta en una norma per-
manente. En dicho anuncio se refirió a algunas cifras tales
como la disminución de los vehículos con holograma cero
y el número de verificentros sancionados por parte de la
Profepa en la Came.3

Sin embargo, hasta el momento la Semarnat no ha dado a
conocer los objetivos alcanzados por la aplicación de la
norma emergente y las posibles mejoras en la calidad del
aire de los estados integrantes de la Megalópolis, princi-
palmente en la Zona Metropolitana, ni de las acciones emi-
tidas para su debida aplicación. La información que se tie-
ne sobre los resultados de las medidas tomadas hace seis
meses es escasa y es fundamental hacer una revisión de la
misma para asegurarse de que el trabajo que se está reali-
zando es el indicado o si es necesario hacer modificaciones
a la regulación. 

Estas son medidas de fundamentales ya que tienen impac-
to directo en la población, resguardan la salud de todas las
personas y garantizan una buena calidad de vida para los
ciudadanos por lo que deben ser prioridad para las autori-
dades federales y locales y debe hacerse una revisión cons-
tante de su aplicación y las áreas de oportunidad que pue-
dan tener.  

Por lo anteriormente expuesto, someto a consideración del
pleno de este Senado de la República, el siguiente

Punto de Acuerdo

Único. La Comisión Permanente del Congreso de la
Unión, exhorta al titular de la Secretaria de Medio Am-
biente y Recursos Naturales a que, a seis meses de su en-
trada en vigor, presente un informe detallado de los resul-
tadas de implementación de la NOM-EM-167, así como
los datos y consideraciones con base en los cuales se tomó
la decisión de prorrogar su aplicación. 

Notas

1 Profepa. (2016). Presentación de la NOM-167-Semarnat. 29/11/16,
de Semarnat Sitio web: 

https://www.gob.mx/cms/uploads/attachment/file/101008/Presen-
tacion_Norma_Emergente__7_de_junio_2016.pdf

2 Profepa. (2016). Programa de Inspección. 29/11/16, de Profepa Sitio
web: 

https://www.gob.mx/cms/uploads/attachment/file/100919/Nor-
ma_de_Emergencia_-_Evaluaci__n_Vehicular_-_Profepa.pdf

3 “Norma emergente de verificación se prorrogará seis meses”, Capi-
tal México, consultado 05/12/16:

http://www.capitalmexico.com.mx/sociedad/norma-emergente-de-
verificacion-se-prorrogara-seis-meses/

Salón de sesiones de la Comisión Permanente, a los 25 días del mes de
enero de 2017.— Senador Raúl Aarón Pozos Lanz (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Medio Ambiente y Recursos
Naturales, de la Cámara de Senadores.

IMPLICACIONES QUE TENDRÁ EL POSIBLE CAM-
BIO DE LA TÉCNICA DE CONSTRUCCIÓN DE LAS
PISTAS 2 Y 3 DEL PROYECTO DEL NUEVO AERO-
PUERTO DE LA CIUDAD DE MÉXICO

«Proposición con punto de acuerdo, por el cual se cita a
comparecer al titular de la SCT para explicar las razones e
implicaciones del posible cambio de la técnica de cons-
trucción de las pistas 2 y 3 del proyecto del nuevo aero-
puerto de la Ciudad de México, suscrita por senadores del
Grupo Parlamentario del PAN

Los suscritos, Víctor Hermosillo y Celada, Marcela Torres
Peimbert, Francisco Búrquez Valenzuela, Juan Carlos Ro-
mero Hicks y Ernesto Ruffo Appel, senadores de la Repú-
blica de la LXIII Legislatura del Honorable Congreso de la
Unión e integrantes del Grupo Parlamentario del Partido
Acción Nacional, con fundamento en lo dispuesto por el
artículo 8 numeral 1 fracción II, 108 y 276 del Reglamen-
to del Senado de la República, así? como del artículo 179
del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso Ge-
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neral de los Estados Unidos Mexicanos y demás aplicables,
sometemos a consideración de esta soberanía la siguiente
proposición con punto de acuerdo de urgente resolución
por el cual cita a que comparezca al Secretario de Comuni-
caciones y Transportes ante esta soberanía para que expli-
que las razones y las implicaciones que tendrá el posible
cambio de la técnica de construcción de las pistas 2 y 3 del
proyecto del Nuevo Aeropuerto de la Ciudad de México, lo
anterior al tenor de las siguientes

Consideraciones

El proyecto ejecutivo del nuevo aeropuerto internacional
de la Ciudad de México, contempla pistas de 5 kilómetros
de largo por 60 metros de ancho. La licitación  para la
construcción de las pistas 2 y 3 llevó varios meses y fueron
adjudicados a los siguientes consorcios: 

La pista 2 fue adjudicada al consorcio formado por las em-
presas Coconal y Pavimentaciones Vise, por un monto de
7,926 millones de pesos.

La pista 3 fue adjudicada al consorcio formado por las em-
presas CICSA, GIA, Prodemex y La Peninsular, por un
monto de 7,359 millones de pesos.

Las adjudicaciones se dieron en septiembre y de acuerdo a
la empresa Parson responsable de la gerencia del proyecto,
los trabajos iniciarían a fines del mismo mes.

La decisión para la técnica de cimentación de las pistas de-
bido a la alta dificultad que representa el tipo de suelo al-
tamente deformable, requirió estudios durante dos años. 

En un documento amplio del Instituto de Ingeniería de la
UNAM, se describen con detalle las diferentes propuestas
que se analizaron para lograr la mejor estabilidad y menor
hundimiento en las pistas de aterrizaje en un suelo que pre-
senta subsidencia de entre 20 y 40 centímetros por año. 

La decisión adoptada por el Consorcio encargado del Pro-
yecto Ejecutivo, encabezado por la empresa holandesa Ne-
therlands Airport Consultants, fue la técnica conocida co-
mo “terraplén con precarga y drenes verticales”.

La técnica consiste en depositar varias capas de materiales
en toda la superficie a lo largo de las pistas; primero se co-
locará una capa de tezontle que permitirá los trabajos de la
maquinaria que va a hincar los tubos verticales para el dre-
naje de agua; enseguida viene una segunda de basalto; la

tercera debe ser de un peso equivalente al concreto que cu-
brirá las pistas y finalmente la “sobrecarga” de una tonela-
da por metro cuadrado.

Esta “montaña” de materiales provocará un hundimiento
acelerado con la extracción de agua que está asociada a las
arcillas que conforman el suelo de esa zona. Se supone que
la sobrecarga se mantendrá durante un año y al cabo de ese
tiempo se procederá a retirar todo el material excedente pa-
ra dejar las pistas al nivel de suelo y proceder entonces a la
colocación del concreto.

Debido a las características de las pistas, la técnica de ci-
mentación, generará a un movimiento de materiales del or-
den de los 10.0 millones de metros cúbicos por cada una de
las pistas. Este volumen “astronómico” de materiales, pri-
mero se tiene que adquirir en diferentes bancos para luego
transportarlo hasta la ubicación de cada pista y colocarlo de
acuerdo al protocolo de la técnica de precarga. Posterior-
mente, habrá que retirar todo el material excedente y lle-
varlo a espacios de “tiro” para proceder finalmente a la
construcción de las pistas. Esta técnica requiere de equipos
de minería de gran capacidad ya que resulta imposible que
se haga con los camiones materialistas que hemos visto en
el sitio de trabajo.

No obstante, en los últimos días de diciembre del año pa-
sado, el Grupo Aeroportuario de la Ciudad de México
(GACM), organismo responsable de la construcción del
proyecto del Nuevo Aeropuerto Internacional de la Ciudad
de México (NAICM), dio a conocer que analizaba una téc-
nica distinta para la cimentación de las pistas del aeropuer-
to.

El director del GACM Federico Patiño, anunció que se es-
taba estudiando la técnica de “vacío” como una alternativa
al proceso de cimentación de las pistas.

Esta técnica según explicó, consiste en el hincado de cien-
tos de tubos en el área que comprende la superficie de las
pistas, seguido de la instalación de un sistema de bombeo
para la extracción de grandes volúmenes de agua, con el
objeto de provocar un hundimiento acelerado del suelo en
esa área. 

Se tomó la decisión de realizar una serie de pruebas expe-
rimentales para lo cual se contrató a un consorcio confor-
mado por la empresa mexicana Pimosa y la brasileña Ode-
brecht.
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Según el director del GACM, si estas pruebas tienen éxito,
el tiempo para la construcción de las pistas 2 y 3, podrían
reducirse en por lo menos dos meses; sin embargo no se
conoce el impacto en el precio.

Por lo anterior, es necesario conocer la razón por la cual el
GACM ordenó estas nuevas pruebas cuando se supone que
los trabajos tanto del Instituto de Ingeniería de la UNAM,
como de la empresa holandesa NACO, que llevaron varios
meses, concluyeron que el método idóneo para la cimenta-
ción de las pistas era el de “terraplén con precarga y drenes
verticales”.  Asimismo,  conocer la licitación, condiciones
de contratación y costos de las pruebas que realizará el
consorcio de Pimosa – Odebrecht. Además, por todo lo an-
terior es necesario saber los avances e inversiones realiza-
dos a la fecha por los consorcios que tienen a su cargo la
construcción de las pistas 2 y 3.

Suponiendo que fueran exitosas las pruebas que realiza el
consorcio de Odebrecht surgen los siguientes cuestiona-
mientos:

-¿Cómo se procedería a una nueva licitación y que pa-
saría con los contratos adjudicados a los dos consorcios
ganadores que ya iniciaron los procesos constructivos?

-¿Mantendrían los mismos consorcios los contratos?

-¿Qué implicaciones tendría esta técnica en materia de
costos?, suponiendo que fuera un proceso más econó-
mico ¿cuál organismo haría la evaluación?  Y ¿cómo se
ajustarían los contratos ya adjudicados? 

-¿Cuál es el volumen estimado de agua de extracción y
que destino se le dará?

-¿Se justifica estudiar una nueva técnica solo para ganar
dos o tres meses en la construcción de las pistas?

Es así que es necesario que el Secretario de Comunicacio-
nes y Transportes acuda a esta soberanía para que explique
las implicaciones que tendrá el posible cambio de la técni-
ca de construcción de las pistas 2 y 3.

Por lo anteriormente expuesto y fundado, sometemos a la
consideración de esta Comisión Permanente la siguiente
proposición de urgente resolución con: 

Puntos de Acuerdo

Primero. La Comisión Permanente del Honorable Congre-
so de la Unión cita a que comparezca al Secretario de Co-
municaciones y Transportes ante esta soberanía para que
explique las razones y las implicaciones que tendrá el po-
sible cambio de la técnica de construcción de las pistas 2 y
3 del proyecto del Nuevo Aeropuerto de la Ciudad de Mé-
xico.

Segundo. La Comisión Permanente del H. Congreso de la
Unión cita a una reunión de trabajo al director del Grupo
Aeroportuario de la Ciudad de México para que explique a
esta soberanía las razones y los cambios propuestos a la
técnica de cimentación de las pistas 2 y 3 del proyecto del
Nuevo Aeropuerto de la Ciudad de México. 

Dado en el salón de sesiones de la Comisión Permanente del Honora-
ble Congreso de la Unión, a 25 de enero de 2017.— Senador: Víctor
Hermosillo y Celada (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Comunicaciones y Transpor-
tes, de la Cámara de Senadores.

MÚLTIPLES IRREGULARIDADES EN LA CONS-
TRUCCIÓN DEL HANGAR PRESIDENCIAL

«Proposición con punto de acuerdo, relativo a las irregula-
ridades en la construcción del hangar presidencial, suscrita
por el senador Benjamín Robles Montoya, del Grupo Par-
lamentario del PRD

El que suscribe, senador Benjamín Robles Montoya, inte-
grante de la LXIII Legislatura del Senado de la República,
con fundamento en el artículo 58 del Reglamento para el
Gobierno Interior del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos, somete a consideración de esta sobera-
nía la siguiente proposición con punto de acuerdo al tenor
de las siguientes

Consideraciones

El pasado 16 de enero, la periodista Carmen Aristegui dio
a conocer un reportaje en el que se da cuenta de una serie
de irregularidades en la construcción del hangar presiden-
cial.
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Después de los reiterados escándalos de corrupción que
han rodeado al titular del Ejecutivo federal, no es de sor-
prender que las irregularidades en la construcción del han-
gar involucren a personajes y empresas cercanas a él; sin
embargo, no por ello el asunto deja de ser relevante, máxi-
me cuando el costo del proyecto se incrementó en 70 por
ciento.

Según la información dada a conocer, el diseño estuvo a
cargo de la compañía SGS de México y Búnker Arquitec-
tura, la primera de ellas fue contratada por el gobierno del
estado de México durante la administración de Enrique Pe-
ña Nieto, para supervisar a OHL en la edificación del Via-
ducto Bicentenario, que como es sabido, fue objeto en su
momento de otro escándalo.

Por otra parte, la construcción corrió a cargo de la compa-
ñía Concretos y Obra Civil del Pacífico, propiedad del tris-
temente célebre Juan Armando Hinojosa Cantú, quien tam-
bién es dueño del Grupo Higa, protagonista central del
mayor escándalo de corrupción de la familia presidencial:
la Casa Blanca, así como de la casa de Malinalco, propie-
dad del entonces secretario de Hacienda, hoy de Relacio-
nes Exteriores, Luis Videgaray.

Entre las irregularidades descritas se encuentran el mal di-
seño del hangar, incorrecta ejecución de la obra, retrasos en
la entrega de planos y de la propia construcción, mismos
que ocasionaron el retraso y la modificación del proyecto,
así como un incremento del costo, que pasó de 685 millo-
nes a más de mil 182 millones.

Según la bitácora de la obra dada a conocer por Aristegui
Noticias, los planos llegaron tarde y en partes, por lo que
Grupo Higa comenzó la construcción sin conocimiento
pleno del proyecto y con planos incompletos y con incon-
sistencias, al grado que nadie podía identificar algunas in-
dicaciones.

Sin embargo, Grupo Higa también cometió errores relacio-
nados con la mala ejecución de la obra, el cambio y des-
trucción de estructuras ya edificadas, el entorpecimiento de
la obra e incluso el incumplimiento de normas de higiene.
Así también, la constructora pidió se modificara el techo
para dejar una cubierta plana y a dos aguas, con el fin de
ahorrar tiempo y dinero.

Se señala que un mes antes de la fecha de entrega y ante los
retrasos y las consecuentes sanciones que resultarían apli-
cables, el contrato fue cambiado para estipular que Grupo

Higa sólo sería sancionado si se demostraba que el retraso
era su culpa.

Al final, el hangar tuvo un costo 70 por ciento mayor de lo
originalmente pactado y sólo funcionará por tres años más,
ya que se supone que en 2020 entrará en operación el nue-
vo aeropuerto de la Ciudad de México.

Es claro que toda esta serie de irregularidades documenta-
das y hechas del conocimiento público, deben ser investi-
gadas para deslindar responsabilidades e imponer sancio-
nes. Resulta inaceptable que la actual administración
federal, sin el menor rubor, vaya de escándalo en escánda-
lo relacionados con actos de corrupción. Si algo ha carac-
terizado al gobierno de Enrique Peña Nieto, es el tráfico de
influencias y el enriquecimiento ilícito propio y de sus más
cercanos.

La experiencia con el asunto de la Casa Blanca nos de-
muestra que no podemos esperar mucho de una investiga-
ción llevada a cabo por instancias oficiales subordinadas
jerárquicamente al presidente de la República; aun así, los
hechos deben ser investigados.

Por lo antes expuesto, someto a la consideración de este
pleno el presente punto de acuerdo en los siguientes térmi-
nos:

Puntos de Acuerdo

Primero. La Comisión Permanente del Honorable Congre-
so de la Unión solicita al Ejecutivo federal, que a través de
la Secretaría de Comunicaciones y Transportes y demás
instancias competentes, envíe a esta soberanía un informe
pormenorizado sobre el proceso de licitación y construc-
ción del hangar presidencial.

Segundo. La Comisión Permanente del Honorable Con-
greso de la Unión exhorta a la Secretaría de la Función Pú-
blica a iniciar de oficio una investigación con motivo de las
irregularidades y posibles actos de corrupción relacionados
con la licitación y construcción del hangar presidencial y,
en su caso, dar vista al Ministerio Público sobre la comi-
sión de conductas probablemente constitutivas de delito. 

Palacio Legislativo de San Lázaro, sede de la Comisión Permanente, a
25 de enero de 2017.— Senador Benjamín Robles Montoya (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Anticorrupción y Participa-
ción Ciudadana, de la Cámara de Senadores.
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IMPULSAR Y SUSCRIBIR EL CONVENIO 187 DE LA
ORGANIZACIÓN INTERNACIONAL DEL TRABAJO,
SOBRE EL MARCO PROMOCIONAL PARA LA SEGU-
RIDAD Y SALUD EN EL TRABAJO

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a
la STPS a impulsar y suscribir con la SRE y la Ssa el Con-
venio 187 de la OIT, sobre el marco promocional para la
seguridad y salud en el trabajo, suscrita por el diputado Ra-
fael Yerena Zambrano, del Grupo Parlamentario del PRI

El suscrito, diputado federal, Rafael Yerena Zambrano, in-
tegrante del Grupo Parlamentario del Partido Revoluciona-
rio Institucional en la LXIII Legislatura, con fundamento
en los artículos 78, fracción III, de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos, 122 de la Ley Orgánica
del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos,
así como 58 y 59 del Reglamento para el Gobierno Interior
del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos,
somete a consideración de la Comisión Permanente, la si-
guiente proposición con punto de acuerdo con base en la si-
guiente:

Exposición de Motivos

Las enfermedades profesionales y los accidentes de traba-
jo causan un profundo sufrimiento y la pérdida de gran nú-
mero de vidas humanas, además de que su costo económi-
co es elevado. El tema de seguridad y salud en el trabajo,
ha constituido una parte esencial de la labor de la OIT des-
de su fundación en 1919, incluidas sus actividades norma-
tivas.1

México es miembro de la Organización Internacional del
Trabajo desde el 12 de septiembre de 1931, ha ratificado 79
Convenios de dicho organismo de los 189 convenios inter-
nacionales que ha formulado. Entre estos destacan aquellos
que versan sobre la salud en el trabajo, particularmente el
Convenio 155, Sobre la Seguridad y salud de los Trabaja-
dores, el cual entro en vigor desde 1983.

En el artículo 3o. inciso e de dicho Convenio 155, se defi-
ne que el término salud en relación con el trabajo, abarca
no solamente la ausencia de afecciones o de enfermedad,
sino también los elementos físicos y mentales que afectan
a la salud y están directamente relacionados con la seguri-
dad e higiene en el trabajo.  En este sentido, el Estado Me-
xicano ha tenido a bien expedir reglamentos y normativi-
dades para cumplir con los compromisos que ha suscrito
con la OIT, y hace pocos años, como ejemplo de ello se pu-

blicó en el Diario Oficial de la Federación el 13 de no-
viembre de 2014 el Reglamento Federal de Seguridad y Sa-
lud en el Trabajo publicado, en donde por vez primera se
contempla como riesgos de trabajo a los factores psicoso-
ciales.

Por otra parte, es destacable la labor que ha realizado re-
cientemente la Comisión Consultiva Nacional de Seguri-
dad y Salud en el Trabajo con relación a la actualización de
la Tabla de Enfermedades de Trabajo, la cual no se modifi-
ca desde hace 46 años. En dicha labor de la Comisión, se
destaca la inclusión de las enfermedades de trabajo origi-
nadas por los factores de riesgo psicosocial y ergonómico,
ya que en los últimos años se han aumentado los casos de
estrés laboral, lo cual genera afectaciones a la salud de los
trabajadores.

Sin embargo, pensamos que es necesario un compromiso
nacional tripartito, así como la adopción de medidas en el
plano nacional a fin de fomentar la prevención así como
una promoción de la cultura de la seguridad y salud en el
trabajo. En este tenor es precisamente “la cultura nacional
de prevención en materia de seguridad y salud” uno de los
punto más novedosos que trata el Convenio 187 de la OIT.
Pero como se advierte en el Proemio de esta propuesta,
nuestro país que siempre se ha caracterizado por ratificar
convenios de la OIT en materia de salud, así como sus re-
comendaciones, al día de hoy no se ha impulsado la solici-
tud de firmar este importante instrumento. 

Si bien, como se ha mencionado la labor del Ejecutivo Fe-
deral por medio de las autoridades del trabajo, en lo que se
refiere a la regularización de la seguridad y salud en el tra-
bajo ha sido encomiable, lo cierto es que la aplicación en la
práctica adolece de todavía de una efectiva observancia a
causa en buena parte de la falta de una cultura de la pre-
vención.

No obstante, es de reconocerse también el despliegue lau-
dable que ha tenido la función de inspección en los centros
de trabajo por parte del personal de la Secretaría del Tra-
bajo y Previsión Social, que con el propósito de verificar y
vigilar el cumplimiento de los ordenamientos sobre seguri-
dad, salud e higiene en el trabajo, se ha logrado disminuir
la cifra de accidentes y muertes en los centros de trabajo.
Entre 2008 y 2015 el número de accidentes laborales pasó
de 411 mil 651 casos terminados a 385 mil 469, es decir,
una baja de 6.36%, de acuerdo con reportes de la STPS, ba-
sados en información del Instituto Mexicano del Seguro
Social y en lo que respecta a los asegurados, hace ocho
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años la cifra de trabajadores con seguro de riesgo de traba-
jo ascendía a 14.2 millones, en 2015 la cantidad era de 17.5
millones y que este año se ha incrementado a 18.6 millo-
nes.2

Debido a que este tema cobra una especial importancia pa-
ra la clase trabajadora, estimamos necesaria la posibilidad
que México se involucre en la promoción constante para la
seguridad y salud en el trabajo, pues pensamos que no se
debe bajar la guardia y es responsabilidad tanto del gobier-
no como de los trabajadores y los patrones promover las
medidas e iniciativas que tengan como fin preservar la se-
guridad y la salud en los centros de trabajo.

En este orden de ideas, solicitar que nuestro país suscriba
y ratifique el Convenio 187 de la OIT, permitiría al Estado
Mexicano contraer el compromiso de fortalecer su política
en materia de Seguridad y Salud en el trabajo, máxime que
en este sexenio se ha dado un importante paso en lo relati-
vo a la formalización del empleo.

La ratificación de este Convenio permitiría una aplicación
más efectiva de las normas que tienen que ver con la segu-
ridad y salud, ya que se promovería el desarrollo de una
cultura nacional en materia de prevención, que traería co-
mo resultado la reducción de los riesgos y las enfermeda-
des de trabajo.

La adopción de una conciencia se puede dar a través de la
cultura de la prevención que se difunda en los sectores de
la población, ya que por medio de ella es posible cohesio-
nar las acciones y los esfuerzos para que un cometido tan
loable como es la protección de la integridad de los traba-
jadores, pueda lograrse efectivamente. En este sentido la
“cultura nacional de prevención en materia de seguridad y
salud” del Convenio 187 de la OIT, toma relevancia y se
avoca a un aspecto que aunque pareciese básico y lógico,
no se encuentra debidamente desarrollado en las socieda-
des modernas.3

Por lo anteriormente expuesto, propongo a esta Comisión
Permanente del H. Congreso de la Unión el siguiente

Punto de Acuerdo

Único. La Comisión Permanente del Honorable Congreso
de la Unión, dentro del marco de la respetuosa colabora-
ción entre Poderes, exhorta a la Secretaría del Trabajo y
Previsión Social para que, en conjunto con la Secretaría de
Relaciones Exteriores y la Secretaría de Salud, impulsen al

Estado Mexicano a que suscriba el Convenio 187 de la Or-
ganización Internacional del Trabajo, sobre el Marco Pro-
mocional para la Seguridad y Salud en el Trabajo.

Notas

1 Estrategia global en materia de seguridad y salud en el trabajo, OIT,
consultado en 

http://www.ilo.org/public/libdoc/ilo/2004/104B09_309_span.pdf 

2 http://www.informador.com.mx/mexico/2016/692927/6/descienden-
accidentes-laborales-y-defunciones-relacionadas-con-el-trabajo.htm 

3 Zavala Gamboa, Óscar. La naturaleza del Convenio 187 de la OIT y
la protección de la salud de los trabajadores en México. Una agenda
pendiente en Revista Latinoamericana de Derecho Social, número 11,
Julio-Diciembre de 2010, UNAM-Instituto de Investigaciones Jurídi-
cas, México, p. 269.   

Dado en Palacio Legislativo de San Lázaro, a 25 de enero de 2017.—
Diputado Rafael Yerena Zambrano (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de la de Trabajo y Previsión So-
cial, de la Cámara de Diputados.

AVERIGUACIÓN DE LOS HECHOS OCURRIDOS EL
PASADO 14 DE ENERO EN EL MUNICIPIO DE SAN
MIGUEL DE ALLENDE, DONDE FUERON ASESINA-
DOS TRES MENORES DE EDAD

«Proposición con punto de acuerdo, por el cual se solicita
al titular del Ejecutivo federal que instruya al de la PGR
para atraer la averiguación del asesinato de tres menores de
edad ocurrido el pasado 14 de enero en San Miguel de
Allende, suscrita por la diputada Mayra Angélica Enríquez
Vanderkam, del Grupo Parlamentario del PAN

La que suscribe, Mayra Angélica Enríquez Vanderkam,
diputada del Grupo Parlamentario del Partido Acción Na-
cional, integrante de la LXIII Legislatura del Honorable
Congreso de la Unión con fundamento en lo dispuesto en
el artículo 6o., fracción I, y el artículo 79, numerales 1,
fracción II, y 2, fracciones I y III, del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, somete a consideración del Pleno de
esta soberanía la presente proposición con punto de acuer-
do, al tenor de las siguientes:
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Consideraciones

El 14 de enero del año en curso, en un operativo de la Pro-
curaduría General de Justicia del Estado de Guanajuato, en
la comunidad Ampliación de Cieneguita del municipio de
San Miguel Allende, resultaron muertos tres menores de
edad, de 4, 8 y 11 años respectivamente.

De acuerdo con la información proporcionada por los di-
versos medios de comunicación, el procurador de justicia
licenciado Carlos Zamarripa Aguirre, la muerte de los me-
nores fue ejecutada por el señor Antonio Luna, padre de los
mismos, basando su acusación en las declaraciones de la
señora Juana Luna, esposa del ahora inculpado.

Es prudente precisar que, igualmente, en diversos medios
de comunicación, la señora madre de los niños desmintió
dicha declaración, señalando adicionalmente, que los agen-
tes ministeriales le hicieron firmar hojas en blanco y des-
pués de ello la dejaron libre.

Las acusaciones de la Procuraduría General de Justicia del
estado de Guanajuato contra el padre de los menores, ha
despertado airadas reclamaciones y exigencias de los habi-
tantes del municipio de San Miguel de Allende, (http://am-
queretaro.com/mexico/2017/01/16) que no están confor-
mes con el actuar del ministerio público y cuestionan las
pruebas presentadas, aduciendo fabricación de delitos y
siembra de evidencias.

Frente a estos cuestionamientos, la Procuraduría de los De-
rechos Humanos del estado de Guanajuato, ha iniciado
también las investigaciones que son de su competencia.

Por la gravedad de los acontecimientos que suponen la par-
ticipación de un grupo armado, según lo expuesto por la
Procuraduría General de Justicia del estado de Guanajuato,
así como por estar implicados en los hechos los mismos
que se encargan de la procuración de justicia en Guanajua-
to, que la suscrita considera, pueden derivar en un delicado
conflicto de intereses para la impartición de justicia, de
conformidad con el artículo 21 de la Constitución y los
aplicables del Código Nacional de Procedimientos Penales,
de la Ley Orgánica de la Procuraduría General de la Repú-
blica y del Reglamento Interior de la referida institución,
solicito que dicha investigación sea atraída por esta instan-
cia federal para que se garantice la imparcialidad, el respe-
to y cumplimiento al debido proceso, se deslinden las res-
ponsabilidades y se llegue al fondo del asunto.

Con el propósito de reforzar la solicitud que se formula, se
consideró prudente incluir algunas informaciones apareci-
das en distintos medios masivos de comunicación.

Transcripciones de notas periodísticas. Periódicos
AM de León y los portales electrónicos de noticias
zonafranca.mx, ODNNOTICIAS, contrapunto-
news.com.mx

El pasado sábado 14 de enero, agentes ministeriales
irrumpieron en una finca ubicada en la comunidad Am-
pliación Cieneguita, se registraron cuantiosas detona-
ciones, aparentemente del grupo táctico de la PGJE que
se apersonó en el lugar, que implicaron el cierre de la
carretera a Dolores Hidalgo.

Posteriormente se supo del fallecimiento de tres niños,
de 4, 8 y 11 años, Juan Adrián, Mateo y Gabriel, hijos
de Antonio y Juana.

Un día y medio después de que los hechos ocurrieran la
PGJE informó en un comunicado que la muerte de tres
menores de edad, como saldo de un enfrentamiento cu-
yo origen sigue siendo confuso, ocurrió a manos del
propio padre de las víctimas, quien se desempeñaba co-
mo velador en la finca donde sucedieron los hechos.

En la versión oficial de la procuraduría, se aseveró que
fue la madre de los menores quien señaló a su cónyuge,
de haber asesinado a sus hijos.

No obstante, en declaraciones concedidas al periódico
AM, Juana Luna aseveró que nunca declaró que su es-
poso trató de asesinarla y que tampoco ultimó a los tres
menores.

La PGJE también aseveró que la balacera se originó
cuando un grupo de hombres armados atacó a los ele-
mentos que atendían un reporte, los agresores escapa-
ron y en el lugar solo quedaron el ahora detenido, su es-
posa y sus tres hijos.

Juana Luna aseguró que esas declaraciones nunca las
dio a las autoridades. Presente en su domicilio donde ya
velaban los cuerpos de sus hijos, señaló que su deten-
ción ocurrió con una gran serie de fallas en el debido
proceso.

Indicó al diario que desde que fue trasladada al Minis-
terio Público, los agentes ministeriales nunca le pro-
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porcionaron un abogado de oficio, tampoco le permitie-
ron realizar una llamada telefónica, la hicieron firmar
hojas en blanco. Incluso aseveró que lo declarado por
ella no concuerda con lo que se señaló en el expediente.

De acuerdo con Juan Luna, como cada fin de semana
pasarían la noche en la finca donde su esposo trabaja-
ba como velador. Cuando dormían comenzaron a. escu-
char las detonaciones y momentos después hombres ar-
mados ingresaron al domicilio sin identificarse como
elementos policiacos.

“La familia completa se escondió en un baño en la
planta alta, al percatarse de que los hombres armados
subían por las escaleras, Antonio Luna que portaba un
arma, comenzó a realizar detonaciones hacia las esca-
leras, bombas de gas fueron lanzadas al baño, por lo
que se lanzaron al suelo.”

Cuando los hombres armados ingresaron al sanitario,
colocaron a todos boca abajo. Juana escuchó cuando
los agentes arrebataron el arma a Antonio Luna para
después realizar unas detonaciones, después pudo escu-
char que se la regresaron y lo obligaron a sostenerla.

Le dijeron “entréganos esa arma” y entonces a mí me
jalaron y me voltearon, después escuché disparos, pero
yo no sabía de quien y mi esposo estaba volteado con-
migo, en eso le dijeron, “ten cabrón agárrala”, enton-
ces mi esposo se quedó con ella”, dijo Periódico AM.

En el lugar dijo ser interrogada por elementos que le
aseguraban que fue su marido quien había matado a los
niños cuando se encontraban en el baño, que incluso
era grabada con un aparato telefónico.

La versión oficial de la procuraduría motivó que este
lunes, alrededor de mil personas, entre familiares, veci-
nos y amigos de los tres menores de edad marcharan
para exigir justicia y que se libere al padre de las vícti-
mas.

En tanto, hoy mismo la jueza de control calificó de le-
gal la detención de Antonio Luna. La audiencia del ca-
so se desahogó con carácter de privada en la sala 2 de
Oralidad del Poder Judicial con sede en San Miguel de
Allende. La audiencia de vinculación se realizará ma-
ñana martes.

Como puede apreciarse, de la información periodística re-
cogida, aparece una divergencia importante entre las de-
claraciones de la esposa del indiciado y la versión propor-
cionada por la autoridad, lo que implica la necesidad de
conocer a fondo la verdad jurídica sobre el tema.

En este sentido, conviene resaltar y contrastar la versión
oficial de la Procuraduría General de Justicia del Estado de
Guanajuato, misma que se transcribe en seguida:

Versión oficial de la PGJE: muerte de menores en
enfrentamiento de San Miguel ocurrió a manos de su
propio padre.

Elementos de seguridad estatal y ministeriales acudie-
ron ante reporte de detonaciones y grupo armado, pero
este “se dispersó por un patio trasero”; pruebas de ba-
lística confirmarían responsabilidad del detenido.

San Miguel de Allende, Guanajuato. Un día y medio
después de que ocurrieran y hasta que se hicieron pú-
blicas versiones extraoficiales en los medios, la PGJE
informó en un comunicado que la muerte de tres meno-
res de edad, como saldo de un enfrentamiento cuyo ori-
gen sigue siendo confuso, ocurrió a manos del propio
padre de las víctimas, quien se desempeñaba como ve-
lador en la finca donde sucedieron los hechos.

Una observación inicial, el boletín fue emitido a las 22:30
de este domingo, cuando los hechos ocurrieron el sábado
entre la una y las cinco de la mañana.

En la versión oficial de la Procuraduría, que contrasta con
las rendidas por los vecinos de la zona, fue la madre de los
menores, de nombre Juana, quien habría señalado a su cón-
yuge, Antonio, de haber asesinado a sus hijos. El boletín
añade que las pruebas periciales confirmaron la versión al
ser compatibles las balas disparadas sobre los tres niños, de
4, 8 y 11 años, con el arma que portaba Antonio.

La otra versión

Juan Adrián, Mateo y Gabriel eran los menores de 4, 8
y 11 años que fueron asesinados durante las primeras
horas de este sábado 14 de enero tras un enfrentamien-
to entre policía ministerial y presuntos delincuentes. La
Procuraduría General de Justicia del Estado (PGJE)
tardó más de 40:00 horas en dar información oficial so-
bre este hecho.
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La Procuraduría General de Justicia del Estado mantu-
vo total hermetismo sobre lo que pasó tras un enfrenta-
miento a balazos que tuvo lugar muy cerca de la carre-
tera San Miguel de Allende-Dolores Hidalgo. Tuvieron
que ser vecinos de los fraccionamientos La Paz y La
Vista, quienes denunciaron públicamente el asesinato
de tres menores de edad.

Las primeras versiones informaron que Antonio, su es-
posa Juana y sus hijos, Juan Adrián, Mateo y Gabriel se
encontraban en una finca en la que el padre de familia
trabajaba como velador, cuando un grupo de policías
ministeriales inició la agresión en la que los menores
fueron asesinados.

“El papá les gritaba a los policías que no dispararan,
que tuvieran piedad porque había niños en el lugar. Con
su cuerpo intentó protegerlos mientras estaban ence-
rrados en el baño, hoy está detenido. Él no va a poder
ver sepultar a sus hijos y ahora lo acusan de drogas y
armas”, relató un familiar de los niños al medio local
News San Miquel.

Aunque diversos medios de comunicación solicitaron
información sobre lo ocurrido, no fue sino hasta que la
noticia comenzó a circular a través de varios sitios y pe-
riódicos locales, cuando la Procuraduría General de
Justicia del Estado emitió su versión este domingo 15
de enero a las 10:30 de la noche, en la que apunta la de-
tención de un “multi-homicida”.

Durante el domingo, familiares de los menores señala-
ron que Antonio y Juana eran buenos padres con los
menores de edad y descartaron que alguno de ellos ha-
ya podido herirlos.

Sin embargo en la información proporcionada por la
PGJE, se menciona que fue Juana quien aseguró que
Antonio había asesinado a los tres menores, justo cuan-
do los elementos de la policía ministerial llegaron a la
finca alertados por denuncias que advertían sobre un
grupo delincuencial armado.

Aquí, nuevamente, surge una disparidad nueva, pues se ca-
taloga de inmediato al padre de los menores como “multi-
homicida”, lo que contrasta con las distintas declaraciones
de vecinos que conocen a la pareja y a la familia de Anto-
nio. La otra parte generadora de incertidumbre, radica en
que la información proporcionada por la PGJE indica que
sus elementos acudieron al domicilio, alertados por la pre-

sencia de un “grupo delincuencial armado”, lo cual resulta
a todas luces inconsistente.

Más aún, conviene analizar con más detalle la versión de
las autoridades que se presenta a continuación:

El comunicado íntegro de la PGJE y SSG

San Miguel Allende, Guanajuato, 15 de enero de 2017.
La Procuraduría General de Justicia del Estado y la Se-
cretaría de Seguridad Pública del Estado, informan so-
bre la intervención en un inmueble ubicado a la entra-
da de la comunidad Ampliación Cieneguita y la captura
de un multi-homicida.

El día de ayer alrededor de las 2:00 de la mañana, me-
diante un reporte a la Procuraduría General de Justicia
del Estado se informaba que en la comunidad Amplia-
ción Cieneguita se encontraba un grupo de hombres ar-
mados, y el reporte señalaba también que había deto-
naciones de armas de fuego.

Cuando los elementos policiacos arribaron al lugar del
reporte, fueron recibidos con disparos de armas de fue-
go, ante ello se solicitó apoyo por parte de los grupos
tácticos; ahora se sabe que parte de los que conforma-
ban el grupo delictivo se dispersó por el patio trasero
del inmueble; al arribo de los elementos de los grupos
tácticos lograron asegurar primeramente el perímetro
del lugar y a la postre incursionaron en el inmueble to-
da vez que había aún detonaciones del interior de este
hacia los elementos, y ya asegurado el inmueble logra-
ron detener a la persona que accionaba una de las ar-
mas de fuego que fueron aseguradas y junto con él se
encontraba una persona del sexo femenino quien dijo
ser su esposa y señalaba a los elementos que también
iba a ser privada de la vida por parte de quien refirió
como su esposo y que era él quien había privado de la
vida a sus tres menores hijos, siendo tres menores de 11,
8 y 4 años de edad.

La carpeta de investigación se encuentra en su etapa de
integración por diversos delitos entre ellos homicidio en
grado de parentesco y posesión de armas de fuego y
sustancias prohibidas (drogas), y se ha podido estable-
cer que una de las armas recuperadas, precisamente la
que le fue asegurada al ahora detenido es el arma que
dio hoy positivo con los elementos balísticos que fueron
sustraídos de la corporeidad de los tres menores al mo-
mento de la necropsia.
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El ahora detenido será puesto a disposición del juez de
control para la definición de su situación jurídica don-
de se le imputarán los lamentables hechos de los tres
menores privados de la vida, entre otros delitos.

Se aseguraron armas largas de grueso calibre, armas
cortas y droga.

El seguimiento del caso, se realiza conforme a las re-
glas del Sistema de Justicia Penal Acusatorio, lo que
exige ceñimiento a las disposiciones sobre publicidad y
reserva de datos de asuntos en trámite contenidas en el
Código Nacional de Procedimientos Penales.

Resulta inconsistente la afirmación de la autoridad en el
sentido de que se encontraron “armas de grueso calibre, ar-
mas cortas y droga”, lo cual nuevamente, genera serias
controversias al respecto.

Aseguran familiares que Antonio no mató a sus tres hijos;
culpan a los agentes de la PGJ.

Roberto López Arrieta

San Miguel de Allende.- La postura oficial del asesinato de
los tres niños a manos de su padre, no es aceptada por fa-
miliares y amigos quienes aseguran que Antonio, el acusa-
do de multi homicidio, es un padre cariñoso que nunca les
hubiera hecho daño a sus hijos; su propia esposa asegura
que él no los mató. Este lunes fueron despedidos e incluso
en el camino del templo al camposanto, se manifestaron
unas 500 personas afuera del Cereso para exigir la libertad
del acusado y pedir que le dejaran despedirse de sus hijos.
Las carrosas entraron a la cárcel.

Tras velar a Juan Adrián, Mateo y Gabriel, de 4, 8 y 11
años respectivamente, éste lunes familiares y amigos se
despidieron de los hermanos. Primero se ofició una misa de
cuerpo presente en el oratorio y posteriormente partieron al
panteón municipal Luz Eterna.

A unos kilómetros de llegar, la comitiva se detuvo frente al
Centro de Readaptación Social de San Miguel de Allende,
donde se encuentra encerrado el padre de los tres niños.
Ahí, unas 500 personas se manifestaron para exigir la libe-
ración de Antonio, a quienes califican de inocente.

La manifestación provocó que el tráfico vehicular del bu-
levar de la Conspiración, se detuviera durante tres horas.
En la puerta del Cereso, los manifestantes levantaron car-

tulinas con leyendas como “Liberen al papá”, “Queremos
justicia para los tres niños”.

Juana, la madre de los tres niños permaneció sentada den-
tro de una de las carrozas que transportaba el cuerpo de sus
hijos.

Los manifestantes pedían que dejaran salir a Antonio aun-
que fuera solo para despedirse de sus hijos y ante la insis-
tencia, los directivos del Cereso accedieron dejar entrar las
dos carrozas con la madre de los niños. En un momento, la
turba impidió que entraran los dos vehículos; exigían que
Antonio fuera llevado al patio para cerciorarse de que no
estuviera golpeado. Al final, entraron las carrozas y la ma-
dre, nadie vio al detenido despedirse de sus hijos.

La propia madre de los niños dijo que a ella la voltearon
cuando se escucharon las detonaciones que acabaron con la
vida de sus hijos. Aseguró que su esposo no les disparó
aunque no supo decir quién lo hizo. También dijo que para
liberarla, la obligaron a firmar un documento en blanco.

La luz del día se acababa y eso apuró a los familiares para
llegar al panteón. El cortejo llegó al camposanto cerca de
las 6:00 de la tarde. Los tres espacios en la tierra, uno jun-
to al otro, estaban listos para depositar los ataúdes con los
cuerpos de los tres pequeños. Música, flores y un llanto que
heló la piel de todos. La señora Juana despidió a sus tres hi-
jos con un dolor difícil de describir.

Se actuó conforme al protocolo; las pruebas nos indican
que el padre los privó de la vida: Procurador Carlos Zama-
rripa.

Entrevistado ayer poco después del medio día, el Procura-
dor de Justicia de Guanajuato Carlos Zamarripa Aguirre
declaró: “es importante establecer que lo sucedido es muy
lamentable, el hallazgo de los tres menores... la evidencia
es muy contundente de lo que nosotros afirmamos el día de
ayer (domingo por la noche). Hubo quien me preguntaba
que por qué hasta ayer en la noche se dio la postura, pues
fue porque hasta ayer en la noche tuvimos una serie de da-
tos objetivos en la parte forense y en la parte balística que
me permitían hacer las afirmaciones que hicimos en el bo-
letín.”

Zamarripa Aguirre dijo que los elementos de la procuradu-
ría nunca han llegado a ningún lugar a abrir fuego, “noso-
tros somos recibidos con disparos de armas de fuego, los
elementos tomaron distancia ante eso y aconteció lo que ya
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dimos a conocer. Por supuesto que también disparamos no-
sotros.”

En la primera parte de la entrevista, Carlos Zamarripa dijo
que en ese momento se estaba llevando a cabo la audiencia
pública donde la fiscalía de la PGJ estaba presentado las
pruebas para sustentar las acusaciones en contra del su-
puesto multi- homicida.

“La audiencia es pública, una de las grandes bondades de
éste nuevo sistema de justicia penal, es que las audiencias
son públicas. Ahí, además de demostrar la teoría del caso,
tenemos que demostrar y evidenciar los datos de prueba
que nos sustentan la imputación que estamos llevando a ca-
bo. Y para acabar con las dudas y las retóricas de unas y de
otras que surjan por parte de quienes podamos opinar den-
tro de un caso”, dijo.

Sin embargo, dicha audiencia se llevó a cabo en forma pri-
vada, ningún medio de comunicación tuvo acceso a la sala
y el único informe de ésta fue que quedó en receso hasta
mañana martes.

Carlos Zamarripa detalló que existen protocolos que se lle-
varon de manera ordenada “y tan es así que se aseguró el
inmueble para hacer todas las pruebas pertinentes. Asegu-
ramos cuatro armas de fuego, dos de ellas de grueso cali-
bre, dos largas y dos cortas, una de ellas es la que le en-
contramos al detenido.

También encontramos droga, no tengo ahorita el peritaje de
laboratorio pero estaremos teniéndolo en breve”.

Cuestionado sobre si los agentes que participaron en el
evento, serán investigados, el titular de la PGJ respondió
“los agentes que participaron en el operativo llevaron a ca-
bo su informe y estará siendo escrutinado. No hemos ad-
vertido ninguna falta o negligencia al respecto.”

La prensa también le cuestionó si los niños, entonces, mu-
rieron antes del tiroteo y dijo “Eso lo estableceremos en el
crono... crono... -duda y cambia la respuesta- en el diag-
nóstico que será llevado a cabo por parte de la necropsia;
lo que pasa es que un diagnóstico de ésta naturaleza puede
estar de acuerdo a una serie de síntomas que encontremos
en cada uno de los cuerpos y puede varias una o dos horas,
pero esto va a ser difícil establecer por minutos, lo que sí
tenemos muy claro es la hora del reporte y por supuesto la
hora en que acontecieron los hechos en cuanto hubo inter-

cambio de disparos de nuestros elementos con las personas
que estaban dentro.”

Carlos Zamarripa reveló que el detenido se ha reservado su
derecho a emitir alguna declaración y que es la madre
quien contó que el inmueble era vigilado por su esposo, era
el velador, que ya tenía cuidándolo desde tiempo atrás, que
regresó de sus vacaciones y se encontró que había un gru-
po de personas armadas “y ella refirió que su esposo le co-
mentó que el dueño le había comentado que les permitiera
la estancia en el lugar.”

Insistió que “de acuerdo a lo que nosotros tenemos como
evidencia de datos, que se están llevando a cabo en éste
momento, es que las pruebas señalan que él los privó de la
vida.”

Sobre la hoja en blanco que dijo la madre, le habrían hecho
firmar, Zamarripa Aguirre dijo: “No conozco esa versión,
lo que conozco y puedo dar cuenta es lo que se llevó a cabo
en la parte ministerial, en la entrevista que se hizo delante de
un defensor y que se dejó evidencia para tal efecto.”

Aseguró que la esposa hizo una serie de detalles circuns-
tanciados, toda una reseña de lo acontecido.

Finalmente puntualizó que quienes se dieron a la fuga per-
tenecen a una célula criminal “y estaremos continuando la
investigación respecto a eso.”

Interviene Derechos Humanos

Este domingo por la noche, la Procuraduría de los De-
rechos Humanos de Guanajuato, abrió de oficio un ex-
pediente de investigación, con el número 04/17, a través
de la subprocuradora Margarita López Maciel, quien se
puso en contacto con la familia de los niños.

Por lo expuesto, someto a la consideración de esta honora-
ble Asamblea, la siguiente proposición con

Punto de Acuerdo

Primero. Se solicita al titular del Ejecutivo federal a que
instruya al titular de la Procuraduría General de la Repú-
blica (PGR), para que atraiga la averiguación de los hechos
ocurridos el pasado 14 de enero, en el municipio de San
Miguel de Allende, donde, fueron asesinados tres menores
de edad.
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Segundo. Solicitar la intervención de la Comisión Nacio-
nal de los Derechos Humanos.

Atentamente

Dado en Palacio Legislativo de San Lázaro, a 25 de enero de 2017.—
Diputada Mayra Angélica Enríquez Vanderkam (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Justicia, de la Cámara de
Diputados.

RESGUARDO DE INSTITUCIONES Y GARANTIZAR
LA SEGURIDAD DE LA CIUDADANÍA Y DE LOS VI-
SITANTES NACIONALES Y EXTRANJEROS EN LOS
ESTABLECIMIENTOS MERCANTILES Y PLAYAS
TURÍSTICAS DE CANCÚN, EN EL ESTADO DE
QUINTANA ROO

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a
la Segob a apoyar al gobierno de Quintana Roo para res-
guardar sus instituciones y garantizar la seguridad de ciu-
dadanos y de visitantes nacionales y extranjeros en los es-
tablecimientos mercantiles y las playas turísticas de
Cancún, suscrita por los diputados María Cristina García
Bravo y Omar Ortega Álvarez, del Grupo Parlamentario
del PRD

Los suscritos, diputada federal María Cristina Teresa Gar-
cía Bravo y diputado Omar Ortega Álvarez, integrante del
Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución Demo-
crática de la LXIII Legislatura del Congreso de la Unión,
con fundamento en el artículo 78 fracción III de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos y el artí-
culo 58 y 59 del Reglamento para el Gobierno Interior del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, pre-
senta a esta Comisión Permanente del Honorable Congre-
so de la Unión, la siguiente proposición con punto de
acuerdo con carácter de urgente y obvia resolución, al te-
nor de las siguientes

Consideraciones

Cancún Quintana Roo es considerado un centro de esparci-
miento y perla del Caribe mexicano por sus hermosas pla-
yas. Cancún, cuyo nombre en maya significa “Cuna o nido
de serpientes”, fue sacudido por sendos hechos de violen-
cia, ocurridos en recientes días.

Uno se dio la madrugada del lunes 16 a las 2:30 horas, en
el emblemático club de playa Blue Parrot, donde al parecer
un “sicario solitario” arremetió disparando contra una mul-
titud que disfrutaba la clausura del “BPM festival” (con la
actuación de varios representantes de la música electróni-
ca), dejando a cinco personas muertas (tres de ellas extran-
jeras) y a otras 15 heridas.

Se trató del mayor ataque en contra de un establecimiento
para turistas, no solo de la Riviera Maya sino del estado de
Quintana Roo, cuyo móvil fue “por conflicto de intereses
entre dos individuos”, según dicho del propio gobernador.
Ahí perdieron la vida cuatro personas del staff del “BPM
festival” quienes, en palabras del fiscal Pech Cen, “estaban
armados”. Se trató de un canadiense, un italiano, dos vera-
cruzanos y una estadounidense (esta última cayó y fue
arrollada por el tumulto). Más los otros 15 lesionados, pro-
cedentes tanto del Estado de México, Estados Unidos, co-
mo de Canadá y Colombia.

El fiscal dijo no tener en claro que se tratara de una dispu-
ta por el mercado de drogas del Blue Parrot, tampoco de un
“ataque terrorista” como se manejó en algunos medios de
comunicación. Y será por las indagatorias que se determi-
nará el móvil de la balacera. El hecho es que a diferencia
de otros actos violentos, estos no ocurrieron en la periferia
de Cancún (como en 2010 y en 2013), sino en el corazón
del propio centro turístico.

La otra oleada de violencia se presentó un día después, el
martes 17 contra las instituciones de seguridad pública del
estado, cuando en esta ocasión, el centro vacacional sufrió
el ataque a mano armada de varias personas, en las oficinas
de la Fiscalía General y el “Centro de Control, Comando,
Cómputo y Comunicaciones” (C4), ubicadas en la concu-
rrida avenida Xcaret, donde el saldo fue el deceso de un po-
licía y cuatro presuntos agresores.

Los hechos sucedieron al filo de las 15:30 horas y en ellos
participaron unas “diez personas que circulaban a bordo de
motocicletas, que dispararon armas de grueso calibre y lan-
zaron granadas contra los inmuebles”, según informó el
gobernador del estado Carlos Joaquín González.

Los ataques contra las instituciones del estado, la Fiscalía
y el C4, detectaron que se utilizaron armas de grueso cali-
bre y granadas —y por ello se activó el “código rojo”.

Bajo este contexto, el gobierno mexicano debe revisar y/o
modificar el programa de seguridad pública, porque así co-
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mo Cancún, Acapulco y otros centros de destino turístico
importantes para el país, la estrategia debe de cambiar en
contra de la inseguridad pública, tal y como se desarrolla
hasta la fecha desde el año 2006.

Por ejemplo, la “guerra contra el narcotráfico” sólo consi-
guió entre 2013 y 2015 detener a 1 mil 185 integrantes de
carteles y células, de las reconocidas por la PGR. Pero esa
captura resulta, a la postre, insuficiente si no se acompaña
de otras acciones como la persecución de quienes lavan di-
nero, de la corrupción y la impunidad de aquellos cuerpos
policiales que han sido alcanzados o infiltrados por las ban-
das del crimen organizado.

Por la experiencia de lo que sucede en las entidades fede-
rativas, incluyendo en aquellos 50 municipios focalizados
y priorizados porque ahí se concentra el 42% de los homi-
cidios del país, no basta la presencia de las Fuerzas Arma-
das para que la violencia cese y la seguridad pública llegue
hasta la población en su conjunto.

Mientras tanto, y en lo que se reforman las policías de los
tres niveles de gobierno, se adecua el nuevo modelo de jus-
ticia penal y el mando mixto, así como el gobierno federal
se decide a emprender cambios de fondo a la estrategia de
seguridad (que no militarizar al país), solo cabe esperar que
a los gobiernos locales como el estatal de Cancún y el Mu-
nicipal de Benito Juárez, reciban el apoyo que la propia fe-
deración le pueda proporcionar en bien de la seguridad tan-
to de los cancunenses como de los turistas extranjeros que
gustan de asistir a tan bellas playas. 

Sabemos, que el gobierno federal envió refuerzos con inte-
grantes del cuerpo de la Gendarmería. Por su parte, la au-
toridad local ha dicho que realizará todas las investigacio-
nes para castigar a los responsables. En esto es en lo que se
debe profundizar para aclarar los hechos y castigar a los
responsables con todo el peso de la ley.

Así, por lo anteriormente expuesto y fundado, someto a
consideración de esta soberanía la siguiente proposición
con

Punto de Acuerdo

Único. La Comisión Permanente del Honorable Congreso
de la Unión exhorta respetuosamente al titular de la Secre-
taría de Gobernación, Miguel Ángel Osorio Chong, para
que en el ámbito de sus respectivas atribuciones y faculta-
des, otorgue el apoyo necesario al gobierno del estado de

Quintana Roo, para el resguardo de sus instituciones y ga-
rantice la seguridad de la ciudadanía y de los visitantes na-
cionales y extranjeros en los establecimientos mercantiles
y playas turísticas de Cancún. 

Dado en Palacio Legislativo de San Lázaro, a 24 de enero de 2017.—
Diputado Omar Ortega Álvarez (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Gobernación, de la Cámara
de Diputados.

PRIMER VICE-ALCALDE MEXICANO EN LA CIU-
DAD DE PASSAIC, EN NUEVA JERSEY, ESTADOS
UNIDOS DE AMÉRICA

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se felicita al
ciudadano César Aguirre Sánchez, oriundo de Oaxaca, por
ser el primer vicealcalde mexicano en Passaic, Nueva Jer-
sey, Estados Unidos de América, suscrita por el senador
Jorge Toledo Luis, del Grupo Parlamentario del PRI

El que suscribe senador Jorge Toledo Luis, en nombre del
Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institu-
cional en la LXIII Legislatura del Honorable Congreso de
la Unión, con fundamento en lo dispuesto en los artículos
58 y 59 del Reglamento para el Gobierno Interior del Con-
greso General de los Estados Unidos Mexicanos, los artí-
culos 8, numeral 1, fracción II, 58 y 276, numeral 1, del
Reglamento del Senado de la República, someto a consi-
deración del pleno, la presente proposición con punto de
acuerdo por el cual la Comisión Permanente del Congreso
de la Unión se congratula y felicita al ciudadano César
Aguirre Sánchez, oriundo del estado de Oaxaca,  por ser el
primer vicealcalde mexicano en la ciudad de Passaic, en
Nueva Jersey, Estados Unidos de América, con base en las
siguientes consideraciones

Consideraciones

César Aguirre Sánchez, oaxaqueño emigrado desde hace
22 años a Estados Unidos en búsqueda de oportunidades al
igual que muchos hermanos mexicanos, ha logrado con
gran perseverancia, empeño y ganas de trabajar  ser el pri-
mer Vice Alcalde mexicano en la Ciudad de Paissac, de-
mostrando lo que nuestros paisanos, si se pretenden lograr
algo, lo pueden llegar a culminar con éxito. Es un gran
ejemplo de éxito para la comunidad de latinos y para nues-

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año II, Primer Receso, 25 de enero de 2017  Apéndice II281



tros connacionales y latinos que viven en Estados Unidos
de América, así como para los mexicanos que viven en
nuestro país.

Es motivo de júbilo y orgullo tener este tipo de noticias,
que ante el panorama y retos que se presentan  ante nues-
tros connacionales que radican en el país del norte, existan
personas y en específico, oaxaqueños que ponen en alto el
nombre de México en el extranjero.

Nuestro compatriota, nacido en San Sebastián Zoquiapan,
Oaxaca, llegó en el año de 1976 a la ciudad de Passaic a la
edad de 18 años, donde  logró establecer una comercializa-
dora de productos mexicanos, la más importante del área
tri-estatal, compuesta por los estados de Nueva York, Nue-
va Jersey y Connecticut, llamada Oaxaca Mexican Qua-
lity.1

Posteriormente, logró materializar un sueño, dando como
resultado “Mi Ranchito”, dedicado al procesamiento de ali-
mentos de origen mexicano.  Además con “Oaxaca Truc-
king Logistics” se dedicó a la importación y exportación de
productos agrícolas del campo mexicano. 

También fungió como presidente de la Federación Oaxa-
queña del Noreste de Estados Unidos y de la Cámara de
Comercio Mexicana en Passaic.

Ante los retos que viven los mexicanos en el extranjero,
aunado a las nuevas políticas por implementar nuestro pa-
ís vecino, el vicealcalde ha señalado que “Sea cual sea el
escenario que se avecina con el gobierno del presidente
Donald Trump mi compromiso es trabajar por los derechos
de los inmigrantes y en especial de la gran comunidad me-
xicana”,2 con lo que resalta su gran compromiso con el pa-
ís que lo vio nacer; y sobre todo, con el reconocimiento de
la situación que se vive y se tiene en un difícil escenario
que se presenta con en el gobierno entrante.

Con más de 70 mil habitantes, de los que unos 22 mil son
de origen mexicano de primera, segunda y tercera genera-
ción,3 Passaic eligió a Aguirre, migrante originario de San
Sebastián Zoquiapan, perteneciente al municipio de Silaca-
yoapan, para ocupar el cargo de vicealcalde para asuntos
comunitarios durante un año, con la posibilidad de compe-
tir en mayo por la alcaldía.

La toma de posesión se llevó a cabo el día jueves 5 de ene-
ro en la Alcaldía de Passaic, contó con la presencia del Al-
calde de esa ciudad, Héctor Lora (de origen dominicano);

el Presidente del Consejo de la Ciudad y Asambleísta Esta-
tal, Gary Schaer; el Presidente de la Junta de Educación de
la Ciudad, el México-americano Horacio Ray Carrera, in-
tegrante de la mesa directiva del Distrito Escolar de Passaic
y líderes comunitarios del área tri-estatal; por parte del
Consulado de México en Nueva York, en representación
del Cónsul General Diego Gómez Pickering, asistió la cón-
sul adscrita, consejera Vívián Juárez.4

Hoy el Honorable Congreso de la Unión a través de la Co-
misión Permanente se congratula por la llegada de nuestro
hermano mixteco, como el primer vicealcalde de origen
mexicano en la ciudad de Paissac.

Punto de Acuerdo

Único. La Comisión Permanente del Congreso de la Unión
se congratula y felicita al ciudadano César Aguirre Sán-
chez, oriundo del estado de Oaxaca,  por ser el primer vi-
cealcalde mexicano en la ciudad de Passaic, en Nueva Jer-
sey, Estados Unidos de América.

Notas

1 http://www.excelsior.com.mx/global/2017/01/05/1138114 Consulta-
do el 16-01-2017 

2 Ídem. 

3 Conforme a cifras del censo estadounidense 2010, se calcula que en
Passaic viven al menos 22, 000 mil mexicanos actualmente. Para ma-
yor información consúltese en: 

https://www.census.gov/newsroom/releases/archives/2010_cen-
sus/cb11-cn146sp.html y  http://diarioelmananero.com.mx/nacio-
nal/mexicanos-se-multiplican-en-estados-unidos-nacimientos-alla-
superan-a-migrantes Consultado el 16-01-2017.

4 https://consulmex2.sre.gob.mx/nuevayork/index.php/espanol/avi-
sos/620-cesar-aguirre-vicealcalde-nj Consultado el 16-01-2017.

Dado en el salón de sesiones de la Comisión Permanente  a los 25 dí-
as del mes de enero de 2017.— Senador Jorge Toledo Luis (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Relaciones Exteriores Amé-
rica del Norte, de la Cámara de Senadores.

Año II, Primer Receso, 25 de enero de 2017  Apéndice II Diario de los Debates de la Cámara de Diputados282



REFORZAR Y AGILIZAR LAS INVESTIGACIONES
EN EL CASO DE LOS MEDICAMENTOS FALSOS 
PARA NIÑOS CON CÁNCER EN EL ESTADO DE
VERACRUZ

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a
diversas autoridades a reforzar y agilizar las investigacio-
nes de los medicamentos falsos para niños con cáncer en
Veracruz, suscrita por los senadores Adriana Dávila Fer-
nández y Fernando Yunes Márquez, del Grupo Parlamenta-
rio del PAN

Adriana Dávila Fernández y Fernando Yunes Márquez,
ambos senadores del Grupo Parlamentario del Partido Ac-
ción Nacional en la LXIII Legislatura de la Cámara de Se-
nadores, con fundamento en los artículos 58 y 59 del Re-
glamento para el Gobierno Interior del Congreso General
de los Estados Unidos Mexicanos, sometemos a considera-
ción de esta soberanía la siguiente proposición con punto
de acuerdo de urgente resolución al tenor de las siguientes

Consideraciones

En los últimos días se ha dado a conocer ante la opinión
pública otro lamentable caso de corrupción cometido du-
rante la administración de Javier Duarte en Veracruz y en
el que también se encuentra involucrado el exgobernador y
excónsul de México en Barcelona, Fidel Herrera Beltrán.

De acuerdo a distintos comunicados y conferencias de
prensa brindadas por las autoridades de Veracruz, así como
denuncias interpuestas ante las autoridades competentes,
durante los gobiernos de estos mandatarios, se suministra-
ron medicamentos donados a niños con cáncer, de acuerdo
a los resultados de un informe de laboratorio, que arrojó
que las quimioterapias que se suministraban a esos niños
eran en realidad agua destilada.

Las investigaciones han establecido una complicidad entre
empresas Especialidades Médicas del Sureste, Oncofarma
y Bedus Grupo Farmacéutico, con esas administraciones
estatales, cuando las primeras proveerán la falsa substancia
a la Secretaría de Salud de la entidad.

De acuerdo a otros datos, esta situación podría no ser ex-
clusiva de Veracruz, toda vez que algunos servidores pú-
blicos relacionados con tan deplorables hechos, han estado
laborando en distintas áreas de salud en otras entidades fe-
derativas, lo que sin duda y dado su comportamiento cues-

tionado, incrementa la probabilidad de que estos casos se
repitan en otros estados.

Advertimos sobre la participación de los doctores José
Moisés Javier Guevara Arenas y Efrén Samuel Orrico To-
rres.

Al respecto, es de señalarse que el doctor Moisés Javier
Guevara fungió como jefe de prestaciones médicas en el
IMSS del 2005 al 2009 en el estado de Yucatán; como sub-
director de Atención hospitalaria y director de Servicios de
Salud de 2009 a 2013 en la Secretaría de Salud de Vera-
cruz; y como director de Servicios de Salud en la Secreta-
ría de Salud de Tlaxcala de 2014 a 2016, en donde se le in-
volucra con la desaparición de medicamentos caducos, con
un costo aproximado de 9 millones de pesos, lo cual fue in-
formado a su superior inmediato sin consecuencia alguna.

Por su parte, el doctor Efrén Samuel Orrico Torres fue de-
legado estatal del IMSS en Chiapas de 2004 a 2010, tam-
bién fue delegado regional de la misma institución de 2010
al 2013; se desempeñó como asesor en la Secretaría de Sa-
lud de Veracruz de 2013 a 2015. Lo preocupante es que ac-
tualmente, este servidor público sea el director de Servicios
de Salud en el estado de Tlaxcala a pesar de ser investiga-
do por su probable responsabilidad en los hechos aconteci-
dos en Veracruz.

Es preocupante que tanto los exgobernadores Fidel Herre-
ra Beltrán y Javier Duarte de Ochoa de Veracruz, Mariano
González Zarur de Tlaxcala, así como su sucesor Marco
Antonio Mena Rodríguez, hayan establecido vínculos con
tan cuestionados servidores públicos, que son investigados
por tan deplorables actos de corrupción.

Estas acciones sólo pueden atribuirse a personas sin escrú-
pulos para conspirar en contra de la vida de niñas niños y
adolescentes en situación de vulnerabilidad, por lo que es
urgente extender las investigaciones y la participación de
estos personajes en otras entidades federativas. Reitera-
mos, no faltan las razones para pensar que estos hechos no
son aislados o propios sólo de Veracruz, dados los vínculos
políticos y de negocios de estos personajes.

Por estos hechos, es necesario que las autoridades respon-
sables hagan las investigaciones de forma eficaz y en su ca-
so finquen responsabilidades a quienes son señalados co-
mo partícipes de estos lamentables hechos.
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Los Grupos Parlamentarios del PAN en el Congreso de la
Unión han manifestado la necesidad de que la Procuradu-
ría General de la República acelere los procesos de captu-
ra del exgobernador Javier Duarte para que enfrente a la
justicia por todos los desvíos multimillonarios, violaciones
a los derechos humanos y por haber atentado en contra de
la vida de las niñas y niños de Veracruz, así como investi-
gue y evite la evasión de la justicia de Fidel Herrera Bel-
trán, así como de otros posibles mandatarios estatales in-
volucrados..

Por lo anteriormente expuesto, sometemos a consideración
de esta honorable asamblea los siguientes

Puntos de Acuerdo

Primero. La Comisión Permanente del Honorable Congre-
so de la Unión exhorta respetuosamente a la Procuraduría
General de la República para que refuerce las acciones en-
caminadas a lograr la captura del exgobernador de Vera-
cruz Javier Duarte de Ochoa, por haber atentado en contra
de la vida de niñas, niños y adolescentes en esa entidad, así
como el resto de los delitos que se le imputan en contra de
los veracruzanos.

Segundo. La Comisión Permanente del Honorable Con-
greso de la Unión, exhorta respetuosamente a la Fiscalía
General del Estado de Veracruz, para que emita y solicite a
los órganos jurisdiccionales las medidas adecuadas para
evitar que el ex Gobernador Fidel Herrera Beltrán se sus-
traiga de la acción de la justicia, como lo hizo su prede-
cesor.

Tercero. La Comisión Permanente del Honorable Congre-
so de la Unión, exhorta respetuosamente al gobernador de
Tlaxcala, Marco Antonio Mena Rodríguez, para que ins-
truya a las áreas de procuración de justicia de la entidad, a
efecto de investigar a los servidores públicos de su admi-
nistración que están relacionados con el uso y suministro
de medicamentos falsos a niños y adolescentes con cáncer
en el sector salud del estado de Veracruz y los posibles ac-
tos que en el mismo sentido pudieron cometerse durante el
gobierno de Mariano González Zarur.

Salón de sesiones de la Comisión Permanente, a 25 de enero de
2017.— Senadora Adriana Dávila Fernández (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Justicia, de la Cámara de Se-
nadores.

IMPLEMENTAR MEDIDAS QUE CONTRIBUYAN A
LA PREVENCIÓN Y ERRADICACIÓN DE LA CONTA-
MINACIÓN QUE EXISTE EN LOS RÍOS DEL ESTADO
DE CHIAPAS

«Proposición con punto de acuerdo, relativo a la implanta-
ción de medidas que contribuyan a prevenir y erradicar la
contaminación en los ríos de Chiapas, suscrita por el sena-
dor Zoé Robledo Aburto, del Grupo Parlamentario del
PRD

El suscrito, senador Zoé Robledo Aburto, integrante del
Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución Demo-
crática, en esta LXIII Legislatura del Honorable Congreso
de la Unión y con fundamento en lo dispuesto por los artí-
culos 71, fracción II, de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos, 58, 59 y 60 del Reglamento para
el Gobierno Interior del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos, por lo que se refiere al funcionamiento
de la Comisión Permanente, someto a la consideración del
pleno, la presente proposición con punto de acuerdo al te-
nor de las siguientes

Consideraciones

La contaminación, es toda alteración nociva del estado na-
tural de un medio como consecuencia de la introducción de
un agente totalmente ajeno a ese medio, causando inestabi-
lidad, desorden o destrucción a los ecosistemas. 

La contaminación de los ríos es una problemática más an-
tigua que la contaminación ambiental, pero con el aumen-
to de la población de las ciudades que han nacido a las ori-
llas de los mismos, el volumen de desperdicios orgánicos e
inorgánicos, producto de desagües cloacales, como quími-
cos, que son consecuencias del desarrollo industrial, se in-
crementó de manera tal que las aguas del mismo se ven
afectadas de tal forma que su composición deja de ser na-
tural, afectando tanto a la fauna y flora que se alimenta de
la misma como a los humanos que la beben.

El agua que bebemos y utilizamos diariamente proviene de
los ríos, lagos, lagunas y presas. Es necesaria para las plan-
tas, animales, para regar cultivos y para la cría de ganado.
En Chiapas, algunos ríos se usan también como medio de
transporte en las localidades rurales. Los ríos son corrien-
tes de agua que nacen en las montañas y corren hacia las
partes bajas del terreno. 
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Cuando se habla de Chiapas, se habla de una gran riqueza
en muchos aspectos, cuenta con un gran patrimonio en ar-
queología, cultura y naturaleza, en particular, el agua. 

En el estado se concentra el 30% del agua superficial del
país; producto de los ríos Grijalva, Usumacinta, Lacantún,
Jataté y Suchiate; las presas: Belisario Domínguez, Netza-
hualcóyotl, Peñitas y Chicoasén; y de los Lagos de Monte-
bello, Colón y Miramar. Cabe destacarse que los ríos Gri-
jalva y Usumacinta, son los más caudalosos del país.

Esta riqueza hídrica ha servido no sólo para la generación
de energía sino para el cultivo de miles de hectáreas y en
los últimos años para el establecimiento de proyectos de
desarrollo turístico que ha impulsado la Comunidad Euro-
pea y que atraen cada vez más, a innumerables visitantes a
pesar de su lejanía con respecto al centro del país. Ante la
problemática mundial de la falta del agua, el que Chiapas
cuente con ella, lo convierte en una zona estratégica de ma-
yor importancia.

Históricamente sabemos que, los ríos han sido de vital im-
portancia para el asentamiento y desarrollo de las pobla-
ciones humanas, debido a que aseguran el suministro de
agua para sus ocupantes. 

En Chiapas actualmente, el 90 por ciento de los ríos están
contaminados, situación que despierta mucha preocupa-
ción, pues la mayoría de estos, están contaminados por des-
echos industriales y humanos, en tanto no se realicen ac-
ciones para frenar la contaminación, la situación se
agravará cada día más.

Esta situación que se presenta en toda la entidad, y se debe
en gran medida, a la actividad agrícola, industrial y de ser-
vicios, en las que, desafortunadamente, persisten malas
prácticas aún, especialmente en torno al reciclaje de los re-
cipientes que contienen agroquímicos. 

En Chiapas los principales contaminantes al agua son los
hidrocarburos, plaguicidas y los solventes. Un ejemplo cla-
ro de contaminación es la región de los ríos Grijalva y Usu-
macinta, en el sureste de México, ya que es una de las zo-
nas ecológicas con más alta diversidad biológica y cultural
del territorio mexicano. Aunque estos dos ríos representan
solamente el 4.7% de la masa continental del país, sus eco-
sistemas albergan el 64% de la biodiversidad nacional co-
nocida.

En particular, el ejemplo del Río Grijalva, pues es este en
donde las aguas residuales de los municipios de Tuxtla,
Chiapa de Corzo y Acala, incrementan su nivel de conta-
minación al ser vertidos directamente a su cauce sin ningún
tratamiento.

Otro ejemplo son, los ríos de San Cristóbal, que también
son una prueba fehaciente de contaminación, el futuro de
los recursos hidráulicos de este poblado, está en peligro de-
bido al rápido crecimiento de la población, el cambio del
uso de suelo, la sobre extracción del agua subterránea, una
carencia de servicios de saneamiento y tratamiento de
aguas residuales, así como la degradación de la calidad del
agua superficial y subterránea.

En general, estos ríos se han convertido en los receptores
de la descarga del agua sucia y por lo tanto se han conta-
minado de manera que ya no cumplen con los estándares
de calidad de agua potable, y como resultado se generen
enfermedades, dentro de la sociedad chiapaneca.

El grave problema de la contaminación que destruye a los
ríos, se debe al crecimiento demográfico, desarrollo indus-
trial y urbanización. Estos tres factores evolucionan rápi-
damente y se dan uno en función de otro. Es un problema
que aqueja a nuestra sociedad y si no se toman las medidas
pertinentes, evolucionara y causará un daño mayor e irre-
versible; es por ello que ante la preocupación se propone
que se tomen las medidas pertinentes y adecuadas, para lo-
grar frenar este problema que destruye al Estado. 

Es por lo anteriormente expuesto que propongo el siguiente

Punto de Acuerdo

Único. La Comisión Permanente del Congreso de la
Unión, exhorta respetuosamente a la Secretaría de Medio
Ambiente y Recursos Naturales, la Procuraduría Federal de
Protección al Ambiente y al Gobierno del estado de Chia-
pas para que de manera conjunta y coordinada, en los ám-
bitos de sus respectivas competencias, implementen medi-
das que contribuyan a la prevención y erradicación la
contaminación que existe en los ríos del estado de Chiapas.

Dado en la sede de la Comisión Permanente, el día 25 de enero de
2017.— Senador Zoé Robledo Aburto (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Medio Ambiente y Recursos
Naturales, de la Cámara de Senadores.
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IMPLEMENTAR NUEVAS MEDIDAS DE SEGURIDAD
PARAGARANTIZAR LAPROTECCIÓN DE LOS PEATO-
NES Y CICLISTAS EN LA CIUDAD DE MÉXICO

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta
al gobierno de la Ciudad de México a reforzar e implantar
nuevas medidas de seguridad para garantizar la protección
de peatones y ciclistas, suscrita por la diputada Edith Ana-
bel Alvarado Varela, del Grupo Parlamentario del PRI

Edith Anabel Alvarado Varela, diputada integrante de la
LXIII Legislatura del Congreso de la Unión, de conformi-
dad con lo dispuesto en los artículos 8 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos; 58 y 60 del Re-
glamento para el Gobierno Interior del Congreso General
de los Estados Unidos Mexicanos, somete a consideración
de esta honorable asamblea la siguiente proposición con
punto de acuerdo, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

El derecho humano a la movilidad está garantizado en el
primer párrafo del artículo 11 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, el cual señala que: “toda
persona tiene derecho para entrar en la República, salir de
ella, viajar por su territorio y mudar de residencia, sin ne-
cesidad de carta de seguridad, pasaporte, salvoconducto u
otros requisitos semejantes. El ejercicio de este derecho es-
tará subordinado a las facultades de la autoridad judicial,
en los casos de responsabilidad criminal o civil, y a las de
la autoridad administrativa, por lo que toca a las limitacio-
nes que impongan las leyes sobre emigración, inmigración
y salubridad general de la República, o sobre extranjeros
perniciosos residentes en el país”.

El artículo 2, fracción I, del Reglamento de Tránsito del
Distrito Federal, hoy Ciudad de México, señala que la cir-
culación en condiciones de seguridad vial es un derecho,
por lo que todas las autoridades, en el ámbito de su com-
petencia, deben adoptar medidas para garantizar la protec-
ción de la vida e integridad física de las personas, sobre to-
do de los usuarios vulnerables de la vía. 

En este sentido, cobran especial relevancia los hechos que
se observan a diario referentes a los abusos y atropellos a
los que son objeto los peatones o ciclistas en las vías pú-
blicas de la Ciudad de México, perpetrados por automovi-
listas particulares, operadores de unidades de transporte
colectivo y de carga. En estos sucesos, se pone en riesgo la

vida y la integridad física de quienes transitan diariamente
por las calles y avenidas de esta urbe. 

Hasta noviembre de 2015, se habían registrado 17 muertes
de ciclistas. En un periodo que comprende de 2003 a 2015,
en la Ciudad de México se incrementaron los accidentes
entre automovilistas y ciclistas en un 133 por ciento, a pe-
sar de que existe una infraestructura de 14 ciclovías distri-
buidas en las principales avenidas de la ciudad.1

A su vez, el índice de peatones que mueren al año en la
Ciudad de México es exponencial, datos del Consejo Na-
cional para la Prevención de Accidentes, señalan que cada
año fallecen poco más de 8 mil peatones por accidente
vial.2

La inexistencia de una adecuada cultura vial, la ineficien-
cia de las medidas preventivas y la enorme impunidad pa-
ra quien violenta la ley en esta materia, son los principales
factores que han ocasionado un agravio cada vez mayor a
los peatones y ciclistas que a diario circulan en la Ciudad
de México. 

El año pasado, la Procuraduría General de Justicia de la
Ciudad de México, declaró que alrededor de 8 mil percan-
ces viales se habían reportado, pero que en el 80 por cien-
to de los casos la culpa había sido de los peatones.3 El ar-
gumento de los peritos es que supuestamente, los
transeúntes no respetaban los señalamientos viales. Sin
embargo, es ampliamente conocido que buena parte de los
automovilistas y choferes de transporte de carga o de pasa-
jeros de la Ciudad, con frecuencia no atienden los señala-
mientos, no usan las luces intermitentes de sus vehículos,
hacen giros sobre calles o avenidas en las que está expre-
samente prohibido hacerlo, e invaden carriles que no les
corresponden. La situación tiene que ver con una percep-
ción social de los automovilistas hacia ciclistas o transeún-
tes. 

En la cultura vial imperante en la Ciudad de México, el au-
tomovilista supone la preferencia del uso de la vía pública.
Si un vehículo automotor impacta a un ciclista o peatón, y
éste fenece, se puede cubrir la perdida de la vida humana
con indemnización económica. 

Debido a los constantes abusos y agresiones de los que con
objeto los ciclistas y peatones, en meses pasados éstos tu-
vieron que hacer uso de su derecho a la protesta y desfila-
ron desnudos alrededor de mil 500 personas.4
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También es ya común que en las redes sociales circulen vi-
deos en los que se documentan los abusos cometidos en
contra de ciclistas y peatones por parte de automovilistas
en la Ciudad de México, a los que se les etiqueta con el so-
brenombre de “Lord” o “Lady”, dependiendo del agresor.
Estos ataques usualmente se graban con los teléfonos celu-
lares de ciudadanos que transitan cerca del percance. Es
igualmente usual que los agresores hacen gala de sus in-
fluencias y su posición económica para insultar, agredir,
amedrentar y salir impunes. 

El Reglamento de Tránsito del Distrito Federal en el artí-
culo 2, fracción IV incisos a) y b), es muy claro al señalar
que se dará prioridad en la utilización del espacio vial de
acuerdo a la siguiente jerarquía: a) Peatones, en especial
personas con discapacidad y movilidad limitada; y b) Ci-
clistas…”.

Al no respetarse las disposiciones viales vigentes en la Ciu-
dad de México, se pone en riesgo la integridad física de
quienes tienen prioridad para transitar por las calles y ave-
nidas de la urbe, por lo que es indispensable que las auto-
ridades implementen nuevas medidas de seguridad enca-
minadas a garantizar la protección de los peatones y
ciclistas de la Ciudad, y las ya existentes las refuerce. Asi-
mismo, que la Procuraduría General de Justicia de la Ciu-
dad de México, atienda puntualmente y dé cabal segui-
miento a las denuncias que se hagan con motivo de alguna
agresión o lesión contra los peatones o ciclistas.

Derivado de lo anterior, someto a consideración de esta ho-
norable asamblea el presente

Punto de Acuerdo

Único. Se exhorta al jefe de gobierno de la Ciudad de Mé-
xico a que implemente nuevas medidas de seguridad enca-
minadas a garantizar la protección de los peatones y ciclis-
tas de la ciudad, y las ya existentes las refuerce, asimismo,
para que instruya al procurador General de Justicia de la
Ciudad de México, a que atienda puntualmente y dé cabal
seguimiento a las denuncias que se hagan con motivo de al-
guna agresión o lesión contra los peatones o ciclistas. 

Notas

1 “Se dispara el número de accidentes ciclistas: SSPDF”, El Universal,
28 de noviembre de 2015. Disponible en: 

http://www.eluniversal.com.mx/articulo/periodismo-de-investiga-
cion/2015/11/28/se-dispara-el-numero-de-accidentes-ciclistas-
sspdf (Última consulta: 24 de octubre de 2016) 

2 “Accidentes viales son culpa de los peatones: PGJDF”, El Universal,
22 de enero de 2016. Disponible en: 

http://www.eluniversal.com.mx/articulo/metropoli/df/2016/01/22/a
ccidentes-viales-son-culpa-de-los-peatones-pgjdf (Última consulta:
24 de octubre de 2016) 

3 Ibídem. 

4 “Ciclistas pedalean desnudos en México para pedir a automovilistas
que les tengan respeto”, Animal Político, 11 de junio de 2016. Dispo-
nible en  

http://www.animalpolitico.com/2016/06/ciclistas-pedalean-desnu-
dos-en-mexico-para-pedir-a-automovilistas-que-les-tengan-respe-
to/ (Última consulta: 24 de octubre de 2016) 

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 25 de enero de
2017.— Diputada Edith Anabel Alvarado Varela (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Ciudad de México, de la Cá-
mara de Diputados.

AVERIGUAR LOS HECHOS OCURRIDOS SOBRE
LAS FALSAS QUIMIOTERAPIAS QUE SE APLICA-
RON A NIÑOS QUE PADECEN CÁNCER Y QUE PER-
DIERON LA VIDA EN EL ESTADO DE VERACRUZ

«Proposición con punto de acuerdo, por el cual se solicita
al titular del Ejecutivo federal a instruir al de la PGR para
que atraiga la averiguación sobre las falsas quimioterapias
aplicadas en Veracruz a niños con cáncer fallecidos a cau-
sa de ellas, a efecto de que se realicen las investigaciones
correspondientes, así como las denuncias penales contra
quienes resulten responsables, suscrita por la diputada
Mayra Angélica Enríquez Vanderkam, del Grupo Parla-
mentario del PAN

La que suscribe, Mayra Angélica Enríquez Vanderkam,
diputada del Grupo Parlamentario del Partido Acción Na-
cional, integrante de la LXIII Legislatura del Honorable
Congreso de la Unión, con fundamento en lo dispuesto en
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el artículo 6, fracción I, y el artículo 79, numerales I, frac-
ción II, y 2, fracciones I y III, del Reglamento de la Cáma-
ra de Diputados, somete a consideración del pleno de esta
soberanía la presente proposición con punto de acuerdo, al
tenor del siguiente

Planteamiento

El pasado 16 de enero, en rueda de prensa, en la ciudad de
Jalapa, Veracruz, y ante varios medios de comunicación, el
gobernador de esa entidad, Miguel Ángel Yunes Linares,
denunció públicamente que varios niños que padecen cán-
cer no recibieron el medicamento que les tenían que apli-
car en sus quimioterapias, y que, en vez de éstos, sólo les
fue aplicada “agua destilada”, en el entendido de que todo
ello ocurrió, durante las administraciones de Fidel Herrera
Beltrán y Javier Duarte Ochoa.

De suyo la gravedad de los acontecimientos asume carac-
terísticas y riesgos diversos por estar implicadas en los he-
chos dados a conocer, la existencia y actuación de personas
de partido político diferente al de los mandatarios veracru-
zanos que se señalaron, y que, por lo mismo, existe la pre-
sunción de que no se asuma persecución por la comisión de
tales ilícitos, encubriendo bajo un manto de operaciones
políticas y maquillajes, las denuncias en contra de quien o
quienes resulten responsables, entorpeciendo y dando laxi-
tud a la impartición de justicia.

De conformidad con el artículo 21 de la Constitución y los
aplicables del Código Nacional de Procedimientos Penales,
de la Ley Orgánica de la Procuraduría General de la Repú-
blica (PGR) y del Reglamento Interior de la PGR, solicito
que dicha investigación sea atraída por la Procuraduría Ge-
neral de la República para que se garantice la imparciali-
dad, certeza jurídica y, en su caso, se dictamine la repara-
ción del daño, si es que la vida de los pequeños que
supuestamente fueron atendidos pudiese recuperarse.

Antecedentes

De los reportajes, notas informativas y declaraciones di-
versas, se desprende que los niños con cáncer que supues-
tamente recibieron quimioterapia en el nosocomio de Vera-
cruz, en realidad recibieron agua destilada. Ello representa
si se comprueba, un delito grave, además de una acción
criminal realizada, autorizada y manipulada por funciona-
rios con capacidad de decisión sobre la adquisición de los
medicamentos y tratamientos catalogados al momento co-
mo de falsos.

El actual gobernador de Veracruz, Miguel Ángel Yunes, hi-
zo del conocimiento de la opinión pública el engaño que
sufrieron los pequeños y sus familias durante las adminis-
traciones de Fidel Herrera Beltrán y de Javier Duarte de
Ochoa; uno, nombrado cónsul en España y el otro, hoy es
prófugo de la justicia.

El tema representa un nivel de gravedad extrema. Entreco-
millo las palabras del gobernador Yunes: “Tenemos ya el
resultado de un laboratorio que señaló que el medicamento
que se administraba a niños, una quimioterapia que se ad-
ministraba a niños, no era realmente un medicamento, sino
que era un compuesto inerte, era agua prácticamente desti-
lada”.

Informaciones diversas

En diversas notas dadas a conocer a la opinión pública, se
argumenta que: (Cfr: http://www.debate.com.mx/mexi-
co/Desaparecen-expedientes-de-ninos-con-cancer-en-Ve-
racruz-20170119-0029.html:) 

1. Luego de darse a conocer que durante la administra-
ción de Javier Duarte se suministraron quimioterapias
falsas a niños con cáncer, el Centro de Cancerología
desapareció nueve expedientes de un número igual de
niños que al parecer, murieron entre diciembre de 2014
y enero de 2015. 

2. Miguel Ángel Yunes, actual gobernador de Veracruz,
aseguró que se trata de los niños que fallecieron por los
falsos tratamientos oncológicos, adicionando además
que, dos niños más murieron en ese periodo ya que las
autoridades de salud les negaron un trasplante de médu-
la ósea que ya estaba autorizado y los regresaron a casa
a morir, de acuerdo con la nota que público el diario Ex-
célsior.

3. Lo anterior, así se desprende, fue señalado por Juan
Antonio Nemi Dib, titular de la Secretaría de Salud, en-
tre marzo de 2013 y agosto de 2014, quien señaló ade-
más, que la muerte de los niños que recibieron trata-
mientos falsos es un homicidio y no debe quedar
impune.

4. El mismo funcionario Nemi Dib destacó que “Cuan-
do se mueren nueve niños en el hospital, es una cifra
muy alarmante. Los niños con cáncer tienen un alto ries-
go de muerte, pero no tanto, no es lógico, no se corres-
ponde con la estadística regular”.
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5. En un plano de igual importancia, Nemi Dib, dijo que
su salida en la Secretaría de Salud de Veracruz se dio
tras denunciar esta y otras corruptelas del gobierno es-
tatal cometidas por Ricardo Sandoval, que entonces
ocupaba el cargo de administrador y cuyas decisiones
fueron respaldadas por el propio Duarte de Ochoa.

6. En un bloque diverso de información (Alerta Chia-
pas. 16 de enero, 2017) la nota recogida por el reporte-
ro sostiene que: “Durante los sexenios de los ex gober-
nadores Fidel Herrera Beltrán y Javier Duarte de Ochoa,
la Secretaría de Salud de Veracruz suministró medica-
mentos clonados a niños con cáncer, aseguró el gober-
nador Miguel Ángel Yunes Linares en la conferencia
que ofreció este lunes en Xalapa”.

7. En la misma nota, al recoger las declaraciones del
mandatario estatal se entrecomilla que “No ha conclui-
do la investigación, pero tenemos el resultado de un la-
boratorio que señaló que un medicamento que se le su-
ministraba a niños en una quimioterapia no era un
medicamento, sino que era un compuesto inerte, era
agua destilada. Esto me parece realmente un pecado
brutal, un atentado contra la vida de los niños”.

8. Yunes Linares precisó que “Se está investigando no
sólo para quimioterapias, sino para otros tratamientos.
Un caso igual de lamentable es que se encontraron unas
bodegas con medicamentos que ya habían superado la
etapa de caducidad. No sabemos si los compraron así o
dejaron que se caducaran”.

9. Es importante destacar que a mediados de diciembre
de 2016 el secretario de Salud, Arturo Hirám Suárez Vi-
lla, señaló que la Contraloría del Estado tiene en su po-
der un documento en el que un fabricante desconoce un
lote de medicamentos adquiridos por el gobierno estatal.

10. De la información recogida se sostiene que el lote de
medicinas fue comprado por el gobierno estatal a prin-
cipios de 2010 –cuando aún era gobernador Fidel He-
rrera Beltrán– y no fue reconocido por Grupo Roche
Syntex de México SA de CV, y que en su momento, los
medicamentos fueron enviados al Centro Estatal de
Cancerología ubicado en Xalapa, en el que la mayoría
de los pacientes son niños y adolescentes.

11. Conviene destacar la información en el sentido de
que, tras descubrirse que la distribuidora Especialidades
Médicas del Sureste SA de CV había vendido medica-

mentos falsos, se le retiró la adjudicación directa en ma-
yo de 2011, durante el mandato de Javier Duarte, sin
que existan referentes de que se procediera penalmente
contra los responsables de la compañía, quienes están
vinculados con el diputado federal Jorge Carvallo Del-
fín, ex colaborador de Duarte.

12. En la misma fecha, el diario El Debate recogió las
declaraciones del gobernador Yunes, que agravan las
circunstancias materia de la litis: Fueron gastados mi-
llones de pesos en estos medicamentos que nunca se uti-
lizaron. “No sabemos si se compraron ya con la caduci-
dad vencida o dejaron que se venciera”

Por lo expuesto, someto a la consideración de esta honora-
ble asamblea, la siguiente proposición con 

Punto de Acuerdo

Único. Se solicita al titular del Ejecutivo federal a que ins-
truya al titular de la Procuraduría General de la República
para que atraiga la averiguación de los hechos ocurridos en
Veracruz sobre las falsas quimioterapias que se aplicaron a
niños que padecen cáncer y para que se realicen las inves-
tigaciones correspondientes así como las denuncias en con-
tra de quien o quienes resulten responsables.

Palacio Legislativo de San Lázaro, sede de la Comisión Permanente, a
25 de enero de 2017.— Diputados: Mayra Angélica Enríquez Vander-
kam, Jesús Antonio López Rodríguez (rúbricas).»

Se turna a la Comisión de Justicia, de la Cámara de
Diputados.

VIGILANCIA Y CONTROL DE PRECIOS DEL KILO-
GRAMO DE LA MASA Y LA TORTILLA

«Proposición con punto de acuerdo, relativo a la vigilancia
y el control de precios de la masa y la tortilla, suscrita por
la diputada Natalia Karina Barón Ortiz, del Grupo Parla-
mentario del PRD

La suscrita, Natalia Karina Barón Ortiz, diputada federal
de la LXIII Legislatura del Honorable Congreso de la
Unión, integrante del Grupo Parlamentario del Partido de
la Revolución Democrática, con fundamento en lo dis-
puesto en el artículo 58 y 59 del Reglamento para el Go-
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bierno Interior del Congreso General de los Estados Uni-
dos Mexicanos, someto a consideración de esta soberanía
proposición con punto de acuerdo con el carácter de ur-
gente u obvia resolución, relativo a la vigilancia y control
de precios del kilogramo de la masa y la tortilla al tenor de
las siguientes

Consideraciones

El 28 de diciembre pasado, la Secretaría de Hacienda y
Crédito Público y la Comisión Reguladora de Energía pu-
blicaron el Acuerdo por el que se dan a conocer los precios
máximos de gasolinas y diésel para las 83 regiones del pa-
ís (con vigencia del 1 de enero al 3 de febrero de 2017), las
7 regiones de frontera (válidos del 1 al 10 de enero), y los
municipios que componen cada región.

La división del país en 90 zonas estableció precios diferen-
ciados de las gasolinas aumentando hasta en un 20% la ta-
rifa de los combustibles en orden a una liberación de los
precios y considerando diversos factores como el pago del
precio real, de impuestos y transportación y logística; no
sólo la liberación de los precios de la gasolina y diésel ocu-
rrió este inicio de año, también lo fue el de otros combus-
tibles necesarios para el desarrollo de otras industrias, así
aumentaron el gas propano y el butano.

Lo anterior comienza a impactar la producción de bienes y
servicios lo que está generando una espiral inflacionaria
que incide directamente en los salarios y bolsillos de las fa-
milias mexicana particularmente en los insumos de la ca-
nasta básica y en alimentos de primera necesidad como es
el caso del precio de la masa y la tortilla.

Si bien las autoridades encargadas de la regulación y con-
trol de precios han afirmado que mantendrán una vigilan-
cia sobre los aumentos no autorizados en alimentos, el pre-
texto del gasolinazo y la diferenciación del precio de los
combustibles motivaron el aumento de precios sin control
en la carne de pollo, frijol, huevo y tortilla.

Si bien el Sistema Nacional e Integración de Mercados de
la Secretaría de Economía, al mes de enero de 2017, no re-
gistró variaciones importantes en el precio del kilogramo
de tortillas, a través de las encuestas que realiza para las
mediciones y variaciones de precios, la realidad es otra. De
acuerdo con informaciones periodísticas y los reportes de
la Procuraduría Federal del Consumidor entre el 2 y el 13
de enero, el precio de la tortilla se ha incrementado entre
un 6 y 8 por ciento llegándose a vender en algunas entida-

des del país hasta en 19 pesos el kilogramo; en la Ciudad
de México pasó de 11.20 a 11.38 pesos y en la zona me-
tropolitana del Estado de México el precio pasó de 10.89 a
10.96 pesos.

En otras ciudades, de acuerdo con información de las aso-
ciaciones de la masa y la tortilla, el precio del alimento pa-
rece sin control variando de municipio a municipio. En
Oaxaca, la tortilla se comercializó hasta en 18 pesos hasta
el 15 de enero debido al incremento del gas y de la energía
eléctrica. 

Según la Secretaría de Economía, en un comunicado del 5
de enero de 2017, “existe preocupación en todo el país res-
pecto al impacto que el incremento en el costo de los com-
bustibles tendrá en los precios de los productos básicos”;
sin embargo, ese comunicado 002/17, “las variaciones en
los precios de los combustibles, sean al alza o a la baja, no
tienen un efecto directo, de uno a uno, en los precios de los
productos que los integran como insumos. Es decir, un in-
cremento de 16.5% en el diésel, no implica un aumento
igual o mayor en el costo de un kilo de tortillas o huevo o
un litro de leche.

Por ejemplo, en la producción de un kilo de tortilla, el efec-
to del incremento en el precio del diésel es de no más de 5
centavos por kilo. Además, considerando que actualmente
el precio del maíz en pesos es 20% más bajo que en di-
ciembre de 2011, no hay evidencia que justifique un au-
mento desproporcionado el precio de la tortilla”.

El aumento de los precios en la canasta básica impacta a las
familias con más bajos recursos aun cuando no tengan au-
tomóviles y consuman gasolina de manera directa; las fa-
milias mexicanas que ganan el salario mínimo invertirán
más recursos de su economía para ser invertidos en la com-
pra de alimentos, particularmente de los millones aún más
a las personas con bajos recursos. Los mayormente afecta-
dos son millones de personas que se encuentran en pobre-
za alimentaria o extrema cuyos ingresos mensuales no as-
cienden a más de 700 pesos mensuales en las zonas
urbanas siendo peor para las zonas rurales.

Así, este gasolinazo no midió las consecuencias sociales
siendo particularmente insensible con los que menos tienen
al no valorar y vislumbrar cuáles serían los impactos en la
canasta básica. A esto se suma la especulación en la pro-
ducción del alimento para realizar alzas injustificadas que
perjudican a las familias mexicanas.
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En este sentido, es urgente el exhorto a las autoridades de
la Secretaría de Economía para que, en el ámbito de su
competencia, realice las medidas que impidan el alza in-
justificada de precios en el kilogramo de la masa y tortilla
y fortalezca el control de los precios para realizar las san-
ciones administrativas que correspondan contra los espe-
culadores que se benefician en el aumento indiscriminado
de precios de este alimento.

Por lo anterior expuesto, se pone a consideración del Pleno
de esta Comisión Permanente del Honorable Congreso de
la Unión la siguiente Proposición con Punto de Acuerdo de
urgente u obvia resolución.

Acuerdo

Primero. La Comisión Permanente del Honorable Congre-
so de la Unión, exhorta al secretario de Economía para que,
en el ámbito de su competencia, refuercen las medidas que
impidan el alza injustificada en el precio del kilogramo de
la masa y tortilla de maíz por la liberación de las tarifas de
los distintos combustibles.

Segundo. La Comisión Permanente exhorta al procurador
federal del Consumidor para que, en el ámbito de su com-
petencia, refuercen las medidas relativas a la vigilancia y
control en el alza injustificada del precio del kilogramo de
masa y tortilla de maíz por la liberación de las tarifas de los
distintos combustibles.

Dado en la Comisión Permanente del Honorable Congreso de la
Unión, a 25 de enero de 2017.— Diputada Natalia Karina Barón Ortiz
(rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Economía, de la Cámara de
Diputados.

DAR MARCHA ATRÁS AL INCREMENTO EN EL PAGO
DEL IMPUESTO PREDIAL APLICADO A PARTIR DE
2017 EN ZAPOPAN, JALISCO

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta
al gobierno de Zapopan, Jalisco, a dar marcha atrás al in-
cremento del impuesto predial aplicado a partir de 2017, a
cargo del senador Jesús Casillas Romero, del Grupo Parla-
mentario del PRI

El suscrito, senador Jesús Casillas Romero, integrante del
Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institu-
cional, con fundamento en los artículos 8, numeral 1, frac-
ción II, y 276 del Reglamento del Senado de la República,
somete a la consideración de esta honorable Comisión Per-
manente, la siguiente proposición con punto de acuerdo de
obvia y urgente resolución, por el cual se exhorta respe-
tuosamente el gobierno municipal de Zapopan, Jalisco, a
dar marcha atrás al incremento en el pago del impuesto
predial aplicado a partir de 2017, en favor de la economía
de los habitantes de ese municipio; al tenor de las siguien-
tes

Consideraciones

El año que comienza será sin duda, un año complicado y de
grandes retos para los mexicanos.

Son muchos los factores que influyen, ya desde el entur-
biamiento del clima económico en el que incide el triunfo
del presidente electo de los Estados Unidos de América,
Donald Trump, que con sus desenfrenadas propuestas ha
logrado un ambiente de zozobra en nuestro país y hasta una
grave depreciación del peso frente al dólar. Ello, además
del panorama que se ha percibido por los mexicanos por la
actualización en el precio de las gasolinas, con motivo de
su alza en los precios internacionales y que a nuestro país
impacta de manera acentuada en virtud de la referida deva-
luación monetaria.

Sabemos que todas las economías del mundo están vivien-
do un proceso de desaceleración y que lamentablemente
nuestro país también resulta seriamente afectado, pues pe-
se a no ser un problema privativo de México, sí resulta par-
ticularmente lastimado, además de la caída de los ingresos
provenientes de la renta petrolera.

Ante esa situación, es necesario que todos los órdenes de
gobiernos actuemos con la mayor responsabilidad posible.

Por ello, es necesario una serie de acciones, en las que por
ejemplo, el presidente Enrique Peña Nieto presentó el
Acuerdo por el Fortalecimiento Económico y la Protección
de la Economía Familiar, con apoyos a través de prestacio-
nes sociales, inversiones diversas y estímulos que incidan
en cuatro objetivos fundamentales:

• Cuidar la economía de las familias mexicanas
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• Impulsar y concretar los proyectos de inversión pro-
gramados para 2017 y 2018

• Fomentar nuevas inversiones

• Mantener la creación de empleos, el crecimiento eco-
nómico y la competitividad

La intención es contribuir a la estabilidad económica y so-
cial del país, la inversión, el empleo, el ingreso y bienestar
de las familias.

Entre las acciones destacan:

- Evitar el incremento indiscriminado de precios de bie-
nes y servicios, evitando repercusiones injustificadas o
fenómenos de especulación, particularmente en el caso
de los productos que forman parte de la canasta básica.

- Modernizar el transporte público y facilitar la movili-
dad urbana.

- Impulsar la inversión y el empleo a través de la Banca
de Desarrollo, el Fondo Nacional de Infraestructura y
las Asociaciones Público Privadas.

- Generar nuevos estímulos y procesos de simplifica-
ción que permitan más inversión, particularmente en fa-
vor de pequeñas y medianas empresas.

Para lograrlo se requiere de la participación coordinada
además del gobierno federal, de los gobiernos locales y
municipales, en las que se hace indispensable el lograr un
buen balance en la política fiscal, en la que por ejemplo, en
los gobiernos municipales, un incremento injustificado al
impuesto predial no constituye la mejor forma de lograrlo.

En el estado de mi representación, Jalisco, es de destacar el
caso del municipio de Zapopan, Jalisco, que al momento de
aprobar su proyecto de Ley de Ingresos para el Ejercicio
Fiscal de 2017, también aprovechó la sesión para aprobar
la modificación a los valores catastrales del municipio, lo
que evidentemente está incidiendo en el pago del impuesto
predial.

Como sabemos, el pago del impuesto predial está determi-
nado por el valor del suelo y el valor de la construcción,
por lo que aún en el caso de no variar la tasa del impuesto,
su monto de pago claro que se ve incrementado, lo que es

lo mismo para el contribuyente, pagar más con el impacto
consecuente a su bolsillo.

En la sesión de ayuntamiento correspondiente se dijo que
el incremento en la tablas de valores catastrales solo im-
pactaría a grandes desarrolladores, más lo cierto es que se
incluyeron colonias vulnerables y de situación precaria,
faltando a la palabra dada, en la que se dijo a la ciudadanía
zapopana que este concepto, el del predial, no sufriría in-
cremento alguno.

Con ello, el pago del impuesto predial se incrementó desde
el 5 al 72 por ciento en Zapopan, contrario a la promesa de
su primer edil, quien impulsó desde su campaña el no in-
crementar este impuesto, entre otros. Evidentemente que
incrementos de hasta 72 por ciento resultan además des-
proporcionados.

Esta situación está causando serias laceraciones económi-
cas a sus habitantes, además del doble descontento al tra-
tarse de una medida injustificada y hasta desproporcional,
por tratarse también de un incumplimiento al compromiso
del actual gobierno municipal de no incrementar este im-
puesto por el plazo de su periodo constitucional.

Cabe destacar, que ante la situación económica del país, el
gobierno del estado también está haciendo lo propio, pues
ha anunciado e implementado un plan de austeridad, con
medidas como las siguientes:

• No incremento a la tarifa del transporte público.

• Ampliación del plazo de descuento en el pago del re-
frendo y holograma vehicular

• Recortar y hacer más eficiente el gasto público.

• La creación de un Fondo de Contingencia a la Econo-
mía Familiar.

• Promocionar a Jalisco como un Polo de Almacena-
miento de Combustible para mejorar precios en este in-
sumo.

De esta manera, los gobiernos federal y estatal están asu-
miendo acciones responsables en las que, de sumarse el go-
bierno municipal de Zapopan, se estaría logrando una co-
ordinación entre los tres órdenes de gobierno en favor de
los zapopanos.
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Mientras que por el contrario, el incremento a las bases del
pago del impuesto predial, se trata de una medida que no
llega en el mejor momento.

Por ello, muy acertado sería que el gobierno municipal die-
ra marcha atrás a este incremento, en favor de la economía
de los habitantes de este apreciado municipio.

De ahí, que la sugerencia en concreto consistiría en la con-
tenida en la siguiente proposición con punto concreto de…

Acuerdo

Único. La Comisión Permanente del Congreso General de
los Estados Unidos Mexicanos, exhorta respetuosamente al
gobierno municipal de Zapopan, Jalisco, a dar marcha atrás
al incremento en el pago del impuesto predial aplicado a
partir de 2017, presentando a la brevedad posible la inicia-
tiva correspondiente ante el Congreso del estado de Jalis-
co, para revocar el incremento en los valores catastrales y
conservar el pago de este impuesto sin incrementos; asi-
mismo, a contemplar la ampliación del plazo de descuento
por pronto pago, para que este transcurra a partir de la su-
gerida modificación en obviedad de consecuencia.

Dado en la Ciudad de México, en la sede de la Comisión Permanente,
a 25 de enero de 2017.— Senador Jesús Casillas Romero (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Hacienda y Crédito Público,
de la Cámara de Senadores.

PRESUNTA COMISIÓN DE DELITOS, COMO LA
ADQUISICIÓN DE MEDICAMENTOS FALSIFICA-
DOS Y EL CONOCIMIENTO DE LA APLICACIÓN DE
MEDICAMENTOS APÓCRIFOS, EN EL ESTADO DE
VERACRUZ

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a
la PGR, la Fiscalía General de Veracruz y las diversas au-
toridades a atender en el ámbito de sus competencias las in-
vestigaciones y realizar de manera rápida y eficaz las ac-
ciones conducentes a esclarecer y determinar cuanto antes
el sujeto pasivo de la presunta comisión de delitos como la
adquisición de medicamentos falsificados, y conocer la
aplicación de fármacos apócrifos, suscrita por la senadora
Sonia Rocha Acosta, del Grupo Parlamentario del PAN

La suscrita, senadora Sonia Rocha Acosta, integrante del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional , en esta
LXIII Legislatura del Honorable Congreso de la Unión y
con fundamento en lo dispuesto por los artículos 8, 1, frac-
ción II y 276, numeral 1, del Reglamento del Senado de la
República, así como 58 y 60 del Reglamento para el Go-
bierno Interior del Congreso General de los Estados Uni-
dos Mexicanos, somete a la consideración del pleno, la pre-
sente proposición con punto de acuerdo por el que se
exhorta a la Procuraduría General de la República, a la Fis-
calía General del Estado de Veracruz, a través del Poder
Ejecutivo de la República, así como a las  diversas autori-
dades a atender en el ámbito de sus respectivas competen-
cias las investigaciones y realizar de manera rápida y efi-
caz las acciones correspondientes para que se esclarezca y
se determine lo antes posible el sujeto pasivo de la presun-
ta comisión de delitos, como la adquisición de medica-
mentos falsificados , y el conocimiento de la aplicación de
medicamentos apócrifos al tenor de las siguientes

Consideraciones

Que en el estado de Veracruz existen 56 hospitales y más
de 700 centros de Salud. 

Que tras diversas investigaciones en el gobierno de Miguel
Ángel Yunes se dio a conocer que en los sexenios de los
CC. Fidel Herrera Beltrán y Javier Duarte se aplicaba a
menores tratamientos de quimioterapia a menos con medi-
camento falso.

La farmacéutica Roche, confirmo con estudios aplicados a
los medicamentos aplicados que el C Javier Duarte de
Ochoa supo que el medicamento aplicado a niños con cán-
cer era falso y que, además, no correspondía a medicina pe-
diátrica.

Es así que de igual forma la farmacia del Centro Estatal de
Cancerología identificó medicamentos oncológicos con
posibles alteraciones en su composición.

Que los CC. Fidel Herrera Beltrán y Javier Duarte de
Ochoa ex gobernadores del Estado de Veracruz, hoy pre-
sentan una denuncia por parte de la Secretaria de Salud,
por ser presuntos participes en delitos constituidos por la
adquisición y aplicación de medicamentos apócrifos du-
rante sus respectivas administraciones.

Que el día 22 de enero de 2017, la Secretaría de Relacio-
nes Exteriores, realizo un comunicado donde se da a cono-
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cer la renuncia irrevocable del C. Fidel Herrera Beltrán, co-
mo cónsul de México en Barcelona.

Es de gran preocupación lo mencionado en el párrafo ante-
rior ya que dicha renuncia la efectúo, justo después que se
diera conocer que se realizaron quimioterapias falsas a ni-
ños, así como pruebas falsas de VIH en Veracruz durante
las pasadas administraciones.

Como es bien sabido el ex Gobernador de Veracruz, Javier
Duarte pidió y obtuvo licencia como gobernador el día 12
de octubre, 48 días antes de dar por concluido su cargo
(2010-2016), según dijo para hacer frente a las acusaciones
de corrupción en su contra, mismos argumentos que hoy en
día está dando el ex Cónsul Fidel Herrera.

Ante este escenario no podemos dejar a un lado el derecho
a la justicia que nos garantiza nuestro Máximo Ordena-
miento en su numeral 17 para todos aquellos enfermos que
injustamente fueron víctimas de la corrupción  y medica-
mentos falsos. 

Conforme al párrafo anterior al no actuar rápidamente es-
tamos siendo participes de la violación no solo del artículo
17 sino también del no hacer nada ante el derecho a la sa-
lud que les fue transgredido a los menores y personas que
fueron víctimas en tan lamentable hecho. 

Por lo anteriormente expuesto y fundado, someto a la con-
sideración de esta honorable asamblea la siguiente pro-
puesta con

Puntos de Acuerdo

Primero. Se exhorta a la Procuraduría General de la Re-
pública, a la Fiscalía General del estado de Veracruz, a tra-
vés del Poder Ejecutivo de la República, así como a las  di-
versas autoridades a atender en el ámbito de sus respectivas
competencias las investigaciones,  y realizar de manera rá-
pida y eficaz las acciones correspondientes para que se es-
clarezca y se determine lo antes posible el sujeto pasivo de
la presunta comisión de delitos, como la adquisición de
medicamentos falsificados, y el conocimiento de la aplica-
ción de medicamentos apócrifos.

Segundo. Se solicita a esta honorable soberanía que tenga
a bien considerar esta proposición con punto de acuerdo de
urgente y obvia resolución.

Dado en la sede de la Comisión Permanente, el 25 de enero de 2017.—
Senadora Sonia Rocha Acosta (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Justicia, de la Cámara de Se-
nadores.

REAPERTURA DE LA CALERA CALES Y MORTEROS
DEL GRIJALVA SA DE CV, UBICADA DENTRO DEL
PARQUE NACIONAL CAÑÓN DEL SUMIDERO, EN
EL ESTADO DE CHIAPAS

«Proposición con punto de acuerdo, relativo a la reapertu-
ra de Cales y Morteros del Grijalva, SA de CV, en el par-
que nacional Cañón del Sumidero, suscrita por el senador
Zoé Robledo Aburto, del Grupo Parlamentario del PRD

El suscrito, senador Zoé Robledo Aburto, integrante del
Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución Demo-
crática, en esta LXIII Legislatura del Honorable Congreso
de la Unión y con fundamento en lo dispuesto por los artí-
culos 71, fracción II, de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos, 58, 59 y 60 del Reglamento para
el Gobierno Interior del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos, por lo que se refiere al funcionamiento
de la Comisión Permanente, somete a la consideración del
pleno la presente proposición con punto de acuerdo, al te-
nor de las siguientes

Consideraciones

El Parque Nacional Cañón del Sumidero es reconocido co-
mo un área natural protegida, además se encuentra legiti-
mado como sitio “Ramsar”, lo que significa un humedal de
importancia internacional por los beneficios ecológicos
que aporta. Esta área protegida aporta beneficios al am-
biente, tales como la regulación química de la atmosfera,
regulación de la temperatura del clima, captación y sanea-
miento por filtraciones de aguas subterráneas, protección
contra la erosión, generación de nutrientes indispensables
para actividades productivas del ambiente, control ecológi-
co de biodiversidad, entre otras.

De acuerdo a un estudio realizado por la Secretaria de Sa-
lud del Estado de Chiapas durante el 2010, las actividades
mineras de esta empresa son las causantes de las afectacio-
nes en las vías respiratorias del 40 por ciento de los habi-
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tantes de la colonia Rivera Cahuaré ubicada a pocos kiló-
metros de la empresa.

A cinco décadas de que “Cales y Morteros del Grijalva, SA
de CV”, iniciara la extracción sobre lo que hoy es el Par-
que Nacional Cañón del Sumidero, la minera ha realizado
detonaciones para extraer piedra para luego convertirla en
cal, ambas actividades han sido las causas por la que los
habitantes presentan daños a la salud principalmente en ni-
ños de 5 y entre 14 años. La Secretaria de Salud Estatal re-
alizó un estudio en el cual mostró que el 26.2 por ciento de
las personas tenía enfermedades como alergias, un 20 por
ciento enfermedades infecciosas en la piel, las cuales po-
drían estar relacionadas a la extracción de cal de dicha em-
presa.

Con la permanencia de este tipo de mineras en un Área Na-
tural Protegida como es el Parque Nacional Cañón del Su-
midero la devastación de flora y fauna en peligro de extin-
ción es peor por los explosivos utilizados al realizar sus
operaciones a cielo abierto, en las que además los residuos
que desembocan al Río Grijalva pueden ser altamente con-
taminantes. 

Cales y Morteros del Grijalva, SA de CV, se construyó a
mediados de la década de los 60, cuando no existía el de-
creto de la creación del Parque Nacional Cañón del Sumi-
dero. El Cañón del Sumidero, es una formación geológica
que fue declarado como Parque Nacional Cañón del Sumi-
dero  desde 1980.  Las primeras consecuencias que se pre-
sentaron al inicio de las operaciones de la empresa estuvie-
ron relacionadas con la deforestación de vegetación nativa
del estado. Dentro de las especies de flora que se han visto
afectadas por la deforestación causada por esta minera, es
el Agave del Grijalva, que es una especie endémica de
Chiapas, lo que vulnera aún más el balance ecológico de la
región.    

Desde los primeros años del 2000, la calera comenzó a ser
cuestionada por emitir ruidos, ocasionados por la triturado-
ra de piedra, por encima de los 20 decibeles permitidos en
el campo ambiental, un factor que genera daños tanto a se-
res humanos como a la fauna silvestre del lugar.

En 2002, la Procuraduría Federal de Protección al Am-
biente y el Instituto de Historia Natural y Ecología del es-
tado, dictaminaron irregularidades en las actividades de la
fábrica, así como daños y contaminación ambiental, pero
no se llegó a nada concreto.

En Julio de 2014, tras afectar de forma irreversible alrede-
dor de 23 hectáreas del Parque Nacional, el Gobierno Fe-
deral a través de la Secretaria de Medio Ambiente y Re-
cursos Naturales y Gobierno Estatal a través de la
Secretaria de Medio Ambiente e Historia Natural del Esta-
do de Chiapas declararon clausurada la empresa “Cales y
Morteros del Grijalva, SA de CV”. 

Posteriormente, a pesar de que esta empresa había sido
clausurada temporalmente en 2014 para impedir la extrac-
ción de materiales pétreos, ésta presuntamente violó los se-
llos de seguridad para seguir con mencionada actividad. En
Mayo del 2016, el Procurador Ambiental de Chiapas, Fran-
cisco Gurgua Domínguez y su personal intentaron la clau-
sura de forma definitiva a la empresa “Cales y Morteros del
Grijalva” pero los trabajadores que se encontraba en ese
momento no les permitió la entrada, por lo que se suspen-
dió la clausura definitiva de la empresa.   

La minera “Cales y Morteros del Grijalva, SA de CV,” ha
hecho un hueco en el suelo de 30 hectáreas con una pro-
fundidad de 40 a 50 metros como parte de la extracción de
piedra para convertirla en cal, es por eso que exhorto a las
autoridades correspondientes a exigir a esta minera cum-
plir con la legislación ambiental requerida por organismos
federales y locales y si no los cumple, sea cerrada perma-
nentemente para evitar el daño ecológico y el daño a la sa-
lud de las personas que viven en ejidos cercanos a la mine-
ra.

La constante emanación de polvo blanco, resultado de la
trituración de rocas, y otros contaminantes puede generar
que algunos de los lugareños sufran cáncer en los pulmo-
nes en años futuros.

El pasado 10 de enero del presente año, la delegación de la
Secretaria de Medio Ambiente y Recursos Naturales (Se-
marnat) en el estado de Chiapas, le renovó el permiso de
operaciones a la empresa “Cales y Morteros del Grijalva,
SA de CV,”; esta renovación puede vulnerar aún más el ba-
lance ecológico del parque.

Es por lo anteriormente expuesto que propongo el siguiente

Punto de Acuerdo

Único. La Comisión Permanente del Congreso de la
Unión, exhorta respetuosamente a la Secretaria de Medio
Ambiente y Recursos Naturales, a la Procuraduría Federal
de Protección al Ambiente, a la Comisión Nacional de
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Áreas Naturales Protegidas y al Gobierno del Estado de
Chiapas, para que de manera conjunta y coordinada tomen
las medidas necesarias para que la minera “Cales y Morte-
ros del Grijalva, SA de CV”, cumpla los requisitos legales
para poder llevar a cabo la explotación dentro de un área
natural protegida así como para que dicha empresa garan-
tice contar con los cuidados necesarios de protección al
ambiente para no afectar el balance ecológico y a la salud
de los habitantes de áreas cercanas.

Dado en la sede de la Comisión Permanente, el día 25 de enero de
2017.— Senador Zoé Robledo Aburto (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Medio Ambiente y Recursos
Naturales, de la Cámara de Senadores.

PROGRAMAS DE REFORESTACIÓN, 
RESTAURACIÓN Y MANTENIMIENTO DE LOS

ECOSISTEMAS DE CADA UNA DE LAS 
ENTIDADES FEDERATIVAS QUE HAYAN 

SOLICITADO EL CAMBIO DE USO DE SUELO

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a
la Semarnat a fortalecer e impulsar por la Conafor acciones
para garantizar que, a partir del ejercicio fiscal de 2017, los
recursos recaudados por el cambio de uso de suelo en te-
rrenos forestales se destinen a los programas de reforesta-
ción, restauración y mantenimiento de los ecosistemas de
las entidades federativas solicitantes de ese cambio, suscri-
ta por la diputada Ruth Noemí Tiscareño Agoitia, del Gru-
po Parlamentario del PRI

La suscrita, diputada Ruth Noemí Tiscareño Agoitia, inte-
grante del Partido Revolucionario Institucional de la LXIII
Legislatura de la Cámara de Diputados, con fundamento en
lo dispuesto por los artículos 78, fracción III, de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 58 del
Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso Gene-
ral de los Estados Unidos Mexicanos, somete a la conside-
ración de esta Comisión Permanente, la presente proposi-
ción con punto de acuerdo, por el que se exhorta
respetuosamente a la Secretaría de Medio Ambiente y Re-
cursos Naturales, para que a través de la Comisión Nacio-
nal Forestal, fortalezcan e impulsen las acciones necesarias
para garantizar a partir del ejercicio fiscal 2017, que los re-
cursos recaudados por  el cambio de uso de suelo en terre-
nos forestales, sean destinados a los programas de refores-

tación, restauración y mantenimiento de los ecosistemas de
cada una de las entidades federativas del país donde fue so-
licitado el respectivo cambio de uso de suelo, al tenor de
las siguientes

Consideraciones

En la actualidad se estima que el 30.6% de la superficie de
la Tierra (aprox. 3,999 millones de ha) estaba conformado
por bosques, mismos que ofrecen un sin fin de productos
como son los alimentos, derivados de hojas, frutas, hongos,
miel e insectos y sobre todo como pulmones de nuestro
planeta por sus grandes producciones de oxígeno. Es claro
que para el sustento y desarrollo de las ciudades de todos
los países del mundo, han necesitado de los recursos fores-
tales principalmente para el abastecimiento y suministro de
agua. Y a su vez, para dar  protección a las cuencas hidro-
gráficas de donde se obtiene el 75% del agua dulce mun-
dial, además, porque los bosques constituyen una fuente de
ingreso y resguardo para millones de personas que viven en
regiones rurales con casas elaboradas con madera o bambú
por sus bajos costos, favoreciendo especialmente a las fa-
milias de más bajos recursos a quienes también constituyen
su fuente de alimentos.

En el caso de México, la gran riqueza de los suelos que
combinan importantes factores como son la diversidad de
climas, la latitud geográfica, la altitud, condiciones atmos-
féricas variadas así como a la distribución de tierra y agua,
han permitido que exista el 87% de los diferentes tipos de
suelo que hay en el mundo. Derivado de lo anterior, Méxi-
co posee una enorme variedad de grupos de vegetación, de
los cuales el 49.5% aún persiste en su estado original (no
ha sido transformada.

Se estima que en nuestro país, cuenta con 138 millones de
hectáreas (ha) con vegetación forestal, equivalentes al 70%
del territorio nacional. Los principales ecosistemas que
componen esta superficie son: los matorrales xerófilos
(41.2%), los bosques templados (24.24%), las selvas
(21.7%), manglares y otros tipos de asociaciones de vege-
tación forestal (1.06%) y otras áreas forestales (11.8%).

Los bosques mesófilos de montaña abarcan más de 1.7 mi-
llones de ha, los manglares ocupan una superficie de 887
mil ha y la vegetación comprendida en la categoría de otras
asociaciones (palmares, sabana, selva de galería, entre
otros) es de 575 mil ha de la superficie forestal del país. La
extensión de estas formaciones vegetales, constituyen eco-
sistemas sumamente importantes desde el punto de vista de
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su biodiversidad, las altas tasas de captura de carbono y su
capacidad de amortiguamiento ante eventos hidrometeoro-
lógicos, entre otros aspectos relevantes.

Cabe señalar, que durante la última década la gran exten-
sión de recursos forestales existente en México, se han vis-
to seriamente afectada principalmente por la deforestación
desmedida, por el dinámica de cambio de uso de suelo (ac-
tividades como agricultura, ganadería, urbanización, entre
otras), así como por incendios forestales, generando pérdi-
das incuantificables del hábitat, de la biodiversidad; emi-
sión de Co2 a la atmósfera, la erosión del suelo, así como
cambios trascendentales en el ciclo hidrológico que hoy
atentan contra los ecosistemas forestales propiciando una
disminución significativa en la calidad y cantidad de agua
para uso humano.

En este orden de ideas, mediante un análisis de la dinámi-
ca de cambio de los recursos forestales realizado con datos
del INEGI, se estimó que en el periodo 2000 a 2005, la de-
forestación neta anual fue de 235 mil ha por año, en tanto
que para el periodo 2005 a 2010 fue de 155 mil ha por año,
de las cuales nueve mil correspondieron a bosques templa-
dos y 146 mil a selvas.

Lamentablemente, el ritmo de deforestación que padece
México es uno de los más intensos del planeta, mismos que
de acuerdo con el Instituto de Geografía de la UNAM, ca-
da año perdemos 500 mil hectáreas de bosques y selvas.
Eso coloca en riesgo de extinción a una gran variedad de
plantas y animales y también nos coloca en el quinto lugar
de deforestación a nivel mundial.

Ante estas circunstancias, el Estado Mexicano ha impulsa-
do acciones legislativas y una política nacional encamina-
das a revertir los daños causados por el proceso de degra-
dación de los recursos forestales, lo anterior en el marco de
la Ley General de Desarrollo Forestal Sustentable
(LGDFS), dicha reglamentación, tiene como objeto regular
y fomentar la conservación, protección, restauración, pro-
ducción, ordenación, el cultivo, manejo y aprovechamien-
to de los ecosistemas forestales del país y sus recursos, así
como distribuir las competencias que en materia forestal
correspondan a la Federación, los Estados, y los Munici-
pios con el fin de propiciar el desarrollo forestal sustenta-
ble.

Al respecto el artículo 16 del ordenamiento en comento,
establece que corresponde a la Secretaría de Medio Am-
biente y Recursos Naturales (Semarnat) formular y condu-

cir la política nacional de desarrollo forestal sustentable y
asegurar su congruencia con la política ambiental y de re-
cursos naturales, así como las relacionadas con el desarro-
llo rural.

La propia LGDFS en su artículo 22, ordena a la Comisión
Nacional Forestal (Conafor) participar en la formulación y
aplicación de la política nacional de desarrollo forestal sus-
tentable, así como organizar y aplicar los instrumentos de
política forestal previstos en dicha Ley.

Como ejemplo, es importante destacar que una de las ac-
ciones que hoy en día impulsa el Gobierno Federal para ha-
cer frente a esta problemática, encontramos a través de “La
Compensación Ambiental por Cambio de Uso del Suelo en
Terrenos Forestales”,  uno de los diversos programas de
Conafor, que permite llevar a cabo acciones de restaura-
ción de suelos, reforestación y mantenimiento de los eco-
sistemas forestales deteriorados, para que una vez lograda
su rehabilitación, se compensen los servicios ambientales
que prestaban los ecosistemas que fueron afectados por el
cambio de uso del suelo; entre ellos, la restauración del ci-
clo hidrológico y los ciclos biogeoquímicos, la captura de
carbono, la recuperación paulatina de la biodiversidad, la
producción de oxígeno, entre otros.

Dicho programa, se encuentra sustentado en el artículo 117
de la LGDFS, y establece que la Secretaría de Medio Am-
biente y Recursos Naturales (Semarnat), sólo podrá autori-
zar el cambio de uso del suelo en terrenos forestales, por
excepción, previa opinión técnica de los miembros del
Consejo Estatal Forestal de que se trate y con base en los
estudios técnicos justificativos que demuestren que no se
compromete la biodiversidad, ni se provocará la erosión de
los suelos, el deterioro de la calidad del agua o la disminu-
ción en su captación; y que los usos alternativos del suelo
que se propongan sean más productivos a largo plazo.

En el mismo sentido y de acuerdo con el artículo 118 de
Ley General de Desarrollo Forestal Sustentable y en los
artículos 123 de su Reglamento que los interesados en el
cambio de uso de terrenos forestales, deberán acreditar que
otorgaron depósito ante el Fondo Nacional Forestal, para
impulsar su  reforestación, restauración y  mantenimiento.

Cabe hacer hincapié que en términos del artículo 124 del
Reglamento de la LGDFS “los recursos que se obtengan
por concepto de compensación ambiental serán destinados
a actividades de reforestación o restauración y manteni-
miento de los ecosistemas afectados, preferentemente en
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las entidades federativas en donde se haya autorizado el
cambio de uso del suelo”.

Con lo anterior, podemos determinar que actualmente la
Conafor debería destinar dichos recursos, considerando el
principio de “preferencia” en aquellas entidades donde se
solicitó el cambio de uso de suelo, no obstante a ello, la
realidad tan lamentable es que en la praxis, no siempre los
recursos compensatorios regresan o son destinados especí-
ficamente a la entidad donde se originó el deterioro am-
biental.

En este contexto, resulta necesario que la Secretaría de Me-
dio Ambiente y Recursos Naturales a través de la Comisión
Nacional Forestal fortalezcan e impulsen las acciones ne-
cesarias para garantizar a partir del ejercicio fiscal 2017,
que los recursos recaudados dentro del Fondo Forestal Me-
xicano,  por el cambio de uso de suelo en terrenos foresta-
les del país, sean destinados a los diferente programas re-
forestación, restauración o mantenimiento de los
ecosistemas de cada una de las entidades federativas don-
de fue solicitado el respectivo cambio de uso de suelo.

Debemos tomar en cuenta, que en el seno de la Comisión
de Medio Ambiente y Recursos Naturales de la Cámara de
Diputados, ya se analiza una minuta enviada por el Senado
de la República encaminada a reformar la Ley General de
Desarrollo Forestal para lograr este importante objetivo
que reitero “busca que los recursos económicos que se
obtengan por concepto  de compensación ambiental se-
an  destinados a las entidades federativas donde se ha-
ya autorizado el cambio de uso de suelo”, es una deman-
da que exigen nuestros representados al que se suman los
diferentes gobiernos estatales y por supuesto se debe soli-
darizar el Congreso de la Unión.

Por lo anteriormente expuesto, sometemos a la considera-
ción de esta soberanía el siguiente:

Punto de Acuerdo 

Único: La Comisión Permanente del Honorable Congreso
de la Unión exhorta respetuosamente a la Secretaría de Me-
dio Ambiente y Recursos Naturales, para que a través de la
Comisión Nacional Forestal, fortalezcan e impulsen las ac-
ciones necesarias para garantizar a partir del ejercicio fis-
cal 2017, que los recursos recaudados por  el Cambio de
Uso de Suelo en Terrenos Forestales, sean destinados a los
programas de reforestación, restauración y mantenimiento
de los ecosistemas de cada una de las entidades federativas

del país donde fue solicitado el respectivo cambio de uso
de suelo.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 25 de enero de 2017.— Diputada
Ruth Noemí Tiscareño Agoitia (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Medio Ambiente y Recursos
Naturales, de la Cámara de Diputados.

ACUERDO POR EL QUE SE ESTABLECEN ZONAS
DE SEGURIDAD PARA LA NAVEGACIÓN Y SOBRE-
VUELO EN LAS INMEDIACIONES DE LAS INSTA-
LACIONES PETROLERAS Y PARA EL APROVECHA-
MIENTO INTEGRAL Y SUSTENTABLE DE LOS
RECURSOS PESQUEROS Y ACUÍCOLAS EN ZONAS
MARINAS MEXICANAS

«Proposición con punto de acuerdo, por el cual se exhorta
a la Sagarpa, el Inapesca y la Semarnat a cumplir de inme-
diato a fin de especificar las zonas de seguridad y áreas
fuera de éstas referidas en el artículo tercero transitorio del
acuerdo que establece zonas de seguridad para la navega-
ción y el sobrevuelo en las inmediaciones de las instalacio-
nes petroleras y el aprovechamiento integral y sustentable
de los recursos pesqueros y acuícolas en zonas marinas me-
xicanas, suscrita por la diputada Nelly del Carmen Már-
quez Zapata, del Grupo Parlamentario del PAN

Quien suscribe, diputada Nelly del Carmen Márquez Za-
pata del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacio-
nal, de la LXIII Legislatura del Honorable Congreso de la
Unión, con fundamento en los artículos 78, fracción III de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
y 58 del Reglamento Interior del Congreso General de los
Estados Unidos Mexicanos, somete a la consideración de
esta honorable asamblea, la presente proposición con pun-
to de acuerdo, al tenor de los siguientes:

Considerandos

La pesca y la acuacultura son asuntos de seguridad nacio-
nal y parte esencial del quehacer económico y social del
país. Los estudios realizados por el Instituto Nacional de
la Pesca muestran que del total de las pesquerías evalua-
das, 27 por ciento se encuentra en deterioro, 53 por ciento
en máximo aprovechamiento y, solamente, 20 por ciento
tiene posibilidades de aumento de la producción.
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El valor de la producción nacional pesquera y acuícola en
nuestro país ascendió a 18 000 millones de pesos, con una
participación de 67.3 por ciento de la pesca silvestre y con
32.7 por ciento por la acuacultura. Destaca por su impor-
tancia la captura de camarón, que representa el 50.5 por
ciento (8 mil 756 millones de pesos) del total, contribu-
yendo la camaronicultura con 58.8 por ciento (5 mil 147
millones de pesos) y la pesca de camarón silvestre con 41.2
por ciento restante (3 mil 609 millones de pesos).

Sin perder de vista que de los 177 mil 180 puestos de tra-
bajo reportados en 2008 en la actividad, la pesca silvestre
participó con 154 mil 598 personas ocupadas que repre-
sentan 87.3 por ciento del sector. En la última década en es-
te rubro, la acuacultura ha mostrado un aumento importan-
te, pasando de 5.3 por ciento con el que participaba en el
sector en 1998 a 12.7 por ciento en 2008.

Este número de personas ocupadas de acuerdo al Instituto
de Estadística, y Geografía (Inegi) de 2009, el personal no
remunerado dependiente de la razón social participó con
56.7 por ciento; el personal remunerado, con 25.2 por cien-
to y el personal no dependiente de la razón social, con el
18.1 por ciento.

Siendo un factor fundamental para este sector que en Mé-
xico, la degradación ambiental y del agotamiento de los re-
cursos naturales ha sido creciente. El Inegi ha estimado a
través del Sistema de Cuentas Económicas y Ecológicas de
México que la depreciación de los recursos naturales como
porcentaje del producto interno bruto ha oscilado anual-
mente entre 11 por ciento y 14 por ciento, desde 1985 a
2011, por lo que es algo a lo que debiera dársele una ma-
yor atención.

Si bien México cuenta con uno de los litorales más grandes
del mundo (11 mil kilómetros de costas) y por ende con un
enorme potencial pesquero; y en América Latina es el país
con mayor extensión litoral, 40 por ciento el chileno y cua-
tro veces el peruano. Sin embargo, México se encuentra
por debajo de su potencial productivo pesquero al producir
la cuarta parte del volumen que Chile produce por kilóme-
tro de playa y la décima parte del volumen que produce Pe-
rú. México ocupa el lugar 28 con 1 por ciento de las ex-
portaciones a nivel mundial.

Parte de este fenómeno se explica porque las capturas pes-
queras en el país se encuentran estancadas, tanto en térmi-
nos absolutos como relativos, frente a la producción acuí-
cola.

Por un lado, la pesca mantiene los mismos niveles de pro-
ducción de hace más de 10 años, cerca de 1.4 millones de
toneladas de peso desembarcado, y por otro, el país man-
tiene su posición en capturas marinas en el mundo.

Una estimación reciente (2012) de la Organización para la
Cooperación y Desarrollo Económicos (OCDE), que estu-
dió 54 pesquerías en México, arroja resultados similares a
lo que muestra la Carta Nacional de Pesca: 20 por ciento de
las pesquerías sobreexplotadas, 63 por ciento están a su
máxima capacidad y 17 por ciento con cierto potencial de
desarrollo.

En México, la pesca comercial se lleva a cabo en dos sec-
tores: el industrial (o pesca de altura) y el artesanal (o ribe-
reño). El sector industrial está compuesto por cerca de 2
mil 200 barcos, dedicados principalmente a la pesca de sar-
dina, camarón y atún.

Se estima que este sector emplea a cerca de 47 mil perso-
nas de forma directa y genera otros 125 mil empleos indi-
rectos. Mientras dicho sector representa apenas 20 por
ciento de los pescadores, captura dos terceras partes del vo-
lumen total (68 por ciento) y representa cerca de la mitad
del valor de la producción nacional.

Por otro lado, de acuerdo a cifras de Comisión Nacional de
Acuacultura y Pesca, la flota ribereña representa cerca de
96 por ciento de las embarcaciones totales del país (78 mil
barcos con capacidad menor a 3 toneladas) y emplea entre
110 mil y 190 mil pescadores. El contraste entre ambos es
importante, ya que el número de pescadores ribereños es
uno de los factores que vuelve la regulación del sector más
complicada y por tanto al sector más vulnerable a la pesca
irregular.

De ahí la importancia en que el marco jurídico debe estar
vigente y aplicarse a cabalidad, toda vez que el acuerdo se-
cretarial número 117 que durante años prohibió que los
barcos camaroneros y pesqueros realicen sus actividades
en las denominadas: “Áreas de prevención y áreas de ex-
clusión”, para dedicarse únicamente a las actividades a em-
barcaciones involucradas con la exploración y producción
petrolera, logró el pasado 11 de octubre se abriera a la ex-
plotación pesquera según se publicó en el Diario Oficial de
la Federación.

Efectivamente, en dicho acuerdo se establecen zonas de se-
guridad para la navegación y sobrevuelo en las inmedia-
ciones de las instalaciones petroleras y para el aprovecha-
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miento integral y sustentable de los recursos pesqueros y
acuícolas en zonas marinas mexicanas, tiene el propósito
de apoyar a la industria pesquera-camaronera y a miles de
familias que dependen de ésta actividad.

Sin embargo, es la fecha que no se publica las zonas de se-
guridad y áreas fuera de éstas, cuando la autoridad estaba
obligada a que saliera para mediados del mes de noviem-
bre del año pasado.

A la letra, el artículo Tercero Transitorio del acuerdo en co-
mento, establece:

…Para los efectos de este acuerdo, las Secretarías de
Marina; de Energía; de Agricultura, Ganadería, Desa-
rrollo Rural, Pesca y Alimentación; y de Comunicacio-
nes y Transportes, con la intervención que corresponda
a la Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Natura-
les, por conducto de la Agencia Nacional de Seguridad
Industrial y de Protección al Medio Ambiente del Sec-
tor Hidrocarburos, darán a conocer mediante publica-
ción en el Diario Oficial de la Federación las zonas de
seguridad y áreas fuera de éstas, a que se refieren los ar-
tículos primero y segundo de este acuerdo, dentro de
los 30 días naturales siguientes a su entrada en vigor.
Las modificaciones posteriores a dichas zonas, se da-
rán a conocer mediante publicación en el Diario Ofi-
cial de la Federación y a través de los medios elec-
trónicos identificados en los portales oficiales de
cada dependencia.

Por lo anterior expuesto, esta proposición busca exhortar a
las autoridades correspondientes a dar cumplimiento a este
artículo transitorio, ya que es fundamental despuntar una
actividad primaria como lo es la pesca, para mejorar la si-
tuación económica de quienes la realizan, redundando en
mejoría económica para nuestro país.

Punto de Acuerdo

Único. La Cámara de Diputados exhorta a la Secretaría de
Agricultura, Ganadería, Desarrollo Rural, Pesca y Alimen-
tación, al Instituto Nacional de Pesca, y a la Secretaría de
Medio Ambiente y Recursos Naturales por conducto de la
Agencia Nacional de Seguridad Industrial y de Protección
al Medio Ambiente del Sector Hidrocarburos a que den
cumplimiento en forma inmediata para emitir las zonas de
seguridad y áreas fuera de éstas, a que se refiere el artícu-
lo tercero transitorio del acuerdo por el que se establecen

zonas de seguridad para la navegación y sobrevuelo en las
inmediaciones de las instalaciones petroleras y para el
aprovechamiento integral y sustentable de los recursos pes-
queros y acuícolas en zonas marinas mexicanas, publicado
en el Diario Oficial de la Federación el 11 de octubre de
2016.

Palacio Legislativo de San Lázaro, sede de la Comisión Permanente, a
25 de enero de 2017.— Diputada Nelly del Carmen Márquez Zapata
(rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Medio Ambiente y Recursos
Naturales, de la Cámara de Diputados.

REALIZAR OPERATIVOS DE VERIFICACIÓN DE
PRECIOS DE LOS PRODUCTOS DE LA CANASTA
BÁSICA Y LA TORTILLA

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a
la Profeco a realizar operativos de verificación de precios
de los productos de la canasta básica y la tortilla para com-
batir cualquier aumento injustificado por el alza de la ga-
solina en la república, suscrita por el diputado Victoriano
Wences Real, del Grupo Parlamentario del PRD

El suscrito diputado, Victoriano Wences Real, del Grupo
Parlamentario del Partido de la Revolución Democrática
de la LXIII Legislatura del Congreso de la Unión, con fun-
damento en lo establecido por el artículo 58 del Reglamen-
to Interior del Congreso General de los Estados Unidos
Mexicanos, somete a consideración de esta asamblea la
presente proposición con punto de acuerdo con base en las
siguientes

Consideraciones

Que es una práctica recurrente a inicio de año, la escalada
de precios, con lo cual se afecta la economía de los ciuda-
danos, sobre todo si tomamos en cuenta que en el aumento
de precios, se afecta a los productos que forman parte de la
canasta básica.

Aunado a lo anterior, también existen el incremento de ser-
vicios indispensables para la ciudadanía como es el caso de
la energía eléctrica, lo que repercute directamente en la
economía familiar.
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Pero la inequidad en las relaciones entre proveedor y con-
sumidor no se circunscribe al servicio de energía eléctrica,
existen diversos servicios y productos que se proporcionan
en el país, los cuales han generado mucho malestar entre la
ciudadanía, quienes han manifestado que existen un au-
mento desproporcional de precios en productos y servicios,
señalando que no les queda otra opción más que soportar
estos incrementos, ya que no existe autoridad competente
que regule estas relaciones entre proveedor y consumidor.

Que el artículo 20 de la Ley Federal de Protección al Con-
sumidor establece:

Artículo 20. La Procuraduría Federal del Consumidor
es un organismo descentralizado de servicio social con
personalidad jurídica y patrimonio propio. Tiene funcio-
nes de autoridad administrativa y está encargada de pro-
mover y proteger los derechos e intereses del consumi-
dor y procurar la equidad y seguridad jurídica en las
relaciones entre proveedores y consumidores. Su fun-
cionamiento se regirá por lo dispuesto en esta ley, los re-
glamentos de ésta y su estatuto.

En este contexto cabe señalar que cuando se anunció la re-
forma energética el gobierno federal pregonaba que ella, se
garantizaría el abasto, a precios competitivos, de energéti-
cos como el petróleo, la luz y el gas natural; al mismo tiem-
po, anunciaba que se modernizará este importante sector
para detonar inversión, crecimiento económico y creación
de empleos1; mientras que con las reformas fiscal y hacen-
daria se enarbolaba como una condición apremiante para
que el Estado pueda atender las necesidades prioritarias de
la población como son la educación, la seguridad social y
la infraestructura2.

Hoy nos damos cuenta que tras la consolidación de estas
“reformas estructurales”, como la vaticinaba el presidente,
nuestro país ha cambiado su rumbo, o más bien no hay
rumbo.

El año 2017 inició con un aumento a los combustibles fó-
siles, que ha tenido un mayor impacto en las gasolinas, ele-
vando su valor comercial en la Magna en un 14.2 por cien-
to, en la Premium en un 20.1 por ciento y en el diésel en un
16.5 por ciento.

Estos aumentos traen aparejado consigo un impacto mucho
mayor y más catastrófico para la economía de los mexica-
nos.

Para arribar a esto es importante tener en cuenta lo mani-
festado por el analista y doctor en economía por la Univer-
sidad de Harvard, Gerardo Esquivel, quien señala que:

A nivel individual habrá un aumento en el costo de vida y
por lo tanto un menor nivel de bienestar, y eso es inevita-
ble cuando hay un aumento de la gasolina3.

Esta triste conclusión encuentra correspondencia con lo
alertado por el Banco de México (Banxico), que estima pa-
ra este año una inflación de 4.13 por ciento (superior al 3.9
por ciento con que cerró nuestro país en 2016)4; sin em-
bargo, según estimaciones de analistas de Moody’s Analy-
tics y Grupo Financiero Banorte, la tasa inflacionaria esti-
mada por Banxico para este año podría romperse y
alcanzar entre un 4.7 y 5 por cineto5.

Por su parte, el presidente de la Confederación de Cámaras
Nacionales de Comercio, Servicios y Turismo (Concanaco
Servytur), Enrique Solana Sentíes, advirtió que: “El incre-
mento de hasta 20 por ciento en las gasolinas provocará un
aumento en los precios de la canasta básica, dado que afec-
ta a toda la cadena productiva y el mayor impacto será en
el precio final, el cual recae sobre el consumidor que verá
reducida su capacidad de compra”6.

Lo hasta ahora expuesto permite concluir que las reformas
energéticas, hacendaría y fiscal, luego de su consolidación,
han pulverizado la economía de los mexicanos, con un au-
mento injustificado en el precio de las gasolinas que repre-
senta uno de los golpes más funestos al bolsillo de los me-
xicanos, pero sobre todo, de los que menos tienen, pues si
ya de por sí era imposible cubrir las necesidades básicas
con el salario mínimo, tal y como lo denunció la Comisión
Nacional de los Derechos Humanos, la escalada en los pre-
cios como consecuencia del aumento de los combustibles
generara un escenario aún más lúgubre y desesperante.

En respuesta, la ciudadanía a todo lo largo y ancho del pa-
ís ha salido a las calles a manifestarse en contra de lo que
han llamado “el mega gasolinazo”, frente a esta presión, el
gobierno federal a través de la figura presidencial y el se-
cretario de Hacienda y Crédito Público, han defendido el
aumento de la gasolina.

El impacto del aumento de la gasolina ya ha generado da-
ños colaterales, sobre todo en la población de escasos re-
cursos, como es el caso de los habitantes de la región de la
Montaña del estado de Guerrero, en donde se encuentran
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los municipios más pobres del país y en donde el precio de
los productos de la canasta básica empieza a incrementarse.

En muchas entidades de la República Mexicana el precio
de la tortilla ya subió, siendo este producto un alimento in-
dispensable para las y los mexicanos, tal parece que la es-
piral inflacionaria, traerá el incremento de productos y ser-
vicios, y desafortunadamente no existe un puntual control
de la autoridad para inhibir la especulación comercial, ni
tampoco el Gobierno Federal ha implementado acciones
contundentes que mantengan la estabilidad económica.

Por lo expuesto, y en atención a nuestras obligaciones
constitucionales y convencionales para favorecer la protec-
ción de los derechos, presento la siguiente proposición con

Punto de Acuerdo

Único. La Comisión Permanente, con pleno respeto a la di-
visión de Poderes y el federalismo, exhorta respetuosa-
mente al titular de la Procuraduría Federal del Consumidor,
para que el personal de dicha institución realice operativos
de verificación de precios de los productos de la canasta
básica y la tortilla, esto para combatir cualquier aumento
injustificado, por el incremento de los precios de la gasoli-
na en la República Mexicana, y en caso de existir irregula-
ridades se inicien los procedimientos administrativos para
aplicar las sanciones correspondientes.

Notas

1 Véase más en 

http://www.presidencia.gob.mx/reformaenergetica/#!landing 

2 Véase más en http://reformas.gob.mx/reforma-hacendaria/que-es

3 Gerardo Esquivel. BBC. Mundo. México: qué consecuencias traerá
el “gasolinazo”, la abrupta subida del precio de la gasolina en 2017. 28
de diciembre de 2016.

4 Banco de México. Encuesta sobre las Expectativas de los Especialis-
tas en Economía del Sector Privado: Diciembre de 2016. 16 de di-
ciembre de 2016.

5 Yolanda Morales. El Economista. Inflación en 5 por ciento durante
2017, por gasolina, gas y tipo de cambio. 1 de enero de 2017.

6 Redacción. Excélsior. Gasolinazo provocará aumento en precios de
canasta básica: Concanaco. 28 de diciembre de 2016.

Dado en la sede de la Comisión Permanente, el 25 de enero de 2017.—
Diputado Victoriano Wences Real (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Economía, de la Cámara de
Diputados.

PROMOVER CAMPAÑAS INFORMATIVAS E IMPLE-
MENTEN ACCIONES DE PREVENCIÓN Y ATENCIÓN
DE ENFERMEDADES RELACIONADAS CON LA DE-
PRESIÓN EN EL PAÍS

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a
la Ssa a promover con sus homólogas locales y en el mar-
co de sus atribuciones campañas informativas e implantar
acciones para prevenir y atender enfermedades asociadas a
la depresión, suscrita por senadores del Grupo Parlamenta-
rio del PRI

Los suscritos, senadores de la República integrantes del
Partido Revolucionario Institucional de la LXIII Legislatu-
ra del Honorable Congreso de la Unión, con fundamento
en lo dispuesto en los artículos 78, fracción III, de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 58 del
Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso Gene-
ral de los Estados Unidos Mexicanos, someten a la consi-
deración de esta honorable Comisión Permanente la pre-
sente proposición con punto de acuerdo, al tenor de las
siguientes

Consideraciones

Entre la gama de enfermedades que afectan a la población
a nivel mundial, destaca la depresión, la cual limita las
oportunidades económicas y sociales, en detrimento del
bienestar y la calidad de vida de las personas.

Se trata de un problema grave de salud pública, que ha ve-
nido creciendo de manera exponencial. Según la Organiza-
ción Mundial de la Salud (OMS), es un trastorno mental
frecuente y la principal causa de discapacidad, que contri-
buye de forma significativa a la carga general de morbili-
dad.

Es producto de interacciones complejas entre factores so-
ciales, económicos, psicológicos y biológicos. Las perso-
nas que han pasado por situaciones vitales adversas tienen
mayores posibilidades de sufrir depresión la cual, a su vez,
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puede generar mayor estrés y disfunción, y empeorar el es-
tado del paciente y, por ende, la propia depresión.

La relación entre las enfermedades mentales y físicas es
muy reducida. De acuerdo con los especialistas, la depre-
sión que tiene un vínculo nocivo con la salud, al asociarse
con otros trastornos como la ansiedad, el consumo de sus-
tancias, la diabetes y las enfermedades cardíacas, con cos-
tos económicos y sociales significativos para los sistemas
de salud y las familias de los pacientes.

En general, los trastornos depresivos generan importantes
niveles de discapacidad, afectan las funciones físicas, men-
tales y sociales, a la vez que provocan mayor riesgo de
muerte prematura. Pueden dificultar la capacidad de las
personas para llevar a cabo actividades cotidianas, propi-
ciando un deterioro en el funcionamiento habitual y en la
calidad de vida.1

También, puede convertirse en un trastorno afectivo bipo-
lar, caracterizado por episodios maníacos y depresivos se-
parados por intervalos con un estado de ánimo normal.

Para dimensionar la magnitud y alcance de esta problemá-
tica, la Organización Panamericana de la Salud y la Orga-
nización Mundial de la Salud, calculan que 25 por ciento
de las personas padecen uno o más trastornos mentales o
del comportamiento a lo largo de su vida; los trastornos
mentales y neurológicos representan 14 por ciento de la
carga en el mundo de enfermedades y 22 por ciento en
América Latina y el Caribe; más de 350 millones de perso-
nas sufre depresión globalmente, mientras que en las Amé-
ricas la padece 5 por ciento de la población adulta.2

La depresión es, pues, el trastorno mental que más afecta a
la población en el orbe. Cuando el problema es de larga du-
ración y pasa de una intensidad moderada a grave, puede
provocar gran sufrimiento y alterar las actividades labora-
les, escolares y familiares y, en el peor de los casos, con-
llevar al suicidio.

Sobre este último punto, cabe destacar que al año se suici-
dan un millón de personas en el mundo, colocándose como
la decimoquinta causa de muerte y la segunda entre los jó-
venes de 15 a 29 años de edad.

Si bien existen tratamientos eficaces para la depresión, más
de la mitad de los pacientes (y más de 90 por ciento en mu-
chos países) no los reciben, ya sea por falta de recursos y
de personal sanitario capacitado, como por estigmatización

de los trastornos mentales y la evaluación o diagnósticos
erróneos.

México no escapa a esta problemática. Al igual que en el
ámbito mundial, en nuestro país existe una alta prevalencia
de padecimientos mentales, siendo la depresión uno de los
más signifcativos. En contraparte, la agenda para la aten-
ción de este tipo de enfermedades es una de las que mayor
rezago presenta en el sector salud.

De acuerdo con la Academia Nacional de Medicina, la de-
presión es la tercera causa de muerte de jóvenes entre 15 y
19 años de edad, y en su mayoría afecta a mujeres. Aunque
no se cuenta con cifras recientes y precisas, se calcula que
alrededor de 10 millones de personas sufren depresión.

Y, al igual que la tendencia en el mundo, el suicidio repre-
senta un problema de salud pública, con más de 6 mil 300
casos en 2014, ocupando la decimoquinta causa de muerte
en el país, con una tasa de 5.2 decesos por cada 100 mil ha-
bitantes, siendo la causa principal la depresión.3

Dado el impacto significativo que tiene la depresión en el
bienestar, funcionamiento cotidiano y la calidad de vida de
las personas, es necesario ubicarla como un problema fun-
damental en la agenda pública del sector salud. 

Es urgente concientizar a la población sobre sus causas y
consecuencias, que es un trastorno cada vez más frecuente
y que afecta a personas de todas las edades, de diferentes
condiciones socioeconómicas, que puede conllevar a situa-
ciones trágicas.

En tal virtud, es imperativo fortalecer las acciones preven-
tivas y de atención orientadas a reducir los graves efectos
producidos por este padecimiento y, en esa medida, mejo-
rar el bienestar y calidad de vida de los mexicanos.

Por lo expuesto, sometemos a la consideración de esta so-
beranía la siguiente propuesta

Punto de Acuerdo

Único. La Comisión Permanente del Congreso de la Unión
exhorta respetuosamente a la Secretaría de Salud para que,
en coordinación con sus homólogas en las entidades fede-
rativas y, en el marco de sus atribuciones, promuevan cam-
pañas informativas e implementen acciones de prevención
y atención de enfermedades relacionadas con la depresión
en el país.
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Notas

1 http://www.scielo.org.mx/scielo.php?script=sci_arttext&pid=S0036-
36342013000100011

2 http://www.paho.org/hq/index.php?option=com_content&view=arti-
cle&id=7305%3A2012-dia-mundial-salud-mental-depresion-trastor-
no-mental-mas-frecuente&Itemid=1926&lang=es

3 http://www.inegi.org.mx/saladeprensa/aproposito/2016/suicidio
2016_0.pdf

Dado en el salón de sesiones de la Comisión Permanente, a 25 de ene-
ro de 2017.— (Rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Salud, de la Cámara de Se-
nadores.

NOMBRAMIENTO DEL SECRETARIO EJECUTIVO
DEL SISTEMA DE PROTECCIÓN INTEGRAL DE NI-
ÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES DE LA CIUDAD DE
MÉXICO

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta
respetuosamente al gobierno de la Ciudad de México a
cumplir a cabalidad, en observancia de la Ley General de
los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, el nombra-
miento del secretario ejecutivo del Sistema de Protección
Integral de Niñas, Niños y Adolescentes de la capital, dife-
rente del director del DIF local, suscrita por la senadora
Martha Elena García Gómez, del Grupo Parlamentario del
PAN

La que suscribe, Martha Elena García Gómez, senadora del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional de la
LXIII Legislatura, con fundamento en lo dispuesto por los
artículos 8, párrafo 1, fracción II, y el artículo 276, fracción
I, del Reglamento del Senado de la República, somete a la
consideración de esta soberanía la siguiente proposición
con punto de acuerdo, al tenor de las siguientes

Consideraciones

Un avance trascendental para la niñez y la adolescencia de
México es la entrada en vigor de la Ley General de los De-
rechos de Niñas, Niños y Adolescentes, la cual tras un pro-
ceso de análisis y discusión fue aprobada por ambas Cá-

maras el 6 de noviembre de 2014 y promulgada el 3 de di-
ciembre del mismo año.

Gracias a esta Ley por primera vez el país cuenta con un
Sistema Nacional de Protección Integral de las niñas, niños
y adolescentes, que determina la rectoría en el tema de los
derechos de la niñez y que se encarga de coordinar de ma-
nera efectiva a las instancias y mecanismos en los tres ór-
denes de gobierno, orientados a promover, proteger y ga-
rantizar sus derechos.

En ese sentido, la Ley General de los Derechos de Niñas,
Niños y Adolescentes, en adelante “LGDNNA”, en su artí-
culo 1o. menciona como objeto de la Ley crear y regular la
integración, organización y funcionamiento del Sistema
Nacional de Protección Integral de los Derechos de Ni-
ñas, Niños y Adolescentes, a efecto de que el Estado cum-
pla con su responsabilidad de garantizar la protección, pre-
vención y restitución integrales de los derechos de niñas,
niños y adolescentes que hayan sido vulnerados.1

En su Capítulo Tercero, “Del Sistema Nacional de Pro-
tección Integral”, en su artículo 125 establece que para
asegurar una adecuada protección de los derechos de niñas,
niños y adolescentes, se crea el Sistema Nacional de Pro-
tección Integral, como instancia encargada de establecer
instrumentos, políticas, procedimientos, servicios y accio-
nes de protección de los derechos de niñas, niños y adoles-
centes.

Ahora bien, la LGDNNA establece en su artículo 127 la
conformación del Sistema, el cual será presidido por el
Presidente de la República. La presencia del Titular del
Ejecutivo Federal resulta fundamental para alcanzar la ade-
cuada coordinación entre las autoridades que lo confor-
man, y denota el carácter primordial que para el Estado
mexicano tienen los derechos de niñas, niños y adolescen-
tes.

Así también formarán parte del Sistema Nacional de Pro-
tección Integral, el Secretario de Gobernación, el Secreta-
rio de Relaciones Exteriores, Secretario de Hacienda y
Crédito Público, el Secretario de Desarrollo Social, el Se-
cretario de Educación Pública, el Secretario de Salud, el
Secretario del Trabajo y Previsión Social, como el Titular
del Sistema Nacional DIF, a los Gobernadores y al Jefe de
Gobierno de la Ciudad de México, el Fiscal General de la
República, al Presidente de la Comisión Nacional de Dere-
chos Humanos, al Comisionado Presidente del Instituto Fe-
deral de Telecomunicaciones, así como representantes de la
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sociedad civil que serán nombrados por el Sistema, en los
términos del reglamento de esta Ley y la participación de
niñas, niños y adolescentes. 

La coordinación operativa del Sistema estará a cargo
de la Secretaría Ejecutiva, que será un órgano adminis-
trativo desconcentrado de la Secretaría de Gobernación y el
cual coordinará las acciones entre las dependencias que in-
tegran el Sistema.

Sus atribuciones se encuentran reguladas en el artículo 130
de la LGDNNA que a continuación se enuncian:

Artículo 130. La coordinación operativa del Sistema
Nacional de Protección Integral recaerá en un órgano
administrativo desconcentrado de la Secretaría de Go-
bernación, que ejercerá las funciones de Secretaría Eje-
cutiva.

La Secretaría Ejecutiva tendrá las atribuciones siguien-
tes:

I. Coordinar las acciones entre las dependencias y las
entidades competentes de la Administración Pública Fe-
deral que deriven de la presente Ley;

II. Elaborar el anteproyecto del Programa Nacional pa-
ra someterlo a consideración de los miembros del Siste-
ma;

III. Llevar a cabo el seguimiento y monitoreo de la eje-
cución del Programa Nacional;

IV. Elaborar y mantener actualizado el Manual de Orga-
nización y Operación del Sistema Nacional de Protec-
ción Integral;

V. Compilar los acuerdos que se tomen en el Sistema
Nacional de Protección Integral, llevar el archivo de és-
tos y de los instrumentos jurídicos que deriven, y expe-
dir constancia de los mismos;

VI. Apoyar al Sistema Nacional de Protección Integral
en la ejecución y seguimiento de los acuerdos y resolu-
ciones emitidos;

VII. Celebrar convenios de coordinación, colaboración
y concertación con instancias públicas y privadas, na-
cionales e internacionales;

VIII. Administrar el sistema de información a nivel na-
cional a que se refiere la fracción XV del artículo 125;

IX. Realizar y promover estudios e investigaciones pa-
ra fortalecer las acciones en favor de la atención, defen-
sa y protección de niñas, niños y adolescentes con el fin
de difundirlos a las autoridades competentes y a los sec-
tores social y privado para su incorporación en los pro-
gramas respectivos;

X. Difundir entre las autoridades correspondientes y la
población en general los resultados de los trabajos que
realice, así como toda aquella información pública que
tienda a la generación, desarrollo y consolidación de
perspectiva en la materia, desagregada por lo menos, en
razón de edad, sexo, entidad federativa, escolaridad y
discapacidad;

XI. Asesorar y apoyar a los gobiernos de las entidades
federativas, así como a las autoridades federales que lo
requieran para el ejercicio de sus atribuciones;

XII. Informar cada cuatro meses al Sistema Nacional de
Protección Integral y a su Presidente, sobre sus activi-
dades;

XIII. Proporcionar la información necesaria al CONE-
VAL, para la evaluación de las políticas de desarrollo
social vinculadas con la protección de niñas, niños y
adolescentes;

XIV. Fungir como instancia de interlocución con orga-
nizaciones de la sociedad civil, academia y demás insti-
tuciones de los sectores social y privado;

XV. Coordinar con las Secretarías Ejecutivas de los Sis-
temas de las Entidades la articulación de la política na-
cional, así como el intercambio de información necesa-
ria a efecto de dar cumplimiento con el objeto de esta
Ley, y

XVI. Las demás que le encomiende el Presidente o el
Sistema Nacional de Protección Integral.

Cabe señalar que en cada entidad federativa se instalará un
Sistema Local de Protección de los derechos de niñas, ni-
ños y adolescentes, que se organizarán y funcionarán de
manera similar al Sistema Nacional de Protección Integral,
y contarán con una Secretaría Ejecutiva garantizando la
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participación de los sectores social y privado, así como de
niñas, niños y adolescentes.

Por otro lado, la LGDNNA en su Título Quinto “De la
Protección y Restitución Integral de los Derechos de
Niñas, Niños y Adolescentes, considera en su Sección Se-
gunda “Del Sistema Nacional DIF” las facultades e inje-
rencia que tendrá dicho Sistema en materia de niñez y ado-
lescencia que a continuación se señalan:

Artículo 120. Sin perjuicio de las atribuciones que esta-
blezcan las demás disposiciones aplicables, corresponde
a la federación, a través del Sistema Nacional DIF:

I. Proteger los derechos de niñas, niños y adolescentes,
cuando los mismos se encuentren restringidos o vulne-
rados, en términos de esta Ley y las demás disposicio-
nes aplicables. La institucionalización procederá como
último recurso y por el menor tiempo posible, priori-
zando las opciones de cuidado en un entorno familiar;

II. Impulsar la cooperación y coordinación de las auto-
ridades federales, de las entidades federativas, munici-
pales y de las demarcaciones territoriales del Distrito
Federal, en el ámbito de sus respectivas competencias
en materia de protección y restitución de derechos de ni-
ñas, niños y adolescentes para establecer los mecanis-
mos necesarios para ello;

III. Celebrar los convenios de colaboración con los Sis-
temas de las Entidades y los Sistemas Municipales, así
como con organizaciones e instituciones de los sectores
público, privado y social;

IV. Promover la formación, capacitación y profesionali-
zación del personal de instituciones vinculadas con la
protección y restitución de los derechos de niñas, niños
y adolescentes, así como para realizar y apoyar estudios
e investigaciones en la materia;

V. Prestar apoyo y colaboración técnica y administrati-
va en las materias reguladas en esta Ley, a las entidades
federativas, municipios y demarcaciones territoriales
del Distrito Federal, y

VI. Las demás que establezcan otras disposiciones en
relación con la protección de niñas, niños y adolescen-
tes que sean del ámbito de su competencia.

En ese tenor, dentro de la estructura del Sistema DIF, se en-
cuentran las Procuradurías de Protección; la Federación
contará con una Procuraduría de Protección que se en-
cargará de dar una efectiva protección y restitución de los
derechos de niñas, niños y adolescentes. De la misma
manera las entidades federativas y los municipios tendrán
Procuradurías de Protección locales. (Artículos 121 de la
LGDNNA).

Las atribuciones de estas Procuradurías de Protección se
encuentran contempladas en el artículo 122 de la Ley, así
mismo el procedimiento para solicitar la protección y res-
titución integral de los derechos de niñas, niños y adoles-
centes está regulado en el artículo 123.

En ese sentido, y del análisis de las funciones y facultades
del Secretario Ejecutivo del Sistema Nacional de Protec-
ción Integral y de los Sistemas DIF, destaca que el Secre-
tario Ejecutivo, coordina las acciones entre las dependen-
cias y las entidades competentes de la Administración
Pública Federal en materia de protección de los derechos
de la niñez y la adolescencia, y por su parte el Sistema DIF
se encarga de proteger los derechos de niñas, niños y
adolescentes cuando los mismos se encuentren restrin-
gidos o vulnerados.

Además, una de las facultades primordiales del Secretario
Ejecutivo es la de trasversalizar las políticas públicas de ni-
ñez en las dependencias integrantes del Sistema Nacional
de Protección Integral.

Por su parte, el Sistema DIF tiene una función de restitu-
ción de derechos y establecer los mecanismos para ello.

En conclusión, es de suma relevancia tener una diferen-
ciación de ambas figuras, en el entendido que uno de los
avances de la Ley General es dejar la visión asistencialista
para pasar a un enfoque garantista de derechos, para ello,
se creó la figura del Sistema Nacional de Protección Inte-
gral, y se limitaron las facultades de los Sistemas DIF en
materia de niñez y adolescencia. 

Lo anterior, en virtud de que en la Ciudad de México el pa-
sado 29 de junio, se llevó a cabo la instalación del Sistema
local de Protección Integral de Niñas, Niños y Adolescen-
tes en la cual se nombró a su Secretario Ejecutivo, siendo
éste el actual Director General del Sistema DIF de la Ciu-
dad de México.
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Al respecto y como se ha mencionado, las funciones de la
Secretaría Ejecutiva de los Sistemas de Protección Integral
son diversas a las de los Sistemas DIF, puesto que la Ley
es clara al diferenciar que el Sistema de Protección cons-
truye las políticas públicas en materia de niñez y adoles-
cencia, y que los Sistemas DIF intervendrán en los casos
que los derechos de este grupo poblacional hayan sido vul-
nerados.

Es menester señalar la importancia de diferenciar estas ins-
tancias, y que de la misma manera sean diversos funcio-
narios los que se encarguen de la coordinación del Sistema
de Protección y de los Sistemas DIF.

El contar con la misma figura para la coordinación de po-
líticas de niñez y la restitución de derechos sería un retro-
ceso en la visión de la Ley General de los Derechos de Ni-
ñas, Niños y Adolescentes.

Por lo expuesto, someto a consideración y aprobación de la
honorable Comisión Permanente del Honorable Congreso
de la Unión el siguiente

Punto de Acuerdo

Único. La Comisión Permanente del Honorable Congreso
de la Unión, exhorta respetuosamente al Gobierno de la
Ciudad de México que en observancia de la Ley General de
los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes se cumpla
cabalmente con el nombramiento del Secretario Ejecutivo
del Sistema de Protección Integral de Niñas, Niños y Ado-
lescentes de la Ciudad, diferente al director del DIF de la
Ciudad de México.

Nota

1 Artículo 1, fracción III, de la Ley General de los Derechos de Niñas,
Niños y Adolescentes.

Dado en la sede de la Comisión Permanente del Congreso de la Unión,
en la Sexagésima Tercera Legislatura, al día veinticinco del mes de
enero del año dos mil diecisiete.— Senadora Martha Elena García Gó-
mez (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Distrito Federal, de la Cá-
mara de Senadores.

NUEVA ESTRATEGIA DE SEGURIDAD QUE ATIEN-
DA EL TRASTOCAMIENTO DE LA SEGURIDAD PÚ-
BLICA EN TODO EL PAÍS PARA LO QUE RESTA DEL
SEXENIO

«Proposición con punto de acuerdo, por el cual se exhorta
a la Segob a proponer una nueva estrategia de seguridad
que atienda el trastrocamiento de la seguridad pública en el
país para lo que resta del sexenio, suscrita por la diputada
María Cristina García Bravo, del Grupo Parlamentario del
PRD

La suscrita, diputada María Cristina Teresa García Bravo,
integrante del Grupo Parlamentario del Partido de la Revo-
lución Democrática de la LXIII Legislatura del Congreso
de la Unión, con fundamento en el artículo 78, fracción III,
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, y en el artículo 58 del Reglamento para el Gobierno
Interior del Congreso General de los Estados Unidos Me-
xicanos, presenta a esta Comisión Permanente del  Hono-
rable Congreso de la Unión, la siguiente proposición con
punto de acuerdo, al tenor de las siguientes

Consideraciones

Terminó el año 2016 y con él los buenos propósitos de que
el problema de la inseguridad estaría bajo control. Es decir,
que el reto principal para el Estado de atender el trastoca-
miento de la seguridad pública —demanda primordial de la
sociedad— no tiene soluciones reales, tangibles para las
personas en todo el país, porque la violencia cada día se en-
camina al alza y las causas que la originan siguen activas
como hace 10 años.

Entre las promesas y los discursos oficiales se perdieron las
expectativas de solución, ya que las medidas se quedaron
cortas y al paso del tiempo las acciones han mostrado su in-
utilidad o inviabilidad sin precedentes. Porque, lejos del
cumplimiento de metas en materia de seguridad a cuatro
años del actual gobierno, el 2016 resultó ser el más violen-
to para el gobierno federal. Por ejemplo, sólo de enero a
noviembre se registraron 18,915 homicidios dolosos,1 y
ese es el saldo de los esfuerzos encaminados a resolver el
problema de inseguridad.

Peor es que al término del cuarto año de gobierno, los re-
tos para la presente administración federal en materia de
seguridad pública siguen tan vigentes como en 2012, situa-
ción que delata la inconsistencia de la estrategia, no a cua-
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tro sino a 10 años de vigencia. Y no hay visos de que las
cosas mejoren hacia los últimos dos años del sexenio, toda
vez que no hay una estrategia o replanteamiento del pro-
blema de la seguridad, y los planes, acciones y políticas no
cambian hacia adelante. El último discurso presidencial so-
bre política de seguridad, no incluye acciones específicas
para detener el fenómeno, mucho menos para aprender a
los ex gobernadores acusados de corrupción y de robo al
erario que gozan de plena libertad, como los de Veracruz,
Quintana Roo, Chihuahua, Durango, Tamaulipas, Nuevo
León, Sonora y Coahuila, que incrementaron la deuda en
sus estados.

No obstante, el descabezamiento de carteles es solo una de
las acciones que a final de cuentas resulta aislada, porque
disgrega a los delincuentes y genera reacción hormiga, y
desarticulada porque no se empata con otras medidas, co-
mo la prevención del delito. Los especialistas coindicen en
que el choque frontal contra los grupos del crimen organiza-
do terminó en una fragmentación que dispersó la violencia. 

A lo anterior se suman los retos del propio sistema de jus-
ticia pendientes de resolver, aún con la entrada en vigor del
nuevo sistema penal acusatorio que sigue con rezagos en su
aplicación práctica; y todavía no muestra los resultados que
de él se esperan. Basta preguntar, qué ha pasado con la ca-
pacitación de los cuerpos policiacos, ministerios públicos,
defensores públicos y jueces, que no termina por reflejarse
en investigaciones, persecuciones y enjuiciamientos efecti-
vos contra aquellos criminales que azotan a la población en
todo el territorio nacional, asesinando y trastocando la se-
guridad. Además, otros factores que impiden el avance de
la justicia como es la corrupción, la falta de trasparencia y
la rendición de cuentas, así como la impunidad que siguen
latentes, y contra los que no se procede.

Ahí están los estados de Guerrero, México, Veracruz, Baja
California, Colima, Sinaloa, Jalisco y Chihuahua, presen-
tes a la cabeza en el registro de homicidios. Por lo que pue-
de afirmarse que el problema de la inseguridad no cede.
Por ejemplo, los 18 mil 915 homicidios registrados duran-
te los primero de once meses del 2016, representaron un
aumento del 21.5 por ciento respecto al 2015. Tan solo
Guerrero y estado de México son las entidades con el ma-
yor número de carpetas de investigación por homicidio do-
loso. Sólo entre enero y noviembre acumularon 2 mil 044
y mil 088, respectivamente. Y en cuanto a la tasa de homi-
cidio, Colima ocupa el promedio más alto con 72 homici-
dios por cada cien mil habitantes; le siguen Guerrero con
57, Sinaloa con 35 y Chihuahua con 29.

A mayor abundamiento, los operativos de seguridad en los
50 municipios del país en donde se concentra el 42 por
ciento de los homicidios del país, falló. Y eso coinciden los
especialistas, de que la intervención del gobierno federal
no se refleja en mejoría ni en el mediano ni a largo plazo,
aún en esos 50 municipios en donde se concentra “porque
la violencia no es generalizada”, según el propio gobierno
federal, partiendo del diagnóstico que posee el Secretaria-
do Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguridad Pública.

Sin embargo, no son solo los asesinatos, pues también se
suman los desaparecidos (según los datos de Inegi), cuyo
registro es de 29 mil 903 entre el fuero común y federal,
conforme al Registro Nacional de Datos de Personas Ex-
traviadas o Desaparecidas (RNPED). Solo Tamaulipas, que
ocupa el primer lugar registra 5 mil 704; también Estado de
México con 3 mil 2 y Jalisco con 2 mil 541.

A lo anterior cabe agregar que las bandas del narcotráfico
siguen amenazando a la población, pese a las acciones de
persecución y prevención del delito resultan aplicadas, que
a la postre resultan insuficientes.

Especialistas como Francisco Rivas Rodríguez, director
del Observatorio Nacional Ciudadano (ONC), ha dicho que
“la prevención es básica. La hemos pedido por 10 años. El
problema es que el tipo de prevención que se destinó no fue
la adecuada. Esto debido a que muchas de las acciones que
se implementaron fueron ocurrencias…”. Pero los efectos
en la incidencia delictiva que está a la orden del día.

Además, los focos de violencia no han podido ser atendi-
dos ya que la corrupción trasciende las entidades federati-
vas, y Veracruz del ex gobernador Javier Duarte es el me-
jor ejemplo. Los gobernadores han sido omisos en preparar
y capacitar a los policías, así como en desarrollar el siste-
ma de justicia de las entidades federativas. 

Por lo anteriormente expuesto y fundado, someto a consi-
deración de esta soberanía la siguiente proposición con

Punto de Acuerdo

Único. La Cámara de Diputados exhorta respetuosamente
al titular de la Secretaría de Gobernación, para que en el
marco de sus atribuciones y facultades, proponga una nue-
va estrategia de seguridad que atienda el trastocamiento de
la seguridad pública en todo el país para lo que resta del se-
xenio, a fin de contener la ola de violencia que desde hace
10 años ha cobrado la vida de miles de personas.
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Nota

1 Datos del Secretariado Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguridad
Pública (SESNSP).

Dado en Palacio Legislativo de San Lázaro, a 25 de enero de 2017.—
Diputada María Cristina García Bravo (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Gobernación, de la Cámara
de Diputados.

INVESTIGAR, CONOCER Y RESOLVER EL HOMICIDIO
DE TRES MENORES DE EDAD EN EL MUNICIPIO DE
SAN MIGUEL ALLENDE, GUANAJUATO, OCURRI-
DO LA MADRUGADA DEL SÁBADO 14 DE ENERO

«Proposición con punto de acuerdo, por el cual se solicita
a la PGR que ejerza su facultad de atracción para investi-
gar, conocer y resolver el homicidio de tres menores de
edad ocurrido la madrugada del sábado 14 de enero en San
Miguel de Allende, Guanajuato, a cargo de la diputada Ma-
ría Bárbara Botello Santibáñez, del Grupo Parlamentario
del PRI

La suscrita, diputada federal María Bárbara Botello Santi-
báñez, integrante del Grupo Parlamentario del PRI a la
LXIII Legislatura, con fundamento en lo dispuesto en los
artículos 78, fracción III, de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos y 58 del Reglamento para el
Gobierno Interior del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos, someto a la consideración de esta
asamblea, proposición con punto de acuerdo, al tenor de las
siguiente

Exposición de Motivos

La madrugada del sábado 14 de enero de este año, alrede-
dor de la 1 de la madrugada, elementos de la policía esta-
tal acudieron a una finca ubicada en la colonia Lomas de
San José en el municipio de San Miguel de Allende con el
objetivo de enfrentar a un supuesto grupo delictivo arma-
do. El saldo arrojó únicamente el homicidio de 3 menores
de 4, 8 y 11 años de edad, además del decomiso de armas
y drogas.

Este hecho ha provocado una gran indignación en la enti-
dad y sobre todo en San Miguel de Allende y los vecinos

que conocen a los padres y familiares de las víctimas, a
partir de que la Procuraduría General de Justicia del Esta-
do de Guanajuato señaló al padre de los menores asesina-
dos como responsable de haberlos privado de la vida y lo
vinculó a proceso.

El padre, quien responde al nombre de Antonio Luna, tra-
bajaba en esta finca como velador y estaba allí con su fa-
milia el día de los hechos.

La acusación que ha hecho la Procuraduría del estado se
pone en entredicho a partir de que la señora Juana Luna,
madre de los menores asesinados, ha declarado que la acu-
sación es falsa, pues refiere que estaban dormidos cuando
escuchó un carro y muchos gritos, su esposo se levantó rá-
pido y hubo muchos disparos.

Posteriormente, hombres que no se identificaron como po-
licías irrumpieron en su casa, ingresaron al domicilio y les
dijeron que los matarían, que se los iba a “cargar la chin-
gada”.

Asimismo, ha relatado que estas personas pusieron un ar-
ma en las manos de su esposo, él la tomó en sus manos y
uno de ellos con guantes se la volvió a quitar. En su deses-
peración por saber que sus hijos menores de edad se en-
contraban dentro del domicilio, pidió verlos, pero estos la
cuestionaron preguntando quién había matado a los meno-
res. En ese momento, acusaron a su esposo de haberlos pri-
vado de la vida. 

Durante las declaraciones ante el Ministerio Público, la
madre de los menores asesinados narró estos hechos, pero
le dijeron que sus declaraciones ya no importaban porque
se habían realizado los peritajes de balística que señalaban
como culpable del homicidio a su esposo, amén de que él
ya había confesado ser el responsable, sin haber tenido la
defensa y asesoría jurídica adecuada e inmediata de un
abogado durante su primer declaración, como parte de los
derechos en el procedimiento previstos en el Código Na-
cional de Procedimientos Penales. 

Está claro que como en muchas otras investigaciones de es-
ta naturaleza, siguen existiendo fallas en el debido proceso
por el abuso que comenten los elementos de las corpora-
ciones policiales y muchos otros que constituyen una vio-
lación a los derechos humanos.

El estado de Guanajuato se ha convertido en los últimos
años en una entidad insegura, en el que el número de ho-
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micidios dolosos ha crecido significativamente, de acuerdo
a los datos mensuales del Sistema Nacional de Seguridad
Pública, lo que obliga a que las corporaciones policiales
del estado estén mejor preparadas y capacitadas para com-
batir el crimen organizado y los delitos del orden común, a
fin de disminuir los homicidios dolosos en la entidad.

En este caso particular del homicidio de tres menores de
edad, se refleja que no solo las corporaciones policiales de
Guanajuato no sólo no están capacitadas para hacer su tra-
bajo, sino que violentan los derechos humanos en compli-
cidad con las autoridades del ministerio público al acusar y
señalar de homicidio, al padre de los menores de edad.

Por lo anteriormente expuesto, sometemos a la considera-
ción de esta asamblea, la siguiente proposición con

Punto de Acuerdo

Único. La Comisión Permanente de Honorable Congreso
de la Unión solicita respetuosamente a la Procuraduría Ge-
neral de la República, ejerza su facultad de atracción para
investigar, conocer y resolver el homicidio de tres menores
de edad en el municipio de San Miguel Allende, Guana-
juato, ocurrido la madrugada del sábado 14 de enero, en
virtud de que existen irregularidades en la investigaciones
que realiza la Procuraduría General del Estado de Guana-
juato.

Dado en el salón de sesiones de la Comisión Permanente del Palacio
Legislativo de San Lázaro, a los 25 días del mes de enero de 2017.—
Diputada María Bárbara Botello Santibáñez (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Justicia, de la Cámara de
Diputados.

INTENSIFICAR LA PUESTA EN MARCHA DE ACCIO-
NES DETERMINANTES EN FAVOR DE LAS MICRO Y
PEQUEÑAS EMPRESAS

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta
al Poder Ejecutivo federal a intensificar la puesta en mar-
cha de acciones determinantes en favor de las micro y pe-
queñas empresas, en el contexto de la depreciación del pe-
so mexicano, el alza excesiva de los combustibles y el
cambio de presidente en Estados Unidos, a cargo de la

diputada Martha Cristina Jiménez Márquez, del Grupo Par-
lamentario del PAN, y suscrita por integrantes la Comisión
Especial de apoyo a comerciantes en pequeño y microem-
presarios para fomentar la economía familiar

La suscrita, Martha Cristina Jiménez Márquez, diputada
federal, integrante del Grupo Parlamentario del Partido Ac-
ción Nacional y diversos legisladores integrantes la Comi-
sión Especial de apoyo a comerciantes en pequeño y mi-
croempresarios para fomentar la economía familiar, todos
ellos de la LXIII Legislatura de la honorable Cámara de
Diputados del Congreso de la Unión, con fundamento en lo
dispuesto por la fracción II del artículo 78 de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos y el artícu-
lo 58 del Reglamento para el Gobierno Interior del Con-
greso General de los Estados Unidos Mexicanos, someten
a consideración de esta honorable asamblea la presente
proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta al
Poder Ejecutivo federal para que en el contexto de la de-
preciación del peso mexicano, el excesivo aumento del
precio de los combustibles y el cambio la Presidencia de
los Estados Unidos de América, se intensifique la puesta en
marcha de acciones determinantes en favor de las micro y
pequeñas empresas, conforme a las siguientes

Consideraciones

Primera. Una de las principales razones para la presenta-
ción de esta Proposición con Punto de acuerdo, tiene que
ver con atender de manera responsable las diversas protes-
tas referidas de manera urgente y reiterativa en las mani-
festaciones de consternación y desconcierto que se han lle-
vado a cabo a lo largo y ancho del país, al darse a conocer
en el arranque de este año 2017 los cambios en la realidad
económica a los cuales tendrán que enfrentarse los ciuda-
danos para solventar su vida cotidiana y de manera parale-
la y no por eso menos importante, los retos que en este
mismo sentido tendrán que enfrentar la mayor parte de los
micro y pequeños negocios para poder brincar el cerco y
lograr su sobrevivencia y desarrollo. 

Segunda. De esta suerte tenemos, que con referencia a las
micro y pequeñas empresas la Secretaría de Economía ha
planteado una clasificación que bien nos podrá servir de
base para analizarlas de acuerdo con su tamaño y conocer
el por qué debemos prestarles atención prioritaria. 

En esta idea de utilidad, sobresale que las microempresas
serán todas aquellas que cuenten con hasta 10 trabajadores
como máximo y que además sumen ventas anuales hasta
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por cuatro millones de pesos, considerando en este rubro a
las empresas comerciales, industriales o de servicios.

En consecuencia, se consideran pequeñas empresas para el
sector comercial, todas aquellas que tienen desde 11 hasta
50 trabajadores y que cuentan con ventas anuales desde
cuatro mil diez pesos hasta cien millones de pesos y para
las empresas industriales y de servicios se tiene como refe-
rente a aquellas que tienen un número trabajadores que va
desde 11 hasta 50; con ventas anuales desde cuatro mil cien
pesos hasta cien millones de pesos.

Podemos agregar también, que para efectos de mayor de
comprensión de esta proposición, se pone en la mesa el da-
to meramente referencial -puesto que estamos dirigiendo
esta propuesto a las unidades de menor tamaño- de que se
consideran como medianas empresas a aquellas unidades
comerciales que tienen desde 31 hasta 100 trabajadores,
con ventas anuales desde cien mil diez pesos, hasta 250 mi-
llones de pesos.

Por otro lado, es de resaltarse que las empresas medianas
de servicios serán todas aquellas que cuenten en sus habe-
res desde 51 hasta 100 trabajadores; con ventas anuales
desde cien mil diez pesos hasta doscientos cincuenta mi-
llones de pesos. Complementariamente a esto podemos
acotar que para el caso de las empresas industriales se pue-
de considerar a aquellas que integren de 51 hasta 250 tra-
bajadores, y que aunado a esto, desarrollen ventas anuales
que fluctúen desde cien mil diez pesos, hasta doscientos
cincuenta millones de pesos.

Tercera: Por lo que se refiere a la importancia de este tipo
de organismos, destaca que las micro, pequeñas y también
las medianas empresas, conocidas coloquialmente como
Mipymes, son particularmente relevantes para las econo-
mías nacionales, debido al gran potencial de generación de
empleos que poseen, así como para el desarrollo regional y
local. Por lo tanto, representan un excelente medio para im-
pulsar el desarrollo económico y para lograr una mejor dis-
tribución de la riqueza.1

Cuarta. Paralelamente destaca también que dicha impor-
tancia, tiene que ver con que a nivel nacional su número es
sumamente elevado. Y esto queda ampliamente demostra-
do, al considerar que el 99.6 de este tipo de organismos
empresariales son de magnitud micro y pequeña. 

Esta cifra es verificable en su totalidad, a partir de la pre-
sentación de los más recientes datos oficiales, en el más

novedoso instrumento de vanguardia en el ámbito de la
medición con el que contamos en México, denominado
Encuesta Nacional sobre Productividad y Competitividad
de las Micro, Pequeñas y Medianas Empresas –ENAPRO-
CE-, que refiere en su versión 2015 puesta a la considera-
ción del público en general el 13 de Julio del 2016 en la
Ciudad de Aguascalientes, Aguascalientes,2 los datos que
se detallan a continuación. 

Dice la encuesta, que del total de empresas consideradas en
ese relevante ejercicio estadístico, que el 97.6% son micro-
empresas y concentran el 75.4% del personal ocupado to-
tal. Le siguen las empresas pequeñas, que representan 2%
y tienen el 13.5% del personal ocupado.

Quinta. Otro referente de importancia destacado en la En-
cuesta que nos ocupa3 refleja en el rubro o clasificación de
las Empresas Mexicanas, que según la tipificación del Nú-
mero de Empresas, las cifras nos dicen que en México se
cuenta con un total aproximado de 3 952 422 Microempre-
sas; y como dato complementario se pueden definir como
pequeñas a un total de aproximadamente 79 367.

Sexta. Otro dato adicional interesante, tiene que ver con el
rubro de la capacitación que nos indica que de las micro-
empresas, solo el 11.5% capacita a su personal. Una cifra
más oportuna es el total de unidades pequeñas que sí se
ocupa de este rubro, mismo que asciende a 55.8%, cifra
que mejora considerablemente en las empresas medianas,
puesto que es el 73.7% de ellas las que destinan tiempo y
recursos para capacitación.

El elemento de capacitación es resaltar como de amplia re-
levancia para la presentación del punto de acuerdo, puesto
que implica una de las capacidades gerenciales que debie-
ran detonarse, considerando que una gran cantidad de mi-
croempresas no está utilizando esta importante herramien-
ta de crecimiento y desarrollo, lo que lógicamente se
traduce en mayores deficiencias en la producción de bienes
y prestación de los servicios nacionales. 

Esta deficiencia se hará aún más visible con la problemáti-
ca económica actual, por lo que pudiera traducirse en una
excelente área de oportunidad en el campo de la imple-
mentación de acciones contundentes en favor de las unida-
des de negocio que nos ocupan. 

Séptima. En la condición anterior tenemos también el ru-
bro de la instrumentación de procesos de mejora, donde
destaca que de las microempresas, solamente el 9.8% los
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lleva a cabo, en tanto que es el 30.8 de las empresas pe-
queñas quienes los realizan, y es el 43.6% de las empresas
medianas quienes ejecutan este tipo de acciones; además
de aplicar en mayor medida las medidas de solución ante
problemas que se presentan en el proceso de produc-
ción. Por otro lado también instrumentan procesos de
mejora continua para evitar futuras eventualidades.

Octava. Otro de los aspectos que están influyendo en la si-
tuación adversa que estamos enfrentando, tiene que ver con
que a tan solo unos cuantos días de haber comenzado el
2017, el peso mexicano ha acumulado ya una deprecia-
ción cada vez mayor que nos ubica cerca de los últimos lu-
gares en la lista de las divisas comparadas con el dólar es-
tadounidense.

Esto es así porque el peso mexicano se encuentra inmerso
en un entorno internacional complicado debido a la volati-
lidad de los mercados internacionales aunado esto a otros
factores como el cambio de la Presidencia de los Estados
Unidos, a los vaivenes en la tasa de interés de la Reserva
Federal de Estados Unidos, así como a la baja de la mezcla
mexicana de crudo, etcétera. 

Sin embargo los participantes de los mercados a nivel in-
ternacional están diferenciando a la moneda mexicana de
una forma más negativa, ya que su depreciación es mucho
mayor con respecto a otras, por lo que queda claro que
también están influyendo de manera decisiva en este des-
afortunado acontecimiento, algunos factores internos; así
es que el problema de fondo también puede estar en nues-
tro propio país.

A propósito de la inconveniente y reiterativa depreciación
de nuestra moneda, algunos analistas económicos como lo
es el director de Moody’s Analytics para América Latina,
Alfredo Coutiño, han acotado que “Una moneda no está
sujeta a la especulación si los fundamentos de la economía
son sólidos”

Así pues, comentamos que entre esos factores internos del
país, sobresalen los que subsisten a pesar de las recientes
reformas estructurales, como los llamados desequilibrios
fiscales. 

Aunado a esto se suman las políticas que no cuentan con
una rigurosa disciplina en su aplicación, entre las que pue-
den encontrarse la creciente deuda que ha contraído el go-
bierno federal, misma que está alcanzando niveles máxi-

mos históricos respecto del escaso producto interno bruto
que está generando el propio país. 

Adicionalmente se suman a estas políticas que pueden ca-
lificarse como no muy afortunadas en su diseño, la menor
producción de petróleo en el país, así como el severo re-
corte presupuestal, entre otros indicadores. 

Es menester mencionar que todos estos elementos vienen a
colación, porque al depreciarse el peso mexicano, una con-
secuencia lógica y de gran impacto para las micro y pe-
queñas unidades de negocio, es que el costo relativo de los
insumos se encarece, lo que presiona aún más al alza los
costos de producción y los precios; afectando negativa-
mente los niveles de inflación a nivel nacional.

Novena. Otro importante factor que está incidiendo en este
entorno desfavorable, es el que tiene que ver con el incre-
mento en los precios de los combustibles, sobre todo por lo
que se refiere al ya famoso “gasolinazo”, donde se están pre-
sentando importantes aumentos en el precio de gasolina y el
diésel y donde se destaca una gran desproporción a la alza
por cada litro de este vital recurso, de tal suerte que se per-
ciben preocupantes incrementos para el 2017, que van desde
14.2 por ciento para gasolina magna, 20.1 por ciento para la
gasolina Premium y 16.5 por ciento más para el diésel. 

Con este desalentador panorama, nos encontramos adicio-
nalmente con que se están llegando a cobrar hasta 6 pesos
de impuestos: 2 pesos por concepto del Impuesto al Valor
Agregado y 4 más por concepto de Impuesto Especial so-
bre Producción y Servicios IEPS.

Y eso no es todo, además existe ya una calendarización pa-
ra la liberar los precios de los combustibles, donde a partir
del 18 de febrero del 2017 se tendrá una constante actuali-
zación, por lo que se espera que pueden existir más escala-
das en los precios en este rubro, impactando de manera ne-
gativa el costo de adquirir los productos de consumo básico
para la subsistencia de la población y el desarrollo de las
empresas.

Otro dato que ha mantenido en alerta a la población es el
que se refiere al fenómeno del movimiento del Impuesto
Especial sobre Producción y Servicios –IEPS- que se con-
sidera como impuesto al consumo, porque está caracteriza-
do porque el contribuyente lo puede trasladar a terceros,
pero que de cualquier manera ese costo llegará de forma
definitiva al consumidor final.
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Décima. Y por si todo lo anterior no fuera suficiente e im-
portante por sí mismo, podemos citar otro acontecimiento
que está impactando a la sociedad mexicana en su conjun-
to y se trata de la toma de protesta del nuevo Presidente de
los Estados Unidos de América Donald Trump, quien
arrancó su candidatura con el lema de “Hacer grande a
América otra vez”, y que por otro lado ha señalado reitera-
damente que la globalización y la deslocalización de em-
presas son las causas mayoritariamente responsables del
empobrecimiento de las clases medias estadounidenses y
además se ha declarado por un lado como partidario deci-
dido de renegociar e inclusive cancelar algunos de los tra-
tados de libre comercio, así como se ha pronunciado con la
idea de imponer restricciones proteccionistas hacia todas
aquellas empresas para que se establezcan de manera Uni-
lateral en los Estados Unidos de América. 

Aunado esto a la amenaza de deportar a miles de inmi-
grantes connacionales y de la construcción de un muro di-
visorio, que además -según su propia idea estaríamos pa-
gando los propios mexicanos. 

Así, nuestra débil moneda sigue siendo golpeada por la
presión de Donald Trump, para que varias empresas sobre
todo las automotrices, cancelen sus inversiones en México.

En este contexto, vuelve con toda su fuerza una frase que
bien puede constituirse como una profecía autoconstruida
no sólo por los Estados Unidos de América, sino por la ac-
titud del resto del mundo en su relación con esa importan-
te potencia y es la de que “Estados Unidos no tiene amigos,
sino intereses”. Su autor fue John Foster Dulles, secretario
de Estado del que fuera en la década de los cincuentas un
notable político y militar norteamericano, Dwight Eisenho-
wer.

Undécima. Por tanto, es de destacar que todos esos facto-
res anteriores juntos, nos dan cuenta de la importancia de
este tipo de organismos productivos, así como lo deseable
de que estén en posibilidades de enfrentar la problemática
que se presenta ante la eventualidad de que la falta de ac-
ciones determinantes y de fondo como lo es la de la ade-
cuada capacitación y de instrumentación de procesos de
mejora, se suman otros nuevos factores económicos adver-
sos respecto de los cuales poseen una muy escasa capaci-
dad de respuesta, esto debido en parte a la escasa informa-
ción, por lo que no están lo suficientemente preparados y
por ende no cuentan con las mismas oportunidades para
tomar las provisiones necesarias para salir adelante exito-
samente.

Es por todas las razones y argumentos anteriores que con
la intención de atraer la atención respecto de la preocupan-
te problemática detallada a lo largo de este ocurso, así co-
mo la decisión de contribuir a mitigar los embates de esta
nueva realidad, que a nombre de los ciudadanos y de las
distintas unidades de micro y pequeños empresarios, se so-
mete a consideración del pleno de esta Comisión Perma-
nente la siguiente proposición con

Puntos de Acuerdo

Primero. Se exhorta al Poder Ejecutivo federal para que en
el contexto de la depreciación del peso mexicano frente al
dólar, el excesivo aumento en el precio de los combustibles
y el cambio de la Presidencia de Estados Unidos de Amé-
rica, se intensifique la puesta en marcha de acciones deter-
minantes en favor de las micro y pequeñas empresas, con-
siderando la realización de las actividades siguientes: 

a) Se lleven a cabo las reuniones y los análisis necesa-
rios para lograr una ruta crítica perfectamente diseñada
y consensuada con los expertos en la materia, direccio-
nada específicamente para el sector de referencia. 

b) Se informe a esta soberanía sobre los sectores con-
sultados y sus propuestas. 

c) Se estimen las metas, evaluaciones y los indicadores
que permitan apreciar de forma global el resultado que
se esperan obtener con la puesta en marcha de las ac-
ciones. 

Segundo. Que la Secretaría de Economía instrumente los
mecanismos más eficientes para que las Micro y Pequeñas
empresas puedan realizar propuestas a través de una gran
plataforma en sintonía con los instrumentos diseñados en el
marco de las mejores prácticas de gobierno abierto. 

Tercero. Que el Instituto Nacional del Emprendedor deter-
mine y ponga en marcha las herramientas más eficientes
para el adecuado procesamiento de las quejas y denuncias
que interponga el público en general, en caso de incumpli-
miento por parte de los funcionarios públicos relacionados
con este rubro. 

Notas

1 Jesús R. Sánchez, Factores de Éxito de la Micro, Pequeña y Media-
na Empresa, Caso Chihuahua, ITESM Campus Chihuahua, 2013, Chi-
huahua, consultado el 15 de Noviembre del 2016 en: 
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http://www.chi.itesm.mx/investigacion/wp-content/uplo-
ads/2013/11/NEG30.pdf. 

2 Cfr. Para mayor información véase el Boletín de Prensa No. 285/16,
Presentado el 13 de Julio del 2016 en Aguascalientes, Ags. (Consulta-
do el 16 de enero de 2017) en 

http://www.inegi.org.mx/saladeprensa/boletines/2016/especiales/e
speciales2016_07_02.pdf

3 Ídem.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a los 25 días del mes de
enero del año 2017.— Diputadas: Martha Cristina Jiménez Márquez,
Claudia Edith Anaya Mota (rúbricas).»

Se turna a la Comisión de Competitividad, con opinión
de la Comisión Especial de Apoyo a comerciantes en
pequeño y microempresas para fomentar la economía
familiar, de la Cámara de Diputados.

PROGRAMAS DE APOYO AL DIÉSEL AGROPECUA-
RIO Y PESQUERO

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta
al Ejecutivo federal a instruir a la SHCP y a la Sagarpa pa-
ra reactivar y fortalecer de inmediato los programas de
apoyo del diésel agropecuario y pesquero, suscrita por la
diputada Natalia Karina Barón Ortiz, del Grupo Parlamen-
tario del PRD

La suscrita, Natalia Karina Barón Ortiz, diputada federal
de la LXIII Legislatura del Honorable Congreso de la
Unión, integrante del Grupo Parlamentario del Partido de
la Revolución Democrática, con fundamento en lo dis-
puesto en el artículo 58 del Reglamento para el Gobierno
Interior del Congreso General de los Estados Unidos Me-
xicanos, somete a consideración de esta soberanía proposi-
ción con punto de acuerdo con el carácter de urgente u
obvia resolución, por el que se exhorta al titular del Poder
Ejecutivo federal a que instruya a los secretarios de Ha-
cienda y Crédito Público y de Agricultura, Ganadería, De-
sarrollo Rural, Pesca y Alimentación para reactivar y forta-
lecer de inmediato los programas de apoyo al diésel
agropecuario y pesquero, flexibilizar el ingreso al Padrón
de Beneficiarios de Energéticos Agropecuarios y estudie

estatuir un fideicomiso de ahorro y financiamiento de com-
bustibles para el sector pesquero y agropecuario.

Consideraciones

El aumento en los precios de las gasolinas ha causado uno
de los mayores daños en la economía de la sociedad y no
habrá una explicación que baste para resarcirlo. Al titular
del gobierno federal parece ignorar que, si bien es cierto
que el incremento de los combustibles afectará de manera
directa y en lo inmediato a quienes más ingresos perciben
por la lógica simplista de que son quienes más consumen
gasolina, dicho incremento al precio de los combustibles
inevitablemente derivará en un proceso inflacionario gene-
ral el cual, como todos sabemos, repercutirá en la econo-
mía de millones de familias de menores ingresos.

Sin importar las razones o las explicaciones de estos incre-
mentos, como nunca en nuestra historia el gobierno federal
hundió a las y los mexicanos en una de las más graves cri-
sis económicas y sociales con el incremento a las gasoli-
nas, a la energía eléctrica y el gas al inicio del año. Crisis
que pudo haberse evitado, porque esta situación se sabía
desde que se aprobaron las nueve leyes que dieron marco a
la reforma energética.

En tal sentido, el gobierno federal tuvo el tiempo suficien-
te para sensibilizar a la sociedad de lo que había de venir y
no sólo eso, al monitorear el comportamiento de los pre-
cios internacionales del petróleo, idear las estrategias nece-
sarias para que la liberalización de los precios de los com-
bustibles no afectará de manera tan radical a la sociedad
mexicana. Resulta inadmisible la irresponsabilidad de la
autoridad el no haber previsto medidas para que el impac-
to no fuera tan negativo. Ahora, y como ha venido suce-
diendo a lo largo de este sexenio, ante la inconformidad ge-
neralizada de la población se tienen que buscar salidas
rápidas que contrarresten el impacto de la escalada infla-
cionaria en los bolsillos de los mexicanos.

Las acciones que tendrá que emprender el gobierno de Pe-
ña Nieto tienen que ser inmediatas y contundentes si no
queremos que el país se desborde; es decir, antes de que la
tensión social escale a mayores niveles de rechazo, es ne-
cesario proponer soluciones que abonen en beneficio de las
y los mexicanos.

Una de estas propuestas es la que oficialmente se presentó
como el “Acuerdo para el Fortalecimiento Económico y la
Protección de la Economía Familiar” que el gobierno fede-
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ral y diversas organizaciones empresariales, sindicales y
productores del campo han signado en el marco de la terri-
ble situación que está viviendo el país, desgraciadamente,
las propuestas concretas que propone dicho “acuerdo” no
pasan de ser un cúmulo de buenas intenciones que nada re-
suelven y que en su mayoría ya son atribuciones y respon-
sabilidades que nuestro marco normativo otorga al gobier-
no federal.

Así por ejemplo, en lo que se refiere al sector agropecua-
rio, se hace el pronunciamiento de que “el sector del cam-
po se compromete a trabajar en la mejora de la productivi-
dad del campo en beneficio de los pequeños y medianos
productores y de la oferta nacional agroalimentaria”. Esta
buena intención hacia los productoras y productores agro-
pecuarios y pesqueros, la encontramos desde siempre co-
mo mandato en las leyes, los programas y las políticas pú-
blicas que tienen que ver con el sector, sin que por ello se
haga nada efectivo hasta la fecha para remontar el rezago
en que se encuentran las y los pequeños productores.

Por cierto, dentro de los elementos que menciona el Secre-
tario de Hacienda para explicar el alza de las gasolinas se
encuentra la devaluación del peso mexicano frente al dólar;
sin embargo, Hacienda pretende ignorar que este mismo
factor también le pega a la electricidad y al gas, así como a
los insumos estratégicos agropecuarios, sobre todo los de
importación como fertilizantes y agroquímicos. Estudios
recientes publicados por CONEVAL nos hablan de que si
bien la inflación en los precios al consumidor está por aba-
jo del 4%, los precios de los insumos del productor prome-
dian una inflación arriba del 8%, lo cual le resta competiti-
vidad al sector y merma sus ingresos.

No ignoramos el programa de estímulos fiscales del go-
bierno federal al consumo de gasolinas y diésel para el sec-
tor agropecuario y pesquero, pero además de selectivo y
burocrático, dicho programa es insuficiente para la deman-
da de miles de productoras y productores del país, muchos
de los cuales están fuera del padrón de beneficiarios con-
feccionado por la Secretaría de Agricultura, Ganadería,
Desarrollo Rural, Pesca y Alimentación y Comisión Na-
cional de Acuacultura y Pesca.

Si queremos garantizar realmente la alimentación a las y
los mexicanos, impulsar la productividad en el campo, for-
talecer la oferta agroalimentaria y proteger a la economía
familiar, los apoyos institucionales deben ser suficientes,
concretos, inmediatos y urgentes. Por ello estoy propo-

niendo que se considere por el gobierno federal agilizar la
entrega de los apoyos, flexibilizar los trámites burocráticos
y ampliar recursos públicos para abaratar los combustibles
que requieren millones de medianos y pequeños producto-
res pesqueros y agropecuarios en todo el territorio nacio-
nal. 

Por lo expuesto y fundado, someto a la consideración de
esta soberanía la siguiente proposición de urgente u obvia
resolución con

Puntos de Acuerdo

Primero. La Comisión Permanente del Honorable Congre-
so de la Unión exhorta al titular del Poder Ejecutivo fede-
ral a que instruya al secretario de Hacienda y Crédito Pú-
blico y al secretario de Agricultura, Ganadería, Desarrollo
Rural, Pesca y Alimentación para reactivar y fortalecer de
inmediato los programas de apoyo al diésel agropecuario y
pesquero.

Segundo. La Comisión Permanente exhorta al titular del
Poder Ejecutivo Federal a que instruya al secretario de
Agricultura, Ganadería, Desarrollo Rural, Pesca y Alimen-
tación para flexibilizar el ingreso al Padrón de Benefi-
ciarios de Energéticos Agropecuarios y pesqueros, inclu-
yendo a todas y todos quienes lo soliciten.

Tercero. La Comisión Permanente exhorta al titular del
Poder Ejecutivo federal a que instruya al secretario de Ha-
cienda y Crédito Público y al secretario de Agricultura, Ga-
nadería, Desarrollo Rural, Pesca y Alimentación para es-
tudiar la posibilidad de estatuir un fideicomiso para el
ahorro en el uso de combustibles en el sector agropecuario
y pesquero, financiar proyectos de modernización y fo-
mentar el uso de tecnologías amigables con el medio am-
biente.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 25 de enero de
2017.— Diputada Natalia Karina Barón Ortiz (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Agricultura y Sistemas de
Riego, de la Cámara de Diputados.
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FORTALECER LAS ACCIONES PARA PROTEGER
LOS ECOSISTEMAS DONDE HIBERNA LA MARIPO-
SA MONARCA, A FIN DE PRESERVAR ESTA ESPECIE

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a
la Semarnat y a la Profepa a fortalecer en el ámbito de sus
atribuciones y de manera coordinada las acciones para pro-
teger los ecosistemas donde hiberna la mariposa monarca,
a fin de preservarla, suscrita por senadores del Grupo Par-
lamentario del PRI

Los suscritos, senadores de la República integrantes del
Partido Revolucionario Institucional de la LXIII Legislatu-
ra del Honorable Congreso de la Unión, con fundamento
en lo dispuesto por los artículos 78, fracción III, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y
58 del Reglamento para el Gobierno Interior del Congre-
so General de los Estados Unidos Mexicanos, someten a
la consideración de esta Comisión Permanente la presen-
te proposición con punto de acuerdo, al tenor de las si-
guientes

Consideraciones

La biodiversidad y los recursos naturales son fundamenta-
les para el mantenimiento del bienestar humano, y el desa-
rrollo económico y social. Siendo un valor primordial para
la supervivencia de las futuras generaciones. Uno de los
instrumentos de conservación de la biodiversidad han sido
las áreas naturales protegidas, consideradas como lugares
especiales en el mundo que son manejadas para la conser-
vación y preservación del medio ambiente.

El Banco Mundial apunta que la pérdida de biodiversidad
tiene efectos negativos sobre los medios de subsistencia,
el abastecimiento de agua, la seguridad alimentaria y la
resilencia a los desastres ambientales, afectando 78 por
ciento a las personas en condición de pobreza extrema a
nivel global1.

En este sentido, dicho organismo, estima que los delitos o
daños a los recursos naturales y el medio ambiente en paí-
ses en desarrollo oscilan en 70 mil millones de dólares al
año.

La Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales
(Semarnat), señala que México es uno de los 12 países con-
siderados megadiversos y que albergan en conjunto entre
60 y 70 por ciento de la biodiversidad total del planeta jun-
to con Brasil, Colombia e Indonesia2. 

Nos ubicamos en los primeros lugares de las listas de ri-
queza de especies en el planeta: En primero en número de
especies de reptiles; el segundo en mamíferos; y el cuarto
en anfibios y plantas. En nuestro país, se encuentra al me-
nos 10 por ciento de la diversidad terrestre del orbe.

Cabe destacar que a través del decreto presidencial publi-
cado en el Diario Oficial de la Federación, el 9 de abril de
1986, se declaró como áreas naturales protegidas para los
fines de la migración, la invernación y la reproducción de
la mariposa monarca, así como la conservación de sus con-
diciones ambientales, ubicada en los municipios de Dona-
to Guerra, Villa de Allende y Temascalcingo, en el estado
de México y Angangueo, Zitácuaro en Michoacán3.

La Comisión Nacional de Áreas Naturales Protegidas (Co-
nanp), estimó que a finales del mes de noviembre del año
pasado, comienzan a llegar las primeras mariposas monar-
cas a territorio mexicano y se registraron los primeros avis-
tamientos en el norte del país, en el estado de Coahuila,
dentro del área protegida de río Sabinas4.

Asimismo, que la reserva de la Biosfera de la Mariposa en-
tre las entidades de Michoacán y estado de México, cuenta
con una extensión de 56 mil 259 hectáreas, divididas en
tres zonas núcleo y dos zonas de amortiguamiento. Aquí
millones de insectos se refugian y entran en su estado de
inactividad o hibernación durante el invierno. Para marzo,
las mariposas empiezan a despertar y emprenden el vuelo
de regreso hasta Canadá y el noreste estadunidense.

Por su parte, diversos medios de comunicación apuntan
que en diciembre de 2015, alrededor de 150 millones de
mariposas Monarca poblaron cuatro hectáreas del santua-
rio El Rosario, en Michoacán, el más grande del país y el
principal refugio para su hibernación5.

La Semarnat señala que la mariposa monarca viaja a más
de 4 mil kilómetros en ruta migratoria desde el sur de Ca-
nadá, cruzando todo el territorio de los Estados Unidos,
atravesando por 13 estados de la República Mexicana para
llegar a su destino en las zonas de hibernación en el estado
de México y Michoacán.

Tan sólo para la temporada 2015-2016 se registraron 9 co-
lonias de mariposas monarca, –4 en Michoacán y 5 en el
estado de México– que ocuparon un total de 4.01 hectáre-
as de bosque. Esta superficie representa un incremento con
respecto a la temporada 2014-2015 (1.13 hectáreas) y po-
dría ser una señal de la recuperación de esta mariposa des-
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pués de llegar a su nivel más bajo en 2013-2014, cuando
ocupó solo 0.67 hectáreas6.

En este tenor, el 19 de febrero de 2014 en el marco de la
Cumbre de Líderes de América del Norte, se acordó esta-
blecer un grupo de trabajo trilateral, México, Estados Uni-
dos y Canadá, de alto nivel para la conservación del fenó-
meno migratorio de la mariposa monarca7.

Dicha cumbre se propuso seguir colaborando en la protec-
ción de la biodiversidad y hacer frente a otros retos am-
bientales, como el tráfico de especies silvestres y los eco-
sistemas en riesgo y establecer un grupo de trabajo para
garantizar la conservación de la mariposa monarca, una es-
pecie que simboliza transformación y evolución de la vida.

La Ley General del Equilibrio Ecológico y Protección al
Ambiente, establece en su artículo 1o., fracciones IV y V
“Garantizar el derecho de toda persona a vivir en un medio
ambiente sano para su desarrollo, salud y bienestar”; y
“Preservar y proteger la biodiversidad, así como el estable-
cimiento y administración de las áreas naturales protegi-
das”8.

Ante este panorama, el gobierno federal ha instrumentado
diversas acciones como en el caso del año pasado, en que
la Procuraduría Federal de Protección al Ambiente (Profe-
pa) en un comunicado que culminó 26 operativos foresta-
les, 184 recorridos de vigilancia, 49 visitas de inspección a
centros de almacenamiento y transformación y madererías,
así como 11 inspecciones a predios con autorización de
aprovechamiento forestal. Pese a estos importantes avan-
ces, existen retos formidables por atender.

Por ello, resulta apremiante que la Secretaría de Medio
Ambiente y Recursos Naturales, en coordinación con la
Procuraduría Federal de Protección al Ambiente, fortalez-
can las acciones para proteger los ecosistemas donde hi-
berna la Mariposa Monarca, a fin de preservar esta especie,
el cual constituye un atractivo turístico que genera emple-
os e ingresos a las economías locales.

En el Grupo Parlamentario del PRI, legislamos a favor pro-
teger y conservar los ecosistemas y la biodiversidad para
que juntos podamos seguir transitando hacia un medio am-
biente más sustentable.

Por lo anteriormente expuesto, sometemos a la considera-
ción de esta soberanía el siguiente

Punto de Acuerdo

Único. La Comisión Permanente del Honorable Congreso
de la Unión exhorta respetuosamente a la Secretaría de Me-
dio Ambiente y Recursos Naturales y la Procuraduría Fe-
deral de Protección al Ambiente para que, en el ámbito de
sus respectivas atribuciones y de manera coordinada, forta-
lezcan las acciones para proteger los ecosistemas donde hi-
berna la Mariposa Monarca, a fin de preservar esta especie.

Notas

1 http://www.bancomundial.org/es/topic/biodiversity/overview, con-
sultado el 19 de enero de 2017.

2 http://www.gob.mx/semarnat/documentos/estudio-tecnico-justifica-
tivo-para-declarar-area-de-refugio-a-la-bahia-de-akumal-quintana-roo,
consultado el 19 de enero de 2017.

3 https://simec.conanp.gob.mx/pdf_decretos/40_decreto.pdf, consulta-
do el 18 de enero de 2017.

4 http://saladeprensa.semarnat.gob.mx/index.php/noticias/2262-lle-
gan-a-mexico-las-primeras-mariposas-monarcas, consultado el 18 de
enero de 2017.

5 http://www.mientrastantoenmexico.mx/cifra-record-de-mariposas-
monarca-llega-a-michoacan/, consultado el 18 de enero de 2017.

6 http://www.wwf.org.mx/?262370/Aumenta-superficie-ocupada-por-
mariposa-monarca-en-santuarios-mexicanos, consultado el 18 de ene-
ro de 2017.

7 https://www.gob.mx/cms/uploads/attachment/file/7096/Declara-
cion_Conjunta_CLAN.pdf, consultado el 18 de enero de 2017.

8 http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/148_130516.pdf,
consultado

Palacio Legislativo de San Lázaro, sede de la Comisión Permanente, a
25 de enero de 2017.— (Rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Medio Ambiente y Recursos
Naturales, de la Cámara de Senadores.
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PRESUNTAMENTE ADMINISTRARON MEDICA-
MENTOS APÓCRIFOS PARA COMBATIR EL CÁN-
CER INFANTIL; ASÍ COMO LA APLICACIÓN DE
PRUEBAS FALSAS PARA LA DETECCIÓN DEL VIH
DURANTE LA PASADA ADMINISTRACIÓN ESTA-
TAL EN EL ESTADO DE VERACUZ

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a
los titulares de la Ssa y a la PGR a esclarecer los hechos
ocurridos en Veracruz donde presuntamente se administra-
ron medicamentos apócrifos para combatir el cáncer infan-
til, así como la aplicación de pruebas falsas para detectar el
VIH durante la pasada administración estatal, suscrita por
los senadores Francisco Salvador López Brito, Martha Ele-
na García Gómez y Mariana Gómez del Campo Gurza, del
Grupo Parlamentario del PAN

Francisco Salvador López Brito, Martha Elena García Gó-
mez y Mariana Gómez del Campo Gurza, senadores de la
República, de la LXIII Legislatura del Honorable Congre-
so de la Unión, integrantes del Grupo Parlamentario del
Partido Acción Nacional, con fundamento en lo dispuesto
en los artículos 78, fracción III, de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos y 58 del Reglamento pa-
ra el Gobierno Interior del Congreso General de los Esta-
dos Unidos Mexicanos, someten a la consideración de esta
honorable asamblea la siguiente proposición con punto de
acuerdo que exhorta al titular de la Secretaría de Salud y al
titular de la Procuraduría General de la República a escla-
recer los hechos lamentables que ocurrieron en el estado de
Veracruz, donde presuntamente se administraron medica-
mentos apócrifos para combatir el cáncer infantil; así como
también la aplicación de pruebas falsas para la detección de
VIH durante la pasada administración estatal, al tenor de
las siguientes

Consideraciones

Después de culminada la administración de Javier Duarte
en el estado de Veracruz, han salido a la luz graves irregu-
laridades, pero las últimas noticias han evidenciado hechos
que son totalmente reprobables e inadmisibles, tal como
los casos de niños enfermos de cáncer que recibieron agua
destilada en lugar de los medicamentos apropiados en qui-
mioterapias.

Derivado de diversas investigaciones se evidenció que el
medicamento que se administraba a niños no era real-
mente tal, sino que era un compuesto inerte, a base de

agua destilada (justificando la aplicación de la misma, a
desvíos de recursos e insuficiencia presupuestal); los cua-
les eran administradas en el Centro Estatal de Cance-
rología a niños con cáncer, de acuerdo a datos proporcio-
nados por el actual gobernador del estado Miguel Ángel
Yunes.

Adicional a estos hechos, se están investigando los casos
relacionados con medicamentos que se encontraron en bo-
degas y que ya habían superado o pasado la etapa de cadu-
cidad y pruebas de detección de VIH falsas.

Los lamentables hechos se habrían conocido desde 2011
y en él estarían involucradas varias empresas distribui-
doras de medicamentos oncológicos: Sociedad Comercia-
lizadora Especialidades Médicas del Sureste (empresa que
facturó alrededor de 109 millones de pesos en contratos de
2007 a 2013), Oncopharma, LABBSA, Suministro MAX-
BEC y LlDMED, a las cuales es preciso investigar y que
este asunto sea atendido directamente por la Procuraduría
General de la República debido a su magnitud.

La primera vez que se detectaron irregularidades con el
medicamento Avastin, fue el 6 de julio de 2010, cuando Fi-
del Herrera aún era gobernador y personal médico notificó
que había un medicamento que era cualquier otra cosa me-
nos quimioterapia, notificaciones que fueron ignoradas.

De acuerdo a datos revelados por Grupo Roche Syntex de
México (quien posee la patente de Avastin, el medicamen-
to que presuntamente se había administrado), concluyó que
dicho lote no estaba en sus registros, tampoco corres-
pondía a ellos la factura del pago hecho por el mismo y
sobretodo, que no contenía principio activo; sucesos
ocurridos entre el final de la administración de Fidel
Herrera Beltrán y en el inicio del gobierno de Javier
Duarte. Sin embargo, se hizo caso omiso de la advertencia
de Grupo Roche y siguió surtiéndose de las compañías de
Xalapa.

Desde el 5 de mayo de 2011, ya con Duarte en el poder, se
reveló una nota que refiere que Iván López Fernández,
contralor de la entidad, reconoce que “en la Secretaría
de Salud se entregó medicamento clonado”, el entonces
el contralor puntualizó que el distribuidor del medica-
mento serían quien respondería por la irregularidad
detectada; así como también señala que durante el sexenio
de Herrera Beltrán se llevó a cabo la compra y distribución
entre pacientes del medicamento apócrifo.
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Enrique Arredondo, director de Asuntos Jurídicos de la
Servicios de Salud de Veracruz (Sesver) y Frank Zurita
Duarte, subsecretario de adquisiciones de la misma depen-
dencia, y otros funcionarios de la secretaría en su momen-
to sólo determinaron suspender la adquisición directa a
Especialidades Médicas del Sureste y hasta el día de
hoy la investigación continúa, pero no se han dado a co-
nocer los resultados definitivos.

Por su parte, la Comisión Federal para la Protección contra
Riesgos Sanitarios (Cofepris) indicó que iniciará una serie
de investigaciones para corroborar las presuntas quimiote-
rapias falsas, derivada de la instrucción que giró el secreta-
rio de Salud del gobierno federal, con el objetivo de anali-
zar el caso e iniciar el procedimiento de verificación
sanitaria y poner en marcha el protocolo de atención médi-
ca e identificar los fármacos caducos o que ya hayan sido
utilizados con anterioridad.

Con estas investigaciones se deberá iniciar un proceso de
verificación sanitaria que debe tener el propósito de identi-
ficar los protocolos de atención médica y la identificación
de medicamentos que hubieran sido utilizados; así como
también, de realizar un muestreo aleatorio de expedientes
clínicos, la identificación del medicamento utilizado, la
identificación del laboratorio responsable de la producción
y de la comercialización y distribución; para finalmente,
encontrar medicamentos vigentes que correspondan a los
que hubieran sido utilizados tomar nuestra.

Antonio Nemi Dib, ex titular de la Secretaría de Salud, se-
ñaló que también se dieron pruebas falsas de VIH-Sida, pa-
ra lo cual acusó que el ex administrador de la dependencia
es el responsable de las omisiones en la compra de medi-
camentos caducos.

De acuerdo a una solicitud de información
(0001200244315) obtenida en la plataforma Infomex arro-
jó que en el lapso comprendido entre 2013 y 2014 y el pri-
mer trimestre de 2015, el Centro Estatal de Cancerología
Doctor Miguel Dorantes Mesa, con sede en esta capital, re-
gistró 32 decesos de menores de edad, de acuerdo con los
“cubos de defunciones” del Centro Nacional para la Salud
de la Infancia y la Adolescencia de la Secretaría de Salud
federal.

Mientras que en el caso de las mujeres, las cifras son más
alarmantes, pues de cáncer cervicouterino y de mama fa-
llecieron mil 719 en Veracruz en el periodo señalado. Otra
solicitud de información (0001200244315) destaca que en

el primer trimestre de 2015, 109 mujeres mayores de 25
años perdieron la vida por un tumor maligno cervicouteri-
no, mientras que 107 fallecieron por cáncer de mama.

Otro oficio, el SIDSS/DGIS/001602/2015, detalla que en
la numeralia de otros tipos de cáncer (colon y recto, vejiga,
linfomas, leucemia, páncreas y otros), 45 personas (mascu-
linas y femeninas) perdieron la vida en la entidad en los
tres primeros meses de 2015.

De acuerdo a lo anterior, las escalofriantes cifras que apor-
ta la Secretaría de Salud federal señalan que en promedio
una de cada diez muertes por cáncer en el país ocurre en
Veracruz.

El cáncer de boca, estómago, colon, hígado, páncreas, trá-
quea, pulmón, leucemia, ovarios, vejiga y linfomas ha oca-
sionado 324 decesos en Veracruz entre 2013, 2014 y el pe-
riodo de enero a marzo de 2015.

En 2013, por ejemplo, 78 personas murieron de leucemia
en la entidad y 65 un año después. En lo que va de 2017,
nadie ha fallecido de ese tipo de cáncer. En contraste, en
2014, nueve personas murieron de linfomas, y en lo que va
de este año han perdido la vida 26, una cifra atípica.

Se tiene información que el hospital de Cancerología Mi-
guel Dorantes Mesa, no tiene liquidez presupuestal, situa-
ción que se ve reflejada en las constantes cancelaciones de
quimioterapias y la falta de reactivos para detectar la en-
fermedad, según familiares de personas que acuden cons-
tantemente a dicho nosocomio; pero nada justifica el uso
de medicamentos apócrifos o caducos para engañar a las
personas.

Asimismo, el fiscal general del estado de Veracruz, Jorge
Winckler Ortiz, informó que algunas denuncias por el su-
ministro de medicamentos y tratamientos falsos para pa-
cientes de VIH-Sida y con cáncer fueron determinadas co-
mo “no ejercicio de la acción penal” en la pasada
administración, hecho totalmente reprochable; ante ello, se
aseguró que esas investigaciones no pueden reabrirse por
ley, pero hay otras que continúan su curso y se les dará se-
guimiento para dar con los responsables de aplicar supues-
tamente agua salina a niños pacientes con cáncer.

Diversos abogados del Colegio del Foro de Abogados del
Estado de Veracruz, señalaron que de comprobarse que los
menores del Centro Estatal de Cancerología (Cecan) reci-
bieron quimioterapias falsas, los culpables deberán recibir
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severas sanciones de acuerdo al Código Penal del Estado
de Veracruz, ya que este hecho se trata de delincuencia or-
ganizada e intento de homicidio; además de destacar que
con los niños, las personas discapacitadas y los adultos ma-
yores, debe de haber mayores cuidados, esto de acuerdo al
Pacto Internacional de Sanación.

De esta manera, en mi carácter de representante popular, y
presidente de la Comisión de Salud del Senado de la Re-
publica, condeno categóricamente las acciones mencio-
nadas anteriormente y exijo una investigación clara y pre-
cisa para conocer las presuntas irregularidades en la
aplicación de tratamientos de quimioterapia y pruebas de
detección de VIH.

Por lo anterior expuesto, me permito someter a la conside-
ración de esta honorable soberanía el siguiente

Punto de Acuerdo

Único. El Senado de la República exhorta al titular de la
Secretaría de Salud y al titular de la Procuraduría General
de la República a esclarecer los hechos inadmisibles que
ocurrieron en el estado de Veracruz, donde presuntamente
se administraron medicamentos apócrifos para combatir
casos de niñas y niños con cáncer; así como también la su-
puesta utilización de pruebas falsas de detección de VIH,
durante las dos últimas administraciones del gobierno esta-
tal de la entidad antes mencionada y castigar severamente
a quienes resulten coludidos y responsables en estos actos.

Palacio Legislativo de San Lázaro, sede de la Comisión Permanente, a
25 de enero de 2017.— Senadores: Francisco Salvador López Brito,
Martha Elena García Gómez (rúbricas).»

Se turna a la Comisión de Justicia, de la Cámara de Se-
nadores.

ERRADICAR LA VIOLENCIA FEMINICIDA CONTRA
LAS MUJERES EN EL ESTADO DE MÉXICO

«Proposición con punto de acuerdo, por el cual se exhorta
al gobierno del estado de México a reforzar las estrategias,
acciones y políticas públicas que erradiquen la violencia
feminicida en la entidad, suscrita por la diputada María
Cristina García Bravo, del Grupo Parlamentario del PRD

La suscrita, diputada federal María Cristina Teresa García
Bravo, integrante del Grupo Parlamentario del Partido de
la Revolución Democrática de la LXIII Legislatura del
Congreso de la Unión, con fundamento en el artículo 78,
fracción III, de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos y el artículo 58 del Reglamento para el Go-
bierno Interior del Congreso General de los Estados Uni-
dos Mexicanos, presenta a esta Comisión Permanente del
Honorable Congreso de la Unión, la siguiente proposición
con punto de acuerdo, al tenor de las siguientes

Consideraciones

En nuestro país, datos de 2014 emitidos por el Instituto Na-
cional de Estadística y Geografía (INEGI), habla de una
población total de 125.386.000 millones de personas en el
país, donde la población femenina es mayoría, con
63.017.797 mujeres, lo que supone el 50.26% del total,
frente a los 62.368.036 hombres que son el 49.74%.1

Pese a ser la población mayoritaria de México, las mujeres,
jóvenes y niñas, al igual que las mujeres del mundo, en-
frentan cotidianamente la creciente violencia de género y
su máxima y violenta representación: el feminicidio.

Sabemos que la violencia ejercida contra las mujeres es la
más antigua, la más fuerte, variada y la más extendida en
todo el planeta. Así entonces, la violencia contra las muje-
res representa una violación a los derechos humanos, y
constituye uno de los principales obstáculos para lograr
una sociedad igualitaria y plenamente democrática. 

El incremento de la violencia contra las mujeres ha propi-
ciado que hoy nuestro país, además sea conocido en el
mundo por el narcotráfico, el trabajo doméstico en servi-
dumbre, la explotación laboral en las maquiladoras, la ex-
plotación sexual infantil, el tráfico de personas, la prostitu-
ción, la pornografía y el turismo sexual, la exacerbada
violencia pública y privada, la institucional, conyugal y fa-
miliar, también por la extrema violencia contra las mujeres:
el feminicidio.

El feminicidio es un concepto que pretende dar cuenta de
su especificidad; el hecho de ser crímenes sexistas y de
odio al género. Los feminicidios son la parte extrema y  vi-
sible de la violencia dirigida contra las niñas y las mujeres,
la conclusión de una situación recurrente y sistemática de
la violación de sus derechos humanos, violentadas por el
sólo hecho de ser mujeres, y asesinadas como resultado de
la violencia pública o privada. 
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La violencia de género, constituye un problema de propor-
ciones pandémicas. Se sabe que al menos una de cada tres
mujeres de 15 a 49 años en el mundo ha sufrido maltrato,
generalmente por parte de alguien conocido. Entre un 0.3%
y un 11.5% referían haber sufrido violencia sexual perpe-
trada por alguien que no era su pareja.  

La violencia contra las mujeres y las niñas y su expresión
máxima el feminicidio, no respeta fronteras geográficas,
culturales, económicas o edades, y pese al conocimiento de
los altos índices de violencia contra ellas, aún no hay ac-
ciones efectivas para enfrentarla y por supuesto para erra-
dicarla.

La nula reacción de las autoridades estatales ante la desa-
parición o muerte de las mujeres, la forma en la que se in-
vestigan los feminicidios y los insuficientes programas de
protección para prevenirlos, exhiben un trato discriminato-
rio para este grupo poblacional. Además, en la mayoría de
los casos, el origen humilde de las víctimas genera una dis-
criminación de doble impacto: de género y de clase social.

Históricamente, Ciudad Juárez, Chihuahua ha sido el omi-
noso símbolo de tal fenómeno. La multiplicación de muer-
tes femeninas aparentemente sin sentido, con graves rasgos
de violencia y sin culpables. Sin embargo, en la actualidad,
el Estado de México es el escenario de un gran número de
crímenes con estas características y también es notoria la
impunidad para quien comete este tipo de delitos, las cons-
tantes fallas en la procuración y administración de la justi-
cia y -sobre todo- en la violación sistemática de los dere-
chos humanos de las mujeres.

Actualmente, las mujeres que se encuentran más expuestas
a la violencia de la pareja o de cualquier otro agresor son
las jóvenes y de edades medias (entre 20 y 39 años). En
particular las mujeres entre 30 a 39 años, 68 de cada 100
han enfrentado al menos un episodio de violencia o abuso,
llegando al 78% en el Estado de México.2

Cabe señalar que sobre estos casos de las mujeres muertas
por violencia, el manejo de la información en los medios
de comunicación, es cruel e ignominiosa en cualquier lugar
de la República. Así como la actitud de las autoridades del
Estado de México responsables de la impartición de justi-
cia, ya que no sólo es de indiferencia, sino denigrante para
las víctimas y para sus familias, como si las mujeres no
fueran seres humanos con derechos para demandar el acce-
so a la justicia eficiente y eficaz. El mensaje es entonces;

“Las mujeres no valen nada, puede matarlas cualquiera,
además contará con impunidad”.

El Instituto Nacional de las Mujeres (Inmujeres), indicó en
su último informe, “Estudio de la implementación del tipo
penal de feminicidio en México: Causas y consecuencias
2012 y 2013”, al igual que el Observatorio Ciudadano Na-
cional del feminicidio (OCNF), que los estados con mayor
incidencia en feminicidios son: Chiapas, Chihuahua, Ciu-
dad de México, Guerrero, Jalisco, Estado de México, Nue-
vo León, Oaxaca, Puebla y Sinaloa.3

Se menciona que, 19. 6 mil 488 mujeres fueron asesinadas
entre 2013 y 2015, de acuerdo a la Organización de las Na-
ciones Unidas. Así también se destaca que la mayoría de
los feminicidios no se investigan como tal, pese a que en
estas entidades cuentan con protocolos de actuación e in-
vestigación contra este delito.4

El caso específico del Estado de México, donde entre 2005
y 2011, se certificaron mil 997 feminicidios intencionales,
representando el 16% de estos asesinatos a nivel nacional.
También se detalla que sólo en 9 de todos los municipios
del Estado de México en el periodo de 2005 a 2011, la ta-
sa de asesinatos cerró en cero. Lo que significa que en la
mayoría de los municipios hubo feminicidios.5

Entre los municipios de mayor riesgo, destaca el municipio
de Ecatepec, donde habitan más de 849 mil mujeres y 806
mil hombres, el cual se convirtió en el municipio más mor-
tífero para una mujer.6

Cabe señalar que el Instituto Belisario Domínguez del Se-
nado de la República, advirtió que los feminicidios en
nuestro país se han incrementado en los últimos años y
afectan tanto a niñas como a mujeres de distintas edades,
resaltando que entre los años 2000 y 2015, el Estado de
México representa la entidad con el mayor número de víc-
timas de homicidio femenino, pues se registraron cinco mil
163 asesinatos de niñas y mujeres en tierras mexiquenses.7

Asimismo, de acuerdo con el Observatorio Ciudadano Na-
cional del feminicidio, indica que de enero de 2015 a junio
de 2016, fueron asesinadas 550 mujeres en el Estado de
México, pero sólo 18 por ciento de los casos son investi-
gados como feminicidio.8

Sin embargo, independiente de la implementación de la
Alerta de Violencia de Género, establecida en los 11 muni-
cipios más poblados del Estado de México, como son: Eca-
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tepec de Morelos, Nezahualcóyotl, Tlalnepantla de Baz,
Toluca, Chimalhuacán, Naucalpan de Juárez, Tultitlán, Ix-
tapaluca, Valle de Chalco Solidaridad, Cuautitlán Izcalli y
Chalco, sigue la creciente desaparición y muerte de muje-
res.

Por lo tanto, el gobierno del Estado de México debe garan-
tizar seguridad y el ejercicio pleno de los derechos huma-
nos de la población en su conjunto y particularmente de las
mujeres. Pues es lamentable y preocupante el índice de
desapariciones y muerte que se han generado en el Estado
de México, donde no sólo se secuestra, extorsiona, desapo-
dera de sus pertenencias, viola, abusa sexualmente, tortura
y asesina a sus mujeres, sino que también se muestra de
manera palpable la más cruda descomposición del tejido
social que vive cotidianamente nuestro país.  

Por lo anteriormente expuesto es necesario que el Gober-
nador del Estado de México, Eruviel Ávila Villegas, re-
fuerce las estrategias, acciones y políticas públicas que lo-
gren erradicar este lacerante problema que enfrentan las
mujeres de nuestro país y particularmente las mujeres me-
xiquenses; para ello, se requiere de toda la sensibilidad y el
compromiso para lograr superar este gran reto. Y dar solu-
ciones favorables a los innumerables delitos que afectan
bienes jurídicos fundamentales, como son: la vida, la inte-
gridad física y psíquica, la libertad sexual y la inviolabili-
dad del cuerpo de las mujeres.

Por lo anteriormente expuesto y fundado, someto a consi-
deración de esta soberanía, la aprobación de la siguiente
proposición con

Punto de Acuerdo

Único. La Comisión Permanente del Honorable Congreso
de la Unión, exhorta respetuosamente al gobernador del es-
tado de México, Eruviel Ávila Villegas, para que en el mar-
co de sus atribuciones y facultades refuerce las estrategias,
acciones y políticas públicas que logren erradicar la vio-
lencia feminicida contra las mujeres mexiquenses.

Notas

1 Expansión, http://www.datosmacro.com/demografia/poblacion/me-
xico

2 Ibídem.

3 Excélsior, México es uno de los países que más violencia contra las
mujeres, México, 25/04/2016

4 Ibídem.

5 http://www.animalpolitico.com/2014/05/ -las-muertas-del-estado/

6 Ibídem.

7 http://www.noticiasmvs.com/

8 http://observatoriofeminicidiomexico.org.mx/

Dado en el salón de sesiones de la Comisión Permanente del Honora-
ble Congreso de la Unión, a 25 de enero de 2017.— Diputada María
Cristina Teresa García Bravo (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Igualdad de Género, de la
Cámara de Diputados.

PROMOVER Y REALIZAR CURSOS DE DEFENSA
PERSONAL DIRIGIDOS A MUJERES, A EFECTO DE
PREVENIR Y ENFRENTAR LA VIOLENCIA DE GÉ-
NERO

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a
la Comisión Nacional de Cultura Física y Deporte a pro-
mover y realizar con el Inmujeres, la Comisión Nacional
de Seguridad y los gobiernos locales cursos de defensa per-
sonal dirigidos a mujeres, a efecto de prevenir y enfrentar
la violencia de género, suscrita por la diputada Ana Geor-
gina Zapata Lucero, del Grupo Parlamentario del PRI

La suscrita, Ana Georgina Zapata Lucero, diputada a la
LXIII Legislatura del Congreso de la Unión, integrante del
Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institu-
cional, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 58
y 60 del Reglamento para el Gobierno Interior del Congre-
so General de los Estados Unidos Mexicanos, somete a
consideración del pleno de la Comisión Permanente del
Congreso de la Unión, el siguiente punto de acuerdo al te-
nor de las siguientes

Consideraciones

La violencia de género en nuestro país se presenta de for-
ma permanente y en toda la geografía, sin importar condi-
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ción social, nivel educativo, creencias o edades tanto de
perpetradores como de víctimas.

La multiplicidad de los agresores abarca desde las parejas
hasta los compañeros de trabajo, pasando por familiares y
desconocidos. La prevalencia de este fenómeno oprobioso,
que revela el atraso en que aún se encuentra sumida una
parte de nuestra sociedad, puede tener verificativo en los
hogares, centros de trabajo, las instituciones educativas y
en la vía pública, lo que demuestra la inseguridad en que se
desarrollan las vidas de millones de mexicanas.

Las formas de violencia que se practican en contra de las
mujeres incluyen desde comentarios despectivos y supues-
tos halagos callejeros, hasta formas mucho más graves co-
mo amenazas y agresiones que pueden provocar heridas de
consideración o la muerte. La Encuesta Nacional sobre la
Dinámica de las Relaciones en los Hogares 2011 (Endi-
reh)1 señala que, de las 24 millones 569 mil 503 mujeres
casadas o unidas en México, 11 millones 18 mil 415 han
vivido algún episodio de maltrato o agresión en el trans-
curso de su vida conyugal, cifra que de acuerdo con el Ins-
tituto Nacional de Estadística y Geografía (Inegi) es reve-
ladora de un alto índice de violencia de género, al
representar casi la mitad de las entrevistadas2.

Si bien es cierto cualquier forma de violencia de género de-
be ser motivo de preocupación, independientemente de la
forma en que se manifieste, no lo es menos que ésta ad-
quiere mayor relevancia cuando es de naturaleza física,
pues a través de ella se busca provocar un daño corporal
que puede llegar a ser irreversible. Hablamos no sólo de
bofetadas sino inclusive del uso de armas, de ataques que
pueden llegar a ocasionar la pérdida de facultades físicas o
de la vida misma.

La propia Endireh 2011 señala que las casadas o unidas del
país agredidas físicamente por su pareja a lo largo de su re-
lación ascienden a 2 millones 842 mil 309, es decir, 25.8
por ciento de todas las violentadas3, por lo que es impor-
tante subrayar que la violencia física está principalmente
circunscrita a las agresiones de la pareja, tanto así que las
mujeres que se encuentran más expuestas a la violencia de
pareja o de cualquier otro agresor son las jóvenes o de eda-
des medias, de entre 20 y 39 años.

Aunque esta modalidad de violencia es la menos reportada
en la Endireh 2011, llama la atención la cantidad de muje-
res casadas o unidas que han sufrido estas experiencias en
México, 1 millón 288 mil 793 en total, que representan

11.7 por ciento de todas las que han sufrido maltratos a lo
largo de su relación conyugal, cifra no excluyente de otros
tipos de violencia4.

La violencia de género puede traducirse o escalarse en vio-
lencia feminicida, la expresión más brutal de este tipo de
violencia, que tiene sus características especiales, pero que
además tienen un elemento que debemos destacar: muchos
homicidios que se cometen contra las mujeres no son in-
vestigados tomando en consideración que podrán tratarse
de feminicidios.

Entre 1985 y 2014 se registraron 47 mil 178 defunciones
femeninas con presunción de homicidio5 en la República
Mexicana. En ese último año ocurrieron 2 mil 289 defun-
ciones de este tipo, un promedio de 6.3 cada día, una tasa
de 3.7 de estas defunciones por cada 100 mil habitantes;
pero entre 2008 y 2012 tuvo lugar un incremento impor-
tante que alcanzó su cúspide en 2012 con 2 mil 761 defun-
ciones femeninas, con una tasa de 4.6 por cada 100 mil ha-
bitantes.6

No obstante la reducción a prácticamente la mitad en la ta-
sa de defunciones femeninas con presunción de homicidio
entre 1985 y 2007, entre este último año y 2012 hubo un
repunte de 138 por ciento, es decir, no solamente se perdió
el avance que se había alcanzado en los 23 años previos, si-
no que, además, se llegó a niveles nunca antes registrados.7

A pesar de que existe la idea de que los feminicidios co-
rresponden en su mayor parte a asesinatos de mujeres por
parte de su pareja, lo cierto es que tal creencia carece de
sustento pues es importante señalar que entre 2006 y 2013,
el patrón de lugar donde ocurrió la lesión o agresión, que
era mayoritariamente en la vivienda, se ha ido desplazando
y en 2009 estaban casi en el mismo nivel, pero a partir de
ese año más mujeres son asesinadas en la vía pública, co-
mo así ocurrió particularmente de 2010 a 2012, periodo du-
rante el cual casi la mitad de las mujeres fue asesinada en
espacios públicos8, como áreas comerciales o de servicios,
escuelas, oficinas y áreas deportivas, entre otros. Esta si-
tuación, a decir de algunas expertas, hace necesario tras-
cender al enfoque de violencia familiar, ya que las mujeres
son asesinadas en su mayoría en otros contextos fuera de
ese ámbito.

Si la violencia feminicida presenta mayor prevalencia fue-
ra del ámbito del hogar, resulta conveniente establecer una
serie de medidas tendentes a proteger a las mujeres cuando
se hallan en un espacio público. Evidentemente, la respon-
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sabilidad primigenia e inclaudicable de otorgar seguridad
corresponde a las instituciones del estado, pero también es
cierto que resulta sumamente complejo proporcionar tal
garantía en todo tiempo y lugar, por lo que se vuelve en-
tonces una necesidad fomentar la cultura de la prevención
entre la población afectada, con el objetivo de disminuir
riesgos o saber cómo enfrentarlos en caso de que éstos se
vuelvan una realidad.

En este sentido es que deseamos retomar aquellas medidas
que se han realizado, tanto dentro como fuera de México, a
fin de proporcionar a las mujeres mayores herramientas
prácticas para enfrentar la violencia a la que se ven some-
tidas en los espacios públicos, siendo una de ellas la capa-
citación en defensa personal.

En efecto, organizaciones de la sociedad civil como Casa
Amiga, AC, la cual tiene su sede en Ciudad Juárez, ofrece
cursos de defensa personal, los cuales son impartidos por
elementos de una empresa de seguridad que ayuda a las
mujeres a enfrentar la violencia cotidiana y extrema. El ob-
jetivo de tales cursos consiste en aprender a vigilar el en-
torno, de forma tal que se pueda detectar una situación de
riesgo y qué hacer en caso de que ésta tenga verificativo.
Dicha capacitación no sólo abarca la pelea física, sino el
manejo del lenguaje frente al agresor y es ofrecida de ma-
nera gratuita por la referida organización de la sociedad ci-
vil. Algunas mujeres que han acudido a estos cursos fueron
entrevistadas y aseguraron sentirse más preparadas para
enfrentar situaciones de peligro.9

No es esta la primera vez que se ofrecen esta clase de cur-
sos en Ciudad Juárez. El entonces presidente del Concejo
de Gobierno Municipal de Ciudad Juárez, José Reyes Fe-
rriz, anunció en enero de 2002 que ese mismo mes comen-
zarían los cursos de autodefensa a mujeres, los cuales se
impartirían en los gimnasios municipales con la ayuda de
academias de artes marciales.10

En marzo de 2003, el entonces presidente de la Asociación
de Maquiladoras, Rubén Praga Terrazas, informó que en al-
gunos establecimientos juarenses se daban cursos de artes
marciales a las obreras. Tan sólo en uno de ellos se impartió
defensa personal a cerca de 700 empleadas, aunque algunas
los tomaron a espaldas a sus maridos, toda vez que ellos no
estaban de acuerdo con la realización de tal actividad.11

En octubre de 2012, el Consulado de Estados Unidos en
aquella ciudad fronteriza ofreció cursos de defensa perso-
nal y prevención de la violencia en conjunto con tres orga-

nizaciones no gubernamentales, como la ya referida Casa
Amiga Esther Chávez Cano, Crecimiento Humano y Edu-
cación para la Paz y Sembradores de Paz y Esperanza.12

Otras experiencias similares se han registrado en diversos
lugares de la geografía de España, país donde lamentable-
mente se ha recrudecido la violencia de género durante los
últimos años. Organizaciones dedicadas a la defensa y pro-
tección de las mujeres, en coordinación con asociaciones
de artes marciales, autoridades y elementos policiacos
francos o en servicio, vienen ofreciendo desde hace tiempo
cursos de defensa personal a las mujeres de regiones auto-
nómicas y localidades como Aragón, Valencia, Zamora,
Estepona, Fuenlabrada, El Escorial, Alhendín, Alcalá de
Henares, Aranjuez y Elche, entre otras.13

Se tiene noticia también de experiencias similares en luga-
res tan disímbolos y lejanos como la provincia de Misio-
nes, en la República de Argentina, y en la ciudad de Nueva
Delhi, capital de la India,14 lo que refleja que la inquietud
por ofrecer mejores herramientas de defensa a las mujeres
ha venido permeando en diferentes países y culturas, don-
de la constante es la violencia de género.

Derivado de lo anterior, y a efecto de hacer de una iniciati-
va de la sociedad civil sumamente focalizada una política
de estado que redunde en una mayor seguridad de las mu-
jeres, es que proponemos a través del presente punto de
acuerdo exhortar a la Comisión Nacional de Cultura Física
y Deporte, para que, en coordinación con el Instituto Na-
cional de las Mujeres, la Comisión Nacional de Seguridad
y los gobiernos de las entidades federativas, promueva y
realice cursos de defensa personal dirigidos a mujeres, a
efecto de prevenir y enfrentar la violencia de género.

Creemos que tal proposición, si bien es cierto no suple la
obligación del estado consistente en otorgar seguridad a las
mujeres, de alguna manera puede resultar útil, en tanto que
serviría para movilizar hacia un objetivo noble y comparti-
do la participación de la sociedad civil y la actividad de las
instituciones gubernamental, elevar la autoestima de mu-
chas mexicanas y promover la actividad física.

Debemos destacar precisamente que la sociedad no ha sido
indiferente ante los múltiples llamados que se hacen por
garantizar el respeto y los derechos de las mujeres de nues-
tro país. Tratados, leyes, programas e instituciones han si-
do aprobados, construidos y puestos en marcha a fin de
aprovechar las aptitudes de todas las mexicanas, combatir
y erradicar la violencia que se ejerce en contra de ellas, por
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lo que una iniciativa más creemos abunda, abona y contri-
buye a disminuir la violencia de género.

La violencia que se ejerce en contra de las mexicanas corre
el riesgo de perpetuarse si no se hace algo para prevenirla
y sancionarla, esto en virtud de que los valores bajo los
cuales han sido educados millones de personas dan por
sentado que esta práctica es necesaria para mantener las je-
rarquías y los roles que hasta ahora se han venido ejecu-
tando en muchos hogares. Si no hacemos algo al respecto,
entonces este fenómeno corre el riesgo de reproducirse ad
infinitum.

No hay, racionalmente hablando, motivo para suponer que
la violencia de género, asesina o no, es un tema irresoluble
o atribuible a la mala suerte, por ello es que se vuelve ne-
cesario idear nuevos mecanismos que protejan a las muje-
res de la sevicia que se ejerce en su contra.

Por lo expuesto y fundado, se somete a la consideración de
esta honorable soberanía el siguiente

Punto de Acuerdo

Único. La Comisión Permanente del Honorable Congreso
de la Unión exhorta a la Comisión Nacional de Cultura Fí-
sica y Deporte, para que, en coordinación con el Instituto
Nacional de las Mujeres, la Comisión Nacional de Seguri-
dad y los gobiernos de las entidades federativas, promueva
y realice cursos de defensa personal dirigidos a mujeres, a
efecto de prevenir y enfrentar la violencia de género.

Notas

1 La Endireh es resultado del trabajo conjunto entre el Inmujeres y el
Inegi, constituida con el objetivo de generar información estadística
sobre la frecuencia y magnitud de la violencia de pareja, así como la
que experimentan las mujeres en los ámbitos escolar, laboral y comu-
nitario, con el propósito de coadyuvar en la conformación del Subsis-
tema de Estadísticas sobre Violencia, dentro del Sistema Nacional de
Información Estadística.

2 Panorama de violencia contra las mujeres en México 2011, Instituto
Nacional de Estadística y Geografía, México, 2013, pág. 4. Visto en 

http://internet.contenidos.inegi.org.mx/contenidos/productos//prod
_serv/contenidos/espanol/bvinegi/productos/estudios/sociodemo-
grafico/mujeresrural/2011/EUM/702825051266_1.pdf.

3 Ibídem.

4 Ibídem.

5 La violencia feminicida en México, aproximaciones y tendencias
1985-2014. Resumen ejecutivo. Informe realizado por la Secretaría de
Gobernación, Instituto Nacional de las Mujeres y ONU Mujeres. Re-
cuperado de 

https://www.gob.mx/cms/uploads/attachment/file/84740/La_Vilen-
cia_Feminicida_en_M_xico__aproximaciones_y_tenden-
cias_1985_-2014.pdf

6 Ibídem

7 Ibídem.

8 Estadísticas a propósito del Día Internacional de la Eliminación de la
Violencia contra la Mujer (noviembre de 2015). Instituto Nacional de
Estadística y Geografía. Recuperado de

http://www.inegi.org.mx/saladeprensa/aproposito/2015/violen-
cia0.pdf

9 Información vista en 

http://noticieros.televisa.com/programas-primero-noticias/
1603/ensenan-mujeres-defensa-personal-chihuahua/#. 

10 Visto en http://archivo.eluniversal.com.mx/estados/42677.html.

11. Visto en 

http://www.jornada.unam.mx/2003/03/08/052n1con.php.

12 Visto en 

http://www.oem.com.mx/elmexicano/notas/n2722069.htm.

13 Visto en: 

http://www.laopiniondezamora.es/zamora/2015/11/17/zamora-aco-
ge-curso-defensa-personal/885350.html

http://www.diariosur.es/marbella-estepona/201602/18/comienza-
estepona-curso-defensa-20160218010608-v.html

http://igualdad.osta.es/web/vista/index.php?modulo=noticias&ac-
cion=des&id=5071&ssid=51

http://www.ayto-fuenlabrada.es/recursos/doc/SC/Mujer_juven-
tud_infancia/Mujer/27301_8118112015173744.pdf
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http://clavelocal.com/defensa-personal-y-minuto-de-silencio-en-
el-escorial-contra-la-violencia-machista/

http://granadaesnoticia.com/los-alhendinenses-aprenden-tecnicas-
de-defensa-personal/

http://agencias.abc.es/agencias/noticia.asp?noticia=2043987

http://nuevomas.com/2015/09/30/curso-de-defensa-personal-para-
victimas-de-la-violencia-machista/

http://www.diariosur.es/marbella-estepona/201602/18/comienza-
estepona-curso-defensa-20160218010608-v.html

http://pasado.eldia.com/edis/20141014/Defensa-personal-para-mu-
jeres-contra-violencia-genero-laciudad12.htm

http://www.diarioinformacion.com/elche/2015/11/10/curso-defen-
sa-personal-mujeres-victimas/1694827.html

h t t p : / / c c a a . e l p a i s . c o m / c c a a / 2 0 1 3 / 1 0 / 2 1 / v a l e n c i a /
1382360518_519123.html

http://www.objetivodigital.com/noticia/11413/aranjuez/la-policia-
local-impartira-un-curso-de-defensa-personal-destinado-a-victi-
mas-de-la-violencia-machista.html

14 Visto en http://www.clarin.com/sociedad/Ahora-quieren-darles-de-
fensa-personal_0_1037896271.html y 

http://www.rtve.es/noticias/20150102/himmat-aplicacion-para-fre-
nar-violaciones-india/1077820.shtml. 

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 25 de enero de 2017.— Diputada
Ana Georgina Zapata Lucero (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Igualdad de Género, de la
Cámara de Diputados.

PROGRAMAS DE SUBSIDIO DEL RAMO 20, DESA-
RROLLO SOCIAL, VINCULADAS AL PROGRAMA
DE ESTANCIAS INFANTILES PARA APOYAR A MA-
DRES TRABAJADORAS

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta
al titular de la SHCP a considerar oportunamente las pro-
visiones presupuestales del ejercicio fiscal de 2017 a fin de

atender los programas de subsidio del ramo 20, “Desarro-
llo social”, vinculadas al Programa de Estancias Infantiles
para Apoyar a Madres Trabajadoras, suscrita por el dipu-
tado Luis de León Martínez Sánchez, del Grupo Parlamen-
tario del PAN

El que suscribe, Luis de León Martínez Sánchez, diputado
federal, integrante del Grupo Parlamentario del Partido Ac-
ción Nacional en la Cámara de Diputados de la LXIII Le-
gislatura del Honorable Congreso de la Unión, con funda-
mento en lo dispuesto en los artículos 78, fracción III, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y
59 del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso
General de los Estados Unidos Mexicanos, somete a consi-
deración de esta asamblea la siguiente proposición con
punto de acuerdo por el que se exhorta al titular de la Se-
cretaría de Hacienda y Crédito Público para que considere
oportunamente las provisiones presupuestales del ejercicio
fiscal 2017, a objeto de atender con debida pertinencia los
programas de subsidio del ramo 20, desarrollo social, vin-
culadas al denominado: “Programa de Estancias Infantiles
para Apoyar a Madres Trabajadoras”.

Consideraciones

Actualmente muchos países en todas las regiones del mun-
do cuentan con guarderías/estancias infantiles. El estable-
cimiento de leyes y reglamentaciones sobre éstas implica
que se integren a las estrategias y acciones instrumentadas
en el marco de políticas públicas orientadas al desarrollo
social. Los servicios de guarderías a través de las estancias
y centros de desarrollo infantil, forman parte de una tarea
del Estado relacionada con los derechos laborales, de la in-
fancia, de las madres y/o los padres.1

En México, tanto el Instituto Mexicano del Seguro Social
(IMSS), como el Instituto de Seguridad Social y Servicios
de los Trabajadores del Estado (ISSSTE) fueron por déca-
das las entidades en las que descansaba la responsabilidad
del Gobierno para atender el cuidado infantil en la particu-
laridad de guarderías. Con ese contexto, para el año de
2007 se expide el decreto por el que se crea el Sistema Na-
cional de Guarderías y Estancias Infantiles, con la inten-
ción de proporcionar seguridad social a la población que no
se encuentra cubierta por dichas instituciones.

Para atender esa demanda, hoy en día opera el Programa
“Estancias Infantiles para Apoyar a Madres Trabajadoras”
que es un esquema direccionado a las madres que trabajan,
buscan empleo o estudian y a los padres solos con hijas e
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hijos o niñas y niños bajo su cuidado de entre 1 y hasta 3
años 11 meses de edad (un día antes de cumplir los 4 años)
y entre 1 y hasta 5 años 11 meses de edad (un día antes de
cumplir los 6 años) en caso de niñas y niños con alguna
discapacidad, a través de subsidios que les permitan acce-
der a los servicios de cuidado y atención infantil.2

Marco normativo

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
en su artículo 4o. estipula; 

En todas las decisiones y actuaciones del Estado se velará
y cumplirá con el principio del interés superior de la niñez,
garantizando de manera plena sus derechos. Los niños y las
niñas tienen derecho a la satisfacción de sus necesidades de
alimentación, salud, educación y sano esparcimiento para
su desarrollo integral. Este principio deberá guiar el dise-
ño, ejecución, seguimiento y evaluación de las políticas pú-
blicas dirigidas a la niñez.

Por su parte la Ley General de Desarrollo Social, señala en
su artículo 14 que se promoverán acciones en aras de su-
perar la pobreza mediante la educación, la salud, la ali-
mentación nutritiva y de calidad, la generación de empleo
e ingreso, autoempleo y capacitación? protección social y
programas asistenciales? y el fomento del sector social de
la economía.

A su vez, la Ley General de Prestación de Servicios para la
Atención, Cuidado y Desarrollo Integral Infantil, más allá
de que contiene los principios con los que deberán operar
las Estancias del país, sean públicos, privados o mixtos, ci-
ta en su artículo 1°, que tiene como objeto

… establecer la concurrencia entre la Federación, los
Estados, los Municipios, el Distrito Federal y los órga-
nos político-administrativos de sus demarcaciones terri-
toriales, en materia de prestación de servicios para la
atención, cuidado y desarrollo integral infantil a nivel
nacional, estableciendo las bases para el acceso a los
servicios garantizando el acceso de niñas y niños a di-
chos servicios en condiciones de igualdad, calidad, cali-
dez, seguridad y protección adecuadas, que promuevan
el ejercicio pleno de sus derechos.

Asimismo, el programa se inserta en la Meta Nacional
“México Incluyente”, establecido en el Plan Nacional de
Desarrollo (PND) 2013-2018. Que tiene como propósito;

“enfocar la acción del Estado, en garantizar el ejercicio de
los derechos sociales y cerrar las brechas de desigualdad
social que aún nos dividen. El objetivo es que el país se in-
tegre por una sociedad con equidad, cohesión social e
igualdad sustantiva”.3

Igualmente, se alinea al denominado Objetivo 3 del Pro-
grama Sectorial de Desarrollo Social, que tiene como pro-
pósito dotar de esquemas de seguridad social que protejan
el bienestar socioeconómico de la población en situación
de carencia o pobreza, así como a la Estrategia 3.1, que es-
tablece facilitar el acceso a servicios de cuidado y atención
infantil a las madres y padres solos que buscan empleo, tra-
bajan o estudian, para que puedan acceder y permanecer en
el mercado laboral o continúen sus estudios.4

Estadísticas

Datos del Instituto Nacional de Estadística y Geografía
(INEGI), muestran que del año 2005 a 2016 la población
femenina económicamente activa mayor a 14 años se in-
crementó en 27.6 por ciento. Es decir de 16.3 millones en
el tercer trimestre de 2005 a 20.8 millones en el tercer tri-
mestre de 2016. Asimismo, en 2016 la participación de las
mujeres en el mercado laboral fue más alta en los grupos
de menores ingresos que en los grupos de ingresos más ele-
vados. Del total de mujeres ocupadas, para el tercer tri-
mestre de 2016, 49.5 por ciento percibieron entre 1 y 2 sa-
larios mínimos, mientras que sólo el 4.5 por ciento de ellas
percibieron más de 5 salarios mínimos.5

Cifras del mismo INEGI muestran que de las más de 29
millones de personas ocupadas que se tienen en cerca 5.7
millones de unidades económicas reportadas por los Cen-
sos Económicos 2014, las mujeres alcanzaron el 43.8 por
ciento. En el sector privado y paraestatal laboraron cerca
de 22 millones de personas, de las cuales 41.2% eran mu-
jeres y 58.8% hombres. Los servicios financieros concen-
tran el mayor porcentaje de personal ocupado femenino
con el 49.5%, seguido del comercio con el 47.7 por cien-
to.6

Como se puede observar, en la actualidad la inclusión de la
mujer al mundo laboral se ha incrementado considerable-
mente y demanda a las instituciones gubernamentales ma-
yor apoyo en las diversas actividades que actualmente des-
empeñan para con ello contribuir al sustento de sus
hogares. Sin embargo, la decisión de las mujeres de incor-
porarse al mercado laboral en más de las ocasiones obede-
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ce a la suficiencia de lugares posibles para la atención ade-
cuada de sus hijas e hijos que les permita tener el espacio
y tiempo necesario para emplearse o capacitarse.

No obstante lo anterior, y de acuerdo al estudio “Guarderí-
as/Estancias Infantiles en México”, elaborado por el Cen-
tro de Estudios Sociales y de Opinión Pública de la Cáma-
ra de Diputados. En el país 1,157 municipios no cuentan
con estancias infantiles de la Secretaría de Desarrollo So-
cial. De igual manera señala que de 2009 a 2014 las guar-
derías del IMSS han decrecido toda vez que pasaron de
1,568 unidades a 1,395.7

Actualmente existen aproximadamente 10 mil responsa-
bles o dueñas  de estancias que emplean a 52 mil personas
de apoyo de manera directa. Las mujeres que laboran en las
Estancias Infantiles, tienen un ingreso digno, cuidando a
las niñas y  a los niños de otras mujeres. Asimismo, hoy en
día hay 278 mil madres que se han incorporado al mercado
de trabajo y que no hubieran podido hacerlo sin la existen-
cia de las Estancias Infantiles. Cabe hacer mención, que se
calcula que actualmente dichas estancias brindan atención
alrededor de 293 mil niñas y niños.

En el caso de Oaxaca se tienen registradas 225 Estancias
Infantiles, mismas que atienden a un promedio de 40 in-
fantes por estancia y cada una de ellas emplea a 6 asisten-
tes. En dicha Entidad Federativa, es común denominador
que mes con mes reciban el pago de subsidios de forma
desfasada. Aun cuando las Reglas de Operación precisan
que los subsidios deberán ministrarse dentro de los prime-
ros 15 días naturales de cada mes, o en su caso el día hábil
siguiente.

Esta situación se replica en otros estados del país, lo que ha
generado que estos centros de atención infantil en muchas
de las ocasiones no operen adecuadamente e incluso se en-
cuentren en peligro de continuar con sus operaciones, dado
su sustentabilidad financiera. 

El presente exhorto merece la merece la sensibilidad de los
órganos del Estado para resguardar su función, por lo que
es necesario que la SHCP considere su objetivo social en
apoyo a las madres trabajadoras y padres solteros.

Virtud de lo antes expuesto, me permito someter a consi-
deración de esta asamblea los siguientes

Puntos de Acuerdo

Primero. La Comisión Permanente del Honorable Congre-
so de la Unión, por el que se exhorta al titular de la Secre-
taría de Hacienda y Crédito Público para que considere
oportunamente las previsiones presupuestales del ejercicio
fiscal 2017 a objeto de atender con debida pertinencia los
programas de subsidio del ramo 20, desarrollo social, vin-
culadas al denominado “Programa de Estancias Infantiles
para Apoyar a Madres Trabajadoras”.

Segundo. La Comisión Permanente del Honorable Con-
greso de la Unión, por el que se exhorta al titular de la Se-
cretaría de Hacienda y Crédito Público, así como a la Se-
cretaría de Desarrollo Social a fin de atender los retrasos en
la entrega de los subsidios del “Programa de Estancias In-
fantiles para Apoyar a Madres Trabajadoras” en el estado
de Oaxaca.

Referencias

1. Guarderías/Estancias infantiles en México.- CESOP-IL-14-
CI53GuarderiasEstanciasInfantiles-160608.pdf

2. Acuerdo por el que se emiten las Reglas de Operación del Programa
de Estancias Infantiles para Apoyar a Madres Trabajadoras, para el
ejercicio fiscal 2017.-

http://www.gob.mx/cms/uploads/attachment/file/178742/ROP_ES-
TANCIAS_INFANTILES_2017.pdf.

3-4. Plan Nacional de Desarrollo (PND) 2013¬-2018.- 

http://pnd.gob.mx/wp-content/uploads/2013/05/PND.pdf.

5-6. Instituto Nacional de Estadística y Geografía: A propósito del Dia
Internacional de las Mujeres”. www.inegi.org.mx.

7. Centro de Estudios Sociales y de Opinión Pública de la Cámara de
Diputados.- CESOP%20Guarderias%20Estancias%20infantiles%
20en%20Mexico%20(1).pdf

Otras fuentes consultadas:

1. Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.- www.dipu-
tados.gob.mx

2. Ley General de Desarrollo Social.- www.diputados.gob.mx
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3. Ley General de Prestación de Servicios para la Atención, Cuidado y
Desarrollo Integral Infantil.- www.diputados.gob.mx

Palacio Legislativo de San Lázaro. enero 25 de 2017.— Diputado Luis
de León Martínez Sánchez (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Hacienda y Crédito Público,
de la Cámara de Diputados.

ESTRATEGIA QUE GARANTICE LA SEGURIDAD
DEL SECTOR TURÍSTICO EN NUESTRO PAÍS, PRIN-
CIPALMENTE PARA LOS MUNICIPIOS DE SOLIDA-
RIDAD Y DE BENITO JUÁREZ EN QUINTANA ROO

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta
al Ejecutivo federal a implantar de inmediato por la Segob,
con apoyo de la Comisión Nacional de Seguridad Pública,
los cuerpos policiacos federales y el Ejército, una estrate-
gia para garantizar la seguridad del sector turístico en el pa-
ís, principalmente en Solidaridad y Benito Juárez, Quinta-
na Roo, suscrita por los diputados Isaura Ivanova Pool
Pech y Omar Ortega Álvarez, del Grupo Parlamentario del
PRD

Los suscritos Isaura Ivanova Pool Pech y Omar Ortega Ál-
varez, diputados integrantes del Grupo Parlamentario del
Partido de la Revolución Democrática, con fundamento en
lo dispuesto por los artículos 58 y 59 del Reglamento Inte-
rior del Congreso General de los Estados Unidos Mexica-
nos, sometemos a la atenta consideración de esta asamblea;
la siguiente Proposición con punto de acuerdo al tenor de
las siguientes consideraciones:

1. Con fundamento en lo dispuesto por el artículo 27 de la
Ley Orgánica de la Administración Pública Federal frac-
ciones XII, XIII Bis, XVII, XX y XXVIII, se exhorta res-
petuosamente a la Secretaría de Gobernación para que es-
tablezca de manera urgente, los mecanismos de
coordinación integral de las tareas y cuerpos de seguridad
pública y policial, tendientes a la conformación de una es-
trategia que garantice la seguridad al sector turístico en
nuestro país.

Es imprescindible por tanto instar a la cooperación de los
diferentes órdenes de gobierno y sus dependencias, para
que a través de la coordinación de esfuerzos se coadyuve a

la prevención y combate de la comisión de delitos, a fin de
salvaguardar la integridad y derechos de las personas y se
realicen acciones y operativos mediante esquemas de inte-
ligencia y tecnología de vanguardia, que brinden confianza
y certidumbre a la sociedad que visite zonas turísticas.

2. La coordinación que exista sin duda es transcendental y
dará muestra de las medidas que deben adoptarse para
combatir eficazmente la inseguridad en todo el país. Sin
embargo esta tarea en las zonas turísticas, debe contar con
la coordinación  y despliegue de los cuerpos policíacos fe-
derales que auxilien y den certidumbre sobre la permanen-
te y constante protección de seguridad que requieren quie-
nes visitan dichas zonas.

En estos momentos de incertidumbre económica, se debe
incentivar al turismo y a la inversión, por ello las zonas tu-
rísticas requieren prioridad y especial atención a fin de for-
talecer la divisas que generan y que hoy en día representan
el 8.5% del PIB. La sociedad necesita tener una mejor pre-
cepción sobre la implementación de este tipo de estrategias
y trabajos coordinados entre nuestras autoridades.

3. Desde esta tribuna se hace un exhorto respetuoso a las
instituciones gubernamentales a nivel federal para que ga-
ranticen la realización, el diseño y la implementación de
acciones coordinadas, las cuales permitan una adecuada
procuración de justicia y seguridad en las entidades cuyas
características están relacionadas directamente con la acti-
vidad turística.  

El propósito del presente exhorto es que se continúen ge-
nerando oportunidades de impulso económico y social pa-
ra estas zonas del país y fundamentalmente asegurar un cli-
ma de estabilidad y salvaguarda de la integridad y derechos
de las personas, sus libertades, el orden y la paz pública.

4. Lo que requiere la sociedad es que prevalezca el estado
de derecho como un elemento necesario para el desarrollo,
la debida procuración de justicia y de seguridad pública,
así como la implementación inmediata de estrategias que
garanticen tal propósito al sector turístico en particular.

Por último, en la relación entre la seguridad y el turismo, la
Organización Mundial del Turismo ha definido la seguri-
dad turística como la protección de la vida, de la salud, de
la integridad física, psicológica y económica de los visi-
tantes, prestadores de servicios y miembros de las comuni-
dades receptoras.
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Consecuentemente la seguridad turística debe ser analiza-
da como parte de un sistema integral en el que la federa-
ción debe intervenir con sus propios ejes de trabajo, no po-
demos soslayar que la pautas principales de valoración en
la elección de un destino turístico, es la recreación y esta
será interpretada de acuerdo a la percepción de que nos
desplazamos en un espacio exento de riesgos reales o po-
tenciales.

Por lo antes expuesto, someto a la consideración de esta
honorable asamblea, el siguiente:

Punto de Acuerdo

Único. La Comisión Permanente del Congreso de la Unión
exhorta respetuosamente al Ejecutivo Federal para que a
través de la Secretaría de Gobernación se implemente de
manera inmediata con el apoyo de la Comisión Nacional de
Seguridad Pública, los cuerpos policíacos Federales y el
Ejército mexicano, una estrategia que garantice la seguri-
dad del sector turístico en nuestro país, principalmente en
estos momentos para los municipios de solidaridad y Beni-
to Juárez; y en general para el Estado de Quintana Roo, re-
alizando las acciones y operativos necesarios para tal pro-
pósito.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 25 de enero de 2017.— Diputado
Omar Ortega Álvarez (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Gobernación, de la Cámara
de Diputados.   

IRREGULARIDADES EN LA COMPRA DE MEDICA-
MENTOS Y MATERIAL MÉDICO, ASÍ COMO EN LA
ADQUISICIÓN DE TABLETAS EN EL MARCO DEL
PROGRAMA DE INCLUSIÓN DIGITAL

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta
al Congreso de Guanajuato a realizar por la Auditoría Su-
perior local una investigación exhaustiva sobre las presun-
tas irregularidades en la compra de fármacos, material mé-
dico y tabletas en el marco del Programa de Inclusión
Digital, y presentar a esta soberanía un informe pormeno-
rizado de los respectivos avances, suscrita por senadores
del Grupo Parlamentario del PRI

Los suscritos, senadores de la República integrantes del
Partido Revolucionario Institucional de la LXIII Legislatu-

ra del Honorable Congreso de la Unión, con fundamento
en lo dispuesto por los artículos 78, fracción III de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 58 del
Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso Gene-
ral de los Estados Unidos Mexicanos, someten a conside-
ración de esta honorable Comisión Permanente la presente
proposición con punto de acuerdo, al tenor de las siguien-
tes

Consideraciones

El estado de Guanajuato presenta importantes rezagos y
problemáticas en materia de salud y educación, derechos
fundamentales de las personas para lograr su pleno desa-
rrollo. Por ejemplo, no existe una cobertura universal de
los servicios de salud, la cual alcanza 85 por ciento de la
población; la tasa de mortalidad es de 5.3 por cada mil ha-
bitantes y la de mortalidad materna de 39.7 por cada 100
mil nacidos vivos, cifras que se ubican por arriba del pro-
medio nacional.

En este panorama, de acuerdo con medios periodísticos, se
han detectado presuntas irregularidades en la licitación de
medicamentos. En noviembre de 2016 se presentaron ofer-
tas económicas de la licitación número 40004001-033-16
para medicamentos y material médico del Sistema de Sa-
lud Pública de la entidad valuada en mil 200 millones de
pesos, donde los proveedores favoritos del gobierno esta-
tal, y que han suministrado esos productos en los últimos
años, registraron ofertas prácticamente idénticas.1

Sin embargo, se declaró desierta la licitación para la ad-
quisición de medicamentos, material de curación y el ser-
vicio de administración y la dispensación de los mismos en
modalidad de stock, farmacias y servicio de unidosis para
las unidades médicas para el ejercicio 2017.— Cabe desta-
car que no es la primera vez que esto sucede en la entidad.
A finales de 2015, la licitación para la adquisición de me-
dicamentos destinados a hospitales y unidades médicas del
Instituto de Salud Pública del Estado de Guanajuato fue de-
clarada desierta, debido a que las tres empresas participan-
tes incumplieron con los requisitos establecidos.

El artículo 62 de la Ley de Contrataciones Públicas para el
estado de Guanajuato, establece que

La convocatoria y las bases de la licitación deberán conte-
ner las mismas condiciones para todos los participantes.
Todo aquél que satisfaga los requisitos de la convocatoria
y de las bases tendrá derecho a presentar su oferta. El co-
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mité proporcionará a los interesados igual acceso a la in-
formación relacionada con la licitación de que se trate.2

En este mismo sentido, el Informe del Resultado de la Fis-
calización Superior de la Cuenta Pública 2014, señala que
“El ISAPEG adquirió con recursos de la Cuota Social y la
Aportación Solidaria federal 2014, medicamentos que ex-
cedieron el precio de referencia autorizado por 683.4 miles
pesos, y medicamentos no incorporados en el Catálogo
Universal de Servicios de Salud (Causes) por 41,464.7 mi-
les de pesos. Del Resultado se advierte su reincidencia, to-
da vez que fue observada por la Auditoría Superior de la
Federación en la revisión de la Cuenta Pública 2013”.3

En materia educativa, Guanajuato se encuentra entre los 10
estados con mayor rezago educativo del país -con 1.7 mi-
llones de personas-, cifra que representa 41.0 por ciento de
la población de 15 años y más; en educación superior, las
tasas de reprobación es de 15.1 por ciento; la de abandono
escolar 15 por ciento y la de eficiencia terminal de 57.6 por
ciento; mientras que las de abandono escolar y eficiencia
terminal son de 7.3 por ciento y 75.9 por ciento en educa-
ción superior, respectivamente.4

Como parte de su política educativa, el gobierno estatal ha
implementado el “Programa de Inclusión Digital”, con el
objeto de fortalecer la equidad y la integración de los alum-
nos, así como auxiliar a los docentes en el desempeño de
sus labores educativas, para garantizar una educación inte-
gral y de calidad.

A través de dicho programa, se licitó más de 125 mil ta-
blets para entregárselas a estudiantes y docentes de los ni-
veles medio superior y superior, siendo la meta de 225 mil
unidades. Con estas acciones se pretende favorecer el ac-
ceso a las tecnologías de la información y el conocimiento
para disminuir la brecha digital, fortalecer la preparación
profesional del alumnado y disminuir los índices de deser-
ción escolar.

Pero, el gobierno estatal ha incurrido en prácticas irregula-
res en el proceso de licitación y respecto al uso de recursos,
tales como la inflación del costo de adquisición, la falta de
transparencia y la utilización de los artículos con tintes
electorales favoreciendo a los candidatos del Partido Ac-
ción Nacional. 

En las licitaciones se han encontrado ciertas anomalías que
pueden ser indicativas de un conflicto de interés, como los
vínculos entre el secretario de Educación Pública del esta-

do con la empresas Dictema, SA de CV, desde el año 2010,
mismas que ganaron el concurso para la venta de las ta-
blets. Con dicha empresa se adjudicó un contrato por 19
millones 738 mil 913 dólares, con los cuales se adquirieron
125 mil tablets, siendo 2 mil 359 pesos el costo por unidad,
lo que para otras empresas competidoras supone un sobre-
costo de adquisición.

Además, los compromisos adquiridos por la mencionada
empresa no han sido cumplidos en los plazos asignados, ya
que se han entregado con meses de demora, constituyendo
esto una falta al contrato. Existen indicios de que la com-
pra de estos materiales fue hecha con recursos públicos du-
rante las pasadas elecciones para beneficiar a los candida-
tos panistas.

Los dos casos señalados anteriormente, dan cuenta de pre-
sumibles ilícitos y la falta de transparencia que es indis-
pensable investigar y, en su caso, sancionar, ya que atentan
contra los principios elementales de una gestión adminis-
tración pública responsable y de los derechos de los gua-
najuatenses.

El artículo 134 de la Constitución Política establece los
principios para el uso de recursos públicos, los cuales se
administrarán con eficiencia, eficacia, economía, transpa-
rencia y honradez por parte de la federación, los estados,
los municipios, el Distrito Federal y los órganos político-
administrativos de sus demarcaciones territoriales.

En el Grupo Parlamentario del PRI, estamos convencidos
de la necesidad de garantizar la transparencia y rendición
de cuentas sobre el ejercicio responsable de los recursos
públicos, en la medida que fortalecen la confianza y la cre-
dibilidad de los ciudadanos en las instituciones, las autori-
dades y los servidores públicos.

Por lo anteriormente expuesto, sometemos a la considera-
ción de esta soberanía la siguiente propuesta con

Puntos de Acuerdo

Primero. La Comisión Permanente del Honorable Congre-
so de la Unión exhorta respetuosamente al Congreso del
estado de Guanajuato para que a través de la Auditoría Su-
perior de la entidad y en el ámbito de sus atribuciones, re-
alice un investigacion exhaustiva sobre las presuntas irre-
gularidades en la compra de medicamentos y  material
médico; así como en la adquisición de tabletas en el marco
del “Programa de Inclusión Digital”; asimismo, presente
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un informe pormenorizado a esta soberanía sobre el avan-
ce de las mismas.

Segundo.  La Comisión Permanente del Honorable Con-
greso de la Unión exhorta respetuosamente al Congreso del
estado de Guanajuato para que, a través de la Auditoría Su-
perior de la entidad y en el ámbito de sus atribuciones, in-
forme a esta Soberanía, sobre las sanciones administrativas
y penales establecidas contra servidores públicos que por
acción u omisión, causaron daños o perjuicios a la hacien-
da pública estatal por el ejercicio indebido de recursos pú-
blicos. 

Notas

1 http://www.cronica.com.mx/notas/2016/995380.html

2 http://www.congresogto.gob.mx/uploads/ley/pdf/137/Ley_de_Con-
trataciones_Publ_REF_PO_01JUL16.pdf

3 http://informe.asf.gob.mx/Documentos/Auditorias/2014_1528_a.pdf

4 http://www.planeacion.sep.gob.mx/Doc/informes/labores/2012_
2018/4to_informe_de_labores.pdf

Dado en el salón de sesiones de la Comisión Permanente, a 25 de ene-
ro de 2017.— (Rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Anticorrupción y Participa-
ción Ciudadana, de la Cámara de Senadores.

PROGRAMA DE MANEJO DEL ÁREA DE PROTEC-
CIÓN DE FLORA Y FAUNA CHAN-KIN

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a
los titulares de la Semarnat, la Conanp, la Sedatu, la Sa-
garpa y la Profepa a publicar el programa de manejo del
área de protección de flora y fauna Chan-Kin, y realizar ac-
ciones para protegerla, a cargo de la senadora Silvia Gua-
dalupe Garza Galván, del Grupo Parlamentario del PAN

La que suscribe, Silvia Guadalupe Garza Galván, senadora
por el estado de Coahuila, integrante del Grupo Parlamen-
tario del Partido Acción Nacional de la LXIII Legislatura
del Congreso de la Unión, con fundamento en lo dispuesto
por el artículo 8, numeral 1, fracción II, y 276 del Regla-
mento del Senado de la República, así como por el artícu-

lo 179 del Reglamento para el Gobierno Interior del Con-
greso General de los Estados Unidos Mexicanos, somete a
consideración de esta soberanía la proposición con punto
de acuerdo por el que se exhorta a los titulares de la Secre-
taría de Medio Ambiente y Recursos Naturales, la Comi-
sión Nacional de Áreas Naturales Protegidas, la Secretaría
de Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano, la Secretaría
de Ganadería, Agricultura y Pesca, así como la Procuradu-
ría Federal de Protección al Ambiente, a publicar el Pro-
grama de Manejo del Área de Protección de Flora y Fauna
Chan-Kin, así como realizar diversas acciones respecto a
su protección, conforme al tenor de las siguientes

Consideraciones

El Área de Protección de Flora y Fauna Chan-Kin, se en-
cuentra ubicada en el estado de Chiapas, municipio de
Ocosingo, en la región conocida como Selva Lacandona.

Es importante destacar que la Selva Lacandona es el re-
ducto de selva alta tropical perennifolia más importante de
México, debido a que prevé diversos servicios ecosistémi-
cos entre los que se encuentran: la producción de oxígeno,
el control de la erosión del suelo, la producción de agua
(siendo la producción de este recurso 30 por ciento del to-
tal nacional), asimismo, constituye el hábitat y refugio de
diversas especies de flora y fauna, además de ser la región
con mayor riqueza de especies de nuestro país1.

El Área de Protección de Flora y Fauna Chan-Kin fue de-
cretada el 21 de agosto de 19922, con una superficie de
12,184. 98 hectáreas, se encuentra ubicada junto al río
Usumacinta y la frontera con Guatemala; fue creada como
un intento por ampliar la superficie de protección de la Sel-
va Lacandona y de esta manera, junto con las regiones de
Calakmul en Campeche, el Petén en Guatemala y Belice
forman el mayor macizo de selva tropical mesoamericana.3

La conservación del Área de Protección de Flora y Fauna
Chan-Kin se ve amenazada por diversas problemáticas, en-
tre las que destacan: deforestación, tala de maderas precio-
sas, reducción del hábitat, extracción ilegal de flora, caza
de especies de fauna amenazadas e incremento en la po-
blación, lo que genera asentamientos humanos irregulares
en la zona.

De continuar con las alteraciones antropogénicas, se podría
romper el equilibrio ecológico, así como provocar la re-
ducción de los servicios ecosistémicos y la pérdida de bio-
diversidad.
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Dentro de las especies de fauna representativas que se en-
cuentran en el Área de Protección de Flora y Fauna Chan-
Kin, hay muchas con algún nivel de riesgo según la Norma
Oficial Mexicana NOM-59-SEMARNAT-20104, destacan
las siguientes: 

Cabe destacar que el tapir, el jaguar y el ocelote son algu-
nas de las especies que se consideran indicadoras de la sa-
lud de los ecosistemas5. De igual forma, Chan-Kin posee
una especie microendémica: Bagre (Lacantunia enigmati-
ca) y dos endémicas: Chupaflor canelo (Amazilia berilly-
na) y la piñuela (Morinda yucatanensis)6.

Asimismo, en el Área de Protección de Flora y Fauna
Chan-Kin se pueden encontrar especies de flora que son de
importancia ecológica y comercial, como son:

La caoba (Swietenia macrophylla), la ceiba (Ceiba pentan-
dra), el ramón (Brosimum alicastrum), el palo de chombo
(Guatteria anomala), así como especies ornamentales de
palmas, helechos y epífitas7.

Resulta importante resaltar que el artículo 76 de la Ley Ge-
neral de Equilibrio Ecológico y Protección al Ambiente,
indica que la Secretaría integrará el Sistema Nacional de
Áreas Protegidas (Sinap), con el propósito de incluir en el
mismo las áreas que por su biodiversidad y características
ecológicas sean consideradas de especial relevancia para el
país8.

El Área de Protección de Flora y Fauna Chan-Kin fue inte-
grada al Sinap con el número de registro 026, en el año
20009.

Según información del Instituto Nacional de Ecología y
Cambio Climático, en Chan-Kin existen más de 200 asen-
tamientos humanos irregulares, así como otros problemas
que han sido reportados desde 1996, tales como los rela-
cionados al ordenamiento territorial, la vigilancia y protec-
ción de la zona, así como un inexistente plan de manejo
adecuado, que incluya no sólo al Área Natural Protegida,
sino a todas las áreas cercanas y sus zonas de influencia, así
como el descontrol en el crecimiento de la ganadería y la
agricultura10.

De tal forma que en las últimas décadas, la Selva Lacan-
dona ha perdido más de 70 por ciento de su extensión ori-
ginal, por la tala ilegal, la extracción de maderas preciosas
y de especies de fauna, siendo afectadas todas las Áreas
Naturales Protegidas que la comprenden, incluida el Área
de Protección de Flora y Fauna Chan-Kin11.

Por la riqueza e importancia ecológica que el Área de Pro-
tección de Flora y Fauna Chan-Kin representa, resaltando
el compromiso que ha hecho México en los distintos acuer-
dos nacionales e internacionales, así como en la pasada
Conferencia de las Partes del Convenio sobre Diversidad
Biológica, celebrada en Cancún en diciembre de 2016 y
tomando en consideración que, mientras no exista un pro-
grama de manejo adecuado que busque resolver los con-
flictos generados en esta área natural protegida (ANP), así
como garantizar la protección de sus recursos naturales, so-
licito que las autoridades correspondientes realicen las ac-
ciones correspondientes para publicar el programa de ma-
nejo. 

La senadora que suscribe, somete a la consideración de es-
ta soberanía la proposición siguiente 

Puntos de Acuerdo

Primero. La Comisión Permanente del Honorable Congre-
so de la Unión exhorta respetuosamente al titular de la Se-
cretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales a que re-
mita a esta soberanía de manera urgente una respuesta
sobre el estatus del proyecto para el Programa de Manejo
del Área de Protección de Flora y Fauna Chan-Kin y que
en el ámbito de sus facultades, publique de manera inme-
diata dicho programa, que permita tomar acciones de con-
servación y evite la extracción de especies de fauna, así co-
mo de maderas preciosas.

Segundo. La Comisión Permanente del Honorable Con-
greso de la Unión exhorta respetuosamente al titular de la
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Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales, a que
en el ámbito de sus facultades y en coordinación con la Co-
misión Nacional de Áreas Naturales Protegidas, realicen
los estudios ecológicos, poblacionales y de riqueza de es-
pecies necesarios para identificar las condiciones actuales
en que se encuentran las especies de flora y fauna más re-
presentativas del Área de Protección de Flora y Fauna
Chan-Kin, con la finalidad de evaluar el grado de pertur-
bación del área, así como remitir a esta soberanía de ma-
nera urgente dicha información. 

Tercero. La Comisión Permanente del Honorable Congre-
so de la Unión exhorta respetuosamente al titular de la Co-
misión Nacional de Áreas Naturales Protegidas, a que se
actualice y utilice como referente en la creación del pro-
grama de manejo, la información que permita considerar e
integrar los criterios que se enlistan en el presente, por los
cuales esta ANP fue integrada al Sistema Nacional de
Áreas Naturales Protegidas, dichos criterios son:

1. Riqueza de especies; 

2. Presencia de endemismos; 

3. Presencia de especies de distribución restringida; 

4. Presencia de especies en riesgo; 

5. Diferencia de especies con respecto a otras áreas pro-
tegidas previamente incorporadas al Sistema Nacional
de Áreas Naturales Protegidas; 

6. Diversidad de ecosistemas presentes; 

7. Presencia de ecosistemas relictuales;

8. Presencia de ecosistemas de distribución restringida; 

9. Presencia de fenómenos naturales importantes o frá-
giles;

10. Integridad funcional de los ecosistemas; 

11. Importancia de los servicios ambientales generados,
y

12. Viabilidad social para su preservación.

Cuarto. La Comisión Permanente del Honorable Congre-
so de la Unión exhorta respetuosamente al titular de la Se-

cretaría de Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano a que
remita a esta soberanía de manera urgente, información so-
bre los conflictos generados por asentamientos humanos
irregulares, ausencia de un ordenamiento territorial y la te-
nencia de la tierra en el Área de Protección de Flora y Fau-
na Chan-Kin, así como presentar un plan de acción que re-
suelva los múltiples conflictos generados en esta zona.

Quinto. La Comisión Permanente del Honorable Congre-
so de la Unión exhorta respetuosamente al titular de la Se-
cretaría de Agricultura, Ganadería y Pesca, a que remita a
esta soberanía de manera urgente, información sobre el
desmonte acelerado para generar zonas de producción ga-
nadera y agricultora, así como información del posible im-
pacto que puede tener la reducción del hábitat por expan-
sión de potreros y de zonas de siembra, en la pérdida de la
biodiversidad, así como implementar diversas acciones,
planes o programas que prohíban el incremento de zonas
ganaderas y de agricultura dentro y fuera del Área de Pro-
tección de Flora y Fauna Chan-Kin. 

Sexto. La Comisión Permanente del Honorable Congreso
de la Unión exhorta respetuosamente al titular de la Procu-
raduría Federal de Protección al Ambiente, a que en coor-
dinación con la Comisión Nacional de Áreas Naturales
Protegidas y en el ámbito de sus facultades, implementen a
la brevedad un Programa de Monitoreo y Vigilancia Am-
biental, que garantice el estatus de protección del Área de
Protección de Flora y Fauna Chan-Kin, detallando las ac-
ciones y compromisos que asumen ambas instituciones pa-
ra garantizar la efectiva protección y conservación del Área
Natural Protegida.

Asimismo, que remitan a esta soberanía de manera urgen-
te, información sobre la tala y extracción de maderas pre-
ciosas en la zona, así como la tasa de cambio de uso de sue-
lo y deforestación que ha sufrido en la última década.

Notas

1 Natura Mexicana, Alianza WWF-Telcel, 2015. Conservación y De-
sarrollo Sustentable en la Selva Lacandona. Consultado el 17 de enero
del 2017 en: 

http://www.biblotecanatura.org/conservacion-y-desarrollo-susten-
table-en-la-selva-lacandona/index.php/sec1.

2 DOF, 1992. Diario Oficial de la Federación. DECRETO por el que
se declara área natural protegida con el carácter de área de protección
de flora y fauna silvestres de la región Chan-Kin, con superficie de
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12,184-98-75 hectáreas, ubicada en el Municipio de Ocosingo, Chis.
(Segunda publicación). Consultado el 19 de enero del 2017 en: 

http://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=4683551&fe-
cha=24/08/1992. 

3 CONANP, 2013. Borrador del Programa de Manejo del Área de Pro-
tección de Flora y Fauna Chan-Kin. Consultado el 17 de enero del
2017: 

http://www.conanp.gob.mx/anp/consulta/PM%20CHAN%20KIN
%2022ENE13.pdf

4 Norma Oficial Mexicana NOM-059-SEMARNAT-2010, Protección
ambiental-Especies nativas de México de flora y fauna silvestres-Ca-
tegorías de riesgo y especificaciones para su inclusión, exclusión o
cambio-Lista de especies en riesgo. Consultado el 17 de enero del 2016
en: 

http://www.profepa.gob.mx/innovaportal/file/435/1/NO
M_059_SEMARNAT_2010.pdf. 

5 Natura Mexicana, 2015. Consultado el 17 de enero del 2017 en: 

http://www.biblotecanatura.org/conservacion-y-desarrollo-susten-
table-en-la-selva-lacandona/index.php/sec1

6 SIMEC, 2010. Sistema de Información, Monitoreo y Evaluación pa-
ra la Conservación. Consultado el 17 de enero del 2017 en: 

https://simec.conanp.gob.mx/ficha.php?anp=175&=11

7 CONANP, 2013. Borrador del Programa de Manejo del Área de Pro-
tección de Flora y Fauna Chan-Kin. Consultado el 17 de enero: 

http://www.conanp.gob.mx/anp/consulta/PM%20CHAN%20KIN
%2022ENE13.pdf

8 LGEEPA, 2016. Ley General de Equilibrio Ecológico y Protección
al Ambiente, Sección IV Sistema Nacional de Áreas Naturales Prote-
gidas, art. 76. Consultado el 17 de enero del 2017 en:

http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/148_130516.pdf.

9 Sistema de Información, Monitoreo y Evaluación para la Conserva-
ción. Consultado el 17 de enero del 2017 en:   

https://simec.conanp.gob.mx/pdf_sinap/175_sinap.pdf

10 INECC. Instituto Nacional de Ecología y Cambio Climático. Con-
sultado el 17 de enero del 2017 en: 

http://www2.inecc.gob.mx/publicaciones2/libros/2/chankin.html

11 Sin Embargo, 2016. Consultado el 17 de enero de 2017 en: 

http://www.sinembargo.mx/16-10-2016/3103500

Palacio Legislativo de San Lázaro, sede de la Comisión Permanente, a
25 de enero de 2017.— Senadora Silvia Garza Galván (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Medio Ambiente y Recursos
Naturales, de la Cámara de Senadores.

GARANTIZAR LOS DERECHOS DE LAS MUJERES,
SU EJERCICIO PLENO Y LA ERRADICACIÓN DE LA
VIOLENCIA DE GÉNERO 

«Proposición con punto de acuerdo, relativo a la difusión
de la información que permita conocer y divulgar el alcan-
ce y los avances logrados para garantizar los derechos de
las mujeres, su ejercicio pleno y la erradicación de la vio-
lencia de género en las entidades donde se ha emitido la de-
claratoria de alerta de violencia de género, suscrita por la
diputada María Cristina García Bravo, del Grupo Parla-
mentario del PRD

La suscrita, diputada federal María Cristina Teresa García
Bravo, integrante del Grupo Parlamentario del Partido de
la Revolución Democrática de la LXIII Legislatura del
Congreso de la Unión, con fundamento en el artículo 78,
fracción III, de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos y el artículo 58 del Reglamento para el Go-
bierno Interior del Congreso General de los Estados Uni-
dos Mexicanos, presenta a esta Comisión Permanente del
Honorable Congreso de la Unión, la siguiente proposición
con punto de acuerdo, al tenor de las siguientes:

Consideraciones

El feminicidio se entiende como la mayor expresión de
violencia de un fenómeno social, cultural, político, tipifi-
cado, que atenta contra la vida de las mujeres. Los femini-
cidios son asesinatos motivados por la misoginia y resu-
men otras situaciones de violencia contra las mujeres y

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año II, Primer Receso, 25 de enero de 2017  Apéndice II335



niñas de diversas formas: humillación, abandono, terror,
maltrato físico y emocional, hostigamiento, abuso sexual,
violación, incesto, entre otros. 

El artículo siete de la Convención de Belém do Pará, obli-
ga a todos los Estados parte y a México como firmante a
“adoptar, por todos los medios y sin dilaciones, políticas
orientadas a prevenir, sancionar y erradicar la violencia
contra las mujeres”, incluyendo todas las conductas que
afectan a su integridad y autonomía sexual, aun cuando no
hayan implicado contacto físico y ocurran en el ámbito pú-
blico o privado, incluso en el marco de relaciones de pareja.

La violencia contra las mujeres debe entenderse como una
problemática compleja, enraizada tanto en los patrones so-
cioculturales como en los comportamientos cotidianos. Por
ende, garantizar el acceso de las mujeres a una vida libre de
violencia implica la acción conjunta, coordinada y trans-
versal del gobierno con la responsabilidad compartida de la
participación de la sociedad civil. 

Con la promulgación  de la Ley General de Acceso de las
Mujeres a una Vida libre de Violencia, el primero de febre-
ro del año 2007 y su reglamento del once de marzo de
2008, se instaló por primera vez el Sistema Nacional para
Prevenir, Atender, Sancionar y Erradicar la Violencia con-
tra Mujeres, donde se confirieron atribuciones sustantivas
a la Secretaría de Gobernación, asignándole un papel sus-
tancial en los temas de prevención y erradicación de la vio-
lencia contra las mujeres como: presidir el Sistema; elabo-
rar el Programa en coordinación con las demás autoridades
integrantes del Sistema; fortalecer la vinculación con los
poderes judiciales a fin de establecer programas y proyec-
tos para sensibilizar, capacitar y profesionalizar al personal
jurisdiccional y administrativo en temas de género y dere-
chos humanos de las mujeres, con el objetivo de garantizar
el acceso a la justicia de mujeres y hombres con igualdad y
equidad; declarar la Alerta de Violencia de Género Contra
las Mujeres (AVGM), entre otros.

Cabe resaltar que los instrumentos jurídicos nacionales e
internacionales y a la suma de esfuerzos públicos, privados
y de instituciones educativas, docentes y de investigación,
han llevado a nuestro país a emprender acciones encami-
nadas a la protección de los derechos humanos de las mu-
jeres, lo que ha dado como resultado a la implementación
de un mecanismo de Alerta de Violencia de Género Contra
las Mujeres única en el mundo. Empero nuestro país ha
acumulado una gran cantidad de recomendaciones interna-
cionales con relación al ejercicio de los derechos de las

mujeres; la mayoría dirigidas a atender el feminicidio y los
aspectos de procuración y administración de justicia, debi-
do a que las acciones emprendidas por nuestro país siguen
siendo insuficientes.

La AVGM se encuentra establecida en el artículo 22 de la
Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de
Violencia y su trámite para emitirla o concederla lo descri-
ben los artículos 30 al 38 Bis de su Reglamento, consiste
en la  aplicación de acciones de carácter gubernamental y
de emergencia, para enfrentar y erradicar la violencia, la
violencia feminicida,1 y/o la existencia de un agravio
comparado2 contra las mujeres y niñas en un territorio de-
terminado que impida el ejercicio pleno de sus derechos
humanos, tiene como finalidad garantizar su vida, libertad,
integridad y seguridad. 

Datos duros y la justificación de los estados en donde se
decretó la alerta de género

Conforme al sitio oficial www.gob.mx en la publicación de
15 de noviembre de 2016, donde el autor es el Instituto Na-
cional de las Mujeres, se determina que a la fecha se han
declarado 6 AVGM, como sigue:

I. Estado de México: Se declaró el 31 de julio de 2015
en 11 municipios: Ecatepec de Morelos, Nezahualcó-
yotl, Tlalnepantla de Baz, Toluca de Lerdo, Chalco,
Chimalhuacán, Naucalpan de Juárez, Tultitlán, Ixtapa-
luca, Valle de Chalco y Cuautitlán Izcallí.

II. Morelos: Se declaró el 10 de agosto de 2015 para
ocho municipios: Cuautla, Cuernavaca, Emiliano Zapa-
ta, Jiutepec, Puente de Ixtla, Temixco, Xochitepec y
Yautepec.

III. Michoacán: Se declaró el 27 de junio de 2016 para
14 municipios: Morelia, Uruapan, Lázaro Cárdenas, Za-
mora, Apatzingán, Zitácuaro, Los Reyes, Pátzcuaro, Ta-
cámbaro, Hidalgo, Huétamo, La Piedad, Sahuayo y Ma-
ravatío.

IV. Chiapas: Se declaró el 18 de noviembre en 7 muni-
cipios del estado: Comitán de Domínguez, Chiapa de
Corzo, San Cristóbal de las Casas, Tapachula, Tonalá,
Tuxtla Gutiérrez y Villaflores. Asimismo, requiere ac-
ciones específicas para la región de los Altos de Chia-
pas, la cual incluye los municipios de Aldama, Amate-
nango del Valle, Chalchihuitán, Chamula, Shanal,
Chenalhó, Huiztán, Larráinzar, Mitontic, Oxchuc, Pan-
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telhó, San Cristóbal de las Casas, San Juan Cancuc,
Santiago El Pinar, Tenejapa, Teopisca y Zinacantán.

V. Nuevo León: Se declaró el 18 de noviembre en 5 mu-
nicipios del estado: Apodaca, Cadereyta Jiménez, Gua-
dalupe, Juárez y Monterrey.

VI. Veracruz: Se declaró el 23 de noviembre de 2016 en
11 municipios: Boca del Río, Coatzacoalcos, Córdoba,
Las Choapas, Martínez de la Torre, Minatitlán, Orizaba,
Poza Rica de Hidalgo, Tuxpan, Veracruz y Xalapa.

Así como que al día de hoy, existen 15 procedimientos en
trámite: Chiapas, Colima, Guerrero, Nayarit, Nuevo León,
Puebla, Querétaro, Quintana Roo, San Luis Potosí, Sina-
loa, Sonora, Tabasco, Tlaxcala y dos en Veracruz.

Sin embargo para el Grupo Parlamentario del Partido de la
Revolución Democrática, la violencia contra las mujeres es
una realidad que como sociedad no podemos tolerar ni mu-
cho menos consentir, ya que son hechos que terminan día a
día, con miles de vidas de niñas, adolescentes y mujeres y
que destruye a familias enteras y fractura el tejido social
base de nuestra sociedad. Para lograr hacer efectivo el prin-
cipio de que cuando las mujeres se empoderan, nos empo-
deramos todos como sociedad.

Por ello, es necesario que sea de conocimiento publico el
alcance y avances para garantizar los derechos humanos de
las mujeres, su ejercicio pleno y la  erradicación de la vio-
lencia de género en aquellas entidades federativas donde se
ha decretado la declaratoria de alerta de violencia de géne-
ro contra las mujeres, ya que del propio portal oficial que
se cita, se aprecia que no existen datos que permitan ob-
servar los avances y resultados de las acciones aplicadas,
sobre la eliminación de todas las formas de discriminación
contra la mujer.

Punto de Acuerdo

Único. La Comisión Permanente del Honorable Congreso
de la Unión, exhorta respetuosamente al Titular de la Se-
cretaría de Gobernación, quien preside el Sistema Nacional
para Prevenir, Atender, Sancionar y Erradicar la Violencia
contra las Mujeres, así como a la titular del Instituto Na-
cional de las Mujeres, para que en el ámbito de sus respec-
tivas competencias hagan pública la información que per-
mita el conocimiento y divulgación del alcance y avances
logrados para garantizar los derechos de las mujeres, su
ejercicio pleno y la erradicación de la violencia de género

en las entidades federativas donde se ha decretado la de-
claratoria de alerta de violencia de género.

Notas

1 Es la forma extrema de violencia contra las mujeres por el sólo he-
cho de ser mujeres, ocasionada por la violación de sus derechos huma-
nos, en los espacios público y privado; está integrada por las conduc-
tas de odio o rechazo hacia las mujeres, que pueden no ser sancionadas
por la sociedad o por la autoridad encargada de hacerlo y puede termi-
nar en homicidio y otras formas de muerte violenta de mujeres Artícu-
lo 21 de la Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de
Violencia.

2 Cuando un ordenamiento jurídico vigente o una política pública con-
tengan alguno de los siguientes supuestos y éstos transgredan los De-
rechos Humanos de las Mujeres: distinciones, restricciones o derechos
específicos diversos para una misma problemática o delito, en detri-
mento de las mujeres de esa entidad federativa o municipio; no se pro-
porcione el mismo trato jurídico en igualdad de circunstancias, gene-
rando una discriminación y consecuente agravio; o se genere una
aplicación desigual de la ley, lesionándose los Derechos Humanos de
las Mujeres, así como los principios de igualdad y no discriminación. 

http://www.gob.mx/inmujeres/acciones-y-programas/alerta-de-vio-
lencia-de-genero-contra-las-mujeres-80739?idiom=es

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, enero 25 de 2017.—
Diputada María Cristina Teresa García Bravo (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Igualdad de Género, de la
Cámara de Diputados.

PREVENCIÓN DE LA VIOLENCIA, A FIN DE 
GARANTIZAR EL DERECHO DE LAS NIÑAS, NIÑOS
Y ADOLESCENTES A UNA VIDA LIBRE DE VIOLEN-
CIA

«Proposición con punto de acuerdo, relativo al fortaleci-
miento de instrumentos centrados en la prevención de la
violencia para garantizar el derecho de niños y de adoles-
centes a una vida libre de ella, suscrita por la diputada Ali-
cia Guadalupe Gamboa Martínez, del Grupo Parlamentario
del PRI

La suscrita, Alicia Guadalupe Gamboa Martínez, integran-
te del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Ins-
titucional en la LXIII Legislatura de la Cámara de Dipu-
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tados del Congreso de la Unión, con fundamento en lo dis-
puesto en los artículos 78, fracción III, de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos y 58 del Regla-
mento para el Gobierno Interior del Congreso General de
los Estados Unidos Mexicanos, somete a consideración de
la Comisión Permanente la presente proposición con pun-
to de acuerdo, al tenor de las siguientes

Consideraciones

Ante el lamentable hecho que puso a nuestro país en duelo
la semana pasada, es momento de reflexionar sobre lo que
estamos haciendo y dejamos de hacer, como gobierno, co-
mo sociedad y como individuos; es necesario realizar ac-
ciones que nos permitan evitar que tragedias como la ocu-
rrida en la ciudad de Monterrey se repitan.

Como gobierno, es indispensable mejorar la coordinación
entre los tres niveles, así como reforzar las políticas públi-
cas y programas de prevención que nos permitan hacer
frente a escenarios que expongan a nuestras niñas, niños y
adolescentes a situaciones de violencia. Es nuestra respon-
sabilidad velar por el cumplimiento y reforzamiento de las
normas que garantizan el derecho de nuestros infantes a te-
ner una vida libre de violencia.

Nuestra Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos, establece en su artículo cuarto que todas las deci-
siones y actuaciones del Estado cumplirá con el principio
del interés superior de la niñez, a fin de garantizar de ma-
nera plena sus derechos; este alto mandato constitucional,
garantiza el derecho de nuestras niñas, niños y adolescen-
tes a tener un óptimo desarrollo personal y a que disfruten
mejores condiciones de bienestar.

Unos de los derechos de los infantes es el derecho al des-
canso y esparcimiento que se encuentra garantizado en la
propia Ley General de los Derechos de las Niñas, Niños y
Adolescentes, el cual es fundamental para su desarrollo
cognitivo y para el desarrollo de su propia personalidad,
desde hace varias décadas a la fecha, la televisión y su pro-
gramación se han convertido en unos de los principales
formas de entretenimiento, e incluso de información, para
los menores de edad.

La violencia, la sexualidad, estereotipos de raza y de géne-
ro, entre otros temas sensibles son comúnmente retomados
en los programas de televisión. Los menores de edad se en-
cuentran en una etapa de desarrollo personal, de reconoci-
miento de su entorno y aprendizaje.

Recibir este tipo de mensajes, sin orientación y sin el co-
nocimiento y contexto correspondiente pueden asumir que
lo que ellos ven en televisión es lo normal, seguro y acep-
table y por consecuencia, son expuesto a comportamientos
y actitudes que pueden ser abrumadores y difíciles de com-
prender.

Según datos del Instituto Federal de Telecomunicaciones
(IFT) de febrero de 2015, los niños mexicanos pasan en
promedio 4 horas con 34 minutos diarios frente al televisor,
pese a que esta cifra representa un ligero descenso frente a
la tendencia de siete años atrás, el informe señala que los
programas de televisión que ven los niños mexicanos de
entre 4 y 12 años no están diseñados para ellos1.

Los lineamientos de clasificación de contenidos audiovi-
suales de las transmisiones radiodifundías y del servicio de
televisión y audio restringidos , señalan que la programa-
ción con clasificación B15 (apta para público mayor de 15
años de edad) debe tener una franja de horario entre las
19:00 horas a las 5:59 horas y la clasificación C (apta para
público mayor de 18 años de edad) de las 21:00 a las 5:59
horas, cuestión que en ocasiones no es respetada por los
concesionarios y programadores, principalmente en la tele-
visión restringida.

Luego entonces, y debido a que parte de los contenidos de
la barra programática de la televisión no es propia para la
madurez emocional de las niñas, niños y adolescentes, se
vuelve indispensable que las autoridades correspondientes
vigilen y hagan valer las restricciones sobre los horarios es-
pecíficos para la difusión de contenidos de acuerdo a su
clasificación que establecen los lineamientos mencionados.

Asimismo, es indispensable señalar que en los últimos
años, la violencia generada por grupos de la delincuencia
organizada en nuestro país también ha permeado el desa-
rrollo de la personalidad, el actuar e incluso la forma de
pensar de nuestras niñas, niños y adolescentes.

Si bien el gobierno federal ha implementado acciones exi-
tosas en contra de los grupos criminales y la promoción de
la cultura de paz en la sociedad mexicana a través del im-
pulso de la cultura y el deporte, también es importante pro-
mover acciones afirmativas para evitar que las armas de
fuego lleguen a manos de nuestras niñas, niños y adoles-
centes y preservar su derecho a una vida libre de violencia. 

La campaña de canje de armas de fuego impulsada por la
Secretaría de la Defensa Nacional (Sedena) en coordina-
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ción con las secretarías de seguridad de las entidades fede-
rativas ha demostrado efectividad y buena aceptación por
parte de la sociedad. Datos de este instituto armado revelan
que durante el primer semestre de 2013, la población en-
tregó voluntariamente: 21 mil 38 armas de fuego, además
de 467 mil 42 cartuchos y mil 559 granadas2.

Sin lugar a dudas, este tipo de acciones que permiten ge-
nerar un sentido de seguridad, armonía y tranquilidad den-
tro de las comunidades deberían ser relanzadas con mayor
vigor, fortalecidas y con una difusión importante para que
la sociedad civil se una y participe.

Generar un sentido de cooperación entre las fuerzas arma-
das y la sociedad mexicana para crear condiciones que per-
mitan mantener la paz y la tranquilidad que requieren nues-
tras familias para realizar su actividad diaria con
normalidad, es indispensable para fortalecer las acciones
que realizan los tres niveles de gobierno para combatir a la
delincuencia organizada y palear los índices de violencia
en nuestro país.

Finalmente, y con la finalidad de redondear las acciones
anteriormente propuestas para salvaguardar el derechos de
nuestras niñas, niños y adolescentes una vida libre de vio-
lencia y a la integridad personal, valdría la pena reevaluar
y actualizar un proyecto que fue interrumpido en algunas
entidades federativas y que durante su implementación
ayudó a prevenir la violencia en las escuelas y el entorno
en el cual se desenvuelven nuestras niñas, niños y adoles-
centes.

El programa Mochila Segura, cuya implantación comenzó
en 2007 y fue parte del programa Escuela Segura, de la Se-
cretaría de Educación Pública, cuya principal objetivo era
disminuir los factores de riesgo para evitar que adolescen-
tes y jóvenes vivan situaciones de violencia.

Durante el inicio de su implementación se reportaron una
serie de quejas y voces en contra debido a que existían ne-
gligencias al momento de su implantación por lo que gru-
pos de padres de familia solicitaron a las escuelas detener
la aplicación de este programa en algunas entidades fede-
rativas, lo que provocó que paulatinamente fuera desapare-
cido.

Sin embargo, en otras partes de la República se fue des-
arrollando de mejor manera, mejorando sus protocolos de
aplicación por parte de las autoridades educativas y de se-
guridad, e incluyendo a los padres de familia. Mochila Se-

gura es un programa de primera respuesta que implemen-
tado de forma correcta con protocolos óptimos podría otor-
gar resultados más satisfactorios.

Por lo anterior, valdría la pena sumar a la Comisión Nacio-
nal de los Derechos Humanos (CNDH) para que en con-
junto con las autoridades educativas y de seguridad de las
entidades federativas que así lo consideren optimicen los
protocolos de aplicación del programa Mochila Segura,
porque también es importante preservar los derechos fun-
damentales de los menores de edad al momento de realizar
las revisiones.

Por lo anteriormente expuesto someto a la consideración de
esta Comisión Permanente la siguiente proposición con

Puntos de Acuerdo

Primero. La Comisión Permanente del Congreso de la
Unión exhorta a la Secretaría de la Gobernación para que,
en el ámbito de sus competencias, realice las acciones ne-
cesarias para verificar el respeto de los horarios específicos
de transmisión de los contenidos de televisión con base en
los criterios de clasificación establecidos en los lineamien-
tos de clasificación de contenidos audiovisuales de las
transmisiones radiodifundidas y del servicio de televisión y
audio restringidos.

Segundo. La Comisión Permanente del Congreso de la
Unión exhorta a la Secretaría de la Defensa Nacional y a
las secretarías de seguridad de las entidades federativas a
redoblar esfuerzos en la implementación y ejecución de la
campaña canje de armas de fuego.

Tercero. La Comisión Permanente del Congreso de la
Unión exhorta a las secretarías de educación y de seguridad
pública de las entidades federativas a colaborar en la im-
plementación o reforzamiento, según sea el caso, de las es-
trategias de prevención de la violencia en las escuelas, par-
ticularmente el programa Mochila Segura, en los planteles
educativos de su jurisdicción. Asimismo, se invita a la Co-
misión Nacional de los Derechos Humanos a colaborar con
las entidades federativas en la implementación de protoco-
los para la ejecución de estos programas.

Notas

1 http://www.ift.org.mx/sites/default/files/contenidogeneral/comunica-
cion-y-medios/estudiosninosfinalacc.pdf 
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2 https://www.gob.mx/sedena/prensa/el-ejercito-y-fuerza-aerea-mexi-
canos-han-recibido-21-038-armas-de-fuego-canjeadas-por-la-sociedad

Palacio Legislativo de San Lázaro, sede de la Comisión Permanente, a
25 de enero de 2017.— Diputada Alicia Guadalupe Gamboa Martínez
(rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Derechos de la Niñez, de la
Cámara de Diputados.

MEDIDAS DE AUSTERIDAD Y DISCIPLINA PRESU-
PUESTARIA BAJO LOS PRINCIPIOS DE TRANSPA-
RENCIA Y RENDICIÓN DE CUENTAS

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a
los congresos locales y la Asamblea Legislativa de la Ciu-
dad de México a implantar medidas de austeridad y disci-
plina presupuestarias conforme a los principios de transpa-
rencia y rendición de cuentas por la actual crisis económica
del país, suscrita por la diputada María Eloísa Talavera
Hernández, del Grupo Parlamentario del PAN

La que suscribe, diputada María Eloísa Talavera Hernán-
dez, integrante del Grupo Parlamentario del Partido Acción
Nacional en la LXIII Legislatura de la Cámara de Dipu-
tados, con fundamento en lo dispuesto por el artículo 78 de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
y 58 y 59 del Reglamento para el Gobierno Interior del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, so-
mete a su consideración el presente punto de acuerdo, con
base en la siguientes

Consideraciones

Actualmente México atraviesa una etapa de incertidumbre
económica, derivado de factores como el aumento del tipo
de cambio del dólar frente al peso, provocado la descon-
fianza de los mercados internacionales por el endeuda-
miento excesivo del gobierno de México y por la deprecia-
ción internacional del petróleo, además de los efectos
causados por la política proteccionista del presidente de los
Estados Unidos de América, que han generado abandonar
inversiones importantes en México de empresas como
Ford y General Motors.

El incremento del precio de las gasolinas ha resultado pre-
ocupante para la sociedad por el impacto que esto tendrá en

cada una de los precios de la canasta básica así como de los
bienes y los servicios que requieren los mexicanos. Por ello
los ciudadanos han demostrado su inconformidad manifes-
tándose en prácticamente todos los estados de la República.

Derivado de las muestras de inconformidad, el gobierno fe-
deral anunció el “Acuerdo para el fortalecimiento econó-
mico y la protección de la economía familiar”, medida que
resultó cuestionable a la luz de los ciudadanos en virtud de
que no se plasmó de manera cuantitativa una verdadera re-
ducción presupuestal en el gasto federal, ni la reconduc-
ción de dicho gasto; además de que esta política fue dise-
ñada de forma unilateral sin considerar un panorama
transversal que también involucrara a los Poderes Legisla-
tivo y Judicial.

Las decisiones del Ejecutivo no abonaron en nada a tran-
quilizar la incertidumbre económica de los mexicanos, y es
que los índices de desconfianza de las instituciones, de-
muestran que la mejor manera de gobernar es hacer y cum-
plir con la responsabilidad que nos ha sido delegada.

La desconfianza de la ciudadanía en las instituciones es
muy alarmante ya que tanto Presidencia, diputados y sena-
dores están reprobados por la ciudadanía, según la encues-
ta México: Confianza en Instituciones 20151 realizada por
Consulta Mitofsky.

Ante la pérdida de confianza de los mexicanos en sus ins-
tituciones, debemos mostrar de cara a la sociedad, el ver-
dadero compromiso de los legisladores en conjunto con los
demás Poderes y reinventar la democracia con instrumen-
tos realmente eficaces con el propósito de impulsar una
nueva cultura de la representación y alinear al poder públi-
co, con los principios de austeridad y eficiencia del gasto
público e incentivar el cumplimiento de los principios es-
tablecidos para una digna representación.

En consecuencia de lo anterior, resulta indispensable que
los Poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial, de los ámbi-
tos federal, estatal y municipal realicen acciones necesarias
con el objetivo de establecer un gasto público eficiente,
transparente, responsable y acorde al momento por el que
atraviesa el país.

Si bien diversas instituciones y dependencias públicas ya
se han pronunciado respecto a realizar medidas de ahorro,
austeridad y ajuste del gasto corriente, tales como el Insti-
tuto Nacional Electoral (INE) las cuales contempla la sus-
pensión de la construcción de dos nuevos edificios para es-
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te 2017, con lo que se ahorrará mil 70 millones de pesos
autorizados para dichas obras, así como la reducción de 10
por ciento al salario de los consejeros electorales.

De la misma manera en el Congreso de la Unión, la Cáma-
ra de Diputados ha aprobado acciones como la eliminación
de subvenciones extraordinarias, donde se contemplan los
bonos de fin de año y apoyos para el trabajo legislativo.
Además de la cancelación de viajes internacionales, no
apoyo a vales de gasolina ni a telefonía celular, así como
disminuir en 25 por ciento el gasto en alimentos.

Así como en la Cámara de Senadores también ha aprobado
acciones que generan ahorros de más de 150 millones de
pesos en donde se detiene el crecimiento del parque vehi-
cular y la reducción de al menos 10 por ciento de los gas-
tos de comisiones, misiones legislativas y viajes de trabajo
a nivel nacional e internacional, entre otras.

Por otra parte el Poder Judicial de la Federación también se
ha sumado a aplicar medidas de austeridad y optimización
presupuestal por un monto de hasta por mil 900 millones
de pesos.2

Aunque diversas instituciones han mostrado apoyo al sen-
sible entorno económico que enfrenta el país, es importan-
te que este buen ánimo de aplicar medidas de austeridad
también sean aplicadas en los congresos de todas las enti-
dades federativas.

Lo anterior derivado de que datos del Informe Legislativo
2016 presentado por el Instituto Mexicano para la Compe-
titividad AC3, el cual analiza la composición, manejo de
recursos y desempeño legislativo de los 32 congresos loca-
les, señala que en el 2016, los congresos locales ejercieron
13 mil 66 millones de pesos (mdp), un presupuesto mayor
al del estado de Baja California Sur (12 mil 647 mdp).

Por otra parte dicho informe muestra que en 2015, los 32
congresos locales ejercieron mil 399 mdp más de lo presu-
puestado, cinco de ellos incrementaron sus presupuestos en
más de 25 por ciento, estos son: Hidalgo (55 por ciento),
Guanajuato (40 por ciento), Sonora (31 por ciento), Ciudad
de México (27 por ciento) y Guerrero (25 por ciento).

Abundando en los datos del informe se muestra que mien-
tras que en 2016 en Puebla el presupuesto por diputado
(presupuesto del Congreso entre número de diputados) es
de 3.5 mdp, en la Ciudad de México es de 27.6 mdp, esto
representa una diferencia de 24.1 mdp por diputado.

En este sentido, existe una gran asimetría presupuestal en
los congresos estatales. Destacan cinco legislaturas locales:
Baja California, Ciudad de México, estado de México, Ja-
lisco y Sonora, en donde el presupuesto por diputado es in-
cluso superior al presupuesto por diputado de la Cámara
baja a nivel federal (15 mdp).

Destaca también el informe que los presupuestos de nues-
tros congresos son superiores a los presupuestos de las Cá-
maras bajas de Japón, Canadá, Alemania, Colombia y Chi-
le.

Resulta indispensable a las legislaturas de los estados el
apretarse el cinturón y tomar medidas de austeridad acorde
a la crisis económica por la que atraviesa el país, además
de hacer un uso racional y efectivo de los recursos públicos
de los que dispone.

Este ejercicio de responsabilidad es imprescindible no só-
lo por la actual coyuntura económica sino por el compro-
miso que se tiene con la ciudadanía.

Estas medidas además ayudarán a mitigar la desconfianza
que siente la ciudadanía frente a su Congreso, ya que solo
17 por ciento de los mexicanos se sienten representado por
su Congreso de acuerdo con el Informe Latinobarómetro
20154.

Derivado de lo anterior resulta indispensable que ante los
efectos de la crisis económica por la que atraviesa el país,
los congresos de los estados y de la Asamblea Legislativa
de la Ciudad de México implementen medidas austeridad,
vinculándolas a los mecanismos de transparencia y rendi-
ción de cuentas.

Por lo anteriormente expuesto, someto a la consideración
de esta soberanía el siguiente

Punto de Acuerdo

Único. La Comisión Permanente del Honorable Congreso
de la Unión, exhorta a los gobiernos de los estados de
Aguascalientes, Baja California, Baja California Sur, Cam-
peche, Coahuila, Colima, Chiapas, Chihuahua, Durango,
Guanajuato, Guerrero, Hidalgo, Jalisco, México, Michoa-
cán, Morelos, Nayarit, Nuevo León, Oaxaca, Puebla, Que-
rétaro, Quintana Roo, San Luis Potosí, Sinaloa, Sonora,
Tabasco, Tamaulipas, Tlaxcala, Veracruz, Yucatán, Zacate-
cas y a la Asamblea Legislativa de la Ciudad de México, el
aplicar medidas de austeridad y disciplina presupuestaria,
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bajo los principios de transparencia y rendición de cuentas,
ante la actual crisis económica que atraviesa el país. 

Notas

1 Encuesta, México: Confianza en instituciones 2015; disponible en el
sitio web.- 

http://consulta.mx/index.php/estudios-e-investigaciones/mexico-
opina/item/575-confianza-en-instituciones; consultada el 20-01-
2017.

2 Boletín No. 005/2017 “Acuerda PJF medidas de austeridad y opti-
mización presupuestal hasta por mil 900 millones de pesos” disponible
en el sitio web.- 

http://www.internet2.scjn.gob.mx/red2/comunicados/noticia.asp?i
d=4449; consultado el 10- 01- 2017.

3 Informe Legislativo 2016; IMCO, disponible en el sitio web.- 

http://imco.org.mx/politica_buen_gobierno/informe-legislativo-
2016/; consultado el 10- 01- 2017.

4 Informe Latinobarómetro 2015; disponible en el sitio web.- 

http://www.latinobarometro.org/latNewsShow.jsp; consultado el
22-01-2017.

Palacio Legislativo de San Lázaro, sede de la Comisión Permanente, a
25 de enero de 2017.— Diputada María Eloísa Talavera Hernández
(rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Transparencia y Anticorrup-
ción, de la Cámara de Diputados.

HACER EFECTIVOS LOS DERECHOS POLÍTICO-
ELECTORALES DE LAS MUJERES EN EL ESTADO
DE OAXACA

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a
diversas autoridades a hacer efectivos los derechos políti-
co-electorales de las mujeres en Oaxaca, particularmente
en los casos de San Miguel de las Peras, suscrita por la
diputada Cristina Ismene Gaytán Hernández, del Grupo
Parlamentario del PRD

La suscrita, diputada Cristina Ismene Gaytán Hernández,
integrante del Grupo Parlamentario del Partido de la Revo-
lución Democrática, en la LXIII Legislatura de la de la Cá-
mara de Diputados, con fundamento en lo dispuesto por los
artículos, con fundamento en lo dispuesto en los artículos
78 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos y 58 del Reglamento para el Gobierno Interior del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, so-
meto a consideración de la Comisión Permanente el punto
de acuerdo, con base en la siguiente

Exposición de Motivos

1. El 28 de abril de 1981 fue en el Diario Oficial de la Fe-
deración (DOF) el decreto de promulgación por parte del
Estado mexicano, de la Convención sobre los Derechos
Políticos de la Mujer,1 en cuyo artículo II se establece que
Las mujeres serán elegibles para todos los organismos pú-
blicos electivos establecidos por la legislación nacional, en
condiciones de igualdad con los hombres, sin discrimina-
ción alguna.

2. El 12 de mayo de 1981 fue publicado en el Diario Ofi-
cial de la Federación (DOF) el Decreto de Promulgación
por parte del Estado Mexicano, de la Convención sobre la
Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra
la Mujer.2 En ella se estipula:

“Artículo 7 Los Estados parte tomarán todas las medida
apropiadas para eliminar la discriminación contra la
mujer en la vida política y pública del país y, en parti-
cular, garantizarán, en igualdad de condiciones con los
hombres, el derecho a:

a) Votar en todas las elecciones y referéndums públicos
y ser elegible para todos los organismos cuyos miem-
bros sean objeto de elecciones públicas;

b) Participar en la formulación de las políticas guberna-
mentales y en la ejecución de éstas, y ocupar cargos pú-
blicos y ejercer todas las funciones públicas en todos los
planos gubernamentales;

c) Participar en organizaciones y asociaciones no guber-
namentales que se ocupen de la vida pública y política
del país.”

3. El 19 de enero de 1999 fue publicado en el Diario Ofi-
cial de la Federación (DOF) el decreto promulgatorio, por
parte del Estado mexicano, de la Convención Interameri-
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cana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia con-
tra la Mujer “Convención de Belém do Pará”;3 en la cual
se contempla que todas las mujeres tienen el derecho a te-
ner igualdad de acceso a las funciones públicas de su país
y a participar en los asuntos públicos, incluyendo la toma
de decisiones.4

4. La Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos estipula que todas las personas gozarán de los derechos
humanos reconocidos en ella y en los tratados internacio-
nales de los que el Estado Mexicano sea parte, prohibien-
do todo tipo de discriminación, incluidas las motivadas por
el género; reconoce la igualdad entre varones y mujeres; y
establece los contenidos mínimos de los derechos político-
electorales de sus ciudadanos. 

5. La Ley General de Instituciones y Procedimientos Elec-
torales, establece en su artículo 7, que es derecho de los
ciudadanos y obligación para los partidos políticos la igual-
dad de oportunidades y la paridad entre hombres y mujeres
para tener acceso a cargos de elección popular.5

6. En julio de 2016, la Sala Regional Toluca del Tribunal
Electoral del Poder Judicial de la Federación emitió la pri-
mera sentencia en la que se aplicó el Protocolo para Aten-
der la Violencia Política contra las Mujeres, a través de la
cual se ordenó la reinstalación de una regidora.6 Este Pro-
tocolo fue emitido por diversas instituciones del Estado,
como un mecanismo para establecer las acciones frente a
los casos de violencia política contra las mujeres y en él se
indica que esta: 

“…comprende todas aquellas acciones y omisiones —
incluida la tolerancia— que, basadas en elementos de
género y dadas en el marco del ejercicio de derechos po-
lítico-electorales, tengan por objeto o resultado menos-
cabar o anular el reconocimiento, goce y/o ejercicio de
los derechos políticos o de las prerrogativas inherentes
a un cargo público.”7

7. En días pasados, tuvimos conocimiento público de los
impedimentos, que han incluido el uso de medios violen-
tos, que han sufrido mujeres en el estado de Oaxaca, para
ejercer en condiciones de igualdad y seguridad, sus dere-
chos político-electorales, particularmente, en los casos de
Irma Aguilar Raymundo, Presidenta Municipal Electa en
San Pedro Atoyac, Jamiltepec, Oaxaca, y de Yareli Cariño
López, Síndica Electa del Municipio de Pinotepa Nacional,
quienes han sido hostigadas y amenazadas, a fin de evitar
que tomaran protesta, asumieran sus respectivos cargos y

buscando que renuncien. Tal es la gravedad, urgencia y da-
ño irreparable de los casos, que la Comisión Nacional de
los Derechos Humanos consideró necesario solicitar Medi-
das Cautelares a fin de salvaguardar los derechos humanos
de estas mujeres.8

8. El 17 de enero del presente, fue aprobado por el Pleno
de la Comisión Permanente el punto de acuerdo, por el que
se exhorta a diversas autoridades a hacer efectivos los de-
rechos político-electorales de las mujeres en el estado de
Oaxaca, particularmente en los casos de la Presidenta Mu-
nicipal electa de San Pedro Atoyac, Jamiltepec, Oaxaca, y
de la Síndica electa del municipio de Pinotepa Nacional.

9. El 22 enero del presente, fue dado a conocer por diver-
sos medios de comunicación que Gabriela Maldonado,
Rosa Aguilar y Marina Díaz intentaron formar parte del
Cabildo de San Miguel Peras, Oaxaca; por este motivo, han
sufrido agresiones y amenazas,9 hechos que reiteran que en
el Estado de Oaxaca, las mujeres están constantemente so-
metidas a tratos que refieren existencia de violencia políti-
ca. 

10. Pese a que el Estado está obligado por instrumentos in-
ternacionales y por su legislación local a hacer efectivos
los derechos político-electorales de las mujeres en condi-
ciones de igualdad, estamos siendo continuamente testigos
de las dificultades que enfrentan las mujeres de nuestro pa-
ís para ejercer en cargos de elección popular y de la vio-
lencia política que enfrentan por razones de género. Debi-
do a esto, es vital que todas las autoridades, en el ámbito de
sus competencias, lleven a cabo medidas tendientes a ga-
rantizar los derechos humanos de todas y todos. 

Por lo anteriormente fundado y motivado, someto a consi-
deración de esta Comisión Permanente del Honorable
Congreso de la Unión la presente proposición con

Puntos de Acuerdo

Primero. La Comisión Permanente del Honorable Congre-
so de la Unión exhorta respetuosamente, al Gobierno del
Estado de Oaxaca, para que garantice los derechos políti-
co-electorales de las mujeres, particularmente de Gabriela
Maldonado, Rosa Aguilar y Marina Díaz, en condiciones
de igualdad, seguridad e integridad personales; asimismo,
proceda de forma expedita contra los responsables de actos
de violencia que están ejerciendo, quienes se oponen a la
instalación de las mujeres en diversos municipios del Esta-
do, investigando, sancionando y reparando a todas aquellas
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mujeres que resultaron violentadas en sus derechos políti-
co-electorales. 

Segundo. La Comisión Permanente del Honorable Con-
greso de la Unión exhorta respetuosamente, al Instituto Na-
cional Electoral y al Instituto Estatal Electoral y de Partici-
pación Ciudadana de Oaxaca, a hacer un llamado a los
partidos políticos nacionales y a los partidos políticos loca-
les, para que tomen las medidas correspondientes contra
aquellos militantes que están obstaculizando e incluso
usando la violencia para evitar el libre ejercicio de los de-
rechos político-electorales de las mujeres en el Estado. 

Tercero. La Comisión Permanente del Honorable Congre-
so de la Unión exhorta al Tribunal Electoral del Poder Ju-
dicial de la Federación, a la Fiscalía Especializada para la
Atención de Delitos Electorales y al Instituto Nacional
Electoral, para que dentro de sus respectivas competencias,
garanticen los derechos político-electorales de Gabriela
Maldonado, Rosa Aguilar y Marina Díaz. 

Cuarto. La Comisión Permanente del Honorable Congre-
so de la Unión exhorta respetuosamente, a la Comisión Na-
cional de los Derechos Humanos, a conocer e informar so-
bre los hechos de violencia a los que han sido sometidas
Gabriela Maldonado, Rosa Aguilar y Marina Díaz. 

Notas

1 http://www.dof.gob.mx/nota_to_imagen_fs.php?codnota=464369
&fecha=28/04/1981&cod_diario=199859 

2 http://dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=4646605&fecha=12/
05/1981

3 http://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=4942730&fecha=
19/01/1999 

4 Véase artículo 4 de la Convención de Belém do Pará.

5 http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/LGIPE_130815.pdf 

6 http://www.trife.gob.mx/noticias-opinion-y-eventos/boletin/5/24/
2016

7 Protocolo para Atender la Violencia Política Contra las Mujeres, pág.
19, disponible en: 

http://www.fepade.gob.mx/actividades_ins/2016/marzo/Protocolo-
Violencia_140316.pdf

8 http://www.cndh.org.mx/sites/all/doc/Comunicados/2017/Com_
2017_001.pdf 

9 http://www.nvinoticias.com/nota/48884/latigazos-impiden-mujer-
ser-parte-de-cabildo

http://regeneracion.mx/latiguean-a-mujer-hasta-el-desmayo-para-
evitar-que-sea-parte-del-cabildo-en-oaxaca/

Palacio Legislativo de San Lázaro, sede de la Comisión Permanente, a
25 de enero de 2017.— Diputada Cristina Ismene Gaytán Hernández
(rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Igualdad de Género, de la
Cámara de Diputados.

INFORME SOBRE LOS CRITERIOS UTILIZADOS
PARA CALCULAR EL COBRO DEL IMPUESTO PRE-
DIAL Y EL INCREMENTO PROMEDIO DE LAS 
ACTUALIZACIONES PROGRAMADAS PARA EL
EJERCICIO FISCAL 2017

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se solicita al
gobierno de la Ciudad de México un informe pormenoriza-
do sobre los criterios utilizados para calcular el cobro del
impuesto predial y el incremento promedio de las actuali-
zaciones programadas para el ejercicio fiscal de 2017, y a
transparentar el destino de los recursos adicionales deriva-
dos del aumento de los gravámenes, suscrita por senadores
del Grupo Parlamentario del PRI

Los suscritos, senadores de la República integrantes del
Partido Revolucionario Institucional de la LXIII Legislatu-
ra del Honorable Congreso de la Unión, con fundamento
en lo dispuesto por los artículos 78, fracción III, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y
58 del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso
General de los Estados Unidos Mexicanos, sometemos a la
consideración de esta honorable Comisión Permanente la
presente proposición con punto de acuerdo, al tenor de las
siguientes

Consideraciones

En noviembre de 2016, el Jefe de Gobierno de la Ciudad de
México anunció que durante este año no habría aumentos
en los impuestos; no obstante, diversos medios de comuni-
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cación documentaron las alzas excesivas en el cobro del
impuesto predial superiores a la actualización del 3.9% que
señala la Tesorería de la Ciudad de México.1

No obstante lo anterior, un diario de circulación nacional
dio a conocer que en un condominio de la colonia Del Va-
lle, el cobro del impuesto predial paso de 392 pesos duran-
te el primer bimestre de 2016 a 2 mil 767 pesos para el pri-
mer bimestre de 2017.2

Existen situaciones en donde el alza no es homogénea in-
cluso en el mismo edificio, tal como sucedió en un predio
ubicado en la Colonia del Valle en el que el pago paso de
392 pesos en 2016 a 3 mil 56 pesos en 2017,  que repre-
senta un incremento de 679%; mientras que en un departa-
mento de las mismas características solo pago 96 pesos
más con respecto al año anterior, que significó un aumento
del 10% más que el año pasado.3

El Gobierno de la Ciudad de México, lejos de transparen-
tar los mecanismos y criterios que derivaron en un incre-
mento exponencial del impuesto predial, ha recurrido a una
serie de tecnicismos, como los cambios del rango en valor
catastral.

Esta no es la primera ocasión que el gobierno de la Ciudad
de México trata de recaudar recursos de manera poco
transparente. En el caso del aumento de la tarifa del metro
de 3 a 5 pesos, a partir de diciembre de 2013, se tuvo que
recurrir a una encuesta para validar el aumento, la cual fue
muy cuestionada.

Además, se argumentó que con dicho incremento se mejo-
raría el servicio del Metro, para lo cual se establecieron 11
compromisos. A pesar de ello, el servicio del Metro no ha
mejorado.

La Comisión de Derechos Humanos de la Ciudad de Mé-
xico, en la recomendación 14/2016, señalq que:

“...a casi tres años del aumento, las mejoras en el servi-
cio no son aún perceptibles en el día a día de las perso-
nas usuarias”, ya que la gente sigue viajando en vagones
saturados y sin ventilación, además de transbordar y
transitar en espacios físicos deteriorados, sin manteni-
miento, y con infraestructura vieja.”4

Otro caso emblemático, es el cobro de foto multas y ma-
yores costos en las sanciones derivadas del nuevo Regla-
mento de Tránsito.

Lejos de contribuir a una mejor cultura vial y a la disminu-
ción de los índices de accidentes, la actualización en los
montos de las multas, mayores sanciones para retirar los
inmovilizadores y las fotomultas derivadas del nuevo Re-
glamento, generaron que en el primer semestre de 2016, el
Gobierno de la Ciudad de México  recaudara por sanciones
vehiculares un 39% más con respecto al mismo periodo de
2015 y por el que ingresaron 122 millones de pesos adicio-
nales a la capital del país.

En el grupo parlamentario del PRI, estamos convencidos
que los aumentos a las impuestos que pagan los capitalinos
al gobierno de la Ciudad de México deben darse de forma
transparente y no a través del uso diversos tecnicismos que
en nada abonan a una efectiva rendición de cuentas.

Por lo anteriormente expuesto, sometemos a la considera-
ción de esta soberanía la siguiente propuesta:

Punto de Acuerdo

Único. La Comisión Permanente del Honorable Congreso
de la Unión solicita al Gobierno de la Ciudad de México un
informe pormenorizado sobre los criterios utilizados para
calcular el cobro del impuesto predial y el incremento pro-
medio de las actualizaciones programadas para el ejercicio
fiscal 2017. Asimismo, para que en el ámbito de sus atri-
buciones, transparente el destino de los recursos adiciona-
les derivados del aumento de los impuestos.

Notas

1 El aumento al predial, por cambio en el valor catastral, La Crónica,
<http://www.cronica.com.mx/notas/2017/1005837.html> Consultado
el 20 de enero de 2017.

2 http://www.excelsior.com.mx/comunidad/2017/01/12/1139427

3 El aumento al predial, por cambio en el valor catastral, Ibíd. 

4 Recomendación 1472016,  Comisión de Derechos de la Ciudad de
México, <http://cdhdf.org.mx/wp-content/uploads/2016/12/reco_
1416.pdf>  Consultado el 20 de enero de 2017.

Dado en la sede de la Comisión Permanente del Congreso de la Unión,
a los 25 días del mes de enero de 2017.— (Rúbrica).»

Se turna a la Comisión del Distrito Federal, de la Cá-
mara de Senadores.
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PRESUNTA APLICACIÓN DE MEDICAMENTOS 
FALSOS EN EL ESTADO DE VERACRUZ

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a
la PGR a atraer en el ámbito de sus atribuciones, y para es-
clarecer los hechos, los casos relativos a la presunta apli-
cación de medicamentos falsos en Veracruz, dados a cono-
cer por el gobernador Miguel Ángel Yunes Linares,
suscrita por diputados del Grupo Parlamentario del PRI

Los que suscriben, diputados integrantes del Grupo Parla-
mentario del Partido Revolucionario Institucional de la
LXIII Legislatura del Honorable Congreso de la Unión,
con fundamento en lo dispuesto en los artículos 78, frac-
ción III, de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, 58, 59 y 60 del Reglamento para el Gobierno
Interior del Congreso General de los Estados Unidos Me-
xicanos, someten a consideración de esta honorable asam-
blea la siguiente proposición con punto de acuerdo de ur-
gente u obvia resolución:

Antecedentes 

1. El 16 de enero de 2017, el gobernador de Veracruz, Mi-
guel Ángel Yunes Linares, dio a conocer que durante la ad-
ministración del exgobernador Javier Duarte de Ochoa, ni-
ños enfermos de cáncer recibieron agua destilada en lugar
de las medicinas de sus quimioterapias.1

2. A partir del 17 de enero, el gobernador de Veracruz, Mi-
guel Ángel Yunes Linares, ha sostenido diversas declara-
ciones en medios de comunicación en los que señala lo si-
guiente:

• Que a pacientes con cáncer, incluyendo niños, se les
aplicó un medicamento denominado Bevacizumab, que
era falso razón por la cual al menos 8 niños perdieron la
vida

• Las empresas señaladas por la clonación de dichos me-
dicamentos son Especialidades Médicas del Sureste,
Oncopharma y Berros Grupo Farmacéutico. 

• El primer reporte oficial sobre medicamentos clonados
sin propiedades de tratamiento de quimioterapia fue ela-
borado en 2010, cuando Fidel Herrera Beltrán aún se
desempeñaba como gobernador.2

• Que se solicitó a Grupo Roche un análisis de las mues-
tras. A lo que Grupo Roche contestó que las muestras,

no corresponde a un producto original y no contiene
principio activo; es decir, no contiene las sales de un tra-
tamiento de quimioterapia.3

3. La investigación lanzada por el Gobierno Estatal de Ve-
racruz tiene detectados al menos 109 millones de pesos
facturados por Especialidades Médicas del Sureste entre
2007 y 2013.4

4. Datos de la Secretaría de Salud de Veracruz muestran
que entre 2008 y 2014 se presentaron 1.172 casos de cán-
cer en menores de 18 años y el 51 por ciento de los casos
de cáncer ese estado fueron atendidos en el Centro Estatal
de Cancerología.5

5. Con fecha 18 de enero, la Secretaría de Salud federal, así
como la Comisión para la Prevención de Riesgos Sanita-
rios (Cofepris), iniciaron una investigación en el estado de
Veracruz respecto a este caso.6

6. Grupo Roche México, mediante un comunicado de la
Agencia de Relaciones Públicas BM, con fecha 19 de ene-
ro de 2017 informó que Bevacizumab, no es una quimiote-
rapia sino un producto biológico conocido como anticuer-
po monoclonal, y que su uso no está indicado en pacientes
pediátricos.

7. De acuerdo al memorándum interno RM/Farma-
cia/197/2010, emitido por el Centro Estatal de Cancerolo-
gía, “Dr. Miguel Dorantes Mesa” señala que una de las po-
sibles víctimas era beneficiaria del Programa Federal
Protección contra Gastos Catastróficos, el cual está consi-
derado dentro de programas que integran el Sistema de
Protección Social en Salud (Seguro Popular).7

Consideraciones

1. Toda vez que en presente caso pudieran actualizarse al-
gunos de los delitos establecidos en la Ley General de Sa-
lud o en el Código Penal Federal, y éstos son competencia
de la federación, su investigación corresponde al Ministe-
rio Público de la Federación, el cual en términos de la Ley
Orgánica de la Procuraduría General de la República se en-
cuentra dentro de la estructura de dicha Procuraduría, es
que se hace necesaria su intervención, máxime los medica-
mentos en cuestión pudieron ser haber sido comprados con
recursos federales ejercidos por el gobierno estatal.

2. Que se hace necesaria la intervención la Procuraduría
General de la República, para conocer de la investigación
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de la Secretaría de Salud de la administración pública fe-
deral en conjunto con la Comisión Federal para la Protec-
ción contra Riesgos Sanitarios.

3. En consecuencia, y dado el interés nacional que reviste
el caso, y con el afán de asegurar la máxima certeza de los
hechos para los pacientes y familiares de las presuntas víc-
timas es que debe intervenir la Procuraduría General de la
República.

Por lo anteriormente expuesto, sometemos a consideración
de esta soberanía la siguiente proposición con

Punto de Acuerdo

Único. La Comisión Permanente del Honorable Congreso
de la Unión exhorta respetuosamente a la Procuraduría Ge-
neral de la República, para que en el ámbito de sus atribu-
ciones y con fin de esclarecer los hechos, atraiga los casos
de la presunta aplicación de medicamentos falsos en el es-
tado de Veracruz dada a conocer por el gobernador Miguel
Ángel Yunes Linares. 

Notas

1 http://www.animalpolitico.com/2017/01/yunes-veracruz-falsas-qui-
mioterapias/

2 (SDP Noticias, 17-01-2017, 

http://www.sdpnoticias.com/local/veracruz/2017/01/17/facturo-
empresa-109-mdp-con-quimioterapias-falsas-en-veracruz) 

3 (El Universal, 18-01-2017, http://www.eluniversal.com.mx/articu-
lo/estados/2017/01/18/medicamento-clonado-en-veracruz-no-es-qui-
mio-roche)

4 (SDP Noticias, 17-01-2017, 

http://www.sdpnoticias.com/local/veracruz/2017/01/17/facturo-
empresa-109-mdp-con-quimioterapias-falsas-en-veracruz)

5 (CNN en español, 18-01-2017, 

http://cnnespanol.cnn.com/2017/01/18/el-estado-de-veracruz-in-
vestiga-falsas-quimioterapias-a-ninos-con-cancer/)

6 (El Universal, 19-01-2017, 

h t tp : / /www.eluniversal .com.mx/ar t iculo/nacion/socie-
dad/2017/01/19/se-investiga-el-suministro-de-quimioterapias-fal-
sas-ssa)

7 http://noreste.net/noticia/niega-cecan-quimioterapias-falsas-en-
2010/

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 25 de enero de 2017.— (Rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Justicia, de la Cámara de
Diputados.

DENUNCIA REALIZADA POR GRETA XIMENA
PEROGORDO CORRAL, POR LOS PRESUNTOS 
DELITOS DE ABUSO SEXUAL, VIOLENCIA FÍSICA Y
AMENAZAS POR PARTE DEL CIUDADANO EDUARDO
VÍCTOR DEL SAGRADO CORAZÓN PEROGORDO
OLIVA

«Proposición con punto de acuerdo, por el cual se solicita
a la Procuraduría General de Justicia de San Luis Potosí
que, en el marco de sus atribuciones, deslinde responsabi-
lidades sobre las investigaciones que obran respecto a la
denuncia realizada por Greta Ximena Perogordo Corral por
los presuntos delitos de abuso sexual, violencia física y
amenazas por el ciudadano Eduardo Víctor del Sagrado
Corazón Perogordo Oliva, suscrita por senadores del Gru-
po Parlamentario del PRI

Los suscritos, senadores de la República integrantes del
Partido Revolucionario Institucional de la LXIII Legislatu-
ra del Honorable Congreso de la Unión, con fundamento
en lo dispuesto por los artículos 78, fracción III, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y
58 del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso
General de los Estados Unidos Mexicanos, sometemos a la
consideración de esta honorable Comisión Permanente la
presente proposición con punto de acuerdo, al tenor de las
siguientes

Consideraciones

El maltrato infantil y el abuso sexual deben ser sanciona-
dos conforme a derecho sin excepción alguna, debido a que
trasgreden vulneran la dignidad de las personas y ponen en
riesgo el pleno desarrollo.

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año II, Primer Receso, 25 de enero de 2017  Apéndice II347



En este sentido, la Organización Mundial de la Salud, con-
sidera que los abusos de los que son objeto los menores de
18 años, se refiere a todos los tipos de maltrato físico o psi-
cológico, abuso sexual, desatención, negligencia y explota-
ción comercial o de otro tipo que causen o puedan causar
un daño a la salud, desarrollo del niño, o pongan en peligro
su supervivencia, en el contexto de una relación de respon-
sabilidad, confianza o poder. 

Lamentablemente, continúan dándose sucesos en el que se
vulneran la integridad de los adolescentes, prueba de ello,
es el caso de la joven Greta Ximena Perogordo Corral,
quien denunció ante la Procuraduría General de Justicia del
Estado de San Luis Potosí, que su padre Eduardo Víctor del
Sagrado Corazón Perogordo Oliva, desde los seis años de
edad abusaba sexualmente de ella, a cambio de viajes al
extranjero, fuertes cantidades de dinero, carros y otro tipo
de lujos.

A decir de la denunciante, fue por recomendación de sus
amistades por las que se “atrevió” a imponer una denuncia
contra su padre, el cual forma parte de una familia política
prestigiada en el estado, muestra de ello, es que  Guillermo
Perogordo Oliva fue subsecretario de Gobierno durante la
gestión de Marcelo de los Santos y Alejandro Zapata Pero-
gordo tuvo la responsabilidad de ser senador de la Repú-
blica.

En particular, la denuncia penal presentada el pasado 12 de
diciembre del año de 2016, enfatiza en la comisión de pre-
suntos delitos como abuso sexual, violencia física y ame-
nazas. 

Durante sus primeras declaraciones a los medios de comu-
nicación, Greta Ximena Perogordo Corral, dijo: “no se va-
le abusar de una menor y menos si es tu hija”… “sabe per-
fectamente lo que hizo (…) que la justicia y la ley lo van a
perseguir, lo van a refundir en la cárcel”,1 además sostuvo
que tiene temor por su vida, ya que “en una ocasión en la
que pretendió revelarse fue sometida con un rifle por sus
agresores”.2

Diversos medios de circulación local y nacional, dieron a
conocer que después de sus denuncias públicas y desde el
13 de enero de 2017, se desconocía de su paradero, sin em-
bargo, Julio Ceballos Alonso, quien es un investigador po-
licial asegura haber tenido contacto con la adolescente
quien manifestó que está bien y segura.

Por su parte, la Comisión Estatal de Derechos Humanos,
además de recibir la queja por su desaparición, solicitó los
videos de vigilancia del lugar en donde fue vista por última
ocasión, con el objeto de dar con su paradero y garantizar
el respeto a sus derechos como el de la salud y la seguri-
dad.

Bajo estas directrices, los Legisladores del Grupo Parla-
mentario del PRI consideramos de vital importancia que la
Procuraduría General de Justicia del Estado de San Luis
Potosí, fortalezca sus investigaciones y deslinde las res-
ponsabilidades correspondientes a las investigaciones que
obran respecto a la denuncia realizada por Greta Ximena
Perogordo Corral, por los presuntos delitos de abuzo se-
xual, violencia física y amenazas.

El reconocimiento, respeto y protección de los humanos es
uno de los ejes rectores del Estado mexicano, prueba de
ello, es que en su marco normativo se garantiza las condi-
ciones idóneas para el respeto irrestricto de los adolescen-
tes.

En el párrafo noveno del artículo 4o. de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos, señala que: “En
todas las decisiones y actuaciones del Estado se velará y
cumplirá con el principio del interés superior de la niñez,
garantizando de manera plena sus derechos. Los niños y las
niñas tienen derecho a la satisfacción de sus necesidades de
alimentación, salud, educación y sano esparcimiento para
su desarrollo integral. Este principio deberá guiar el dise-
ño, ejecución, seguimiento y evaluación de las políticas pú-
blicas dirigidas a la niñez”.3

Por si esto no fuera suficiente, el artículo 3 de la Ley Ge-
neral de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, dis-
pone a la letra que: Las políticas públicas deberán contri-
buir a la formación física, psicológica, económica, social,
cultural, ambiental y cívica de niñas, niños y adolescentes.

El presente punto de acuerdo, busca garantizar el derecho
del debido proceso en las investigaciones, asegurar el res-
peto a las garantías constitucionales y salvaguardar de ma-
nera universal y especializada en cada una de las materias
relacionadas con los derechos humanos de los adolescen-
tes, conforme con los principios de la Carta Magna y los
tratados internacionales de los que nuestro país forma
parte.

Por lo anteriormente expuesto, sometemos a la considera-
ción de esta Soberanía la siguiente propuesta:
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Punto de Acuerdo

Único. La Comisión Permanente del Congreso de la Unión
exhorta a la Procuraduría General de Justicia del estado de
San Luis Potosí, para que en el marco de sus atribuciones,
deslinde las responsabilidades correspondientes sobre las
investigaciones que obran respecto a la denuncia realizada
por Greta Ximena Perogordo Corral, por los presuntos deli-
tos de abuzo sexual, violencia física y amenazas por parte de
Eduardo Víctor del Sagrado Corazón Perogordo Oliva.

Notas

1 https://www.elsoldesanluis.com.mx/local/greta-perogordo-sostiene-
denuncia-contra-su-padre-me-violaba-mi-papa-desde-los-12-anos

2 https://elespectadordesanluispotosi.wordpress.com/2016/12/24/
eduardo-perogordo-viola-sexualmente-a-su-hija-greta-desde-que-ella-
tena-6-aos/

3 http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/htm/1.htm

Dado en la Cámara de Diputados, sede de la Comisión Permanente del
Congreso de la Unión, a los 25 días del mes de enero del año dos mil
diecisiete.— (Rúbrica).»

Se turna a la Comisión para la Igualdad de Género, de
la Cámara de Senadores.

SALUD MENTAL DE JÓVENES

«Proposición con punto de acuerdo, sobre salud mental de
jóvenes, suscrita por la senadora Yolanda de la Torre Val-
dez, del Grupo Parlamentario del PRI

La suscrita Yolanda de la Torre Valdez, Senadora de la Re-
pública e integrante del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional, con fundamento en lo dis-
puesto en los artículos 78, fracción III de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos y 58 del Regla-
mento para el Gobierno Interior del Congreso General de
los Estados Unidos Mexicanos, presenta ante esta Sobera-
nía, una proposición con Punto de Acuerdo, al tenor de la
siguiente

Exposición de Motivos

El miércoles 18 de enero del presente, el país vivió una de
sus mayores tragedias en materia de derechos de niñas, ni-
ños y adolescentes. En la ciudad de Monterrey, Nuevo Le-
ón, un alumno de 15 años, disparó en contra de su profeso-
ra y tres compañeros de aula más, para posteriormente
herirse mortalmente y por la tarde de aquel aciago día mu-
rió en un hospital.

Este trágico suceso conlleva a la reflexión de dos temas,
que se pretenden abordar someramente en la exposición de
motivos, por una parte, el acceso a un arma de fuego por
parte de los hogares mexicanos y en segundo lugar el in-
cremento alarmante en las tasas de suicidio de niñas, niños
y adolescentes en nuestro país.

Para abordar el primer caso, se cita a continuación un estu-
dio publicado por México Evalúa, en referencia al tema
abordado. De acuerdo a estadísticas citadas del Sistema
Nacional de Seguridad Pública, a partir de 1997, las lesio-
nes y homicidios con arma de fuego se han incrementado
progresivamente, según datos referidos por dicho medio1,
se registraron en 2014, 43 homicidios producidos por arma
de fuego, una tendencia que a razón de la investigación se
ha mantenido constante entre 2009 y 2015, mostrando un
avance constante en la violencia armada en los centros me-
tropolitanos, es decir el uso de armas de fuego para delin-
quir es mayor en las ciudades que en las comunidades ru-
rales.

Más aún, de acuerdo con la Encuesta de las Pequeñas Ar-
mas, programa a cargo del Instituto de Estudios Interna-
cionales y de Desarrollo de Ginebra, en 2011 México ocu-
pó el lugar 42 del mundo de mayor número de armas por
cada 100 mil habitantes. En números totales, se estimó que
15.5 millones de armas de fuego estaban en manos de la
población civil.2 …El número de hogares que compraron
armas por miedo a la inseguridad pasó de 146 mil en 2010
a 232 mil hogares en 2015 (un aumento de casi 60 por cien-
to en 5 años), de acuerdo con datos de la Encuesta Nacio-
nal de Victimización y Percepción sobre Seguridad Públi-
ca realizada por el Instituto Nacional de Estadística y
Geografía (Inegi).3

Es decir, actualmente el acceso a un arma de fuego para la
población civil es muy alto, lo que induce riesgos colatera-
les y directos sobre la comunidad y la familia, un caso par-
ticular asociado es precisamente la tragedia ocurrida en
Monterrey, que motiva la proposición con punto de acuer-
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do. Es fundamental desincentivar la compra de armas de
fuego por parte de los hogares, muchas de ellas adquiridas
al margen de la ley, a través del mercado negro y el con-
trabando, lo que incrementa su tráfico.

Ahora bien, tal como lo citan los artículos anteriores, así
como el trabajo de otros investigadores sobre los inciden-
tes relacionados con el uso de arma en las escuelas por ado-
lescentes en Estados Unidos, señalan una proporción di-
recta entre la facilidad de obtener un arma4 y dichos
incidentes5, según los artículos anteriores 300 millones de
armas de fuego, con un alto porcentaje concentrado en ar-
mas de alto poder letal, se encuentran en el mercado legal
e ilegal, comprendido en Estados Unidos y México, te-
niendo como consecuencia en 2015 alrededor de 300 inci-
dentes en escuelas norteamericanas relacionados con civi-
les usando armas de fuego en contra de la comunidad.

Citando nuevamente al investigador Antonio Rangel Ban-
deira, en su artículo “Armas pequeñas y campañas de des-
arme. Matar los mitos y salvar las vidas”6, se reproducen a
continuación las siguientes observaciones:

• Se cree que el porte de armas es un factor de protec-
ción que disminuye los riesgos de quienes las poseen.
No obstante, las investigaciones demuestran que el por-
te de armas aumenta la posibilidad de muerte del porta-
dor, en tanto las armas tienen un carácter esencialmente
violento, que puede llevar al malogro en la resolución
de los conflictos y a la exposición a situaciones de ries-
go.

• Se argumenta que la prohibición de las armas despro-
tege a la gente que las usa legalmente y favorece a los
criminales, dado que promueve un mercado clandestino.
Sin embargo, en tanto el grueso de la producción de ar-
mas pertenece a las industrias legales, las experiencias
de control muestran éxito en la disminución del tráfico.
Estas políticas de control generan dificultades para la
consecución de armas por parte de los criminales.

• El lobby de las grandes empresas de armas ha difundi-
do la creencia de que las políticas de regulación y des-
arme obedecen a que los estados quieren someter a sus
ciudadanos. No obstante, en el marco del monopolio le-
gítimo de la violencia, se puede demostrar que los esta-
dos democráticos buscan desarmar a su población para
mejorar la eficiencia de sus instituciones y garantizar la
libertad y la seguridad de sus ciudadanos.

• …Su presencia en un escenario de conflicto interper-
sonal o de descontrol emocional puede transformar una
discusión o una pelea en un asesinato, para desgracia de
por lo rnenos dos familias. La presencia del arma con-
vierte conflictos banales en tragedias irreversibles. El
arma de fuego cambia la naturaleza de los conflictos
personales, volviéndolos mortales.

Es por tanto que se considera fundamental que el Estado
mexicano en su conjunto asuma como una política pública
el desarme voluntario de los ciudadanos, destruyendo a tra-
vés de información precisa los mitos que se han formado
alrededor de la posesión de un arma de fuego, como un fac-
tor de defensa tanto de las personas como del patrimonio.

En segundo término, es importante abordar el tema del sui-
cidio, de acuerdo con el portal de la publicación México
Social7 se tiene que:

En los últimos 10 años se han registrado en México 51
mil 381 suicidios; de ellos, 41 mil 867 corresponden a
casos de hombres y 9 mil 508 a mujeres. De acuerdo
con las estadísticas oficiales, en tres de cada cuatro ca-
sos el método utilizado es el ahorcamiento, seguido del
disparo con arma de fuego y en tercer sitio el envene-
namiento.

El Instituto Nacional de Estadística y Geografía (Inegi)
cuenta con una serie de documentos relativos a los sui-
cidios y los intentos de suicidios, de la cual, la última
publicación disponible en su sitio electrónico data de
2013, con información del año 2011.

En ese documento se destaca que en 2011 hubo 5 mil
718 suicidios, de los cuales 4 mil 621 correspondieron
a hombres, y mil 95 casos correspondieron a muje-
res. Del total de casos, 2 mil 532 personas se encontra-
ban solteras al momento de su fallecimiento, mil 22 vi-
vían en unión libre y mil 596 estaban casadas.

Por grupos de edad, el Inegi identifica que en 249 ca-
sos se trataba de niñas, niños y adolescentes de entre
10 y 14 años de edad; en mil 775 casos tenían entre
15 y 24 años de edad, mientras que en mil 275 casos se
trataba de jóvenes de 25 a 34 años de edad. Estos datos
implican que 58 por ciento de los suicidios se presen-
taron entre personas menores de 35 años.

Adicionalmente es pertinente destacar que, del total de
los suicidios registrados, en mil 642 casos se trataba de
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personas sin empleo, en 826 casos se trataba de trabaja-
dores agropecuarios, en 806 casos se trataba de artesa-
nos, 668 personas más laboraban como auxiliares admi-
nistrativos, 368 casos corresponden a personas
dedicadas al comercio, y en 790 casos se tiene registro
de otras ocupaciones.

Si se toman como referencia las profesiones señaladas,
se trataba, en la inmensa mayoría de los casos, de per-
sonas que se encontraban en los promedios de ingresos
más bajos del país, pero también en los sectores econó-
micos con mayores porcentajes de personas en condi-
ciones de informalidad laboral.

…

Sin embargo, en 2013 y 2014 las cifras se incrementaron de
manera relevante, tanto en términos absolutos como relati-
vos. En efecto, en los años señalados se registraron 5 mil
909 y 6 mil 337 casos, respectivamente, los cuales repre-
sentaron 8.5 por ciento y 9.5 por ciento del total de la mor-
talidad accidental y violenta, respectivamente.

Por último, debe decirse que la mortalidad por suicidios
sigue siendo predominantemente masculina: en efecto,
de los 51 mil 384 suicidios cometidos entre 2005 y 2014,
un total de 41 mil 867 han sido cometidos por hombres,
y 9 mil 508 por mujeres, cifra que representa 18.5 por cien-
to del total.

Recordemos que en el incidente que motiva la proposición
con punto de acuerdo, el adolescente que uso el arma de
fuego en contra de su comunidad escolar, termino quitán-
dose la vida, este acto debe ser puntualmente estudiado, de-
bido a que la salud mental de las y los adolescentes mexi-
canos debe ser una prioridad para una mejor convivencia
social, un hecho es claro, en México debemos utilizar este
tipo de incidentes lamentables para generar las acciones
que conlleven a que nunca más se repitan.

Por una parte, es claro que el acceso a las armas de fuego,
debe reducirse, pero igualmente el deterioro de la salud
mental que conlleva al suicidio tiene que ser atendida de
manera emergente.

Utilizando nuevamente al portal de la publicación México
Social8, se lee:

En ese contexto, la Organización Panamericana de Sa-
lud (OPS) alerta que entre los jóvenes de 15 a 29 años

de edad el suicidio se ha convertido en la segunda cau-
sa de muerte, sólo después de los accidentes. Para la re-
gión de las Américas, la OPS estima una tasa de 7.3
suicidios por cada 100 mil habitantes, indicador in-
ferior a la media mundial, el cual se ubica en 11 sui-
cidios por cada 100 mil personas.

Asumir al indicador del suicidio como una prioridad
global tiene relevancia, sobre todo porque alerta en tor-
no a las condiciones de malestar y sufrimiento en que se
sitúan millones de personas, pues, de acuerdo con esti-
maciones de varios expertos, por cada suicidio cometi-
do hay 20 intentos en los que afortunadamente no se
logra el cometido.

…

Es interesante observar en ese sentido que hay una estricta
correlación entre la edad y la presencia de casos de depre-
sión, pues, a más años de vida, se registra una mayor inci-
dencia. Así, para el grupo de edad de 1 a 4 años la tasa es
de 0.8 casos por cada 100 000 en el grupo etario.

Entre quienes tienen de 5 a 9 años la tasa en 2014 fue de
7.1 casos por cada 100 mil, en el de 10 a 14 años, crece a
26.8 casos por cada 100mil, entre las y los jóvenes de 15
a 19 años el indicador crece a 40.1 casos por cada 100
mil, se incrementa a 44.5 en el grupo de 20 a 24 años, y
se ubica en 60.9 en el grupo de 25 a 44 años de edad.

Es destacable que entre quienes tienen más de 45 años las
tasas superan en más de 100 por ciento a la media nacio-
nal. Así, en el grupo de 45 a 49 años la tasa de incidencia
de depresión es de 108.3 casos por cada 100 mil en el gru-
po de edad, es de 110.7 para el grupo de 50 a 59 años, de
145.2 para el grupo de 60 a 64 años y de 129.9 para quie-
nes tienen 65 años y más.

Por lo que la proposición con punto de acuerdo exhorta que
las políticas públicas encaminadas a la reducción de los
suicidios consideren, la distribución geográfica, la pers-
pectiva de género enfocadas al sexo masculino, la preva-
lencia de acuerdo a la etapa etaria de la población. En su-
ma, podemos afirmar que los varones adolescentes de
las ciudades, son un grupo prioritario que merece una
atención dedicada, sobre todo porque de acuerdo lo ex-
puesto sobre el acceso a armas de fuego, tienen una mayor
posibilidad de estar en contacto con ellas, que sus pares en
el medio rural.
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Por lo expuesto y de acuerdo a los artículos señalados en el
proemio, se presenta ante esta honorable soberanía los si-
guientes

Puntos de Acuerdo

Primero. La Comisión Permanente del Honorable Congre-
so de la Unión exhorta respetuosamente a las Secretarías
de Gobernación, y de la Defensa Nacional, para que, de
acuerdo a sus atribuciones y ámbitos de competencia, en
coordinación con las entidades federativas y los ayunta-
mientos del país, diseñen y ejecuten una campaña nacio-
nal de desarme voluntario, con la finalidad de reducir los
riesgos por la portación y tenencia de armas de fuego entre
la población civil.

Segundo. La Comisión Permanente del Honorable Con-
greso de la Unión exhorta respetuosamente a la Secreta-
rías de Salud, y Educación Pública, para que, de acuerdo a
sus atribuciones y ámbitos de competencia, en coordina-
ción con las entidades federativas y el Instituto Mexicano
de la Juventud, realicen campañas de prevención y aten-
ción del suicidio, con particular énfasis y de acuerdo a la
perspectiva de género, en la población constituida por
varones adolescentes de los centros urbanos del país,
identificando su problemática particular, respecto a su sa-
lud mental y desarrollo social.

Notas

1 Disponible en: 

http://mexicoevalua.org/2016/03/24/sobre-las-balas-derramadas-
en-elsuelo-mexicano/

2 Disponible en: 

http//mexicoevalua.org/2016/10/09 legalizar-la-portacion-de-ar-
mas-de-fuego-puerta-a bierta-al-aumento-en-la-violenci/

3 Ibíd.

4 Disponible en: 

http://www.letraslibres.com/mexico/cultura/mi-primera-arma

5 Disponible en: 

http://larepublica.pe/mundo/america/709770-lo-que-calla-estados-
unidos-sobre-el-control-de-armas

6 Disponible en: 

http://librarv.fes.de/pdf-files/bueros/la-seguridad/09105.pdf

7 Disponible en: 

http: mexicosocial.org/index.php/mexico-social-en-excelsior/ítem/
1194-suicidios-las-muertes-de-la-tristeza

8 Disponible en: http: 

mexicosocial.org/index.php/secciones/especial/ítem/1280-salu-
mental-dimensiones-y-retos

Dado en el salón de sesiones de la Comisión Permanente del Honora-
ble Congreso de la Unión, el 25 de enero de 2017.— Senadora Yolan-
da de la Torre Valdez (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Salud, de la Cámara de Se-
nadores.

HECHOS ACONTECIDOS EN LA CIUDAD DE MON-
TERREY

«Proposición con punto de acuerdo, respecto a los hechos
acontecidos en Monterrey, suscrita por la senadora Yolan-
da de la Torre Valdez, del Grupo Parlamentario del PRI

La suscrita, Yolanda de la Torre Valdez, senadora de la Re-
pública, integrante del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional, en los artículos 78, fracción
III, de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos y 58 del Reglamento para el Gobierno Interior del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, pre-
senta ante esta soberanía una proposición con punto de
acuerdo, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

El lamentable acontecimiento suscitado el pasado 18 de
enero del año en curso en la ciudad de Monterrey, Nuevo
León, dentro de las instalaciones del Colegio Americano
del Noreste, institución educativa privada ubicada en el
norte de la ciudad de Monterrey, Nuevo León, en el que la-
mentablemente resultaron heridos de gravedad, una maes-
tra y cuatro alumnos, dentro de los que se encontraba quien
efectúo el atentado y que horas después de consumar el fu-
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nesto evento, lamentablemente perdió la vida por la herida
propiciada por el mismo.

Este incidente no es un hecho menor, nos obliga a voltear
la mirada y reconsiderar qué estamos haciendo como so-
ciedad y a qué debemos obligarnos para que este tipo de si-
tuaciones de violencia extrema no vuelvan a repetirse en lo
futuro.

Hemos sido testigos involuntarios de un hecho que nunca
debió ocurrir al haberse circulado a través de las redes so-
ciales el video de los acontecimientos, escenas que lasti-
man a la sociedad y por supuesto a los familiares de los
alumnos víctimas del hecho, tanto de aquellos que resulta-
ron heridos por arma de fuego, como de igual forma de to-
dos los que se encontraban en el aula y que requerirán de
apoyo profesional para atender el daño emocional y psico-
lógico de los 50 segundos de terror que vivieron desde el
primer disparo hasta aquél en el que se infringió la herida
en la cabeza el joven agresor.

Y no deja de alarmar que, al día siguiente, en el plantel Sal-
vador Allende, ubicado en la colonia Valle Dorado, en
Naucalpan, estado de México1, una discusión entre dos
alumnos de esa institución educativa, derivó en un ataque
con arma blanca por parte de uno de ellos en contra del
otro.

Estos hechos no podemos dejarlos pasar como eventos ais-
lados, ambos son de igual naturaleza grave y de vital im-
portancia atenderlos de manera inmediata.

Los factores de depresión, angustia, trastornos de conduc-
ta, violencia y suicidio, se dan tanto en la adolescencia, co-
mo en la parte adulta y los acontecimientos recientes así lo
demuestran.

En México se cuenta con 64 hospitales psiquiátricos, 49 de
ellos instituciones públicas y 15 instituciones privadas2,
sin embargo, de ellos sólo uno es dedicado a la atención
psiquiátrica infantil, mismo que es el hospital psiquiátrico
Juan N. Navarro, ubicado en la Ciudad de México.

El estudio realizado por los especialistas Gerhard Heinze,
Gina del Carmen Chapa y Jaime Carmona-Huerta Los es-
pecialistas en psiquiatría en México: año 20163, arroja ci-
fras que identifican que en todo el país se cuenta con 4 mil
393 psiquiatras que ejercen su profesión respecto de una
población de 119 millones 530 mil 753 habitantes y el mis-

mo estudio nos muestra que hay una tasa de 3.68 psiquia-
tras por cada cien mil habitantes.

El mismo estudio nos indica que la distribución de estos es-
pecialistas en nuestro país indica que un sesenta por ciento
del total de los psiquiatras, ejercen su actividad profesional
en las tres mayores ciudades de México, siendo estas las
ciudades de Guadalajara, Monterrey y la propia Ciudad de
México.

Estas cifras nos obligan a hacer reflexiones respecto de la
necesidad de atender los problemas de nuestras niñas, ni-
ños y adolescentes.

Los datos referidos nos muestran una cruda realidad, que
nunca serán suficientes los profesionales de la salud en es-
ta materia para atender a la población infantil y juvenil en
nuestro país, por ello debemos asumir un alto compromiso
como padres de familia en estar más cerca de nuestras fa-
milias, particularmente de nuestros hijos.

Como padres de familia nos hemos ocupado por proveer a
nuestras familias y a nuestros hijos de todo cuanto les es in-
dispensable, lamentablemente en muchos casos no provee-
mos lo más importante como es la atención, cercanía y
afecto.

Hoy nos mueve el inmenso dolor y angustia que sufren las
familias de los jóvenes del Colegio Americano del Nores-
te, ubicado en el norte de Monterrey, Nuevo León, y para
todos ellos, padres de familia, alumnos y maestros de ese
plantel presento el siguiente:

Punto de Acuerdo

Único. La Comisión Permanente del Honorable Congreso
de la Unión, exhorta respetuosamente al presidente de la
Mesa Directiva de la Comisión Permanente del Honorable
Congreso de la Unión para pronunciarse respecto a los
acontecimientos acaecidos en la ciudad de Monterrey,
Nuevo León y expresar a nombre de la Comisión Perma-
nente nuestro profundo pesar y solidaridad a todos los
alumnos, maestros y padres de familia del Colegio Ameri-
cano del Noreste.

Notas

1 http://afoncJoedomex.COmlvafle-de-mexico/alumno-de-secundaria-
apunala-a-su-companero-en-escuela-de-naucalpan/
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2 Datos a localizar en la siguiente dirección. 

http://www.inprf-cd.gob.mx/sitios/hospitales.html

3 Datos a localizar en la dirección: 

h t t p : / / w w w . s c i e l o . o r g . m x / p d f / s m / v 3 9 n 2 l 0 1 8 5 -
3325_sm_39_02_00069.pdf

Palacio Legislativo de San Lázaro, sede de la Comisión Permanente,
a 25 de enero de 2017.— Senadora Yolanda de la Torre Valdez (rú-
brica).»

Se turna a la Comisión de Educación, de la Cámara de
Senadores.

HECHOS ACONTECIDOS EN EL ESTADO DE VERA-
CRUZ

«Proposición con punto de acuerdo, en relación con hechos
acontecidos en Veracruz, suscrita por la senadora Yolanda
de la Torre Valdez, del Grupo Parlamentario del PRI

La suscrita, Yolanda de la Torre Valdez, senadora de la Re-
pública e integrante del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional, con fundamento en lo dis-
puesto en los artículos 8, numeral 1, fracción II, 276 y de-
más aplicables del Reglamento del Senado de la Repúbli-
ca, presenta ante esta soberanía, una proposición con punto
de acuerdo, al tenor de lo siguiente:

Consideraciones

La salud es un derecho humano que se encuentra reconoci-
do en el cuarto párrafo del artículo 4° de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, el cual tiene en-
tre sus finalidades: El bienestar físico y mental de la perso-
na, para contribuir al ejercicio pleno de sus capacidades; la
prolongación y mejoramiento de la calidad de la vida hu-
mana; y el disfrute de servicios de salud y de asistencia so-
cial que satisfagan eficaz y oportunamente las necesidades
de la población.1

Para la salvaguarda de este derecho humano, el artículo 4
de la Ley General de Salud dispone que son autoridades en
materia sanitaria: el Presidente de la República; el Consejo
de Salubridad General; la Secretaría de Salud, y los go-
biernos de las entidades federativas.

La Ley en comento también establece en el apartado B de
su artículo 13, que en materia de salubridad general, entre
otras cuestiones, a los gobiernos de las entidades federati-
vas y las autoridades estatales, les corresponde organizar,
operar, supervisar y evaluar la prestación de los servicios
de salubridad general.

En contravención a lo anterior, el16 de enero del año en
curso, el Gobernador del estado de Veracruz, dio a conocer
que durante la administración de su antecesor, niños enfer-
mos de cáncer recibieron agua destilada en lugar de las
medicinas que requerían para sus quimioterapias.

De acuerdo con información vertida en diversos medios de
comunicación, el titular del ejecutivo estatal manifestó que
se cuenta con resultados de un laboratorio, donde se seña-
la que el supuesto medicamento que se administraba a los
niños, en verdad era un compuesto inerte, precisando que
era agua prácticamente destilada.2

Por otro lado, se ha dado a conocer que existen otros casos
como es el de medicamentos que se encontraron en las bo-
degas que ya habían superado o pasado la etapa de caduci-
dad. Al respecto, el actual gobernador de la entidad señaló
de manera textual que: “Millones de pesos de medicamen-
tos embodegados que no sabemos si se compraron ya con
la caducidad vencida o dejaron que se venciera la caduci-
dad. [...]”.

En. relación a los hechos en comento, las distintas fuerzas
políticas que conformamos el Congreso de la Unión, he-
mos hecho un pronunciamiento unánime en el que expre-
samos nuestra condena total y la necesidad de que se lleven
a cabo las investigaciones correspondientes, para que en
caso de corroborarse, se deslinden las responsabilidades
que conforme a derecho procedan.

Bajo esta tesitura y a reserva de lo que determinen las au-
toridades conducentes, es oportuno tener en cuenta que con
base al artículo 3 de la Ley de Salud del Estado de Veracruz
de Ignacio de la Llave,3 en materia de salubridad le corres-
ponde al gobierno estatal: la atención médica, preferente-
mente en beneficio de grupos vulnerables; la información
relativa a las condiciones; recursos y servicios de salud; la
prevención y el control de enfermedades transmisibles; la
Prevención de infecciones de transmisión sexual; y la asis-
tencia social.

En atención a la gravedad de los hechos que motivan el
presente punto de acuerdo y reiterando que en el Grupo
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Parlamentario del PRI rechazamos todo tipo de conducta
que atente, límite o vulnere la protección de la salud de la
población mexicana, estimamos imprescindible que los
mismos sean esclarecidos.

Para ponderar la trascendencia del asunto, basta mencionar
que además de ser un asunto que implica el probable uso
indebido de recursos públicos, al mismo tiempo, está rela-
cionado con el menoscabo de uno de los derechos más im-
portantes del ser humano, la protección del derecho a la sa-
lud.

Por lo anteriormente expuesto, someto a la consideración
de esta soberanía la siguiente proposición con

Puntos de Acuerdo

Primero. La Comisión Permanente del Congreso de la
Unión, exhorta respetuosamente a la Procuraduría General
de la República y a la Fiscalía General del Estado de Vera-
cruz para que en el marco de sus atribuciones lleven a ca-
bo las investigaciones correspondientes en relación a la
probable comisión de diversas irregularidades, como el su-
ministro de medicamento falso para quimioterapias para
niños con cáncer y pruebas para detectar VIH-sida en el es-
tado de Veracruz, durante la administración 2010-2016, a
fin de que se deslinden las responsabilidades que conforme
a derecho procedan.

Segundo. La Comisión Permanente del Congreso del
Unión, exhorta respetuosamente a la Auditoría Superior de
la Federación y al Órgano de Fiscalización Superior del Es-
tado de Veracruz, para que en el marco de sus atribuciones,
lleven a cabo las investigaciones correspondientes respec-
to a presuntas irregularidades en la compra de medicamen-
tos destinados a quimioterapias para niños con cáncer y
pruebas para detectar VIH-sida en el estado de Veracruz,
durante la administración 2010-2016.

Notas

1 Fracciones I, II y V del artículo 2 de la Ley General de Salud.

2 http://www.animalpolitico.com/2017/01/yunes-veracruz-falsas-aui-
mioterapias/

3 http://www.legisver.gob.mx/leves/LevesPDF/SALUD1602161.pdf

Dado en el salón de sesiones de la Comisión Permanente del Congre-
so de la Unión, a los 25 días del mes de enero del año dos mil dieci-
siete.— Senadora Yolanda de la Torre Valdez (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Justicia, de la Cámara de Se-
nadores.
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